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   PRÓLOGO
 
   de Carlos Alberto Montaner
 
    
 
   El hilo conductor es otro aporte valioso a un debate que tiene exactamente doscientos treinta y seis años: ¿por qué unos pueblos prosperan y se desarrollan más que otros? La discusión, que todavía no ha cesado, la comenzó oficialmente Adam Smith en 1776 con su obra, todavía válida, An Inquiry into the Nature and Causes of the Wealth of Nations, obra más conocida por La riqueza de las naciones.
 
   Eugenio D’Medina, el autor de este nuevo libro, profesor universitario y valioso economista y politólogo peruano, ha tomado el camino correcto para acercarse al fenómeno: ha penetrado en la mentalidad social de los pueblos y ha examinado los aspectos morales de este espinoso asunto, ahondando en una corriente analítica –la que se ocupa de escudriñar el capital humano– que cuenta con cabezas tan destacadas como Edward C. Banfield (Moral Basis of a Backward Society), Gary Becker y Larry Harrison, por solo mencionar tres nombres entre medio centenar de autores destacados.
 
   Se sabe que las treinta naciones más exitosas del planeta –desde Estados Unidos a Israel, pasando por Gran Bretaña, Holanda o los países escandinavos– gozan de un sistema político que pudiéramos calificar como democracia liberal, fundado en el imperio de leyes imparciales, límites clarísimos a la autoridad pública, meritocracia e independencia del poder judicial; y se sabe, también, que en todos ellos domina la propiedad privada y prevalece el mercado por sobre la planificación estatal, pero ¿hay un hilo conductor, un elemento que explica esa articulación armónica entre la política y la economía, entre la sociedad y el Estado?
 
   Sí lo hay, y es el gran aporte de este libro: en esos treinta países existe, en gran medida, cierto nivel apreciable de confianza colectiva en el modelo socioeconómico y en ese modo de conducir los asuntos públicos. Ese es el hilo conductor que relaciona la economía, la democracia como método de tomar las decisiones comunes y las ideas liberales.
 
   Si bien en esas sociedades suele existir un alto grado de confianza en el conciudadano, esa actitud también se refleja en la confianza en el modelo elegido. Lo que no quiere decir que las personas sean ingenuas ante las flaquezas y limitaciones de la naturaleza humana. 
 
   En esos treinta exitosos pueblos, mientras la mayor parte no pone en duda la eficiencia potencial del sistema, ni la buena voluntad de las personas, también tiene en cuenta las reflexiones de los pensadores y académicos que piden tomar precauciones contra la tendencia natural que poseen los funcionarios de utilizar los recursos públicos para su propio beneficio, algo que explica muy bien la Escuela de Virginia o del llamado public choice, corriente muy afín al pensamiento de D’Medina. 
 
   ¿Por qué prevalece ese nivel de confianza en ciertas sociedades? Fundamentalmente, porque funciona con razonable probidad un poder judicial independiente que vigila el cumplimiento del imperio de la ley o rule of law. En nuestro mundillo latinoamericano creemos menos en el sistema porque creemos menos en la independencia y la buena voluntad del poder judicial. 
 
   El Papa Juan Pablo II, que meditó bastante sobre estas cuestiones, dejó escrito en El amor es más fuerte un párrafo que vale la pena rescatar. Dijo Su Santidad: “Las causas morales de la prosperidad son bien conocidas a lo largo de la historia. Ellas residen en una constelación de virtudes: laboriosidad, competencia, orden, honestidad, iniciativa, frugalidad, ahorro, espíritu de sacrificio, cumplimiento de la palabra empeñada, audacia; en suma, amor al trabajo bien hecho. Ningún sistema o estructura social puede resolver, como por arte de magia, el problema de la pobreza al margen de estas virtudes”.
 
   Eugenio D’Medina lo sabe y lo demuestra muy bien. Este libro es una magnífica prueba.
 
    
 
    
 
    
 
    
 
   


 
   
 
  




 
   PREFACIO
 
    
 
   Los libros se empiezan a escribir antes de escribirse. Pero no se terminan de escribir cuando salen a la luz. Se escriben en la mente antes de escribirlo, pero cuando uno los termina siente que todavía tiene páginas por escribir.
 
   Debería empezar reconociendo que este es un libro sobre filosofía política. Pero siquiera mencionar la palabra “filosofía” me hace sentir peligrosamente arrogante. Incursionar en terrenos complejos por donde desfilaron cumbres del pensamiento occidental como Maquiavelo, Hobbes, Locke, Rousseau, Marx, Weber, Popper, Hayek, Rawls o Nozick. No me siento tan cómodo en medio de tan selecta agrupación de mentes que cambiaron, para bien o para mal, los cimientos de la civilización occidental, en diversos momentos de su historia.
 
   Mejor me siento postulando que este libro es una exploración. Tomando pie en la aseveración de Robert Nozick de que “las obras de filosofía están escritas como si sus autores creyeran que son, absolutamente, la última palabra sobre el tema”, coincido con él en que hay también espacio “para obras menos complicadas que contengan presentaciones inconclusas, conjeturas, contradicciones y problemas abiertos, entrelíneas, conexiones laterales, así como una línea principal de argumentación”[1]. Esta es una obra de ese tipo.
 
   En otras palabras, y esto lo digo a título personal, me siento intensamente convencido de lo que sostengo en este libro y de sus líneas argumentales y de sus conclusiones. Pero no me siento rehén de dichos argumentos ni de los resultados conceptuales. Podría estar equivocado y correría el riesgo de cometer algún error. 
 
   Es una exploración. Un vistazo acaso algo más acucioso sobre temas que en América Latina, y, por qué no decirlo, en buena parte de Europa, están vinculados a acercarnos a responder una pregunta fundamental: ¿por qué es tan difícil favorecer políticas liberales en ciertos países del mundo, como los países latinoamericanos, durante períodos suficientemente prolongados como para dar el salto en la escala del desarrollo mundial?
 
   Quizás esta pregunta pudiera sonar esotérica al lector europeo. Europa, en particular Europa occidental, heartland de la historia mundial, que ha atravesado milenios de evolución para llegar al expectante momento actual, puede encontrar en estas líneas un experimento de lo que podríamos llamar paleontología histórica, Después de todo, ¿cómo explicarle a un europeo lo que son presidentes como Hugo Chávez, el demócrata que se recicla y se redime a partir de su autoritarismo y su violación de libertades? ¿O lo que es una dinastía presidencial como la de los Kirshner, que instaura un régimen de re-re-elección indefinida “respetando” la alternancia del poder? ¿O el régimen castrista, que convirtió a los Castro en dos alcaides de una gran prisión por décadas, a pesar de los recientes pequeños cambios políticos en la isla? ¿O a pintorescos mandatarios como Evo Morales o el propio Rafael Correa, que sin embargo logran fuertes adhesiones y van como favoritos para forzar terceros períodos de mandatos presidenciales? 
 
   ¿Cómo puede entender un español, un inglés o un francés que en Perú la policía no pueda usar sus armas para garantizar el orden porque si lo hacen les caen encima las organizaciones de defensa de derechos humanos y encarcelan a los que deben defender el orden público? ¿Cómo pueden comprender que en Colombia el gobierno se siente a “negociar” con terroristas que secuestran civiles y uniformados por uno, dos, cinco o más años, como si fueran un estado dentro de otro? ¿Cómo procesan el hecho de que en Paraguay o en Honduras se prolongue constitucionalmente el mandato de un presidente por razones contempladas en la ley pero que los demás países de su propio vecindario regional los penalicen por hacerlo? ¿Cómo asimilan que en Venezuela o Bolivia sea parte del “estilo” presidencial insultar a otros presidentes y países en televisión abierta sin que nadie se escandalice ni se sienta ofendido en la dignidad nacional? 
 
   Como digo, todo esto debe parecer de otro mundo para el lector europeo promedio. Sin embargo, albergo la esperanza de que el lector español, cuando menos, pueda encontrar algunos elementos que aplicar a la realidad europea. En especial, en lo referente al hilo conductor que propongo en estas páginas y que espero que concite su interés. Porque, al fin y al cabo, España es para América Latina, a su manera, el hilo conductor históricamente más importante de esta región del mundo con Occidente. 
 
   Pero volvamos al principio. La búsqueda de la respuesta a la interrogante de por qué es tan difícil apoyar políticas liberales en América Latina por períodos suficientemente prolongados como para dar el salto de calidad definitivo en la escala del desarrollo global me llevó a un circuito que vincula a la economía, la política, la democracia y el liberalismo. La economía de mercado y la democracia liberal funcionarían si ese circuito funcionara. Pero ¿era tan obvio que así iba a ser? No, no lo era. Pensábamos que bastaba mostrar resultados. Poner en la vitrina experiencias exitosas. Pero nos equivocamos. No era suficiente, no era tácito ni era obvio. Ese circuito, al que llamamos aquí el hilo conductor, no necesariamente funciona en los países latinoamericanos. 
 
   La presente exploración trata de describir el funcionamiento del circuito ideal, para encontrar luego lo que se verifica en la práctica. Lo cual, cada tanto, impide que lo avanzado en materia de progreso se vea truncado vez tras vez. Esto es, que las democracias liberales suelen debilitarse y dar paso a democracias de privilegios, oclocráticas o totalitarias. Se abre el paso así al populismo económico y al clientelismo. He llegado a preguntarme incluso si es posible, hoy en día, ganar elecciones y sostenerse en el poder sin fuerte dosis de populismo. Me pregunto, por cierto, si alguna vez eso ha sido factible. Pero me parece que nunca como en estos tiempos las sociedades latinoamericanas sienten menos compromiso con las nociones mismas de sociedad, país o nación, y más bien, que cuando invocan esas categorías, lo hace carentes de sentido, sin contenido, y las utilizan para lo que no son otra cosa que defensa de sus propios intereses particulares de corto plazo. Mirar para el costado, a otro lado, es una moneda corriente desde el gran empresario hasta el más menesteroso obrero. 
 
   Es decir, que se impone el antiliberalismo. Toda una cultura antiliberal irrumpe para quedarse. Y se ha quedado muchísimo tiempo; tanto, que aquí está la explicación de por qué América Latina es la región del mundo que menos se ha insertado en la globalización y en los beneficios de la economía de mercado.
 
   El libro entero desarrolla cómo veo este doble proceso, de un lado la debilidad y permeabilidad de la democracia, en su versión de democracia liberal, y por otro la incapacidad e inviabilidad del liberalismo para constituirse en opción política que gane elecciones. En otras palabras, ¿qué hace que no funcione ni la democracia liberal ni las alternativas liberales en el nivel de la competencia electoral? Es mi deseo que las respuestas a estas interrogantes sean encontradas por el lector en su exploración por el libro. Por eso, aquí no extiendo el punto. 
 
   Lo que sí advierto es que, en esa exploración, el lector va a encontrar espacios de escepticismo seguido de otros de cabal optimismo. Mi experiencia personal como ciudadano de un país en el que durante muchos lustros vi desmoronarse la democracia y debilitarse al liberalismo, algo que corresponde a la parte de la historia de mi país que me tocó compartir en las últimas cinco décadas, me ha llevado por un camino en el que me cuestiono seriamente la viabilidad de ambos, de la democracia y del liberalismo, en la sociedad política que hemos construido, a la manera de la evolución espontánea. Cuando menos, en sus versiones que privilegien la democracia liberal y la economía de mercado. La experiencia ulterior de viajar por otros países de Latinoamérica y comprobar que los problemas que padecemos, en muchos aspectos, también los compartimos, llevó ese cuestionamiento a escala regional. ¿Somos un continente donde podemos aspirar a democracias liberales? ¿Puede el liberalismo ganar elecciones en nuestros países? ¿Podemos realmente someternos a la economía de mercado y persistir en sus reglas de juego? Y acaso, la pregunta más difícil: a partir de nuestra incapacidad para adherirnos a tales estándares, ¿somos un continente viable, integrado por países también viables?
 
   No me cabe duda de que algunos países han pasado, o están pasando, mejor sea dicho, el examen. Y podrían responder afirmativamente estas preguntas, o al menos la primera y la última. Pienso primero en Chile y Costa Rica, seguidos inmediatamente por México, Uruguay Panamá y Colombia. Luego asoma en mi mente Brasil y El Salvador. En el siguiente pelotón está la masa crítica, los “Ni-Ni” de la política latinoamericana, esto es, ni muy apremiados ni muy aplicados: Argentina, Guatemala, Honduras, Paraguay, Perú y Ecuador. Estos países todavía no dan el gran salto al desarrollo sostenido. Y, cerrando filas, los que la tienen más difícil, empezando por Venezuela y siguiendo por Nicaragua y Bolivia. Por supuesto, ya ni incluyo a Cuba en esta lista por la obviedad que representa.
 
   ¿Cómo no preocuparnos ante estos vaivenes que soporta la mayoría de países latinoamericanos, que incluso hasta algunos que parecen tan sólidos como Brasil y México amenazan, cada tanto, con cada elección, a la sombra del populismo antiliberal, siempre dispuesto a echarlo todo por la borda y arrasar la prolijidad del labrado delicado y acucioso de las buenas y consistentes políticas para realizar la orfebrería fina de la economía sana? Queremos mirar hacia otro lado, pero digámoslo más claro. Hoy en Latinoamérica hay presidentes con vinculaciones conocidas a grupos armados en el pasado, que deberían ser proscritos, como lo fueron hace décadas. Hay gobiernos que abiertamente, o de modo soterrado, apoyan a grupos terroristas que azotan, o lo han hecho recientemente, a varios países de la región. Existen gobiernos que están entretejiendo una peligrosa trama de relaciones con gobiernos de cuestionable performance democrática en Europa y Asia y están “importando” a esta parte del mundo peligrosas injerencias y problemáticas que pueden afectar incluso la paz entre los países. Las razones para la preocupación, están ahí, pero hemos elegido, como sociedades, mirar para otro lado, como si con eso se desvanecieran las amenazas. 
 
   Bajo tales circunstancias, es más que claro que subsisten, con renovado vigor, formas de entender la dinámica social latinoamericana en los mismos términos que prevalecían en la región en los años de la Guerra Fría antes de la caída del Muro de Berlín. Y por ende, siempre existirán visiones que, o bien hagan uso abusivo de la democracia y la vuelvan ilimitada, o que utilicen las libertades para destruir los cimientos de la democracia liberal. Y estas visiones, usualmente, son las que calan en las grandes mayorías, que terminan minando el alma liberal de la democracia limitada, el estado de derecho y, por supuesto, la economía de mercado.
 
   Toda esta preocupación se traslada al escepticismo que despliego en algunas trazas del libro. Sin embargo, pequeños, aislados, pero a la vez persistentes presencias en la política activa de las ideas liberales, en varios países de la región, incluyendo a aquellos que se jactan de tener gobiernos de izquierda responsable, como Chile o Brasil y la misma Costa Rica y también Perú, me hacen renovar el entusiasmo en que no todo está perdido. Que el túnel, por profundo y oscuro que pueda parecer, siempre puede ser alumbrado por la luz de las ideas con valor, aquellas que hicieron grandes a países que hoy no solo hegemonizan en Occidente sino que los no occidentales miran con asombro y ganas de imitar. Ideas que parecen nuevas por los años y décadas de sedimento ideológico marxista y filo-marxista que han padecido nuestros países, y que se han inoculado en los cerebros de nuestros hombres y mujeres a través de los sistemas educativos. Pero que ya enarbolaban grandes referentes de los albores de las Repúblicas Latinoamericanas, tales como Miranda en Venezuela, Alberdi y Sarmiento en Argentina, Madero en México, Sánchez Carrión en Perú o Portales en Chile, entre muchos otros. Este deber de plantear la lucha de las ideas en esta crucial hora continental es un desafío que nos llena de entusiasmo y nos renueva el vigor.
 
   Este libro contiene implícito también un manifiesto de rebeldía. No se puede ser un ciudadano latinoamericano, al menos uno que viva y mame el día a día del trajín de nuestras sociedades, y no sentir indignación por la situación de postración de grandes grupos poblacionales que no tienen oportunidades de insertarse en los mercados de productos y de factores, de consumo y de trabajo. Al menos yo, lo confieso, es algo que traigo desde la niñez, esa misma rebeldía que no se aplaca. Es precisamente por eso, unido al hecho de que, ya llegado a la madurez de mi vida, he podido comprobar, en carne y país propios, las diversas recetas políticas y económicas a las que se sometió a Latinoamérica, que pienso que no hay nada más revolucionario para cambiar esta realidad que el camino que, según mis modestas conjeturas, planteo en este libro. Ese camino es el del orden social basado en la economía de mercado y la democracia liberal. No es el camino que hemos tomado los latinoamericanos muchas veces, e incluso en esta hora dudo que nos hayamos encaminado a él de manera irreversible, como algunos optimistas creen. Pero es el camino que, no sé si en el desván de mis sueños o en el rincón de mis utopías, estoy seguro que es el que debemos transitar si queremos revolucionar nuestras sociedades.
 
   Por esta última consideración, no puedo soslayar, en aras de una imprescindible honestidad intelectual, que lo escrito en estas páginas no deja de ser un punto de vista humano, personal e intransferible. Como tal, no es verdad tallada en piedra. Ni es un tratado de filosofía política abordado desde una perspectiva “científica”, entendiéndose por ella una aproximación carente de prejuicios y enfocada exclusivamente a los hechos objetivos, sin pretensión alguna de provocar una acción. Algunos capítulos del libro los he abordado, o los he pretendido abordar, así. Pero otros han sido redactados con altísima pasión. La necesaria para encender la llama del adormilado lector que requiere despertar emociones internas, existentes pero acurrucadas en la comodidad de lo cotidiano. Pero también la suficiente como para relativizar los planteamientos aquí esgrimidos, en los cuales creo completamente dentro del estado de conocimiento que poseo hasta ahora, pero que admito pueden ser sujetos de refutaciones, de cuestionamientos y de críticas.
 
   Esas críticas, cuestionamientos y refutaciones no vendrán solo de una vereda. Soy severo en mi oposición ideológica al socialismo latinoamericano, particularmente en los que respecta a mi propio país, y que, debo reconocerlo, guarda mucha distancia con su similar europeo, aunque no la suficiente como para pasar a la otra vereda. Pero también soy férreo en mi inocultable desazón ante una buena parte del liberalismo de esta parte del mundo, o, cuando menos, de varios de sus cultores más renombrados. Un liberalismo que en muchos interlocutores solamente se recoge la defensa de la libertad y de la propiedad privada pero no un compromiso con la lucha por erradicar la pobreza. Cuando he visto intentos de aproximaciones al tema, muchas veces la proclama no pasa del consabido argumento de la mano invisible, o el otro manido de que el Estado es el gran culpable y hay que reducirlo a su mínima expresión o aquel que se atreve a plantear la desaparición de instituciones, la eliminación de la mayoría de ministerios o la eliminación de todos los impuestos. 
 
   En el esfuerzo por la sobre simplificación de la problemática, varios caen incluso en las más clamorosas confusiones: ¡hasta hay liberales que abogan por la eliminación de la educación pública pero han estudiado en escuelas y universidades del Estado! Y esos mismos liberales, cuando se les habla de instituciones modernas como las administradoras de fondos de pensiones o las asociaciones público-privadas, las denigran como mercantilistas y “neoliberales”. Repito, es el reino de la confusión y de la ceguera lo que muchas veces pone piedras adicionales en el camino que hace más cuesta arriba empujar el liberalismo como doctrina y praxis en esta parte del mundo.
 
   Haciendo énfasis en el liberalismo doctrinal que impera en Latinoamérica, en cuanto a la ausencia de pragmatismo para hacer el aterrizaje necesario a la estructura sociológica y cultural de nuestras sociedades y a la realidad de pobreza y marginación, es que Y aquí, como liberal que soy, me veo en la obligación moral de darle cara al desafío y no ponerme de costado. No me ha sido fácil porque, en el camino, se me ha alejado gente que aprecio y respeto. Con ellos, a pesar de todo, siempre habrá un “nosotros” porque entiendo que todavía les anima una simple confusión intelectual. 
 
   En otros casos, me he alejado yo de quienes considero simples oportunistas que no entendieron realmente de qué trata hacer políticas liberales como instrumentos del mundo real. Liberales que caen en la categoría de los que hace siete décadas Friedrich Hayek criticaba diciendo que “nada ha hecho tanto daño a la causa liberal como la rígida insistencia de algunos liberales en ciertas toscas reglas rutinarias”[2]. Liberales que seguramente consideran que vivimos en la realidad del primer mundo y que solo hace falta poner en prácticas las recetas, si es que esto existe, de los grandes pensadores liberales. Liberales que defienden la libertad pero no se comprometen con erradicar el caldo de cultivo del antiliberalismo, que es la pobreza misma de millones de latinoamericanos. Liberales que se aferran a la idea de que todo es tan simple como eliminar todas las restricciones al mercado, todos los impuestos y todos los ministerios y agencias gubernamentales. 
 
   Reitero, no he sido considerado quizás con quienes son mis allegados ideológicos. Aunque he tratado de no lastimar. Si alguien se ha sentido tocado, o se percibe confrontado en pasajes de este libro, le extiendo mis disculpas. Ellos son y serán mis amigos liberales. Y, al decirlo así, no lo hago con lejanía sino todo lo contrario, con profundo deseo de expresarles que más allá de discrepancias los considero parte de ese “nosotros” aunque me refiera como “ellos”. Si he escrito este libro es porque pretendo colaborar con ese “nosotros” en fortalecer la mejor forma de aproximarnos a acometer el reto liberal de esta hora en América Latina. 
 
   Pero siempre he privilegiado decir las cosas como son, o cuando menos como las veo que son. No he querido participar de la utopía, pero sí mantener a flote los sueños. Por todo esto, espero sinceramente que este libro provoque algunas sacudidas, y seguramente no solo los socialistas, sino los liberales de todos los partidos, de todos los quehaceres y de todos los emprendimientos, en forma muy particular, a los que no saben todavía que son liberales, pero que lo son, a los que dedico este libro, encontrarán material suficiente para cuestionar, criticar y desde luego, refutar. En cuanto a mí, si las reflexiones que comparto en este libro les suscitan la discusión seria que conlleve revisitar conceptos presuntamente inamovibles, este modesto emprendimiento intelectual habrá cumplido su principal propósito.
 
   No sé si estamos lo suficientemente preparados, maduros y serenos para conocer la verdad. Para vernos como somos realmente y para entender que quizás no estamos listos, más allá de algunas tasas de crecimiento económico interesantes, para dar ese salto de calidad real en el espectro del desarrollo mundial. Países latinoamericanos que creen que ya están a un paso del primer mundo están apenas llegando a consolidarse en el tercero. Y, con suerte, algunos en el segundo. Muchos están en el cuarto, en el quinto incluso. O, cuando menos, extensos territorios y poblaciones dentro de esos mismos países que claman a los cuatro vientos que ya están en el circuito de la modernidad y del progreso y que se codean con los mejores. Si no aceptamos esas verdades, si no comprendemos que nos falta muchísimo, porque es tantísimo el déficit y profundísimo el agujero del que estamos saliendo, siempre nos mantendremos como un continente de “media tabla”, capaz de hacerle la fiesta a la coyuntura y acurrucarse en la tramposa comodidad de la medianía, pero al mismo tiempo incapaz de dar el salto necesario para salir de esa trampa y pasar a las ligas mayores del desarrollo. Y eso, a mi modesto entender, requiere que alguna vez enhebremos el hilo conductor que propone este libro. 
 
   Pero tal enhebrar no es sencillo. Es tarea muy complicada en estos tiempos en América Latina, cuando las fuerzas antiliberales amenazan por doquier y se infiltran en las mentes de quienes estarían llamados a defender el liberalismo. ¡Si hasta referentes internacionales del liberalismo han caído en la ceguera de apoyar regímenes cercanos a la órbita de Hugo Chávez y sus asociados! Esta es otra de las verdades que no queremos escuchar, para la que no estamos preparados: que gran parte de la debilidad del liberalismo latinoamericano proviene de las propias canteras. El liberalismo se va socavando desde adentro.
 
   Pero no todo es sombrío. Este libro termina con un mensaje de esperanza y optimismo, pero fundado. Amparado en la observación de millones de latinoamericanos que empiezan a salir de la pobreza gracias a su inserción en los mercados de consumo y de trabajo, pequeños emprendedores que comienzan a abrirse camino en los pequeños comercios y grupos gigantes de jóvenes descendientes de migrantes rurales que se vuelcan a las universidades de las urbes latinoamericanas, en busca de mejorar su capacidades competitivas, me permiten avizorar que podemos estar en la antesala de una nueva etapa en la historia latinoamericana. Siempre, claro está, que los que deben encargarse de plantear batalla en el terreno de las ideas no dejen que estas masas caigan en las garras de los patrocinadores de las ideas antiliberales. Estos verdaderos movimientos de masas silenciosas están llevando a cabo una gran revolución y por eso ya empiezan a aparecer estudios empíricos patrocinados por prestigiosos organismos multilaterales como el Banco Mundial, que comprueban que la clase media latinoamericana ha crecido y que los pobres vienen siendo menos en las últimas dos décadas. Es decir, estos profundos cambios sociales han ocurrido precisamente en las décadas en que se aplicó el llamado modelo neoliberal en América Latina y más intensamente en los países donde más se le ha dejado funcionar sin cortapisas, aunque, hay que decirlo, en todos los países latinoamericanos este modelo fue permanentemente rebajado y aligerado desde los años noventa en adelante. Queda la interrogante de si otro sería hoy el resultado si se le hubiera dejado avanzar a plenitud. Y, en mi caso particular, no tengo duda de que los resultados habrían sido incluso superiores. 
 
   Por todo esto, tengo esperanza. Los protagonistas de esta revolución silenciosa, que aunque sea con escollos y cortapisas empiezan a ver cómo su mejora personal se va vinculando cada vez más a los mercados y a sus posibilidades de competir en ellos, que crecientemente exigen al Estado tan solo que les permitan continuar trabajando sin interferencias que los limiten y que les provean las condiciones para hacerlo, constituyen una potencial masa de ciudadanos cuya mentalidad es liberal, aunque no sepan de doctrina ni de política. Son liberales que no saben, todavía, que lo son. 
 
   Este libro lo empecé a escribir antes de escribirlo. Hacia mediados de 2007 empecé con algunas trazas de lo que hoy presento aquí. Una noche del verano austral de 2010, hablando con una persona muy querida, me vino el título a la mente. ¿Me he demorado? Efectivamente. Siempre he considerado que hay demasiados libros que adornan los anaqueles u ocupan espacio en los desvanes. Por tanto, tenía en mente que si iba a aparecer uno nuevo, escrito por mí, y especialmente en un área del conocimiento como la política, en la que tantos opinan con presunta “autoridad”, debiera ser porque hay algo que uno mismo, desde la profundidad del corazón, y no desde las superficialidades del ego intelectual, llegara a entender que era de algún valor real para proceder a su publicación. Acumular títulos es bueno. Pero acumular calidad es mejor. Y la calidad toma tiempo, es particular, en la reflexión de las ciencias sociales donde tanta falta parece hacer la sensatez, la serenidad y la claridad.
 
   Tenía que ser El hilo conductor. ¿Por qué? Quizás porque entonces necesitaba interconectar diversas exploraciones que había realizado en ensayos sucesivamente publicados y/o presentados. Mi exploración me había llevado por la aproximación académica a la ciencia política y sus vericuetos de la democracia, la gobernabilidad, los conflictos sociales y las doctrinas políticas. Mi exploración profesional me condujo hacia el terreno de las políticas públicas aplicadas al mundo real. Mi exploración en la política de los votos me había introducido al mundo de las contiendas partidarias y del sueño de la conformación del partido liberal que tanta falta hace a mi país y a otros países donde se comparte el mismo sueño. En todo lo anterior no podía faltar mi exploración inicial, esa de hace más de tres décadas, que me llevó a transitar los intrincados, agrestes y complejos territorios de la ciencia económica. No podía ser de otra manera: si esta obra iba a ser mía, este iba a ser un libro donde la economía no iba a ser un actor de reparto. No podía serlo. 
 
   Los invito a iniciar sus propios viajes a través de estas páginas, donde no me preocupo tanto de acomodar los paquetes antes de partir y ni siquiera me planteo hacerlo al llegar. Solo busco asegurarme de llevarlos todos conmigo a lo largo del viaje, para encontrarles, en el camino, un lugar aparente, aunque no sea el óptimo. Que eso, y no otra cosa, es la aventura intelectual: creativa e irreverente, incorrecta, incompleta, y a veces, hasta anárquica y, por qué no, también contradictoria. 
 
   


 
   
 
  




 
   INTRODUCCIÓN
 
   ENHEBRANDO EL HILO
 
    
 
   ¿Existe un hilo conductor?
 
   Dejémoslo claro desde el principio. Este libro fue concebido desde distintos acercamientos progresivos, pero que confluyeron en una cuestión central, lo que devino en un amplio ensayo para entender por qué no cala el pensamiento liberal en América Latina, a pesar de que en los hechos, los avances en la escala del desarrollo de los países y el progreso material de muchos latinoamericanos se debe precisamente a decisiones de política y a acciones personales enmarcadas en los pilares del liberalismo. 
 
   Examinaremos esta gran interrogante a través de la exploración de algunas trazas de la vinculación entre la economía, la política, la democracia y el liberalismo. ¿Por qué intentar esta tarea? La respuesta es sencilla, pero compleja: porque no es obvio que exista tal vinculación. 
 
   La evolución de esta exploración nos llevó a otro propósito, que al principio no apareció claro, pero que se abrió paso paulatinamente. Entonces el propósito pasó a ser el respondernos por qué América Latina tiene tantos problemas para desarrollarse, mientras otras regiones del mundo parecen encontrar el camino.
 
    ¿Tienen que ver ambas interrogantes seminales? Mucho, muchísimo. Lo descubrimos en el proceso. La ortodoxia y la evidencia empírica plantean que las economías sanas son las que se sustentan en economías de mercado bajo regímenes de salvaguarda de equilibrios macroeconómicos, elevados niveles de capital humano, institucionalidad fuerte y apertura comercial. Para ello, los regímenes políticos deben acompañar a estas economías, dotándolas del amparo institucional y legal para que se desarrollen bajo un doble impulso, empujadas por la inversión privada como motor del desarrollo y por un aparato estatal funcional que promueva esta inversión, pero que a la vez configure un entorno de reglas de juego estables, seguridad jurídica y física, provisión de servicios públicos y atención a los segmentos poblacionales que requieran soportes específicos y temporales mientras no puedan incorporarse a la economía de mercado, a través de los mercados de productos y de factores. Tales regímenes políticos son, o debieran ser, según esta línea de ideas, las democracias sustentadas en un orden liberal, que permitan el florecimiento de las sociedades abiertas. Lo que hace que el liberalismo se convierta en la doctrina mejor equipada para constituirse en el marco de ideas para desplegar todas las ventajas que emanan de las democracias liberales. Preguntémonos entonces: ¿qué hilo conductor hace que esto suceda, o que sea posible? Y, en nuestro caso, quizás enfrentarnos a la interrogante de por qué no sucede así.
 
   En el fondo, el problema central que aborda este libro es la postración secular de Latinoamérica. Y la respuesta que proponemos incide en uno de los aspectos de esa respuesta, quizás no en el único. La complejidad del problema de la postración de América Latina volvería petulante y arrogante cualquier intento de postular “la causa suprema” que la pudiera explicar. Seguramente, hay más de una causa, pero aquí vamos a enfocarnos en una de ellas, que a nuestro juicio es la más importante. Pues, a nuestro juicio, América Latina no tiene un problema de recursos, sino de mentalidad.
 
   Y esto nos remitió a la cuestión fundamental: planteamos que América Latina no progresa porque prevalece en la cultura política de sus países un notorio sesgo anti-liberal, que se manifiesta no solamente en el rechazo a la economía de mercado, sino a la democracia liberal y a la liberalidad cultural, inclusive. Este sesgo anti-liberal proviene de una profunda desconfianza generalizada tanto hacia todo emprendimiento privado como hacia toda política pública desde el propio Estado, que al final se traduce en la precariedad tanto de la economía de mercado como de la democracia liberal, ambas ellas condiciones para el desarrollo sostenido, con progreso extendido en la sociedad, según lo que planteamos en el presente libro.
 
   Exploraremos esta hipótesis en las siguientes páginas, para lo cual vamos a tomar como referentes a la economía y a la política, en íntima y permanente interrelación, como telón de fondo del análisis. Y examinaremos si existe la vinculación, el hilo conductor entre la economía, la política, la democracia y el liberalismo. Preguntarse si existe algún hilo conductor entre las cuatro variables indicadas es un ejercicio intelectual válido, pues la realidad que se ha abierto al mundo en los últimos veinte años se ha encargado de develarnos una complejidad mucho más intensa. En particular, la experiencia mundial posterior a la caída del Muro de Berlín ha abierto nuevos modelos de convivencia entre formas particulares de manejo económico y político, donde pueden coexistir, por ejemplo, economías de mercado con regímenes antiliberales. Y que se traducen, en el campo de la política, en tipos de democracias poco ortodoxas y que a su vez, la más de las veces, se van alejando de los principios del liberalismo clásico. O, dicho de otra manera, democracias distantes del modelo de democracia liberal, sustentado en el constitucionalismo, la separación de poderes y la adscripción a la rule of law o el imperio de la ley, que durante muchos años constituyó la primera y principal conquista del liberalismo clásico. 
 
   Tenemos la impresión de que esta situación se ha presentado, con mayor vigor que en el resto del mundo, en América Latina. Por lo menos en lo que llamamos “mundo occidental”, Latinoamérica es la región mundial más rebelde, más reacia, frente a las nuevas tendencias de los tiempos, incluso muy a pesar de los avances que han venido mostrando algunos de los países latinoamericanos que apostaron por modelos de desarrollo pro-liberales, abiertos al mundo y defensores de la economía de mercado. Cabria esperar que la caída del viejo socialismo hubiera generado por estas tierras lo que realizó en Europa, es decir, descartar por tacha de la historia a ese decrépito socialismo y producir un nuevo socialismo a lo François Mitterrand o a lo Tony Blair. Socialismos modernizados que, aunque se pueda discrepar severamente desde las canteras liberales clásicas, distan de poner en riesgo la estructura política fundamental basada en las democracias liberales, la economía de mercado y el respeto a las libertades. Cuando menos en un grado suficientemente aceptable. Lamentablemente, no ha sucedido de esa manera. Algunos ciudadanos europeos simpatizantes del socialismo incluso no quieren admitir que lo que en América Latina se denomina “socialismo” sea en realidad socialismo. Pero lo es, no cabe duda.
 
   Este libro constituye una búsqueda de ese hilo conductor, en caso que exista, que todavía pueda vincular la economía, la política, la democracia y el liberalismo. Y explicarlo de acuerdo a los dictámenes de la realidad latinoamericana. Apuesta por la hipótesis principal de que la existencia de ese hilo conductor depende fuertemente de la adaptación de los conceptos de democracia y de liberalismo a nuestra realidad social y cultural. Tal adaptación puede requerir construir una estructura de relaciones Estado-sociedad que asegure reglas claras para todos, un estado de derecho sólido y unido a lo anterior, un poder coercitivo del Estado que asegure el cumplimiento de las normas y evite la anomia y la anarquía en la tramitación del conflicto social existente y/o latente. Para dar cumplimiento a esto, es necesario construir gobernabilidad y a la vez, ciudadanía efectiva, a partir de políticas específicas y concretas de gobierno.
 
    
 
   Dos interrogantes subsidiarias
 
   Hay dos preguntas subsidiarias que surgen aquí. Primero, ¿por qué calan estas visiones antiliberales con tanta facilidad en América Latina? Segundo, ¿por qué estas visiones terminan siendo perjudiciales para el sostenimiento de regímenes de alta participación política, de instituciones fuertes y de extendidas libertades individuales?
 
   La primera gran interrogante encuentra respuesta desde múltiples aristas. Por un lado, la historia latinoamericana ha sido desarrollada bajo una narrativa en la que prevalece la idea del “despojo”. Y eso incuba la idea de que nosotros no somos culpables de nuestro subdesarrollo y que merecemos que nos den “eso que nos pertenece”. Los latinoamericanos hemos crecido, y nos comportamos ante el resto del mundo como si los demás siempre nos debieran algo. En un momento fueron los grandes imperios precolombinos los opresores de los pueblos autóctonos. Ello justificó que esos mismos pueblos le dieran la mano a Cortés y a Pizarro. Más adelante fueron los españoles y los portugueses, que financiaron sus gobiernos con los metales de las colonias. Y se justificó la revolución independentista. Posteriormente, fueron los Estados Unidos en quienes depositamos nuestro enojo por el nuevo despojo, esta vez, de las políticas de gobierno nacionales y de los recursos naturales domésticos. Lo que justificó la aparición de movimientos socialistas anti-yanquis por doquier e incluso gobiernos que abiertamente apoyaron a su más encarnizado rival, la URSS, instalando gobiernos comunistas en América Latina y el Caribe. Luego fue todo el mundo industrializado al que se culpó del despojo a través de desarrollos intelectuales como la doctrina centro-periferia y la teoría de la dependencia. Lo que justificó que América Latina asumiera una posición militante en el “Movimiento de Países No Alineados”. 
 
   Recientemente, la reacción se vuelve reiteradamente contra los Estados Unidos a través del ALBA y de la influencia chavista en diversos gobiernos de la región, llegando incluso a la temeraria idea de fomentar y consolidar alianzas con gobiernos de la órbita del Medio Oriente de marcada enemistad con el país del norte. Para añadir más tensión, Argentina renueva su reclamo de las Falklands (Malvinas) ante el Reino Unido a tres décadas de la infausta guerra que sostuvieron ambos países, arrastrando a la región en pleno a una situación de virtual confrontación con el primer mundo capitalista, repitiendo el expediente patriotero al que en su momento apeló la dictadura militar de Galtieri cuando se le caía el respaldo popular. Y si a esto le añadimos similares visiones de despojo al interior de cada país, encontramos que México se siente despojado por los Estados Unidos por los territorios de Texas y aledaños, Guatemala igualmente despojado por México, Perú y Bolivia por Chile, Paraguay y Uruguay por Argentina, Ecuador por Colombia y Perú, entre otros muchos ejemplos de similar talante de justificación de las malas cosas que se hacen “dentro” a partir de excusas de lo que sucede “fuera”.
 
   Existen otras razones por la que calan las visiones antiliberales. Una razón adicional es que el sistema educativo latinoamericano, desde la escuela pública hasta las universidades, están tomados literalmente por el mensaje socialista. No solo por el del tipo que al europeo le sepa a tal, sino además por un socialismo radical extraído de inicios del siglo XX. Un pensamiento que está en las antípodas del pensamiento liberal y que, decididamente, configura una educación marcadamente antiliberal. Inclusive en países donde los gobiernos no son de izquierda, o al menos de la izquierda más radical, como por ejemplo México, Chile, Perú y Colombia, una revisión de los textos escolares sobre la historia reciente encontrará numerosas categorías propias del lenguaje socialista, o una reseña de hechos desde la “mirada de izquierda”. Por no mencionar a los poderosos sindicatos de maestros virtualmente tomados durante décadas por los más recalcitrantes exponentes de los movimientos de izquierda locales. Ni que decir de las universidades públicas, donde campea el socialismo de todas las tonalidades, incluyendo en algunos casos presencia de ideologías que sostuvieron movimientos terroristas en la región. E incluso en las universidades privadas, en especial en las facultades relacionadas a las ciencias sociales y a las humanidades. No es de extrañar que esto se traslade a las urnas y a la opinión pública más adelante, cuando los niños se hacen hombres y los jóvenes se convierten en mayores.
 
   Otra razón complementaria, que ya hemos indicado, se encuentra en la dramática desigualdad de la riqueza que caracteriza a los países latinoamericanos, en su mayor parte. En las sociedades donde la distancia entre ricos y pobres son muy grandes y a la vez, una gran mayoría pertenece al grupo de los pobres, el mensaje socialista traducido en la simplicidad de una frase como “eres pobre porque otro es rico” cala con gran facilidad y perdura en el tiempo muy sólidamente. Hasta en su momento la propia Iglesia Católica ha refrendado esta idea en documentos como los de Puebla, lo que ha contribuido a la confusión. De hecho, toda la llamada teología de la liberación, instrumento de penetración ideológica socialista en el continente americano, ha sido construida sobre la base de esta idea.
 
   También encontramos otra razón en la altísima diversidad multicultural dentro de varios de los países de América Latina, que tiende a ser vista desde lo políticamente correcto como algo bueno, que los enriquece y los potencia. En realidad, esa diversidad en el grado que se presenta obstruye la posibilidad de que tanto la democracia como el liberalismo, en sus versiones más puras, e incluso utópicas, puedan aplicarse a la realidad latinoamericana, sin los ajustes apropiados a su entorno cultural. ¿Por qué? Porque la diversidad multicultural latinoamericana se despliega en varios tiempos históricos y distintas realidades sociológicas. En muchos países, como en el caso de Brasil, coexisten centros urbanos de una modernidad vanguardista respecto del mundo y etnias no contactadas en la amazonia. Países andinos como Bolivia y Perú cobijan incluso mayor multiculturalidad, donde es más difícil hacer converger intereses de centros modernos como Lima o Santa Cruz de la Sierra con los de la “nación aymara” que se despliega entre ambos países. Casos parecidos existen en Guatemala o Ecuador. E incluso el moderno y expectante Chile, sin duda el país latinoamericano que más y mejor se enganchó a los nuevos paradigmas de la globalización, se enfrenta problemas de este tipo con los mapuches. Hablamos de países en los que prácticamente hay naciones dentro de otras naciones, donde los valores occidentales –y las instituciones que pueden sostenerlos– colisionan y son muchas veces vistos como externos a amplios grupos de las sociedades latinoamericanas. Este impacto se hace mucho más intenso cuando la diversidad multicultural es aparejada por una estructura altamente desigualitaria de la riqueza, donde el lado débil lo tienen precisamente estas comunidades, lo cual establece el caldo de cultivo para la emergencia de las ideas que propugnan la lucha de clases y la resolución del conflicto social a través del expediente de la violencia.
 
   Existe una quinta gran razón. La ausencia de una “revolución industrial” en América Latina, o algo similar a ella, que introdujera de verdad, de una vez y para siempre, el capitalismo en estas tierras. Al no existir, porque tampoco los hubo en España y Portugal, los llamados a traernos cuando menos los elementos base del capitalismo, como parte de ese acopio cultural vastísimo que nos traspasaron, no existieron nunca las condiciones que permitieran que germinase el capitalismo en estas tierras, en todo su esplendor, y las instituciones necesarias para consolidarlo y sostenerlo, como la economía de mercado o la democracia liberal. Por supuesto, menos aún germinó la mentalidad para darle cabida al capitalismo. Y en esa inadecuación cultural hacia el capitalismo varios pueden reclamar la penosa autoría, pues fue el resultado de varias fuerzas coadyuvantes, que pueden rastrearse desde la tradición del absolutismo tradicional hasta la religión, elementos ambos que llegaron con la conquista española a través de las huestes de Cortés y Pizarro. No existió entonces, en la América hispanohablante principalmente, la obligación cultural por adecuar el comportamiento social de los nuevos latinoamericanos a la irrupción del capitalismo fulgurante que sí experimentaron por supuesto los ingleses. Esa obligación cultural para que floreciera el capitalismo en todo su esplendor, como lo comprendieron rápidamente los hombres de los siglos XVII al XIX, requería en paralelo de instituciones que lo albergaran, tales como la posibilidad de hacer intercambios libremente e integrar a más personas en ese circuito virtuoso del progreso acelerado, que por consecuente necesidad requerían fortalecerse en su participación política como decisores igualitarios de los asuntos de la polis. Y todo esto, en el marco de reglas de juego estables y que no estuvieran a merced de la voluntad de una persona ni de divinidad alguna. Había nacido así el convencimiento, desde lo más profundo, en la conveniencia de instituciones como la economía de mercado y la democracia liberal. Que esto, y no otra cosa, es el liberalismo político, que había nacido para complementar al liberalismo económico, que, de facto, había irrumpido ya con la Revolución Industrial. Ese proceso, largo, evolutivo, a veces durísimo, que implicó un aprendizaje, una simbiosis, simplemente no lo tuvimos en la América hispana.
 
   En cuanto a la segunda interrogante planteada, respecto de por qué estas visiones terminan siendo perjudiciales al sostenimiento de un régimen de alta participación política y de extendidas libertades individuales, bastaría comprobar que los países que han demostrado sostenido crecimiento han sido los que han privilegiado las libertades económicas y también las libertades políticas. No es posible obtener los mismos resultados en sociedades cerradas que enfatizan las economías planificadas, porque precisamente esos resultados dependen de los arreglos institucionales que protegen mejor esas libertades. O, dicho más claramente, es debido precisamente a la protección de las libertades individuales que se gatilla el proceso de crecimiento y distribución que permite elevar los niveles de vida de la población.
 
   Al obstruirse el crecimiento económico, frenándolo o evitándolo, se generan o se reproducen las condiciones para profundizar la postración y la pobreza, lo que retroalimenta el proceso. La pobreza no se llega a explicar por qué no hay condiciones para el crecimiento, materia prima del desarrollo sostenido, sino más bien, apelando al viejo argumento del despojo. La consecuencia lógica de no crecer, que es la pobreza, aparece no como un resultado previsible, sino como una especie de maldición exógena o, en todo caso, como un efecto de otras causas, como por ejemplo la posesión de los medios de producción, consolidando así la visión marxista de que este, y no otro, es el causante de la postración y del estancamiento de ciertas sociedades.
 
   La realidad es, sin embargo, menos romántica y más descarnadamente racional y reveladora. La pobreza, en sí misma, no es el problema que resolver. La pobreza, mirándolo desapasionadamente, es la obviedad. La consecuencia natural de la inacción: si una persona no hace absolutamente nada, tarde o temprano se va a empobrecer. Por consiguiente, la problematización de la pobreza no puede enfocarse en ella misma, sino, por el contrario, en el problema de la generación de sus antídotos. La pregunta relevante deja de ser por qué hay pobres, sino por qué hay gente que no lo es.
 
   Es mejor ilustrar los matices de la complejidad de tal hilo conductor, a partir de otras preguntas específicas. ¿Puede la economía ir en un carril separado de la política? ¿Es China el caso más emblemático de que es esto factible? ¿Brasil también puede serlo, en versión latinoamericana? ¿La democracia requiere del desarrollo económico? ¿O las carencias económicas destruyen las bases de la democracia, en su versión de democracia liberal? ¿O solo de un tipo de democracia? ¿Abren estas carencias estructurales, en cambio, las puertas para el socialismo? ¿La persistencia del régimen castrista en Cuba y el resurgimiento de la izquierda en países incluso exitosos bajo el liberalismo, como Perú y Chile, son prueba de ello? ¿Es posible favorecer políticas económicas liberales en democracia, aunque supongan muchas veces recetas antipopulares? ¿O tiene que elegirse entre democracia y liberalismo, como parecería ser la lección de los Tigres Asiáticos y de países como Chile? ¿Se puede incluso hablar hoy que es factible ganar elecciones sin una buena dosis de populismo? Ya no hablemos solo de Latinoamérica, en este caso, sino ¿en el propio Estados Unidos? ¿Hay futuro para un liberalismo triunfante en América Latina, en medio del subdesarrollo económico, políticas populistas y demagógicas y condiciones para el surgimiento de regímenes democráticos con tendencia al totalitarismo? ¿Venezuela, Bolivia, Ecuador, Argentina, Nicaragua, Paraguay, Uruguay no nos están avisando acaso de que no hay viabilidad para conjugar el liberalismo con nuestras realidades? ¿O sí existe un camino para la viabilidad? 
 
    
 
   La relación entre economía y política
 
   La política y la economía. La economía y la política. ¿Complementarias son, o andan en “cuerdas separadas”? ¿Cuál precede a cuál? Si la variable dependiente es la política y la independiente es la economía, es esta última la que marca el ciclo político y las condiciones para la gobernabilidad. Si la variable independiente es la política y la dependiente es la economía, es la primera la que debe ser apropiada en ideas, medidas y acciones para gatillar el crecimiento económico y el desarrollo. El primer enfoque es pasivo y estacionario: las condiciones políticas internas dependen de la marcha de la economía; y, mientras más vinculada esté al ciclo internacional, menos grados de libertad existen para apoyar políticas sostenibles en el largo plazo. El segundo enfoque es activo y dinámico: las condiciones económicas internas dependen de la calidad de las políticas; las malas políticas frustran el despegue económico, mientras las buenas lo gatillan, lo disparan.
 
   La verdad es que la relación entre economía y política es biunívoca y recíproca[3]. Ambas se condicionan una a la otra. Sin embargo, desde la perspectiva del economista teórico, la política es un dato. Construye sus modelos asumiendo que el factor institucional, producto de la política, es parte del ceteris paribus sobre el que desarrolla la teoría. Contribuyó a este sesgo, qué duda cabe, el exceso de “matematización” de la ciencia económica, hasta el punto de que el grito de batalla de los economistas era que lo que solamente existía en la “realidad” modelada de la economía aquello que era medible. Una forma de emparentarse con la práctica jurídica, según la cual “solo lo que está en el expediente, está en el mundo”. Pareciera que los economistas plantearan que lo que no está en las fórmulas, o en la posibilidad de la cuantificación, no está en el mundo. Y, obviamente, lo que no está, no está. Pero esta es una versión parcial. Los desarrollos de la economía institucional y la elección pública, por citar dos escuelas bien conocidas, han retomado el papel de la política como variable relevante para el análisis económico que los economistas clásicos tenían absolutamente claro más de tres siglos atrás. No por gusto, la economía nació unida a la política desde la propia denominación de la economía política.
 
   Toda relación entre política y economía se da, de un lado, en el plano de lo social, porque son los individuos, agrupados en la sociedad, sus protagonistas. Y, por otro lado, supone siempre un papel del Estado, entendido como aparato estatal, parte de la sociedad cuya misión es gobernarla, en su dimensión de sociedad política. Cómo se defina ese papel del Estado será el resultado de la concepción ideológica predominante en determinada sociedad, para cierto momento y circunstancias específicas. Luego la relación entre economía y política se produce en el contexto de relaciones Estado-sociedad, concretas, específicas y definidas para cada colectivo humano[4].
 
   Desde la perspectiva del político que hace actividad política, la economía es consecuencia de la política. Independientemente de su ideología, el político entiende que el resultado de sus decisiones y acciones influenciarán a la economía, sea por acción, por omisión o por inacción. Un político socialista pensará que es posible influir permanentemente en la economía mediante ingeniería social que le permita construir un sistema ex profeso para asignar los recursos con las necesidades. Un político liberal se planteará tal propósito como imposible e inviable en el largo plazo, cuando menos si al propio tiempo se traza objetivos de desarrollo sostenido, debido a que los actores económicos interactúan con base a un orden espontáneo, inherente al comportamiento humano y basado en información dispersa en la sociedad, por lo cual entenderá que una buena política sería ordenar tales interacciones en virtud de un marco de reglas de juego estables y promover los espacios y mecanismos de interacción basados en dichas reglas. Algunas variantes de ambos estereotipos de políticos pueden idear un mundo en que el sistema construido ex profeso sea manipulado desde un potente aparato estatal con un fuerte sistema de planificación centralizada; o, desde la otra orilla, pueden concebir un mundo sin Estado, completamente librado a la suerte de los actores económicos. Lo cierto es que en todos estos casos lo político tiene un efecto sobre lo económico. 
 
   ¿Puede decirse que las “buenas políticas” definen las “buenas economías”? Existe la posibilidad de que, aun con malas políticas, algunas economías puedan ir bien, por ejemplo cuando hay condiciones externas favorables que inducen importantes superávits comerciales por determinados períodos. En el corto plazo, puede ser. ¿En el largo plazo también? Y la respuesta es no. Entonces ¿cuáles son esas buenas políticas que definen las buenas economías? Las respuesta puede sonar a Perogrullo: son las políticas que dan por resultados buenas economías, es decir, estables, con crecimiento económico, que generan mayores capacidades y oportunidades a más personas y que sostienen sociedades donde el conflicto social se hace consistente con una sólida gobernabilidad.
 
   El crecimiento económico, objetivo que hoy ningún gobierno serio en el mundo puede soslayar ni postergar, unido a la estabilidad macroeconómica y incremento de capacidades y oportunidades, es lo que podemos identificar claramente como la condición sine qua non del desarrollo económico[5]. No sorprende que sea correcto afirmar entonces que la mala economía es la que produce frenos al desarrollo. Y que eso, suele ser por tanto el resultado y la consecuencia de la aplicación de malas políticas. 
 
   La falta de desarrollo es complicada de sostener en el largo plazo, entre otras cosas porque suscita el conflicto y complica la gobernabilidad. En particular cuando la ausencia de desarrollo viene aparejada de severa desigualdad y de regímenes políticos que favorecen las libertades y la democracia. Es más sostenible cuando el bajo desarrollo es compartido igualitariamente y la sociedad está manejada por regímenes totalitarios que pueden desplegar regímenes policiacos de vigilancia absoluta a la población y sistemas educativos capaces de “lavar el cerebro” a las mentes desde muy niños. Es el caso de países como Cuba y Corea del Norte, por citar a los últimos ejemplos más notables del socialismo extremo en el mundo. O inclusive en China, donde el desarrollo alcanza solo a la parte del país que se ha insertado brutalmente al capitalismo, mas no a las regiones atrasadas que solo tienen a la mano del Estado para paliar sus desventuras.
 
    
 
   Gobernabilidad, conflicto y democracia
 
   La gobernabilidad merece también algunas precisiones. Las buenas políticas generan buenas economías, las que a su vez sostienen buenas sociedades con buenos gobiernos, a saber, los que mantienen a salvo la solidez de la gobernabilidad. Para que exista gobernabilidad, la diversidad y el conflicto deben poder coadyuvarse de modo tal que puedan generarse espacios de cooperación entre los miembros de la sociedad –que pueden ser conscientes o no de estar tomando parte en esos espacios– orientados a mejorar sus condiciones de vida en el tiempo. Si la diversidad se hace tan disfuncional que origina un escenario de conflictos sociales desbordante al extremo de poner en peligro las funciones primordiales del Estado, que como veremos más adelante se corresponden a la protección de la soberanía y al buen orden interno, entonces el país se vuelve ingobernable. De persistir tal situación en el largo plazo y por tiempos prolongados se puede cuestionar incluso la viabilidad como país de una sociedad que padezca de “ingobernabilidad crónica”. 
 
   Centrándonos en la problemática latinoamericana, en los inicios del siglo XXI es muy reducida la posibilidad de que emerjan dictaduras militares del tipo clásico que prevalecieron hasta los setenta, en casos como los de Argentina, Brasil y Perú, o inclusive hasta entrados los ochenta, como en Chile y Ecuador y, en mucho menor grado, en los noventa, tomando la experiencia del Paraguay. La creciente mundialización de los parámetros para las decisiones políticas hace inviable la irrupción de esta clase de gobiernos dictatoriales. Sin embargo, ahora son de otra clase. De las dictaduras militares se pasó a los totalitarismos democráticos, que son, stricto sensu desde una definición minimalista, regímenes democráticos[6]. O a otras formas que exceden los lineamientos tradicionales de separación democracia-dictadura o izquierda-derecha. El sostenimiento de la democracia, en cualquiera de sus formas, es una señal políticamente correcta del reconocimiento a la diversidad por parte de los gobiernos. Pero eso no quita que las democracias puedan llegar a un punto en que echen mano de elementos poco democráticos para subsistir. No toda democracia es tan “democrática” en el sentido que lo entiende la mayoría de la gente. En otras palabras, no toda democracia tiene que ser forzosamente una democracia liberal, sino que dependerá de cada proceso político insertado en cada sociedad política, con su determinada cultura y forma de pensar. 
 
   Esto sucede porque las sociedades latinoamericanas, como otras tantas, consignan diversidades profundas en el interior de ellas mismas. En algunos casos pueden ser hasta diferencias étnicas, como los casos de Bolivia, Ecuador, Guatemala, Perú e incluso México. En otros, se trata de diferencias de oportunidades de acceso a la escalada social, como Chile, Argentina o Venezuela. Hay otros elementos que marcan diferencias y en un mismo país pueden confluir varios de ellos simultáneamente. Lo que sí es claro es que no es la simple diferencia de clases sociales lo que motiva el conflicto, sino que la complejidad de este trasciende con mucho la “lucha de clases”. No por eso, sin embargo, es un conflicto menos difícil, y muchas veces no es tampoco menos violento. Entonces no se hace fácil tramitar todo a través de democracias liberales ortodoxas.
 
   Por consiguiente, la gobernabilidad en América Latina debe enfrentar el desafío del mantenimiento de la democracia y la gestión del conflicto social, simultáneamente. Lo interesante es que tanto “conflicto” como “democracia” son dos conceptos íntimamente relacionados, que encuentran retroalimentación recíproca, en un amplio sentido, pero que está inclinada predominantemente hacia una dirección en que el conflicto tiende a ser la variable independiente, y la democracia, la variable dependiente. En efecto, el conflicto social agudizado termina minando a la propia estabilidad democrática[7].
 
   Pero detengámonos un momento en el conflicto social. Aceptando el hecho de que puede producirse por una o varios de los tantos aspectos que preocupan a los diferentes segmentos de la sociedad, existe un gran impulsor de este. Este impulsor es la escasez, situación de naturaleza de largo plazo de permanente des-balance entre la dotación de recursos y las canastas de necesidades. La escasez es el centro del problema económico fundamental. Es el problema en sí mismo. En el plano de la sociedad, la escasez es el motor principal de la discusión, de la problematización y de las soluciones políticas, porque de esas soluciones depende el crecimiento económico, las mejoras en el bienestar de las personas y, llegado el momento, hasta la propia supervivencia. Por consiguiente, cuando la economía va mal, se hace más intenso el conflicto. Y, con ello, la democracia se debilita.
 
   Lo anterior no implica que cuando la economía vaya bien el conflicto desaparecerá. Si un país viene de una situación de extendida pobreza y pasa a un escenario de crecimiento económico sostenido, el conflicto también se agudizará, porque los siempre postrados querrán hacerse de parte de los beneficios de tal crecimiento. Sin embargo, en estos casos la resolución del conflicto es menos difícil que en el escenario en que el crecimiento es nulo o negativo, e inclusive positivo pero muy débil. Lamentablemente, esta facilidad se liga a las salidas populistas normalmente. Pero bajo cualquier escenario, nuevamente la escasez está en la base del conflicto social, como principal, aunque no necesariamente único elemento “disparador” de este.
 
   En cualquier caso, regresando al impacto del conflicto social sobre la democracia y la gobernabilidad, lo concreto es que la gestión del primero y el sostenimiento de las segundas constituyen responsabilidad del Estado, o, mejor dicho, del gobierno. Es más: el mal comportamiento del gobierno da lugar a una mala gestión del conflicto y a una debilidad de la democracia, y una sensación generalizada de ingobernabilidad. La gente termina cargándose contra la democracia, cuando en realidad quiere hacerlo sobre la manera de hacer gobierno. Una manera que puede interpretarse como proclive a mantener y reproducir modelos mercantilistas que privilegian la captura estatal por parte de grupos de interés. Con lo cual el origen del conflicto social se sitúa en el papel del Estado en los distintos niveles de la vida social y en las relaciones que se generan a partir de estos. Y que, por cierto, es bastante distinto de los que se ha consignado en la visión tradicional. Si aquí radica la fuente del conflicto social latinoamericano, el papel del Estado queda redefinido para un contexto de democracia liberal, además de lo cual involucra una visión liberal del Estado y de su papel en sus distintos niveles de relacionamiento con la sociedad.
 
    
 
   Democracia, liberalismo y democracias liberales
 
   Por consiguiente, para que el Estado sea funcional al conflicto social y no lo multiplique, sino que por el contrario lo aplaque y lo minimice, debe desplegarse sobre un tipo de sistema democrático particular, que identificamos como el de democracia liberal, siempre que al mismo tiempo exista la suficiente fortaleza institucional y la cultura política de la población. 
 
   No es sencillo que esto ocurra, en particular fuera de Occidente. Y, dentro de los países occidentales, como los latinoamericanos, tampoco es fácil la ecuación. Las democracias liberales se sustentan en férreos sistemas de ley y orden que obligan a los ciudadanos a comportarse de acuerdo a normas y costumbres funcionales al “buen orden”. Es un error pensar que las democracias liberales tienen que ser democracias débiles o ligeras. Por el contrario, han de sustentarse en el cumplimiento de normas y en una cultura de la responsabilidad individual, que desde luego están ambos vinculados al sistema educativo.
 
   Bajo regímenes dictatoriales, o incluso con totalitarismos democráticos, a la larga el conflicto se hace más inmanejable, aunque en el corto plazo parezca reducirse al mínimo. Esto enseña la experiencia. No obstante, sería un error pensar en la utopía de que la democracia liberal casa de por sí con la cultura latinoamericana. Más aún, sería inexacto afirmar que el desarrollo solo ha sido posible bajo regímenes que respetaban las reglas y valores de la democracia liberal. O que el conflicto se ha reducido cuando más democracia ha existido.
 
   Pero el reconocimiento de todo lo anterior no invalida el hecho de que los regímenes más estables y de tradición más democrática, en el sentido liberal, han sido los que más han desarrollado no solo en el mundo sino en América Latina en particular. Tenemos los casos de Chile, Colombia, Costa Rica e incluso México. Las dictaduras no han afectado tanto el desarrollo a largo plazo solamente en países con una considerable dotación de recursos naturales, como es el caso de la Argentina, Brasil o Venezuela. Pero en países sin esas dotaciones, las dictaduras y los totalitarismos democráticos han demostrado ser desastrosos en el largo plazo. Aunque, como reiteramos, en el corto plazo puedan haber sido incluso importantes para corregir desviaciones del desarrollo económico en algunos casos puntuales, independientemente del color político que enarbolen o del coste en violación de derechos que pudieron suponer. 
 
   No obstante, como la opinión pública suele formarse en el corto plazo y para el corto plazo, la alternativa de los totalitarismos democráticos va resultando crecientemente atractiva en una región como América Latina en que existen tantas demandas insatisfechas, no solo en el nivel económico, sino también en el nivel del orden interno. La gente suele visualizar estos efectos antes que las consecuencias en el desarrollo de largo plazo, que requieren de fuertes democracias liberales, en nuestra opinión. Queda entonces la cuestión de qué hay que hacer con las democracias liberales para que se sostengan en Latinoamérica. Y la respuesta es que es preciso reforzarlas con un sólido sistema de ley y orden y con resultados comprometidos con el desarrollo económico. Pero con un desarrollo que les alcance, aunque sea en parte, a los millones de postergados y menos favorecidos. Sería un error pensar que el latinoamericano promedio se conforma con democracias liberales prístinas, aunque los empobrezcan. 
 
   En adición, la democracia liberal puede germinar mejor con gobiernos que apliquen políticas liberales. ¿Por qué? Porque además del hecho de que los gobiernos liberales se ven más comprometidos moralmente a adscribirse al estado de derecho, lo que es una condición básica de toda democracia liberal, se tiene el otro hecho de que son las democracias liberales las que han demostrado mayor contundencia a la hora de tamizarlas bajo el rasero de los resultados vinculados al desarrollo. Sin importar que esos gobiernos se autodefinan como “liberales” o que deploren al “neoliberalismo”, lo realmente central es que las ideas liberales rijan sobre dichas políticas públicas. De hecho, se puede pensar que no existe mejor éxito rutilante de las ideas liberales que persistir en el espíritu de las normas y las políticas públicas favorecidas por gobiernos abiertamente anti-liberales. Por tanto, el cuerpo de ideas conocido como “liberalismo” cobra especial importancia a la hora de identificar los soportes de una democracia más eficiente, más eficaz y, como no puede ser de otra manera, más liberal[8]. 
 
   El desafío que esto supone compromete a los liberales de todos los pelajes para constituirse en guardianes y defensores de la libertad, pero al mismo tiempo para permitir salvaguardar esa misma libertad, en celosos y férreos propulsores del orden social y el progreso. No es una tarea fácil ni exenta de contradicciones y de necesidades de priorizar valores. En especial, cuando haya que aterrizar el discurso teórico a la práctica de las políticas públicas[9]. Al final, de eso se trata la descomunal tarea de hilvanar ese hilo conductor que propone este libro, a fin de lograr ese propósito de construir sociedades abiertas en América Latina, donde primen las democracias liberales y las economías de mercado, en sociedad para el logro del progreso y de la erradicación de la pobreza. 
 
    
 
   Las preguntas centrales
 
   La exploración por encontrar el hilo conductor entre economía, política, democracia y liberalismo que se propone este libro nos llevará ineludiblemente a buscar respuesta a tres preguntas[10]. 
 
   Las respuestas no las daremos aquí, porque exigen la reflexión que comparto en las siguientes líneas. Al menos, en nuestro caso, ha sido ese el camino que nos llevó a develar la existencia de ese hilo conductor. Quizás el lector lo encuentre así también. O quizás pueda suscitarle la exploración por otro camino. No pretendemos dar lecciones ni plantear verdades cerradas.
 
   Sin embargo, las interrogantes que planteamos ordenarán buena parte de lo fundamental y sustancioso de la línea de análisis que propone este libro. Estas tres grandes interrogantes generales que servirán de marco y guía para todo lo demás son las que exponemos a continuación. 
 
   ¿Las democracias latinoamericanas pueden funcionar bajo esquemas puros de democracias liberales o requieren cierto sesgo verticalista que casi las convierta en totalitarismos democráticos, independientemente de si el gobierno de turno, en cualquier país latinoamericano, es de derecha o de izquierda? 
 
   ¿El liberalismo clásico tiene futuro en Latinoamérica en su forma purista o requiere una agresiva y tajante adaptación a la cultura social de la región si ha de constituirse en opción electoral válida y ganadora?
 
   ¿Es factible esperar que en algún futuro, cercano o no muy cercano, América Latina pueda convertirse en una región donde los gobiernos se desplieguen en sistemas democráticos liberales, de manera sostenida en el tiempo? ¿O, sencillamente, esto es un imposible por las características estructurales de las sociedades latinoamericanas?
 
   Ahora sí, avancemos. 
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   CAPÍTULO I
 
   ECONOMÍA Y POLÍTICA
 
    
 
   El carácter multidisciplinario de la economía
 
   La enseñanza de la economía en cualquier carrera de ciencia política, o inclusive de derecho, disciplina cercana a la política, suele ser siempre una tarea incomprendida. En primer lugar, cualquier estudiante de ciencia política o derecho se pregunta de partida por qué flagelarse con los intrincados recovecos de una ciencia como la economía, que precisamente no eligió. De otro lado, los propios economistas no se ven muy entusiasmados de enseñar economía en estas carreras. Normalmente, los economistas no parecen muy a gusto con las formalidades de la “cultura profesional” del politólogo o del abogado.
 
   En ambos casos, se desconoce la profunda relación que existe entre estas ramas del saber humano. Si así fuera, se dejaría de considerar a la economía como un curso menor, en vez de tomarlo como un curso especial, y de los más importantes, en el derecho, la ciencia política o cualquier carrera en general. Partiendo de suponer que el abogado o el politólogo en formación no están negados para entender los fundamentos de la economía, es un error repetirles un curso de nivel preuniversitario o, como mucho, de estudios generales. No debemos subestimar su potencial de comprensión de materias con el rigor de la economía. Por el contrario, hay que proveerles la enseñanza de una economía profunda, pero hablada, deducida lógicamente y con consistencias teóricas fuertes. No, no es más fácil. La “matematización” de la economía tiene la ventaja de encauzarla en los parámetros que el modelo utilizado –que puede ser extremadamente complejo– estipula como cláusula ceteris paribus para “centrar el análisis”. De hecho, los estudiantes de ingeniería tienen más facilidades para sacar buenas calificaciones en economía cuando las pruebas son matemáticas, pero eso no garantiza, y muchas veces esconde el hecho, que hayan podido entender las complejidades de las profundas categorías que utiliza la ciencia económica. 
 
   Al hablar la economía, explicarla con el uso del lenguaje literal denotativo y no del lenguaje matemático, el desafío no es explicar una “realidad” en un simulador, sino explicar cómo es una realidad en su dimensión económica. Lo que nos lleva a preguntarnos ¿hasta qué punto es “realidad” entonces lo que se “representa” en un modelo que acude a múltiples supuestos para amparar un mundo que no existe? Entonces, prescindiendo de las matemáticas en exceso, el reto es hacerla entendible, asimilable, utilizable en el quehacer del abogado, del científico social, del político. Es un desafío fascinante si el maestro quiere enseñar economía y no simplemente enseñar a resolver problemas en un examen.
 
   Por cierto, pecamos aquí de bastante poco originales. Economistas que representan las altas cumbres de la disciplina, cuando era economía política, ya vincularon lo económico con lo jurídico desde los tiempos de Smith, Ricardo y Marx. Más recientemente, otras cumbres de la economics fueron galardonados con Premios Nobel de economía por haber trabajado la vinculación entre derecho, política y economía: Ronald Coase, Friedrich Hayek, Milton Friedman, Gary Becker o Douglas North son ejemplos nítidos de esta relación tan intensa entre ambas disciplinas. Por no mencionar a Richard Postner, quien llevó esta intrínseca relación hasta el explícito campo que hoy constituye una materia prácticamente con vida propia en el saber intelectual: el análisis económico del derecho. O a James Buchanan, con su programa de investigación denominado public choice y que no es otra cosa que el análisis económico de la política o la utilización del enfoque microeconómico para entender la problemática política y sus diversas y complejas interrelaciones.
 
   La relación entre economía y derecho va mucho más allá de la simple verificación de que el quehacer del abogado y del economista cada vez está más interrelacionado. En realidad, se puede identificar tres niveles de relación entre ambas disciplinas. En primer lugar, está la vinculación a través del hecho mismo de que la economía de mercado se sustenta en el intercambio de derechos de propiedad. En segundo lugar, se relacionan a través de la política y de la aplicación de políticas públicas, que son sustentadas en algún orden jurídico y, en última instancia, siempre impactan en la asignación de recursos. En tercer lugar, por el hecho de que el sistema jurídico establece implícitamente a los individuos un sistema de valoraciones relativas que establecen incentivos para realizar o no realizar determinadas acciones.
 
   La relación entre economía y política es algo más compleja de explicar y de eso trata el desarrollo de las siguientes secciones. La política y la economía están íntimamente relacionadas desde sus orígenes. Una muestra es que en la Política de Aristóteles se trata la problemática de los recursos y las necesidades. En adición, la economía política era considerada una disciplina unificada cuando aparecen los primeros tratados que dieron nacimiento a lo que esa aceptado como ciencia económica. Nos referimos a los trabajos de clásicos como Adam Smith, David Ricardo, Karl Marx y Thomas Malthus en los siglos XVIII y XIX. Ya en el siglo XX, varias ramas de la economía como la economía institucional, la macroeconomía y la elección pública inciden en la vinculación entre lo económico y lo político, hasta el punto que las decisiones que se toman en uno u otro campo tienen muchas veces en la otra disciplina el componente o factor más importante que influye en dichas decisiones.
 
    
 
   La economía como ciencia del valor
 
   Podemos empezar por discutir si la economía es una ciencia. Es más, plantear la pregunta existencial más precisa: ¿son las ciencias sociales ciencias realmente? ¿O al menos, lo son en concordancia al monismo metodológico patrocinado por Karl Popper? Es más, subimos la apuesta: ¿pueden ser ciencias las ciencias sociales, ciencias en el sentido popperiano? No queda claro que lo sean si las sometemos al rigor de los métodos cuantitativos y, posiblemente, tampoco a partir de otros criterios no cuantitativos. Un elemento que ilustra este escepticismo es el problema de la imparcialidad. Las ciencias sociales, para serlo, deben limitarse a describir, analizar e interpretar las relaciones causa-efecto de los elementos que constituyen el núcleo de su disciplina, siempre desde la óptica de lo estrictamente objetivo. Esto implica, stricto sensu, no incluir juicios de valor ni subjetividades de ningún tipo en la descripción, el análisis y la interpretación. Y también supone utilizar el lenguaje denotativo, informativo, en vez del connotativo. Pero la revisión de cualquier ensayo de ciencias sociales, incluyendo en muchos casos también los textos de economía, nos alertan de que esas condiciones de tratamiento científico de la disciplina simplemente no aparecen, no existen, o cuando menos quedan minimizadas por los voluminosos elementos subjetivos presentes en esta clase de textos. 
 
   Entonces se abre toda una discusión respecto a si es posible o no abordar el núcleo de cualquier disciplina de las ciencias sociales –economía, sociología, antropología, ciencia política o historia– prescindiendo de los elementos subjetivos que subyacen en toda descripción, análisis e interpretación en las ciencias sociales. No es un asunto menor si vemos que resulta virtualmente imposible aproximarse al estudio de una realidad social concreta, sea en sus aspectos económicos, sociológicos, antropológicos, políticos o, inclusive, históricos, con las siguientes dos condiciones simultáneamente: por un lado, con un profundo conocimiento de esa problemática, y por otro con un absoluto desapego emocional. Es como el caso del médico que no debe operar a una persona amada: la emoción entorpece su juicio. El problema es que en el análisis social también la emoción, fruto de la cercanía, entorpece el juicio, pero al propio tiempo sin cercanía no hay conocimiento suficientemente profundo como para abordar tal problema en todos sus extremos de complejidad. Y si no es posible conjugar desapego con conocimiento, quizás no sea posible abordar los problemas sociales desde una perspectiva sólidamente científica. En todo caso, indicamos y dejamos constancia de la discusión, pero no la abordaremos. Asumiremos que la economía, como las ciencias sociales, son ciencias en toda la extensión de la palabra. Eso es lo que está como premisa del desarrollo posterior de este capítulo.
 
   Dicho y explicitado lo anterior, planteamos que la economía es la ciencia social que estudia cómo una entidad cualquiera, sea esta una sociedad, una organización o un individuo, resuelve su problema económico. Pero eso nos remite a otra interrogante: ¿qué es, en esencia, el problema económico? Puede definirse así: la existencia de necesidades ilimitadas que han de ser satisfechas con recursos limitados. A esta situación de desbalance entre recursos y necesidades se le conoce como escasez. En otras palabras, el problema económico puede definirse como la escasez. 
 
   No debe confundirse la escasez con la carestía. La carestía tiene una connotación de corto plazo. Si uno va a un supermercado y no encuentra una determinada marca de zumo de frutas, se dice que ese producto está escaso. O, también, podemos afirmar que hay carestía del zumo de frutas. Pero si vamos al día siguiente y los anaqueles están poblados de zumos de frutas, diremos que la carestía de ese producto ya no existe. Sin embargo, sigue siendo un producto escaso, porque mientras la carestía alude a un escenario de corto plazo, de tipo coyuntural y define una situación de mercado –exceso de demanda o exceso de oferta–, en cambio la escasez denota un escenario de largo plazo, es de naturaleza estructural y define al problema económico mismo. 
 
   Veamos un ejemplo adicional con la minería. Supóngase que en una determinada localidad hay grandes cantidades de oro, debidamente comprobadas. En este caso, hay abundancia de ese mineral, siempre que sea extraído. No hay carestía de oro. Pero el oro sigue siendo escaso. Por eso cuesta tanto en los mercados internacionales. Sin embargo, preguntémonos qué pasaría si ese mineral sigue en la tierra, es decir, no es explotado. En ese caso, la carestía se produce, porque el oro solamente es un bien cuando puede ser usufructuado en beneficio de alguien. Y sigue, por supuesto, siendo escaso. 
 
   La solución de la escasez o, mejor dicho, la búsqueda de tal solución siempre motivan una acción humana. Si no hay tal acción, la escasez no solo persiste, sino que se profundiza. De hecho, puede afirmarse que la acción humana expresa la forma en que cualquier individuo incrementa su satisfacción eliminando, total o parcialmente, una fuente de insatisfacción. Esto es, una fuente de escasez. El ser humano rehúye la escasez, casi automáticamente. Y la acción humana, desde esta perspectiva, responde siempre, de una u otra manera, a una motivación por eliminar o reducir una fuente de escasez.
 
   ¿Qué podemos entender por acción humana? Toda acción humana es un proceso mediante el que el individuo pasa de un estadio menos satisfactorio a otro más satisfactorio. Para lograrlo, el individuo realiza esta acción humana mediante el intercambio de algún tipo de bienes. Ese intercambio puede ser interpersonal o intra-personal. Cuando realizamos intercambios libres con otras personas, entregamos bienes que valoramos en menos a cambio de bienes que valoramos en más. Cuando realizamos intercambios intra-personales lo que hacemos es intercambiar bienes presentes por bienes futuros, renunciando al que valoramos menos a cambio del que valoramos en más. Cuando se intercambia en el mercado un bien por otro, la relación que existe entre la valoración de uno y la valoración del otro es el precio. No es necesario que el precio esté expresado en unidades monetarias. El precio de los bienes futuros con respecto a los bienes presentes es la tasa de interés. Es decir, la tasa de interés es un precio relativo.
 
   Ya que el futuro es incierto, toda acción humana es siempre especulativa. Cada acto consciente del ser humano tiene como meta la mejora del nivel de satisfacción de la persona. Dicha satisfacción no necesariamente tiene que estar relacionada con el “placer”, en el sentido coloquial que se entiende normalmente. Puede estar perfectamente vinculado al sacrificio, al desprendimiento, a la abstinencia o inclusive al dolor. En consecuencia, hasta la entrega incondicional a una causa, así como la caridad, la solidaridad y la generosidad con otros individuos, e inclusive las acciones de patriotismo, representan actos de satisfacción individual.
 
   Hay quienes creen encontrar que la existencia de actitudes solidarias o dadivosas contradice el principio de la búsqueda de la satisfacción individual. Pero eso es un error conceptual. Solo puede entenderse esa crítica si lo valorativo se refiriese única y exclusivamente a lo monetario. Entonces viene la consabida crítica al homo economicus, caricaturizándolo como un mero maximizador de funciones de beneficio o utilidad que no existen y un buscador permanente y casi autómata de privilegios personales para satisfacer su egoísmo. Entonces, el ser humano, en su dimensión de homo economicus, es un ser sin valores humanos, ni valores sociales: se limita a satisfacerse a sí mismo sin importar lo que suceda en el seno de la sociedad en la que vive. 
 
   Vamos a desmontar enseguida esta concepción errada del concepto de homo economicus y de racionalidad económica, pero primero entendamos que lo relevante es que tal búsqueda de satisfacción orienta la acción individual hacia la expectativa de una mejor situación que la previa a la realización de la acción. El individuo, al tomar un curso de acción, espera racionalmente que el estadio situacional en que se encontrará después de realizar dicha acción será mejor que aquel estadio que deja atrás precisamente al encaminarse por el curso de acción elegido. Aunque en la realidad, pueda que no consiga esa mejora, de acuerdo a los dictados de la realidad. 
 
   Desde esta óptica, puede establecerse la definición de economía de una manera alternativa. La economía en sentido lato es praxeología, esto es, la ciencia que estudia la acción humana como tal, expresada como se dijo en términos de buscar pasar de un estadio inferior hacia otro superior, siempre evaluados ambos de manera subjetiva y según parámetros psicológicos particulares, y que supone efectuar intercambios de distinta índole. Mientras que, en sentido estricto, la economía se denomina cataláctica, aquella parte de la praxeología que se ocupa de los intercambios en términos monetarios. 
 
   La economía entendida como proceso de intercambio de valores en general, sean monetarios o no monetarios, es praxeología. La praxeología no se ocupa de la definición individual de lo que es la satisfacción, sino solo del modo en que el individuo la busca: la forma en que la persona incrementa su satisfacción eliminando una fuente de descontento. Y dicha forma se determina por la estructura de preferencias del ser humano. De un ser humano en particular. Entonces la praxeología no explica las preferencias ni escudriña en su origen. Parte del hecho de que las preferencias existen, no las explica. La explicación de por qué un individuo en particular tiene determinadas preferencias es parte del campo de estudio de la psicología. No es menester tampoco, desde el enfoque praxeológico, valorizar dichas preferencias desde alguna clase de escala moral. Las toma como dadas, como un hecho fáctico, como un dato de la realidad. Mientras que cuando se introducen intercambios de naturaleza monetaria entramos en terreno de la cataláctica. La cataláctica es la economía vista como la ciencia de los intercambios monetarios, concepto de mayor precisión que el de “economía política”, y que implica además considerar al intercambio y no a la producción o la asignación de recursos como elemento central de la ciencia económica. 
 
   Para el economista moderno que entiende este sentido de la economía, la distinción entre fines económicos y fines no económicos carece por completo de todo sentido. Lo central es el valor, y más aún, el valor comparado. Por tanto, la definición del homo economicus tradicional, visto desde esta nueva perspectiva, excede con mucho la del simple optimizador de beneficios monetarios o la de la entidad básica que simplemente actúa para alcanzar el bienestar material más alto posible dada la información disponible sobre oportunidades y restricciones, tanto naturales como institucionales, y teniendo en cuenta su capacidad para lograr unos objetivos predeterminados, todos ellos relacionados a fines de naturaleza material. Esta es la racionalidad económica, es decir, la búsqueda de optimizar el resultado de esta acción humana dentro del marco de las oportunidades y restricciones percibidas, o, lo que es lo mismo, buscar que la acción produzca los mayores beneficios al menor coste, de acuerdo a lo que el individuo percibe. Esto que el individuo percibe no tiene que ser precisamente la realidad. Es solo una acción cuyo resultado efectivo puede o no ser razonable en un sentido moral, ético o humano más amplio, pero que definitivamente es racional en cuanto es una acción que, según la percepción del individuo en el momento en que decide emprender esa acción humana, le permite alcanzar un objetivo a un coste mínimo. El no tener la capacidad de prever con certeza el resultado efectivo de esa acción, que equivaldría a poder predecir el futuro, no le quita racionalidad a la acción ni a la decisión de tomarla.
 
   La redefinición de “lo económico” como todo aquello vinculado al valor, obliga a abandonar la caricaturizada imagen del homo economicus que muchas veces han utilizado intelectuales de otras ciencias sociales o los políticos de izquierda. De hecho, estas personas han utilizado el concepto para indicar que el liberalismo económico tiene como eje central al homo economicus, entendido como el egoísta y unidimensional personaje que solamente entiende la valoración de lo humano en términos de dinero, y que en esa búsqueda toma decisiones sin importar otros valores humanos ni otros intereses de la sociedad. Nada más falso. Si incorporamos elementos praxeológicos en las acciones del homo economicus notaremos con facilidad que no solo lo mueve, necesariamente y en todos los casos, un incentivo dinerario. Sino que, como parte de su kit de elementos valorables, y en su valoración comparada de beneficios y costes, el homo economicus puede incorporar elementos que le produzcan valor de acuerdo a su propia e indesligable percepción personal, muchos de los cuales pueden ser altruistas y humanistas. El homo economicus se mueve a través de acciones humanas que le generan valor, dada su percepción individual de este, sea que este valor se mida en unidades monetarias o no. Y sea que este valor sea en disfrute hedonista, en disfrute egoísta o en disfrute altruista.
 
   A partir de las consideraciones anteriores, plantearemos una definición alternativa para la ciencia económica. La economía es la ciencia del valor, o mejor dicho la ciencia que estudia cómo se comportan los individuos y/o las organizaciones, en el ámbito de sus acciones que involucran intercambios –inter-entidades o inter-temporales– en la permanente, continua y racional búsqueda de la creación de valor, dada una estructura de preferencias. Valor que lleva implícito la satisfacción de necesidades ilimitadas en un contexto de recursos limitados. Es decir, valor que implica solucionar el problema de la escasez, o aproximarse a su solución.
 
    
 
   La economía en la sociedad política
 
   La economía no se desarrolla en las pizarras universitarias, sino en la realidad social concreta, en un tiempo y espacios también concretos. Y no se despliega a través de relaciones matemáticas, sino mediante relaciones entre personas e instituciones. La sociedad, con todas sus complejidades, interacciones y problemáticas, es el gran pizarrón sobre el cual se despliegan las acciones humanas orientadas a la generación de valor y que confluyen en la dinámica de los intentos de los miembros de la sociedad en su propósito de resolver el problema económico.
 
   No hay economía sin sociedad. Por eso, es una reiteración boba hablar de “economía social de mercado”. La economía de mercado tiene que ser social en la medida en que la economía y el mercado se despliegan en el tejido social. No hay forma de que la economía se desarrolle sin sociedad. Puede haber acciones económicas individuales, y de hecho estas constituyen las células de la interacción económica, es decir, en el nivel de la sociedad. Pero es en la sociedad donde la economía se desarrolla, crece y se complejiza. No antes.
 
   Si la economía requiere del tejido social para desarrollarse, no es menos cierto que lo hace a través de sus miembros y de sus instituciones. En otras palabras, requiere del orden político. El problema político de cualquier sociedad es el problema de la unidad en la diversidad, o de la búsqueda de ella, para mantener el buen orden. Las sociedades, a medida que se hacen más complejas en su tamaño, densidad, tecnología e interrelaciones, se van transformando en sociedades políticas. Es decir, una sociedad en la que la pugna de intereses grupales, a veces convergentes y muchas veces no, genera una dinámica política. 
 
   Una sociedad política es, por un lado, una sociedad compleja formada por una multiplicidad de grupos heterogéneos, en cuanto a su estructura y composición, e inclusive, respecto a su cultura, todos los cuales persiguen objetivos diversos y que incluso pueden ser contrapuestos e inconsistentes entre sí. Pero en adición a lo anterior, y simultáneamente a ello, la sociedad política es un todo dotado de unidad que se mantiene y se sostiene a lo largo del tiempo, porque de otra manera dejaría de ser una sociedad para desmembrarse en varias sociedades. Consecuentemente, una sociedad política es divergente y convergente al mismo tiempo, centrífuga y centrípeta, diversa y unificada simultáneamente. 
 
   Dentro del todo social y político, ninguna de las partes es neutral, ni pueden serlo. Cada una de ellas defiende un conjunto de intereses. Las partes son, por naturaleza tautológica, partidistas. Toman partido. En adición, ninguna de ellas está dispuesta, en una primera instancia y sin que medie intervención alguna, a dejar de lado esos intereses, ni siquiera en aras de un propósito mayor, que sería la armonía del todo socio-político. Y, de hecho, suelen interesarse en esa armonía de conjunto en la medida en que el coste de esta no implique alejarse de sus particulares intereses. Esta es, cuando menos, la tendencia de estas partes y su actitud frente al conglomerado social. 
 
   Sin embargo, si no existiera algún tipo de corrección de la tendencia partidista de las partes, el todo se desvanecería y se resolvería en la divergencia de sus partes. Cuando el cuerpo político se sostiene a lo largo del tiempo, entonces la salud del cuerpo político, su “buen orden” o eutaxia, debe ser admitida como un hecho. Esta búsqueda de orden trasciende lo ideológico, no responde a tal o cual doctrina, sino que es una pre-condición para que una sociedad funcione y sobreviva como tal, independientemente del régimen político que se apoye en ella o de la ideología que lo ampare. Inclusive en una sociedad anarquista, donde no existiera Estado alguno, tendría que organizarse esta sociedad de manera que se preserve el orden, aunque este surja de las propias fuerzas del sector privado. Esta es probablemente la mayor contradicción de la sociedad anarquista, porque ya ese orden surgido de la propia civilidad se constituiría en Estado, al ser generado por un consenso social fruto de la necesidad de coordinación y de resolución de las contradicciones de los intereses de grupo.
 
   Una dificultad no menor que plantea esta dicotomía entre defensa de intereses particulares y la construcción de un buen orden radica en explicar cómo se alcanza esa condición dicotómica. Una solución posible es la siguiente: definir la sociedad política como aquella en la que una o varias de las partes que conforman el todo divergente, esto es, la parte o partes dirigentes, incorpora, como una condición necesaria para el éxito de sus planes y programas particulares, la consideración de las restantes partes y, por tanto, al todo, de modo que su éxito particular, en tanto que es una parte, pase por el éxito general, es decir, por el “buen orden” del todo. La eutaxia es, según esto, el núcleo de la sociedad política. Es lo que le da equilibrio. Es el ajuste entre los planes y programas rectores que, aunque emanan de una parte de la sociedad, la que tiene la responsabilidad de dirigirla o de ejercer el poder político, pretenden recubrir la totalidad del cuerpo político, y el hecho efectivo de la armonía alcanzada en grado suficiente como para que el todo se mantenga en el tiempo con cierta consistencia. La eutaxia es de naturaleza centrípeta ante el caos centrífugo propio de las divergencias de las múltiples dinámicas sociales.
 
    
 
   Sobre el papel del Estado en la economía
 
   En el plano de la sociedad, la escasez es el motor principal de la discusión, de la problematización y de las soluciones políticas. La política es el proceso y actividad orientada, ideológicamente, a la toma de decisiones de un grupo social, a través precisamente de sus representantes políticos, para la consecución de objetivos. Pues bien, para cualquier sociedad, uno de esos objetivos primordiales es asegurar la disponibilidad de los recursos para sus miembros. 
 
   Esa tarea, de una u otra manera, tiene como actor de primer orden al Estado[11], porque es la representación más importante de la sociedad en su dimensión política. En la sociedad política, el Estado es el principal actor y su participación en los asuntos sociales es el asunto fundamental para definir el orden social. Pero cuidado. Cuando decimos que el Estado es un actor de primer orden en la tarea de asegurar la disponibilidad de recursos, o cuando menos de mitigar la no disponibilidad, implícitamente definimos una idea sobre su papel en la economía. Ese papel puede fluctuar entre hacer todo y no hacer nada. Es decir, la posición que se asume se ubica en un punto dentro de un continuo delimitado por estos dos extremos. Y la definición de esa idea lleva invariablemente a una definición de política que impacta necesariamente en la economía.
 
   En el caso de asumir la posición de que le compete al Estado el abatimiento directo de la escasez, nos encontramos en el extenso mundo del socialismo. Extenso porque puede ir desde el comunismo más utópico hasta la socialdemocracia y el welfare state. En cambio, al asumir la posición de que no le compete al Estado esta tarea de manera directa, estamos en el terreno liberal. El cual puede ir desde un liberalismo clásico que admite que el Estado pueda no hacer nada, o poco, directamente, aunque sí de modo indirecto estableciendo las condiciones para que el mercado provea de la mejor manera la solución a la escasez, hasta un anarco-capitalismo, que exija como posición ética que el Estado no debería intervenir absolutamente en nada para resolver o mitigar la escasez. Volveremos pronto a este punto en particular, y lo terminaremos de desarrollar ampliamente más adelante.
 
   Como se ve, la posición adoptada respecto del papel del Estado en la solución del problema de la escasez define una postura ideológica. No debe sorprender entonces que el Estado sea el actor más polémico en cuanto a esta definición. De hecho, podría decirse que la concepción acerca de la definición de este papel del Estado en cuando a su participación directa o indirecta en el aseguramiento de esta provisión de recursos para satisfacer necesidades, o al menos en una aproximación a tal fin, es el principal elemento que marca la posición en el espectro político de cada individuo. Si alguien considera que el Estado debe asumir un papel más activo en la economía, entonces se ubicará más hacia posiciones colectivistas. Dependiendo del grado de presencia que le atribuya como justificable al sector público, podrá ubicarse entre un socialismo duro o una socialdemocracia. Por el contrario, si alguien piensa que el Estado deba tener una presencia mínima o nula en la economía, estará ubicándose en posiciones más liberales o, eventualmente, anarco-capitalistas. La discusión de política económica desde Adam Smith a nuestros días, pasando por Keynes, Hayek y Friedman, ha sido la polémica por determinar el papel del Estado en la economía y extender o fijar sus límites. Esta polémica ha marcado el ritmo de la controversia político-económica de la economía moderna.
 
    
 
   La connotación política del problema económico
 
   La solución del problema económico involucra una connotación política que es más que evidente, aunque muchas veces se presenta en el discurso como que van en cuerdas separadas. La idea de fondo es no espantar a los capitalistas, a pesar de que el régimen político sea inestable o, aunque estable, esté gobernado totalitariamente. Pero no es cierto. Al menos, no completamente.
 
   Hay, no obstante, otra arista desafiante en este compromiso político con la solución del problema económico. Tal desafío lo plantea la postura anarco-capitalista de desconocer responsabilidad en el quehacer político de abatir la escasez, o incluso yendo más allá, de combatir la pobreza. Hacerlo implicaría intervenir en la economía, lo que desde la lógica anarco-capitalista es una agresión contra las libertades individuales.
 
   El liberalismo es una doctrina política. Por tanto, quienes la profesan con fines de ejercer el poder, aceptan el propósito político inherente a ese ejercicio. Si la política puede ser definida como la actividad humana que tiene como objetivo gobernar o dirigir la acción del Estado en beneficio de la sociedad, entonces la política es también un proceso orientado ideológicamente hacia la toma de decisiones para la consecución de los objetivos de un grupo o varios grupos dentro de la sociedad. En consecuencia, el propósito político de un programa liberal tiene que buscar, necesariamente, las mejoras de la sociedad, lo que no implica que en ese ejercicio del poder se habilite al aparato estatal para intervenir en los quehaceres individuales, en un grado que podría considerarse excesivo. Pero, sobre que tiene que buscar un fin, no hay duda que el ejercicio político liberal lo exige. 
 
   No es posible hacer economía sin reparar en los aspectos políticos de las acciones y decisiones que toman los actores económicos. En particular, esto es especialmente cierto cuando se trata de la política económica, que se enmarca en el campo de la economía normativa y, por ende, en el terreno de lo subjetivo y de los juicios de valor. La política fija límites reales a las acciones y decisiones económicas. Pero cuidado: esto no implica que la economía pueda ajustarse a los imperativos políticos. Esta tesis plantea que podemos hacer la economía que nos plazca con solamente trazarnos un objetivo político. Lo que queremos significar con que no se puede hacer economía sin considerar los limitantes políticos es que la aplicación de políticas de impacto económico siempre ha de considerar esas restricciones que provienen del contexto político. 
 
   Tampoco es factible hacer política –al menos, buena política– sin tomar en cuenta los límites que plantea la economía. Esta relación, sin embargo, es menos clara. Los regímenes políticos poco serios en el manejo de la economía –por ejemplo, en cuanto al manejo de las cuentas fiscales y monetarias o de los equilibrios macroeconómicos en general– pueden subsistir durante un tiempo: el tiempo del derroche que resulta inevitablemente de relajar las salvaguardas sobre las cuentas y los equilibrios macro. En lenguaje común, hablamos de regímenes denominados “populistas”, que privilegian el gasto público y los privilegios a gremios empresariales o laborales en detrimento de otros segmentos sociales y por encima de las posibilidades reales de la economía, con la expectativa de que los desajustes subyacentes se resuelvan “más adelante”.
 
   En consecuencia, la solución del problema económico para una sociedad –cualquiera que se dé– depende del marco conceptual ideológico del político (politics) y el administrador público (policy). Dado que la solución del problema económico para una sociedad se enmarca en el ámbito de las políticas públicas, este componente ideológico siempre estará presente en la manera de abordar la solución o el conjunto de soluciones. Recíprocamente, los efectos de las decisiones adoptadas para resolverlo –tanto a corto como a largo plazo– tienen impacto político directo e inmediato.
 
   Ha de precisarse que el hecho de que la solución del problema económico para una sociedad recaiga en el ámbito de las políticas públicas no implica que solamente desde el sector público provengan los elementos que sostienen dicha solución. Las políticas públicas son una orientación desde el gobierno para organizar ciertos elementos cooperativos entre el sector público y el sector privado, en mayor o menor grado. Luego los encargados de las acciones para solucionar el problema económico son el sector público y el sector privado, lo que origina múltiples relaciones que configuran escenarios políticos variados y dinámicos. Por tanto, la solución del problema económico, en el nivel de la sociedad, implica siempre una o más soluciones de un problema político también, porque, cualquiera que sea esa solución en el nivel económico, será el resultado de una pugna de intereses que se define, en última instancia, en el terreno de lo político.
 
    
 
   ¿Cómo vincular los recursos con las necesidades?
 
   La cuestión asignativa que subyace en el problema económico puede resolverse a través de dos formas: A través del Estado, en cuyo caso la asignación la lleva a cabo el aparato estatal mediante planificación distributiva. A través del mercado, cuando la asignación se efectúa con base en procesos espontáneos de interrelación entre los que tienen necesidades y los que poseen los recursos, que se coordinan a través del sistema de precios monetarios. 
 
   Deben visualizarse estos modelos como extremos unidos por un continuo, sobre el cual puede adoptarse una determinada posición que contenga elementos de ambos extremos. De hecho, la evidencia empírica demuestra que no existe sociedad en el mundo que no incorpore algún tipo de matiz sobre los modelos “duros”, a pesar de que en el discurso político aparezca con claridad una definición in extremis de uno u otro modelo de asignación. 
 
   Ambas formas de vincular los recursos con las necesidades no solamente constituyen modelos de asignación económica, sino que implican sistemas políticos que se sustentan sobre bases conceptuales bastante distintas y que están detrás de cada modelo económico de asignación. No son independientes de esas concepciones ideológicas. Inclusive podemos decir que sus bases filosóficas son distintas y corresponden a una idea muy distinta respecto de lo que es el ser humano y su posición frente a su capacidad de generar información y de aprehenderla en un grado tal que le permita manejarla en su totalidad. 
 
   Bajo un modelo de asignación a cargo exclusivamente del Estado, el supuesto clave es que es factible instaurar un sistema de determinación de necesidades, así como de posibilidades de producción de bienes y servicios para satisfacerlas. En otras palabras, bajo este esquema es posible conocer no solamente la cantidad de individuos que componen –y lo harán en el futuro– la sociedad, sino además las necesidades humanas no solamente de hoy, sino las proyectadas en el tiempo, lo que supone un conocimiento, cuando menos aproximado, de las funciones de utilidad de los individuos que componen una sociedad. Es decir, es posible conocer las estructuras de preferencias individuales. Y, lo que es más importante, se pueden trabajar de manera agregada para definir funciones de utilidad, agregadas o sociales. Pero además, se asume que se ejerce pleno control sobre dichas preferencias, de modo que, llegado el momento, es posible delimitarlas y acotarlas para que se adecuen a la oferta de recursos existente para su satisfacción.
 
   En adición, este modelo se sostiene en que es factible conocer las unidades de producción –de naturaleza privada o pública– que pueden proveer cada bien y servicio que requieren los individuos. Esto implica que es posible conocer su número actual y proyectado, así como las funciones de producción de cada una de ellas y sus proyecciones de cambios. Es decir, se conocen las tecnologías que se usan ahora en todas y cada una de las industrias y cómo evolucionarán en el tiempo. 
 
   Para llevar a cabo todas y cada una de estas acciones, es absolutamente necesario contar con un aparato centralizado de decisiones que, además, tenga un poder total de coacción y control sobre las decisiones de consumo y producción de todos los actores económicos. Por tanto, solamente una entidad es capaz de hacer esto: un aparato estatal que, además de centralizado, tenga la suficiente autoridad legal para ejercer la coacción de manera tal que pueda dirigir los comportamientos de consumidores y productores. Y que sea lo suficientemente grande como para llevar a cabo todos los controles de las decisiones de consumo y producción. La extensión del tamaño del Estado se hace absolutamente necesaria como consecuencia de esta tarea descomunal. 
 
   Si se opta por el mercado –en una economía de mercado– es necesario utilizar el sistema de precios, que se constituye en el mecanismo de asignación de los recursos y que actúa de “señalizador” para las decisiones de los agentes económicos. Este mecanismo trabaja sobre la base de valorización de bienes, servicios y/o recursos que ocurre en los mercados. El sistema de precios es el soporte de la economía de mercado, por lo que, si funciona mal, se limita su potencial. Y funciona mal cuando no refleja la escasez relativa de bienes, servicios y factores de producción.
 
   Este enfoque asignativo parte de un supuesto fundamental: que el ser humano es incapaz de obtener tal nivel de conocimiento que le permita centralizarlo en una sola unidad decisoria. Al admitir esa imposibilidad, no queda otra opción que depender de lo que cada actor económico, sea en el consumo o en la producción, pueda decidir conforme a la porción de información que posee.
 
   Para que funcione este modelo, debe insertarse en sociedades abiertas, donde exista libre disponibilidad y circulación de la información formal e informal. Sociedades en que se garantizan las libertades de todo tipo, siempre dentro de la ley, y que albergan una actitud cultural de tolerancia a las ideas, sin cortapisas ni amenazas, directas o veladas, de ninguna naturaleza. Solo de esta manera la información puede llegar a los tomadores de decisiones, sean individuos, empresas o gobierno. Y solo así dicha información puede mejorarse continuamente en el tiempo, con el beneficio consiguiente para los tomadores de decisiones.
 
   Una variante del primer modelo es considerar que puede fusionarse la asignación a través del Estado y a través del mercado, simulando el funcionamiento de una economía de mercado pero con empresas públicas. Así se llega a dos visiones de la forma en que puede operar “correctamente” una economía de mercado. Según Oskar Lange y Abba Lerner, una empresa socialista puede fijar precios sin tendencias monopólicas, a manera de una economía de mercado, evitando las “distorsiones” en la eficiencia y en la distribución[12]. De esta manera, extirpando el incentivo capitalista de la búsqueda de la maximización del beneficio[13], se lograría que las empresas produjeran las mismas cantidades, con los mismos niveles de eficiencia, que llegarían a la distribución. Y, lo más importante, a precios asequibles a los consumidores, según su poder adquisitivo. En otras palabras, a “precios justos”, según se le dice, porque así todos podrían acceder a más bienes y servicios.
 
   Este modelo adolece de la misma debilidad de cuando el Estado lleva a cabo toda la asignación de recursos. En realidad, es parte del mismo modelo. Tal debilidad es la imprescindible necesidad de conocer las demandas de los consumidores con la antelación debida para poder satisfacerlas. Dado que los costes y las funciones de producción son desconocidos, solo con los incentivos privados del libre mercado puede dispersarse la información entre los millones de agentes económicos y los recursos ser usados con eficiencia. Esto se logra a través del sistema de precios. Incluso si pudiera reemplazar al sistema de precios, tendría que ser a un coste elevadísimo de burocracia y procesos administrativos, que terminaría licuando gran parte de los supuestos beneficios, pues a alguien tendría que cobrársele para financiar ese mayor gasto público que supondría. 
 
   Se podría añadir un argumento desde la “elección pública”: los directores de las empresas estatales no necesariamente tienen como función objetivo el hacerlas rentables o autosustentables, lo que las precipitaría a la quiebra o al sostenimiento artificial con recursos de los contribuyentes. Y algo más: las empresas estatales siempre despiertan la ambición de autoridades públicas, que las ven como espacios de colocación de personas a las que deben favores políticos, es decir, como instrumentos de expansión de su poder político. Es un error pensar que el Estado representa los intereses de la gente. En realidad, los aparatos estatales están conformados por seres humanos que tienen sus propias motivaciones y que se rigen por incentivos de búsqueda de valor. Lo que hace que poner en sus manos el inmenso poder de la asignación discrecional de los recursos escasos equivale también a otorgarles el poder para sacar ventaja de esa posición, lo que deviene en corrupción y en incrementos de costes transaccionales que se reflejan, a la corta o a la larga, en pérdidas para los supuestos beneficiarios de una política de tal naturaleza. 
 
    
 
   Mercado, derechos de propiedad y sistema de precios
 
   El mercado es un mecanismo social que promueve el encuentro entre demandantes y ofertantes de un bien, servicio o factor con el objeto de realizar un intercambio mutuamente beneficioso. Cuando hablamos de un “intercambio mutuamente beneficioso” no significamos que quien participe del intercambio alcance “la felicidad” en el mercado. Ni siquiera que obtenga un trato que considere “bueno” ni que el resultado de dicha transacción le resuelva sus problemas de vida. Simplemente, sostenemos que quien realiza un intercambio, bajo condiciones de libertad y no de coacción, está en mejor situación después de realizado dicho intercambio que antes de llevarlo a cabo. 
 
   Las condiciones en que puede operar un mercado cualquiera son, básicamente de mercado libre, estrictamente, cuando no interviene el Estado en las decisiones adoptadas por los agentes, y de mercado regulado cuando el Estado direcciona parcialmente las condiciones de la producción y del intercambio. Bajo esta perspectiva, no existe sensu stricto casi ningún mercado totalmente libre, pero en el lenguaje cotidiano se atribuye esta condición a los mercados que funcionan predominantemente sin muchas regulaciones estatales.
 
   De otro lado, para que exista el mercado deben existir derechos de propiedad, pues lo que es materia de intercambio en los mercados, son estos derechos sobre bienes, servicios o factores productivos. Los derechos de propiedad son acuerdos sociales que rigen la pertenencia, el uso y el traspaso de la propiedad que ejerce alguien sobre algo. Son fundamentales porque constituyen un factor determinante en el desarrollo de los países, por cuanto hace posible la especialización e intercambio a través del mercado e impulsa e incentiva lo que denominaremos “emprendibilidad”, que es un concepto más grande, y que incluye a la “empresarialidad”. La emprendibilidad se refiere a los emprendimientos, a la capacidad y la voluntad de llevarlos a cabo a partir de situaciones donde no existe lo que se va a crear como resultado final. Un emprendimiento se relaciona con el valor praxeológico, no necesariamente con el valor cataláctico. Puede hablarse de emprendimientos intelectuales, por ejemplo, o políticos, culturales, entre otros. En cambio, la empresarialidad se refiere exclusivamente a emprendimientos que tienen naturaleza cataláctica. Por tanto son emprendimientos que se circunscriben, única y exclusivamente, al ámbito comercial.
 
   Pero, además, los derechos de propiedad son un componente fundamental en una sociedad abierta, de libertades, en cuanto favorecen la autonomía e incentivan la responsabilidad individual, así como estimulan la producción constante y consistente de más y mejor información con la cual pueden mejorar su toma de decisiones los distintos actores económicos. No puede haber sociedades verdaderamente abiertas si no son sociedades de propietarios, pues la no-propiedad privada genera vulnerabilidades en la interrelación social y económica. 
 
   Los derechos de propiedad deben complementarse con reglas de juego claras y estables y un sistema de justicia eficiente y eficaz, que los sustente. En otras palaras, con un estado de derecho sólido, estable y además, creíble. Si en el mercado se intercambian derechos, entonces el sistema de justicia tiene que asegurar esos derechos y sostenerlos. Lo que enfrenta a un problema: si los derechos de propiedad son la condición del mercado, son al mismo tiempo la condición más importante para la economía de mercado. Por tanto, la claridad de las reglas de juego y la fortaleza del sistema de justicia son complementos y soportes de la misma economía de mercado. 
 
   Cabe preguntarse entonces si se puede hablar verdaderamente de economía de mercado en países que pueden estar muy liberalizados hacia fuera, pero con una frágil institucionalidad y un débil y cuestionado sistema judicial, que coexiste con inestables reglas de juego. En los reportes internacionales sobre competitividad, desarrollo, libertad económica, derechos de propiedad y otros similares, el tema de la estabilidad y la credibilidad institucional, dentro de lo cual está la administración de justicia, deja de ser un tema meramente ético para convertirse en un asunto de directas implicaciones económicas. Los países más competitivos, con mayor desarrollo económico, que exhiben la mayor libertad económica y protegen mejor los derechos de propiedad, son al mismo tiempo países en los que la institucionalidad en general, y la correspondiente a la justicia en particular, están altamente desarrolladas. Quizás esta sea una de las razones por las que América Latina es la región considerada como menos protectora de los derechos de propiedad, y posiblemente la que menos se viene enganchando al proceso de globalización actual.
 
   Tan importante como los derechos de propiedad para un buen funcionamiento del mercado, es el sistema de precios. Es el instrumento de asignación de los recursos en una economía de mercado que actúa de “señalizador” para las decisiones de los actores económicos. Este instrumento actúa sobre la base de valorización de bienes, servicios y/o recursos. El sistema de precios es por tanto otro de los soportes de la economía de mercado. La mayor utilidad del sistema de precios de mercado es como generador eficiente de información rápida que permita asignar mejor los recursos escasos a la satisfacción de las necesidades. ¿Cómo se genera y transmite información mediante el sistema de precios? Veamos un ejemplo. Supongamos que existen dos individuos, “A” y “B”, cada uno de los cuales posee un conocimiento propio y que no tiene el otro. Es un conocimiento individual y privativo. Estos individuos no se conocen ni saben cómo ponerse en contacto uno con el otro. No tienen relación alguna, mucho menos sentimientos recíprocos. Son perfectos desconocidos. En adición, existe otro conocimiento, que no está por completo en ninguno de los dos, sino que se encuentra disperso entre “A” y “B”, en el sentido de que “A” tiene una parte de él, y “B” otra parte, pero ninguno de los dos posee este conocimiento en su totalidad. Cada uno posee una parte de ese conocimiento, pero es una parte que no les permite visualizar el todo, o el conocimiento mayor del que es apenas un componente, su conocimiento incompleto, parcial. 
 
   Supongamos que la parte de ese conocimiento en poder de “A” es que quiere alcanzar un fin “X”. Eso es lo que sabe, lo que conoce “A”. Por su lado, la parte de ese conocimiento disperso que posee “B” es que persigue el fin “Y”. Tampoco sabe nada más. Por otro lado, ambos fines son distintos. Podrían ser el mismo fin, pero en ese caso sería más factible que ambos se encuentren en algún momento para conseguir ese fin. De esa manera, habría una posibilidad mayor para que actúen cooperativamente, de manera coordinada, persiguiendo similar fin. Sin embargo, si los fines son distintos, es más difícil la coordinación y la eventual cooperación. Y en nuestro ejemplo, ese es precisamente el caso. Se la ponemos difícil a los dos.
 
   Para alcanzar su fin, “A” requiere de un medio “M”, recurso que no tiene a su disposición y que no sabe dónde ni cómo se puede conseguir. Pero “B” conoce o tiene a su disposición una gran cantidad del recurso “M”, que a su vez él no considera útil para alcanzar su propio fin, de manera que está ocioso o sin usar. En este escenario, si aparece un tercer individuo, “C”, que conoce la situación por la que atraviesan “A” y “B” y tiene la intención de aprovechar una oportunidad, puede ofrecerle a “B” comprarle ese recurso “M” pagándole un precio P1 y luego ofrecerle a “A” venderle el recurso “M” por P2, precio que es mayor que P1. De esta manera, al ser P2 mayor a P1 y si se supone, por simplicidad, que no existen costes de la transacción y que el rendimiento alternativo de “C” en aprovechar otra oportunidad de negocio es cero, entonces “C” logra obtener un beneficio de P2 – P1 si toma esa oportunidad. Como resultado de esta acción, un recurso que estaba “muerto”, desocupado u ocioso en manos de “B” permitió generar valor para “A”. Es decir, fue asignado eficientemente. Y esto fue posible porque “C” tuvo el incentivo adecuado para generar la información que le permitió y motivó a llevar el recurso “M” desde “B” hasta “A”. Todos ganaron debido a la acción emprendedora de “C”, que aprovechó el conocimiento disperso para tomar una oportunidad y transformarla en valor para la sociedad. En ese proceso, se ha generado nueva información. 
 
   Con base en la importancia de la generación de información como resultado de la acción emprendedora, podría redefinirse el problema económico en los siguientes términos: la generación de información de buena calidad para el uso de actores económicos que realizan acción humana, orientada a la creación de valor en contextos de incertidumbre y desinformación. Y esto puede llevarnos a proponer una nueva definición de la economía: la economía es la ciencia del valor, o mejor dicho la ciencia que estudia cómo se comportan los individuos y/o las organizaciones, en el ámbito de sus acciones que involucran intercambios –inter-entidades o inter-temporales–, en la búsqueda de la creación de valor, dada una estructura de preferencias.
 
   El sistema de precios es generalmente el sistema más eficiente para asignar recursos económicos. Si no se le deja funcionar, o se interfiere en su funcionamiento, no se consigue el máximo de su potencial. Esto supone una definición política: ¿interferir o no interferir en el sistema de precios? Para que funcione el sistema de precios se requieren políticas que los dejen funcionar. Pero esta postura puede llevar a medidas impopulares políticamente, porque todos quieren cobrar alto y pagar poco. Y grupos de interés de la sociedad presionarán por que los precios que enfrentan sean bajos y los que cobran sean altos. Lo que desvirtúa el sistema de precios y le resta efectividad. En consecuencia, el político –y el policy maker– siempre se encuentra en una especie de paradoja. Por un lado, debe velar por el sostenimiento de políticas que favorecen el desarrollo basado en el sistema libre de precios. Por otro, debe soportar y atenuar las presiones de captura de grupos de presión que pretenden defender sus precios altos de cobro y precios bajos de pago, los cuales, si no son satisfechos pueden boicotear el proceso político que sostiene precisamente el sistema libre de precios. 
 
   La controversia se hace más intensa cuando se trata de mercados poco competitivos. Es cierto que en determinados casos pueden darse las colusiones de precios, cuando mercados que funcionan como oligopolios actúan en esa línea para forzar comportamientos del consumidor. Pero también puede discutirse hasta qué punto es admisible la regulación a un monopolio, cuando de esa manera se afecta un retorno que compensa grandes riesgos, que de otra manera no podrían enfrentarse. En estas situaciones, el análisis caso por caso va a requerir decisiones políticas definidas para llevar y la opción de política adecuada a la acción económica resultante que se plantea como objetivo.
 
   En suma, las controversias entre política y economía suelen estar relacionadas, al final de cuentas, con qué precios se cobran y qué precios se pagan, con quienes ganan y pierden en este proceso y con el papel del Estado, si cabe, para alterar la correlación de ganadores y perdedores. Hasta en su expresión más devastadora, como lo es la inflación, los precios y sus alteraciones generan ganadores y perdedores y normalmente el Estado tiene mucho que ver en la determinación de la correlación entre ellos. 
 
    
 
   Las cuerdas separadas de la economía y la política
 
   El hecho de que el problema de la asignación de recursos sea no solamente el centro del problema económico, sino también un elemento fundamental de la problemática política, hace en la práctica que la conceptuación y aplicación de políticas públicas, así como la creación de leyes y normas que sostienen el marco en el cual se desarrolla la actividad económica de un país, se encuentran atravesadas por consideraciones políticas de diversa índole.
 
   No es difícil encontrar gobernantes latinoamericanos que sostengan que la economía tiene que ejercerse en función de los dictados de la política. Se ha elaborado toda una fraseología para esta doctrina de la intromisión: “economía con rostro humano”, “economía para la gente”, “economía solidaria”, “economía social de mercado”, entre otras que podemos encontrar en el discurso político cotidiano de América Latina. Los resultados suelen ser catastróficos, en muchos casos. Quizás los más emblemáticos son los de Chile a inicios de los setenta y Perú a fines de los ochenta. Pero hay muchos más, con distintos grados.
 
   Hay una intromisión de la política en la economía cuando se pretende “hacer economía a espaldas de la economía”. Pretender acomodar variables y resultados económicos conforme a los dictados de objetivos políticos, que normalmente devienen en demagógicos o populistas, lleva tarde o temprano a que la economía se desacomode. Populismo es el término con el que se describe una manera de hacer política. Entendemos las “políticas populistas” como aquellas que pretenden aparentemente generar algún tipo de beneficios de corto plazo a algún grupo social menos favorecido respecto a algo –por ejemplo, los más pobres, pero también pueden ser las mujeres, los jóvenes, los pobladores de determinadas zonas como los nativos amazónicos, etcétera–, pero que a largo plazo tiene el efecto de perjudicar las condiciones generales del país en el que se insertan dichos grupos sociales. Y, cuando esto sucede, se terminan frenando las potencialidades de desarrollo en el largo plazo, aun si se cuenta con recursos naturales en abundancia que pudieran permitir, en el corto y mediano plazo, presentar la ilusión de que puede generarse crecimiento económico a espaldas de la buena economía. 
 
   Este tipo de intromisión de la política en la economía debe distinguirse de la importancia de la política para la aplicación de políticas económicas sanas y para el despliegue de los actores económicos. La economía requiere de adecuadas políticas para funcionar apropiadamente bien. Y las políticas económicas tienen que tomar en cuenta las restricciones políticas del entorno nacional e internacional para optimizar su efectividad. 
 
   La economía tiene entonces, en la política, a una acompañante de ruta ineludible, con la cual, se quiera o no, tiene que entenderse. Cuando se entiende adecuadamente el papel de la política en la economía, la relación entre ambas es sana y fortalece recíprocamente una a la otra. El problema es que se trata de una relación donde fácilmente se puede pasar de lo sensato a lo disparatado. Cuando la política marca el dictamen de lo económico simplemente para ceder a presiones populistas de manera generalizada y persistente, de modo que se desnaturalicen las relaciones causa-efecto de la economía, entonces la relación se torna peligrosa. Tan peligrosa como que puede producir la destrucción del aparato productivo, el debilitamiento de la capacidad de consumo de los individuos, el caos social y, en general, la aniquilación de las condiciones para la competitividad y el desarrollo.
 
   Pero aunque la existencia de relaciones peligrosas podría recomendar mantener a distancia razonable a lo político de lo económico, esto no suele ser posible, en la práctica. Si bien es cierto, el problema de la intromisión existe y ha existido, la tentación de acomodar la economía a los dictámenes de la política de corto plazo es muy alta cuando se ejerce el poder estatal. Para el político, al igual que para el hacedor de política económica, es atractivo plantear “soluciones” económicas que sean políticamente correctas en el discurso a las masas. También es atractivo para algunos actores económicos, vincularse al poder político para obtener prebendas y favores de la política económica, en particular, cuando esta suele configurar un conjunto de incentivos particulares que terminan siendo siempre privilegios de corte mercantilista. Tal atracción entre lo económico y lo político siempre termina siendo fatal y contraproducente a los propósitos del desarrollo.
 
   ¿Es posible que la economía marche separada del proceso político? Es decir, ¿un país puede sostener un modelo económico con rasgos liberales si en su interior existen fuertes presiones políticas de corte antiliberal? O, en otro caso, ¿un país puede preservar un sostenido proceso de crecimiento económico basado en un espíritu de emprendimiento individual cuando al mismo tiempo hay conflicto social acentuado y promovido desde posturas colectivistas? Y, como último ejemplo, ¿pueden dos países construir una intensa relación comercial cuando sus regímenes políticos son opuestamente distintos desde lo ideológico o si mantienen disputas de naturaleza política?
 
   Nuestra impresión es que no es posible, en general y en el largo plazo, la existencia de estas cuerdas separadas, aunque a corto plazo pueda existir la ilusión de que se privilegia lo económico antes que lo político. Se suele poner de ejemplo referente a la Unión Europea, aludiendo al hecho de que países que han librado enfrentamientos políticos, que los llevó incluso a guerras cruentas, han podido consolidar un bloque económico en el que se han puesto objetivos de desarrollo económico de largo plazo por encima de cambios políticos de corto plazo, y que son sostenidos a pesar de los cambios de los actores políticos. Otro ejemplo referente que se propone a menudo es el de China, cuyo régimen comunista puede coexistir con filones de capitalismo agresivo que está produciendo las espectaculares tasas de crecimiento chino desde las reformas de Den Xiaoping de fines de los setenta. 
 
   Ambas experiencias, como analizamos a continuación, son distintas. El de la Unión Europea no constituye un ejemplo de que funcionen las cuerdas separadas en el largo plazo, aunque sí pueden hacerlo en el corto. En el caso de la Unión Europea, los acuerdos económicos subsisten porque no hay políticas económicas de los gobiernos que se desvíen de los cánones de políticas serias. Para entender la idea, lo “menos serio” es lo que ha sucedido en España y Grecia, a las que habría que añadir a Italia, y ya se ha visto lo que sucede en estas economías, las cuales rápidamente tienen que ponerse en alineamiento con las políticas de la Unión. De otra manera, no pueden acceder a beneficios que les provee su pertenencia a este conglomerado. No sería admisible que un gobierno se apartase demasiado de las líneas generales de aperturas de mercado, equilibrios macroeconómicos y construcción de capital interna, además del sostenimiento de políticas consistentes con la libertad individual, el respeto al Estado de derecho y la democracia. Y, de hecho, cuando alguna de estas variables se violenta, como es el caso del sostenimiento de los equilibrios macroeconómicos estresados por la política de “estado de bienestar” de algunos países, entonces se ve claramente, como se ha observado en 2011, que la propia consistencia unificadora de la Unión Europea se pone en discusión y se amenaza.
 
   En cuanto a China, pareciera que sí operan las cuerdas separadas. Pareciera. La ilusión de que así sucede se explica por lo que significa el mercado chino en términos de tamaño, que puede permitir soportar otros niveles de riesgo a potenciales inversionistas extranjeros, que fueron los que gatillaron el proceso de despegue de la economía china a raíz de las reformas capitalistas. En efecto, las reformas de Deng Xiaoping de finales de los setenta, de tipo capitalista, son las que han impulsado el gran crecimiento chino, pero manteniendo el gobierno y la retórica comunista. Sin embargo, a pesar de esta retórica, el hecho concreto es que la participación del Estado en la vida económica del país se ha ido reduciendo paulatinamente. La transformación económica de China se inicia con una política de apertura del comercio interno y la llegada de la inversión extranjera. Posterior a esta acción gubernamental, se extendieron las reformas al agro, a las empresas estatales, al sistema de precios, al sistema financiero y al comercio internacional. 
 
   Quizás la más importante de estas reformas fue la que llevó a cabo el gobierno en 1982, con el fin de fomentar la inversión extranjera. Esta reforma consistió en la creación de zonas económicas especiales en la región costera, que contaron con regímenes de garantías legales e incentivos fiscales sostenidos. Esta medida se complementó con el compromiso estatal de construir infraestructura pública de alta calidad y con la existencia de mano de obra barata. Todo esto coadyuvó a generar confianza para atraer inversión extranjera directa, a fin de convertir a estas zonas en polos de desarrollo. De este modo, si a inicios de los ochenta se crearon cinco zonas económicas especiales –Shenzhen, Zhuhai, Shantou, Xiamen y Hainan–, para mediados de la década de 2000 ya existían más de 150 zonas de diversos tipos. El resultado fue que, tres décadas después de iniciarse las reformas capitalistas en China, el desarrollo industrial que se concentró en estas zonas convirtió a ese país en la mayor potencia manufacturera del mundo, particularmente en los sectores electrodoméstico y textil[14]. 
 
   Como si esto fuera poco, hoy China posee siete de los diez principales puertos del mundo, que registran el mayor tráfico marítimo de contenedores. Para tener una idea de las escalas, solo el primer puerto chino, Shanghái, que es a la vez el número uno del planeta, mueve a la fecha el triple contenedores de los cuatro principales puertos españoles de Valencia, Algeciras, Barcelona y Las Palmas tomados en conjunto, alrededor de diez veces el volumen anual de contenedores que el puerto de Colón en Panamá, veinte veces el que registra el puerto de Santos en Brasil y más de quince veces lo que movilizan los dos puertos mexicanos más grandes, que son Manzanillo y Veracruz, contabilizados de manera agregada. 
 
   Todo esto ha permitido que la economía china registre una tasa de crecimiento promedio cercana al 10% anual desde el inicio de las reformas hasta en muy pocos países en el mundo, principalmente por el tamaño de su mercado. De alguna manera, es también el caso de Brasil. Los demás países no cuentan con esas dimensiones, y por tanto tienen que ajustar sus niveles de riesgo a estándares tolerables si quieren desarrollarse con el émbolo de la inversión extranjera, como lo hizo China. Para eso, no queda otra que alinear la política con la economía y tratar de construir escenarios de inversión apropiados, considerando para ello desde lo institucional y la construcción de capital humano y social hasta la infraestructura, los equilibrios macroeconómicos y la innovación tecnológica.
 
   En todo caso, la pregunta que queda flotando, y que pocos se hacen al quedar maravillados con el progreso chino, es si ese progreso pudiera ser muchísimo más acelerado si se introdujeran reformas sustanciales al régimen político y se extendieran las reformas económicas. Sin embargo, eso no parece posible, al menos, en el mediano plazo. Para muestra, considérese lo manifestado por Hu Jintao, Presidente del Partido Comunista de China y del país, en el XVIII Congreso de noviembre de 2012, que designó a su sucesor. En dicha reunión, que congregó a las más altas autoridades chinas, Hu Jintao advirtió contundentemente que Pekín jamás adoptará un sistema occidental, pese a su estrecha relación con Estados Unidos. Y, aunque su sucesor Xi Jinping, junto a otros de la nueva cúpula china, han sido críticos del ritmo lento de cambios en materia económica que caracterizaron al gobierno de Hu Jintao, lo que puede avizorar medidas más audaces en este ámbito, en el terreno político no hay señales de que se imprimirá un gran cambio. Si bien es cierto, por ejemplo, que las nuevas autoridades han identificado a la corrupción como el enemigo principal a vencer, no encaminan el combate a través de una apertura democrática, sino por el lado de mayor supervisión burocrática y un endurecimiento de las penas. Esto garantiza que los problemas seguirán, pues las faltas a la probidad son características de sistemas cerrados como el chino. La falta de libertades políticas puede traer problemas a autoridades que en los próximos años enfrentarán a una población más empoderada y un aumento de las manifestaciones de descontento que se han venido registrando. 
 
   En consecuencia, la democracia, y más aún en su forma de democracia liberal, es un modelo que no tiene la menor probabilidad de ser incorporado a China, cuando menos, en el mediano plazo.
 
    
 
   La “buena economía” y la “buena política”
 
   La única posibilidad de que lo económico y lo político se relacionen para construir desarrollo económico es que la política no se entrometa en la economía, sino que la guíe, sin desvirtuarla. Y, por supuesto, que la proteja. Para eso, la buena economía tiene que ampararse en la buena política. ¿Qué es la buena economía? La que conduce al desarrollo económico. ¿Qué es la buena política? La que permite crear las condiciones para ese desarrollo económico. No hay más rasero que este para definir la línea divisoria entre la política y la economía que sirven, que son funcionales al desarrollo, y las que, sencillamente, no sirven absolutamente para nada excepto para generar atraso. 
 
   En el caso de la política, quizás es más fácil de determinar cuándo una política es suficientemente buena, a partir de los criterios anteriores. Pero no así en el caso de la economía. ¿Por qué? Quizás por la apariencia más científica de la economía frente a la política. Si la política es una ciencia, no es menos aceptable que también sea un “arte”. De hecho, se habla más del “arte de la política” que de la ciencia política en el debate público y en el registro de los hechos políticos en los medios de comunicación.
 
   La economía, en cambio, tiene el membrete de “ciencia” mucho más acendrado que el de “arte”. Y si bien es cierto que como ciencia hemos visto que puede entenderse como una ciencia del valor, subsiste la pregunta de para qué sirve la economía, a fin de cuentas. Y aquí pensamos que el objeto práctico fundamental de la economía como ciencia es distinguir entre las buenas y las malas políticas, aplicadas en el terreno económico[15]. 
 
   La ciencia económica, cuya utilidad científica es más retrospectiva que prospectiva, aunque puedan extrapolarse grandes líneas de comportamientos futuros a partir de performances pasadas, si algo práctico nos debe enseñar es que para progresar no es indispensable disponer de recursos naturales o de amplísimos territorios o de una pertenencia a un pretendido “centro” en desmedro de una gran “periferia”, ni muchísimo menos de ser de una raza determinada. Y que, con base en lo anterior, no existe ninguna civilización inepta para el desarrollo. Lo único que importa son las buenas decisiones en materia de política económica. Aunque, lógicamente, para llegar a eso de manera consistente y permanente hay un conjunto de requisitos que atender. Entre ellos, una adecuada manera de ver la realidad y de comprender qué es el verdadero progreso social.
 
    
 
   La relación política-economía en las sociedades abiertas
 
   Hemos visto que existen dos formas de asignar recursos. Si es a través del Estado primordialmente, el sistema económico tiene que operar sobre sociedades cerradas. Esto es, en sociedades que son auto-contenidas, a las cuales se somete al encierro mental para el control de las acciones de los ciudadanos. Lógicamente, esto requiere un Estado totalitario que cercene libertades, planifique al milímetro la economía y entienda al desarrollo como un proceso dirigido y dirigible desde la autoridad gubernamental. Si, en cambio, la asignación de recursos es por el mercado, tal sistema asignativo debe insertarse en sociedades abiertas. 
 
   ¿Qué son las sociedades abiertas? Son sociedades que tienen gobiernos tolerantes que responden a los deseos e inquietudes de la ciudadanía con sistemas políticos transparentes y flexibles, y que además tienen una profunda cultura de la tolerancia democrática. En estas sociedades, los órganos del Estado no mantienen secretos entre sí o del público. Ni el gobierno ni la sociedad son autoritarios y el conocimiento común o social pertenece a todos. La libertad, el estado de derecho y los derechos civiles, así como los derechos humanos, son el fundamento de toda sociedad abierta.
 
   Para las sociedades abiertas es fundamental el asunto de la cultura de la libertad y de la tolerancia. Por eso Karl Popper planteaba la importancia de las sociedades abiertas para el progreso humano sostenido. El mecanismo de transmisión es, en este caso, el conocimiento científico, base del progreso tecnológico y, por ende, de la innovación y del desarrollo económico. Pero como en la concepción popperiana el conocimiento científico avanza a partir de un proceso continuo de conjeturas y refutaciones, para que este se produzca es necesario e imprescindible que exista libertad para la discusión abierta de todos los temas, sin cortapisas de ninguna naturaleza. En sociedades donde no se permite la discrepancia, es imposible avanzar fuerte en el conocimiento científico. Incluso una sociedad puede aparentemente ser, en lo formal, democrática y liberal, pero en los comportamientos sociales no brindar las condiciones para un clima de confianza que incentive la compulsa de posiciones diversas y hasta contrapuestas. En ese caso, es una sociedad cerrada con apariencia de abierta. Las sociedades abiertas son una construcción, primero que todo, cultural. Luego son políticas y, finalmente, económicas. Por eso, cuando las economías de mercado se instauran en sociedades cerradas o semi-cerradas, no alcanzan a desplegar todo el potencial que tienen para generar beneficios extendidos en relativamente cortos períodos de tiempo.
 
   ¿En qué se sustentan las sociedades abiertas? En sistemas políticos en los que los líderes políticos o el gobierno son reemplazados sin necesidad de violencia, a diferencia de las sociedades autoritarias, en las cuales el mecanismo de reemplazo de gobiernos es la revolución o el golpe de Estado. Adicionalmente, se sustentan en el reconocimiento y la capacidad de los individuos para tomar responsablemente decisiones personales, incluyendo las decisiones económicas, a diferencia con las sociedades tribales dominadas por el pensamiento mágico o colectivista. Y se asientan con el marco cultural que tiene como pilar el respeto a las posiciones diversas, no en forma de una tolerancia cosmética, sino como parte de la propia integralidad de lo social, como inversión inherente al comportamiento de los individuos, las organizaciones y las instituciones, tanto en el sector privado como en el sector público[16].
 
   Por tanto, en las sociedades abiertas la relación entre política y economía es especialmente importante porque los sistemas políticos deben ser consistentes con la responsabilidad en las decisiones individuales respecto de lo económico. En otras palabras, el sistema político no debe promover decisiones irresponsables de los ciudadanos que influyan en un desacertado manejo de lo económico. Adicionalmente, dado que en las sociedades abiertas cada individuo corre con la responsabilidad de sus acciones de naturaleza económica, el Estado debe permitir que las decisiones que subyacen en dichas acciones puedan ser tomadas con la mayor información posible. Información que debe ser de alta calidad, tanto en contenido, veracidad, como en oportunidad y acceso. Para lo cual, la intervención del Estado, si existe, nunca debe ser para enredar o alterar la información para los tomadores de decisiones. Por ejemplo, intervenir en el sistema de precios, incluyendo los precios del crédito o del trabajo, puede llevar a que los actores económicos tomen decisiones contraproducentes, aunque estén ejerciendo su libertad individual de elegir. 
 
   Se hace imprescindible también que el Estado provea un fuerte sistema jurídico y de protección individual, así como reglas de juego claras y estables, para que el ejercicio de la libertad sea convergente con un accionar individual que respete otros accionares individuales. Además, las políticas públicas deben ser consistentes con los objetivos deseados en términos del logro del desarrollo económico sano y sostenido. Lo que significa que, a la par de que el Estado provea las mejores condiciones para la provisión de la mejor información posible, también debe proveer políticas públicas que sustenten la viabilidad de dichas condiciones. Si el mercado es el mecanismo de asignación por excelencia en las sociedades abiertas, la tarea fundamental de las políticas públicas es la construcción de las condiciones para que existan los mercados y para que más personas se integren a ellos. Esto incluye a las leyes adecuadas y a la infraestructura, el fortalecimiento de instituciones, pero también a la educación y la salud de los individuos. 
 
   Estas consideraciones ponen sobre la mesa el papel del Estado en las sociedades abiertas. Para colocar en contexto este papel, es importante explorar las relaciones entre el Estado y la sociedad en general, porque la economía y la política son pilares fundamentales de tal sistema de relación recíproca.
 
   


 
   
 
  




 
   CAPÍTULO II
 
   ESTADO, SOCIEDAD Y ECONOMÍA
 
    
 
   ¿Tiene algo que hacer el Estado en la economía?
 
   ¿Estado o mercado? Es el dilema que ha reinado sobre todos los dilemas de política y economía desde hace un siglo. Y el hecho de que no haya sido completamente resuelto de manera irrefutable nos debería ya llevar a preguntarnos, a estas alturas del camino recorrido, si es esta la pregunta fundamental. O, cuando menos, si esta interrogante es funcional a un debate que pueda arrojar luces sobre tantas zonas sombrías de una vieja discusión, en la que solo los fundamentalistas de uno y otro lado son los que aparentemente tienen las certezas absolutas.
 
   Las decisiones políticas que impactan a la economía terminan siendo siempre políticas que definen el grado de intervención del Estado en las actividades, sean económicas y/o no-económicas, de la sociedad. Por tanto, el impacto en la economía de las decisiones políticas depende, en alta medida, del grado de intervención estatal y de su efectividad respecto a un objetivo de política propuesto como deseable. Cuidado, no nos apresuremos en recomendar más intervención estatal. Abordemos el problema con calma.
 
   ¿Qué dice la experiencia? Los países que tienen más libertad política y económica encabezan los rankings de desarrollo mundial. Existe mucha evidencia empírica acerca de la correlación positiva entre progreso y libertad. ¿Qué han hecho y que están haciendo los países que progresan? Efectivamente, a primera vista, son los países en los que, por ejemplo, florece la libertad económica. Según la Heritage Foundation[17] en 2012, los top ten en libertad económica fueron Hong Kong, Singapur, Australia, Nueva Zelanda, Suiza, Canadá, Chile, Mauritania, Irlanda y Estados Unidos, mientras que en 2011 fueron Hong Kong, Singapur, Australia, Nueva Zelanda, Macao, Japón, Taiwán, Corea del Sur, Malasia y Tailandia, en tanto que en 2010 fueron Hong Kong, Singapur, Australia, Nueva Zelanda, Irlanda, Suiza, Canadá, Estados Unidos, Dinamarca y Chile. Son casi los mismos países, hay una recurrencia, aunque parece que los países asiáticos han profundizado su hegemonía en cuanto a libertades en los últimos años y Chile sorprende apareciendo en el top ten en dos años recientes. A largo plazo, existe una tendencia en el tiempo sobre los países con más libertad económica que parece indicar que son los que están avanzando más en términos de desarrollo[18]. Pueden no ser los países con las economías más grandes, en todos los casos, pero en la totalidad de ellos se trata de países con un nivel importantísimo de desarrollo y que se hallan a la vanguardia de los países que están generando mejores niveles de vida a sus pobladores.
 
   Entonces, ¿debe desaparecer el Estado, a partir de estas constataciones? Parecería razonable, en el entendido de que la presencia del Estado restringe libertades. Incluso si nos ceñimos a lo estrictamente económico, puede parecer que es mejor que no exista Estado alguno, para que haya más libertad y más progreso. ¿Es así? No necesariamente. Y decimos “necesariamente”, porque los anarco-capitalistas como Murray Rothbard plantean exactamente eso. La desaparición del Estado como aparato coercitivo, cuya acción siempre sería una agresión a los miembros de la sociedad, porque toda intervención de este es una afrenta a la libertad, en su peculiar manera de entender la presencia de una institución tan antigua. Dicho sea al pasar, aunque retomaremos el tema con mayor amplitud después, la persistencia la posición de desaparecer al Estado del ordenamiento social es una “batalla contra las sombras” que ha distraído en demasía los esfuerzos del liberalismo latinoamericano por constituirse en una alternativa viable y pragmática.
 
   Por tanto, desde una perspectiva menos radical y –por qué no decirlo– más realista, la respuesta es no. El Estado no debe desaparecer. De hecho, no puede hacerlo. Pero el tipo de Estado que hoy prevalece en Latinoamérica sí debiera salir de escena. Desaparecer por completo y diluirse en el museo de los inventos fallidos más calamitosos. En su reemplazo, el Estado existente sí debe ser funcional al desarrollo, no “entorpecedor” del progreso. Necesitamos Estados más funcionales y eficaces para el logro del propósito del desarrollo. Y la política debe ser socia de la economía en este propósito. Para los anarco-capitalistas, esto sería una contradicción en sí misma, porque existen fuerzas intrínsecas dentro de todo aparato estatal para auto-reproducir las disfuncionalidades[19]. Sin embargo, tomando el caso emblemático de Chile, ha de notarse que incluso con un régimen político bastante prolongado “de izquierda” pero claramente liberal en términos fácticos, es posible calificar en el top ten de las libertades económicas y generar progreso acelerado en presencia de un Estado sólido pero funcional.
 
   Pero cuando nos preguntamos por qué florecen ciertos países no podemos quedarnos únicamente en las consideraciones sobre la libertad económica. Incluso cuando hablamos de lo económico la libertad no es el único elemento que considerar. El desarrollo es algo demasiado complejo como para depender de un solo factor o para ser unidimensional. También se trata de países en los que se respetan mejor los derechos de propiedad y en los que se fomenta y construyen competitividades territoriales muy sólidas, todo lo cual requiere de una importante presencia del Estado, aunque ciertamente dirigida a promover las mejores condiciones para el funcionamiento de la economía de mercado y no para entorpecerla, frenarla o incluso, aniquilarla.
 
   Ilustremos esta idea, apelando a un ejemplo clásico. Uno de los elementos clave para construir competitividades territoriales es la educación. Sabemos que en muchos países latinoamericanos la educación pública ha fracasado por completo. En otros, no tanto. Y en algunos pocos, la educación pública mantiene estándares interesantes de competitividad internacional. Un ejemplo del primer caso es nítidamente Perú y Bolivia. Del segundo caso, Argentina y Colombia. Del tercero, México, Chile y Brasil. Sin embargo, se reconoce que es necesario un fuerte soporte de la educación pública, porque las iniciativas privadas en este sector no cuentan con los incentivos suficientes para incursionar a la escala requerida por la demanda real y potencial. Pero los que se oponen a toda educación pública consideran que siempre, en todos los casos, y bajo cualquier circunstancia, la educación privada debería desplazar a la educación pública. No voy a discutir aquí esos argumentos, aunque no comparto dicha opinión. Me concentraré en otro punto, sin embargo. Quienes abogan por que toda la educación sea privada se defienden ante el argumento de que la prestación privada puede no ocurrir por la inexistencia de suficientes incentivos de mercado, argumentando que incluso en esos casos puede obviarse la intervención del Estado. Para eso, toman el modelo de Milton Friedman de los vouchers educativos, por el cual se podría instaurar un sistema mediante el que solo existirían escuelas privadas, incluso en las zonas más pobres y alejadas de un país. De esta manera, un padre, una madre o un tutor podrían matricular a un niño o un joven en una determinada escuela privada que compite con otra igualmente privada, eligiéndola por su propia decisión y pagando con vouchers que el gobierno le proporcionaría para pagar por el servicio educativo. Las escuelas competirían entre ellas para recibir la mayor cantidad de vouchers educativos, los mismos que luego cambian por dinero ante el ministerio o la secretaría correspondiente. 
 
   Por supuesto que este sistema es muy bueno para mejorar la calidad educativa. Primero porque estimula la competencia entre escuelas ofreciendo mejores servicios educacionales para captar más vouchers, y con ellos, más dinero. Segundo, porque deja en manos de los padres de familia y de los promotores educativos privados la elección de la plana docente, la misma que ya no estaría dentro de los sindicatos que hoy tienen tomada la educación pública en muchos países. Y tercero, porque estimula la expansión de la oferta educativa rápidamente, haciéndola capaz de atender la demanda y promoviendo la inclusión de todos los niños en el sistema educativo básico.
 
   Pero todo lo antedicho dista mucho de hacer desaparecer al Estado. Es más, ni siquiera equivale a sacar al Estado de la esfera educativa. Y, en última instancia, no significa tampoco constreñir al Estado a un papel de mero gendarme. ¿Por qué? Porque el sistema se sustenta precisamente en subsidios estatales del cien por ciento directamente aplicados a la demanda, que se entregan en forma de vouchers de propósito específico. La propuesta de Friedman no es que el Estado deje toda la responsabilidad de la provisión educativa al sector privado, sino todo lo contrario, que se aboque a garantizar que el total de la población en edad escolar acceda a educación de calidad. Alguien podría decir que el Estado aquí se limita a un rol de financiamiento. Pero eso no necesariamente tiene que ser cierto. De hecho, así como el Estado tiene la responsabilidad de salvaguardar que las transacciones de mercado se realicen en un marco de veracidad, legalidad y legitimidad, vale decir, dentro de ciertas reglas de juego que denominamos institucionalidad, que de la misma manera debiera tener la responsabilidad de asegurar estándares de calidad en la educación. Esto no necesariamente tiene que implicar siquiera que las escuelas sigan programas definidos por un ente público, pues podrían establecerse pruebas estandarizadas para todos los estudiantes de la totalidad de escuelas del país, tanto si son subsidiadas o no, que se aplicarían, por decir algo, en quinto grado, en octavo y en décimo. Y no se podría avanzar a la etapa superior si no se aprueban los exámenes estandarizados del sistema educativo nacional. 
 
   Hay algo más. Si consideramos que la educación es uno de los principales capitales y que es considerada uno de los pilares de la competitividad, como se verá más adelante, claramente esta inversión en educación, a través del sistema de vouchers, es una apuesta pública para mejorar la economía. Por tanto, es una manera de intervenir en el sistema económico. Una manera de intervención en la economía. Es más, el propio hecho de que el Estado decida favorecer el sistema de vouchers nos lleva a la pregunta de cómo financiarlos. Y la primera respuesta viene de los impuestos. Si esto no es intervenir en la economía, ¿entonces qué es? 
 
   Por tanto, se plantea mal el problema educativo entre lo estatal y lo privado, cuando el problema es entre buena y mala educación. Y cuando decimos “buena educación” no nos referimos a cualquier educación que la media de una población latinoamericana pueda considerar como tal. No es buena educación hoy en día la que solo permite leer y escribir, como podría haberlo sido a inicios del siglo XX. Tampoco la que culmina un currículo escolar abarcando las materias que dicta un ministerio o secretaría de gobierno. La buena educación a la que nos referimos es aquella educación que permite a las personas competir en los mercados de factores, peleando por puestos de trabajo de mediana o elevada productividad, con opciones efectivas y realistas, y en los mercados de productos, a través del consumo amparado en un poder adquisitivo razonablemente alto como para solventarlo en el tiempo, de manera sostenida. Esta “buena educación” no es barata, es por el contrario costosa, y no siempre puede ser solventada desde la capacidad de pago de los individuos, en todo el territorio de todos los países latinoamericanos. Y por eso, en casos concretos, particulares y específicos, se hace preciso que el Estado preste apoyo. 
 
   En consecuencia, no es ni sencillo ni pragmático plantear la desaparición del Estado y, si profundizamos un poco más, ni siquiera la reducción minimalista a las tareas de orden interno y externo, que incluyen justicia y defensa nacional. Repetimos que nos parece un desgaste innecesario entrar a profundizar en ese debate, máxime teniendo en cuenta la realidad de los países más libremercadistas del mundo. Lo realista, lo concreto y lo que un político liberal que no hace “política ficción” debe tener en cuenta, es plantearse el desafío de cómo construir un Estado que ayude a favorecer políticas liberales con éxito. Para entender por qué puede hablarse de aparatos estatales funcionales al progreso y al desarrollo, es conveniente ubicar la discusión en el marco de las relaciones entre el Estado y la sociedad. Una vez comprendido este modelo de relación mutua, introduciremos los términos de referencia de la discusión sobre el papel del Estado en la economía, siempre que exista alguno.
 
    
 
   Definiciones de partida: la sociedad y el Estado
 
   Una sociedad es comúnmente definida como una agrupación de individuos que comparten fines, conductas y cultura y que se relacionan interactuando entre sí, cooperativamente, para formar un grupo o una comunidad. Compartir fines y cooperar entre sí se convierten en elementos constitutivos de una sociedad.
 
   Pero estas categorías, como constituyentes de una definición amplia, deben ser conceptuadas en términos igualmente amplios. Porque es posible que una agrupación humana, sea cual fuere, constituya una sociedad, aun si tiene variados fines, muchos de ellos en abierta contraposición. Si presenta distintas conductas que se traducen en modus vivendi también distintos. Si coexisten culturas disímiles configurando un panorama multicultural. En otras palabras, la diversidad es constituyente intrínseco de las sociedades, lo que se hace más claro en las sociedades modernas. Por tanto, la diversidad social no implica que no pueda existir la denominada “identidad social”, que en el caso de las sociedades nacionales se suele llamar “identidad nacional”. Cuando esa identidad se hace más fuerte, se puede convertir en sí misma, en una fuente de conflicto social, como en el caso de las reivindicaciones nacionales que son tan comunes en Europa, como en el caso de los Balcanes, el caso de la antigua Unión Soviética o, más recientemente, como en el sentimiento separatista catalán. Asimismo, también es posible que una sociedad cobije miembros que incluso se interrelacionan no solo bajo vínculos cooperativos, sino también otros de naturaleza competitiva, como resultado de la defensa de intereses grupales que reflejan la diversidad aludida anteriormente. 
 
   De igual modo, se puede definir al Estado desde una perspectiva amplia o estrecha. Bajo una concepción amplia, el Estado es en sí una sociedad humana, asentada de manera permanente en el territorio que le corresponde, sujeta a un poder soberano que crea, define y aplica un orden jurídico que estructura la sociedad estatal para obtener el bien público temporal de sus componentes. Sobre la base de esta definición, los elementos clásicos del Estado son, en primer lugar, el territorio, que constituye el espacio dentro del cual se ejerce el poder estatal. En segundo término, el pueblo, pues no puede existir Estado si no hay ciudadanos, o cuando menos pobladores que habiten el territorio de la jurisdicción estatal. Y finalmente el poder político, entendido como la capacidad de ejercer coacción, dominio y control sobre los individuos, con el objeto de limitar su libertad para adecuar su comportamiento a una convivencia social entendida como adecuada y sustentada en un sistema de subordinación de orden jerárquico de competencias y de cooperación basadas en la ley. Bajo esta concepción extensa, el Estado incluye a la sociedad y se funde con ella.
 
   Desde una perspectiva menos amplia, el Estado es una entidad organizada que tiene legitimidad sobre el poder de coerción en una determinada sociedad, compuesto por el conjunto de instituciones que poseen la autoridad y potestad para establecer las normas que regulan dicha sociedad, ejerciendo soberanía interna y externa sobre un territorio determinado. Esta es la acepción en que se usará el concepto de “Estado” en el presente libro, es decir, como “aparato estatal” o burocracia estatal. Para cumplir esas funciones, dentro del Estado se incluyen instituciones tales como las fuerzas armadas, la administración pública, el parlamento, los tribunales y la policía, los que le permiten al Estado asumir las funciones de defensa, gobernación, justicia, seguridad, las relaciones exteriores y de intervención en la economía, pudiendo incluir algunas otras dependiendo del ordenamiento de cada aparato estatal. Normalmente, las funciones vienen aparejadas de entidades estatales que las ejecutan, desde ministerios o secretarías, hasta gobernaciones, alcaldías, direcciones o agencias de diversa naturaleza.
 
   ¿Qué diferencia a las entidades estatales de las privadas? En una democracia los responsables de dirigir las entidades públicas son elegidos o nombrados por otra persona elegida. Su legitimidad emana, directa o indirectamente, del proceso electoral. En un régimen dictatorial, el poder efectivo proviene del control de la fuerza militar, aunque la legitimidad sería nula, estrictamente. En cambio, los responsables de la administración privada son elegidos por los propietarios o por apoderados de estos. El Estado posee determinados derechos de coerción de los que carecen las entidades privadas, como el monopolio del uso legal de la fuerza para imponer el orden, el cobro de impuestos, la aplicación de expropiaciones, etcétera. Esto plantea la cuestión de los límites al Estado, que vamos a examinar más adelante. Por otro lado, las entidades privadas, y los individuos, carecen de estos derechos de coerción, salvo por encargo expreso del Estado autorizado contractualmente o por otro medio legal. Pero eso no es todo. Sino que, además, el Estado les restringe el derecho a conferir a otros privados, poderes de coerción similares.
 
    
 
   El sistema Estado-sociedad
 
   Puede considerarse, para efectos metodológicos del entendimiento de la vinculación entre economía y política, su dinámica en el contexto de las relaciones Estado-sociedad. Reiteramos que estamos usando la acepción de Estado en el sentido de aparato estatal, organización burocrática que ostenta el poder político oficial, llamado también, genéricamente, el sector público. Todo lo que no es sector público es, bajo esta concepción, sector privado, que comprende personas y organizaciones, sean estas de naturaleza empresarial, cultural, religiosa o de otro tipo. 
 
    Para esto, planteamos un modelo sistémico en que la sociedad y el Estado se relacionan a través de cuatro grandes subsistemas, dentro del marco de un gran supra-sistema cultural. A este enfoque conceptual lo denominamos el “modelo sistémico Estado-sociedad” y lo representamos en el siguiente gráfico:
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   Los sub-sistemas de relación y el supra-sistema se establecen en un conjunto de relaciones de flujo que se muestra en el gráfico y que se explica más adelante. Sin embargo, aquí es conveniente precisar que el alcance del planteamiento de la interrelación de la economía y la política bajo esta óptica desafía los enfoques tradicionales de aproximación al entendimiento de ambas. En tales enfoques, se estudian la política y la economía como espacios aislados, como compartimentos estancos. Se aceptan que son dos dimensiones de la “cuestión social”, de los asuntos de la polis. Pero se analizan como canales separados de desarrollo de la sociedad. El tratamiento académico de la economía y la politología refuerza esta forma de entender ambos campos de las ciencias sociales, porque la enseñanza en cada uno deja de lado casi por completo a la otra materia. El economista piensa entonces que no necesita entender a la política mientras sus ecuaciones funcionen, en tanto que el político siente que puede prescindir de la viabilidad económica mientras los votos le sigan siendo abundantes. La realidad, sin embargo, es que no es así de ninguna manera. Todo está interconectado. Y por eso el enfoque apropiado es repensar la economía y la política como integrantes de un sistema compuesto, a su vez, por varios subsistemas, dentro de los cuales ellas se insertan.
 
   Esto son subsistemas de relacionamiento entre el Estado, como aparato burocrático y organización, y la sociedad, compuesta de individuos con diversos intereses. Son subsistemas complejos, tanto como los del supra-sistema cultural. Son los puentes entre el Estado y la sociedad y son canales de retroalimentación recíproca. Como todo sistema, es dinámico y cambiante, por lo que el gráfico mostrado no debería ser interpretado como algo rígido, sino como un todo en permanente cambio y evolución, cual entidad que surja y resurja continua y permanentemente a partir de la evolución y del sostenimiento de un orden espontáneo.
 
   Al mismo tiempo, debe tenerse en cuenta que este sistema de relación Estado-sociedad define las relaciones de cooperación y conflicto entre el sector público y el sector privado, donde el primero se identifica con el aparato burocrático estatal y el segundo con el aparato civil, entendiéndose por este último a todos los miembros de la sociedad que no forman parte de la burocracia estatal y que incluyen a los empresarios, profesionales, trabajadores no estatales, estudiantes y a todas las organizaciones que no conforman el Estado. 
 
   Estos subsistemas son los siguientes: i) el subsistema político; ii) el subsistema jurídico-coercitivo; iii) el subsistema de provisión de servicios públicos; y iv) el subsistema económico. Interactúan entre ellos y configuran relaciones de complementariedad y relaciones de conflicto. El subsistema político está definido por el régimen político, sea democrático en mayor o menor medida, e incluye los procedimientos explícitos e implícitos que permiten tramitar las discrepancias ideológicas y las alternancias en el ejercicio del poder gubernamental, así como el conjunto de instituciones que encauzan las dinámicas que se suscitan por el devenir de la política partidaria y no partidaria. El subsistema jurídico-coercitivo está conformado por el conjunto de instituciones, normas, procedimientos, fuerzas coactivas, elementos logísticos y funcionarios públicos y pobladores de una sociedad que garantizan el marco jurídico que proporciona la seguridad jurídica y el uso legal de la fuerza para la protección efectiva de los ciudadanos. Es el sistema de ley y orden de cualquier sociedad. El subsistema de provisión de servicios públicos lo componen las entidades y sistemas de oferta de bienes públicos, incluyendo las infraestructuras de transportes, energéticas, de comunicaciones, de agua y saneamiento, entre otras, así como también los sistemas de educación y salud. El subsistema económico está compuesto por el conjunto de instituciones y actores económicos –consumidores, productores, gobierno y sector externo– que interactúan entre sí en la búsqueda de resolver el problema económico de la escasez, definido como el des-balance entre necesidades ilimitadas que se deben satisfacer con recursos limitados. 
 
   Todos estos subsistemas interactúan dentro de un gran supra-sistema cultural, que establece los términos implícitos del relacionamiento Estado-sociedad a través de cada subsistema. Este supra-sistema define las características de los diversos subsistemas y, por cierto, su eficacia y eficiencia quedan en alta medida determinadas por los elementos culturales de cada sociedad. Es por eso que políticas públicas similares pueden tener efectos altamente diferenciados entre países, pues siempre se enmarcan en las particularidades culturales que definen las relaciones Estado-sociedad en cada caso específico y no siempre son extrapolables.
 
   Pero no solo puede haber diferencia en cuanto a la aplicación de políticas públicas. También puede haber efectos diferenciados con el establecimiento de regímenes políticos. Por ejemplo, en occidente damos por hecho que el régimen democrático es el mejor para todos los países, pero quizás en algunas sociedades no lo sea. Inclusive las democracias del tipo occidental tienen matices en países distintos. La democracia asiática no es la misma que la europea. Ni siquiera la democracia venezolana es comparable con la chilena, ni la turca con la egipcia. Adicionalmente, con demasiada rapidez pasamos a recomendar democracia cuando no estamos demostrando ni qué tipo de democracia quiere determinada sociedad, ni qué grado de democratización está dispuesto a tolerar. La democracia exige compromisos ciudadanos, y hay sociedades que no están en la disposición de pagar el precio en términos de obligaciones y compromisos, porque sencillamente sus culturas no les proveen la visión necesaria para darles cumplimiento, como sí pueden hacerlo otro tipo de sociedades. 
 
   Lo que es claro es que en toda sociedad existe el aparato civil, el cual es inestable e inorgánico, compuesto de individuos que se rigen por preferencias privadas y que pueden agruparse y organizarse, eventualmente, en entidades privadas como empresas, sindicatos, clubes, organizaciones no-gubernamentales, universidades, escuelas, cooperativas, etcétera. En el Estado, como ha sido definido en sentido reducido, actúa el aparato burocrático, más orgánico y sistematizado, aunque no por eso necesariamente ordenado y coordinado, cuyo comportamiento se enmarca en la interacción de incentivos que configuran la materia de estudio de la public choice o la teoría de la elección pública.
 
   La economía y la política entretejen sus relaciones dentro de este sistema. No corren separadas, sino parejas. Y es tan fuerte su interacción que esta se irradia a todo el sistema de relaciones Estado-sociedad. Estas relaciones se plasman en una interacción entre los subsistemas político y económico, hasta el punto de que puede decirse que ambos se condicionan mutuamente y al mismo tiempo, son mutuamente dependientes. La economía sana, estable y con posibilidades de orientarse al desarrollo sostenido depende de la política que le brinde el soporte para aplicar políticas económicas consistentes con ese tipo de propósitos. De modo similar, el régimen político tiene más posibilidades de sostenerse en el tiempo si la economía crece y responde a las expectativas de la sociedad. En una economía en crisis, es más difícil sostener a cualquier régimen político, en particular, en países tan des-institucionalizados como los latinoamericanos.
 
   La interrelación entre estos dos subsistemas determina, en buena medida, a los otros dos subsistemas, como se representa en el gráfico siguiente. El subsistema jurídico-coercitivo está fuertemente influenciado por el subsistema político, sin duda. Hay una diferencia entre un sistema de ley y orden bajo un régimen democrático que bajo otro dictatorial. Pero también es influenciado por el subsistema económico, en la medida en que si la economía se deteriora no existirán los recursos para financiar un eficiente sistema de ley y orden. El sistema de provisión de bienes públicos requiere definiciones de política muy claras, por ejemplo para determinar si la prestación de dichos servicios corre a cargo del propio sector público o puede participar el sector privado en dicha prestación. Esta definición de política pública depende del tinte político del gobierno de turno. Asimismo, los bienes públicos son fundamentales para el funcionamiento de la economía. También es cierto que, si se pretende convocar al capital privado para participar de la prestación de los servicios públicos, es preciso que la economía en su conjunto sea atractiva a la inversión, en particular si se trata de fuentes extranjeras. En suma, existe fuerte interrelación entre los subsistemas político y económico que incide intensamente en los otros dos subsistemas de relación Estado-sociedad.
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   La sociedad y el Estado son construcciones pendientes siempre y en cualquier país, sea desarrollado o no. ¿Por qué? Porque son entidades vivas, parte de un orden evolutivo que las hace transformarse permanente y continuamente. Las sociedades con el resultado de la evolución materializada a través de infinitas relaciones entre individuos, por un lado, y entre estos y el Estado. Nacen, crecen y se desarrollan, e incluso a veces desaparecen, en virtud de un orden espontáneo que no puede ser dirigido en sus detalles y apenas quizás guiado en sus grandes líneas por la política estatal. Por tanto, siempre y en todo momento y lugar, están cambiando y configuran construcciones dinámicas no completadas por definición. La “construcción social”, si algo así puede existir[20], es siempre una construcción incompleta, por definición misma de lo que significan entidades como la sociedad y, por qué no decirlo, el propio Estado. 
 
    
 
   Los términos del debate del papel del Estado en la economía
 
   Dentro del marco de esta relación Estado-sociedad, avanzar en la construcción social plantea sin duda la cuestión de qué rol le corresponde al Estado en dicha construcción. En particular en lo referido a las relaciones en el terreno económico[21], persiste el problema de cómo definir el papel del Estado.
 
   Es importante empezar por precisar un punto: lo “económico” no empieza ni termina en el subsistema económico. Cuando hablamos del papel del Estado en la economía debe considerarse también su rol en establecer las condiciones para que esa economía funcione sanamente. No es solamente una tarea que realizar en la participación empresarial, que usualmente es muy cuestionable. Es también un papel en construir el marco para que el sistema económico funcione acorde a los objetivos del desarrollo. Y, para esto, el marco institucional, jurídico, coercitivo y político, unido a la provisión de bienes públicos de calidad, constituyen pilares de cualquier sistema económico que funcione adecuadamente respecto a esos propósitos del desarrollo. Por decirlo de otra manera, el principal ministerio responsable de la economía de un país no es el Ministerio de Hacienda o de Economía, sino que es el Ministerio del Interior o el de Justicia, junto al Ministerio de Obras Públicas y al de Educación. No es factible construir una economía potente, y en particular una economía de mercado –cuyo potencial de generación de desarrollo lo demuestra ampliamente la evidencia empírica– sin consolidar los otros sistemas de relación Estado-sociedad que salen fuera de lo estrictamente económico. Pero esto, en sentido estricto, ya implica un papel estatal de participación en el sistema económico, aunque no necesariamente tenga que ser de manera directa.
 
   Un segundo punto que precisar es que es totalmente válido plantear que el Estado sea absolutamente minimalista, constriñéndose únicamente a las tareas de justicia y de seguridad interna y externa e, inclusive, que sea “ultra-mínimo” en la definición de Nozick[22], o que sea inexistente como plantean los anarquistas. Válido desde la teoría. Pero tales posturas no se corresponden con la evidencia de lo existente inclusive en los países más capitalistas del mundo. No existe país en el mundo en el que no exista un Estado, entendido como aparato estatal organizado, que tiene a su cuidado el ejercicio del poder político en varios ámbitos de las relaciones con la sociedad. Pero además, la tarea del Estado específicamente en el sistema económico no es inexistente y está lejos de serlo, inclusive en los países con más libertades del mundo. Influye, y mucho. Países como Canadá, Alemania, Inglaterra y el mismo Estados Unidos difícilmente podrían ser “tachados” de anti-mercado o anti-libertades individuales, a pesar de que tienen Estados muy fuertes y que, sin duda, intervienen en la práctica en el sistema económico. Si hablamos de lo económico en el sentido cataláctico, es decir, monetario, y restringido a lo comercial, puede decirse que, aun cuando el Estado se limitara a fijar reglas de juego para los actores económicos, ya está interviniendo en la economía. Ni que decir de cuando aparecen los impuestos y subsidios. Incluso si no existieran subsidios y los impuestos solamente se orientarán a financiar los gastos de un gobierno minimalista que se encargue solo de tareas de seguridad y administración de justicia, esto es, que atienda únicamente responsabilidades enmarcadas en el subsistema jurídico-coercitivo, la aplicación de esos impuestos generaría distorsiones en los mercados y la consabida pérdida de eficiencia social que prevé la teoría microeconómica neoclásica. No hay forma de evitarlo.
 
   Por tanto, en términos fácticos, la discusión relevante en la práctica política –aunque no necesariamente en el terreno de lo académico, donde pueden entrar hasta las ideas impecablemente teóricas, las utópicas e incluso las más descabelladas– es acerca de cuán intensa debe ser esa presencia del Estado en la economía, la misma que ha sido normalmente vinculada exclusivamente al tamaño del Estado. Respecto a lo que a nuestro juicio ha simplificado tremendamente los términos de la discusión, porque el tamaño del aparato estatal, como categoría de análisis, es complejo de percibir incluso desde lo meramente cuantitativo.
 
   Para situar algunos elementos de esta complejidad, preguntémonos qué variable económica nos permite establecer, siquiera a modo de proxy, la magnitud del tamaño del Estado. Podríamos contar los números de empleos, o los de escritorios en las entidades públicas o la cantidad de ellas mismas. Pero normalmente los economistas utilizan como aproximación la variable del gasto público, que complementan a veces con la variable de deuda pública. Así un país con mayor gasto público que otro tendría un Estado más grande, comparativamente. Ahora hay que preguntarse si lo relevante es solo el monto de gasto público o la proporción relacionada con otra magnitud. Parecería lógico utilizar alguna especie de ratio, pues si solo se atendiera al monto, Estados Unidos aparecería con un Estado mucho más ineficiente que el de Bolivia, simplemente por ser mucho mayor. Salta a las claras que es necesario relativizar al gasto público respecto de alguna variable que oficie de “ancla” para hacer comparaciones medianamente razonables entre los países y para definir límites al gasto fiscal dentro de un mismo país.
 
   La más utilizada como magnitud “ancla” ha sido el nivel de producto del país, medido[23] como Producto Nacional Neto (PNB) o como Producto Interno Bruto (PIB). Entonces, un país tendría un aparato estatal más grande en la medida en que la proporción de gasto público a alguna medida del producto sea mayor. Tendría sentido medirlo así, porque así se cuantifica la presión tributaria o la incidencia de la inversión pública y privada o la apertura comercial al mundo: con magnitudes referenciadas al producto del país. Pues bien, sucede que, según EUROSTAT[24], la proporción de gasto público respecto del producto en la Unión Europea es, al año 2012, alrededor del 50%, mientras que el mismo indicador es de aproximadamente 25%, es decir, la mitad, para América Latina y el Caribe, para el mismo año, de acuerdo a estimaciones de la CEPAL[25]. ¿Esto significa que los aparatos estatales europeos son más grandes que los latinoamericanos? Sin duda, sobre la base de este indicador, es así. Es más, según el mismo reporte de CEPAL, mientras Chile y Costa Rica están ligeramente por encima de la media continental, Haití y Guatemala apenas si andan por debajo del 15%. No podríamos deducir, sin embargo, que Estados más pequeños, como los latinoamericanos en relación a los europeos o de Haití respecto de Chile, implican que son más eficientes, modernos y… liberales. 
 
   Entonces queda claro que el concepto de tamaño del Estado resulta insuficiente para describir adecuadamente al Estado ineficaz, paquidérmico, inútil y hasta corrupto. ¿Cómo avanzar? Francis Fukuyama desarrolló un enfoque para analizar qué estamos significando con tamaño del Estado y con la pertinencia de su incursión en la economía, entendida esta siempre en su sentido cataláctico. A tal efecto, Fukuyama llama la atención sobre el hecho de que el siglo XX en general, y sus últimos veinte años en particular, se han caracterizado por un gran debate político que ha girado en torno a la cobertura de funciones del Estado moderno, cuyos parámetros son la democracia liberal de un lado y los totalitarismos del otro. Las expresiones totalitarias, en la concepción de Fukuyama fueron derrotadas: la del totalitarismo de “derecha” en 1945 con la caída del III Reich, y en 1989 la del totalitarismo de “izquierda” con la caída del Kremlin. En apariencia, y solo en apariencia, estos hechos abrieron paso a un renovado auge de las doctrinas cercanas a la democracia liberal, o por lo menos se esperaba ese renacer con marcado entusiasmo que contagió a muchos, aunque esto estuvo lejos de significar “el fin de la historia”. Pues en realidad no solo no fue así, sino que el propio socialismo se dio maña para reciclarse, aunque para eso haya apelado a una “gran mascarada” como acertadamente señaló Jean-François Revel.
 
   En efecto, se pensó que la caída del Muro de Berlín significaba entrar a una era de consensos generales de manejo político, pero el devenir posterior marcado por hechos como el atentado a las Torres Gemelas de Nueva York del 11 de septiembre de 2001 y luego el ataque a la estación ferroviaria de Atocha de Madrid el 11 de marzo de 2002, las epidemias como el SIDA y el AH1N1, la lenta mejora de las condiciones de pobreza mundial, las crisis económico-financieras de impacto mundial de 2008 y 2011, el resurgimiento de regímenes totalitarios de corte socialista y nacionalista en Latinoamérica y la amenaza del calentamiento global, entre otros complejos elementos, hace notar que el problema es más complicado que simplemente adoptar un conjunto de políticas sostenidas en una concepción minimalista del Estado. Porque eso puede empeorar la situación. Por tanto, Fukuyama considera que corresponde fortalecer a los Estados, en vez de hacerlos desaparecer, aunque esto no tenga que relacionarse, necesariamente, con el aumento de sus funciones y el alcance de ellas. 
 
   Define así dos dimensiones del Estado. Por un lado, el alcance, que se refiere al tamaño del aparato estatal y que tiene que ver con el número de entidades estatales o de empleados públicos o el gasto realizado por el gobierno. Por otro lado, la eficacia, que se refiere a la fortaleza del Estado para hacer su trabajo, esto es, a su utilidad para las personas y las organizaciones de la sociedad. Sobre esta base, todo diagnóstico acerca del Estado que haga referencia a su tamaño, es incompleto, pues solo hace referencia al alcance de las instituciones públicas. Un aparato estatal que es pequeño para Alemania o Inglaterra puede ser grande para Argentina o para Perú. De igual modo, un Estado pequeño en Paraguay puede, al mismo tiempo, ser sumamente ineficaz. 
 
   Estas dos dimensiones permiten establecer cuatro cuadrantes sobre los cuales se sitúan los países y que se sintetizan en el gráfico siguiente. Si los Estados son pequeños y débiles, se configuran escenarios de alta anarquía como en Sierra Leona, que estaría en el Cuadrante III, casi hacia el punto de origen. En tanto que, cuando son fuertes y en un punto medio entre grandes y pequeños, como entre los Cuadrantes I y II, surgen Estados como los del mundo desarrollado, tales como Estados Unidos, Europa Occidental y Japón. Los países del ex bloque soviético se adecuan a una tipología de Estados fuertes y grandes, que han devenido no solamente en modelos de desarrollo colapsados sino en desintegraciones territoriales y conflictos sociales severos, lo que los ubica en el Cuadrante II. Los países latinoamericanos, como Brasil, Argentina o Costa Rica, se ubican claramente en el Cuadrante IV. En ellos, el Estado es grande, pero débil, hasta el punto en que en vastas zonas simplemente no llega ni está presente.
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   ¿Qué ha pasado en el mundo con la reducción unidimensional del Estado? Para Fukuyama, el resultado es que la reducción indiscriminada del Estado muchas veces ha frenado los avances de políticas adscritas al modelo de la democracia liberal precisamente porque no ha habido la fortaleza selectiva del Estado en el apoyo de esta clase de políticas. Fukuyama advierte este hecho planteando que, tomando en cuenta ambas dimensiones, en el caso de los países más exitosos, si bien en algunos casos tienen aparatos estatales pequeños, los tienen fuertes siempre. 
 
   Pero también han ocurrido los excesos. Y el caso más clamoroso ha sido el de los países europeos que gatillaron la crisis económica de la Eurozona con el excesivo gasto público no respaldado en la productividad. El afán de construir el welfare state, el estado de bienestar perfecto, unido al deseo de copiar a los vecinos ricos en cuanto al gasto, llevaron a países como Italia, Grecia, España y Portugal a cifras terribles de recesión y desempleo en la segunda década del siglo XXI, que originaron crisis políticas y movilizaciones sociales. 
 
   El avance hacia el desarrollo implica migrar, según el modelo de Fukuyama, hacia el Cuadrante I, en la medida de lo posible, para lo cual efectivamente conviene favorecer políticas públicas orientadas a reducir el tamaño del Estado, pero a la vez en hacerlo más fuerte. Es decir, hacerlo capaz de cumplir con su trabajo haciendo uso de distintos mecanismos, pero que den por resultado la mejora en las condiciones de vida de sus poblaciones y el desarrollo integral de su país. El aparato estatal debe reducirse pero hasta el punto en que no se afecte su funcionamiento. La reducción del tamaño del Estado, en aparatos burocráticos paquidérmicos como los latinoamericanos, es conveniente siempre que al mismo tiempo se fortalezca, o incluso reacomodando las dimensiones. Esto es, achicándolo cuando es pertinente, pero agrandándolo ahí donde sea necesario. Como por ejemplo, en los servicios de seguridad interna, administración de justicia, educación y salud de en zonas alejadas de los centros de los grandes mercados. 
 
   ¿Cuál es el problema práctico? Que cuando el Estado asume funciones adicionales normalmente esto tiene su contraparte en la estructura organizacional con la creación de una nueva agencia, secretaría o ministerio. Esto es completamente coherente con la teoría administrativa aplicada a cualquier tipo de organización. Por tanto, podríamos estar en la encrucijada de que el incremento de la fortaleza del Estado conlleva su aumento de tamaño. Lo que nos llevaría a incrementar el gasto público y el aparato burocrático. ¿Cómo manejar este dilema?
 
   Es ahí donde interviene la política de detalle, aplicada a cada realidad. Y aquí las generalizaciones pueden dar erradas señales. Por ejemplo, como indicamos anteriormente, el tamaño del aparato estatal alemán, en términos absolutos de gasto público o incluso midiéndolo como ese gasto en porcentaje del PIB, puede ser muy eficiente en Alemania, pero es bastante más grande que el tamaño del aparato estatal latinoamericano promedio. Los aparatos burocráticos latinoamericanos son más pequeños pero menos eficaces, con alcances limitados. Pequeños en relación a los europeos pero extensos en relación a lo que generan de progreso. Son Estados obesos cuando debieran ser Estados esbeltos, con músculo en vez de adiposidades. Con una obesidad elaborada a partir de la grasa que lubrica el clientelismo y los privilegios con fines de consolidar el poder de los que ocupan las burocracias y no con el propósito de servir a objetivos de desarrollo y progreso. 
 
   Es común hablar en América Latina que el Estado es ineficaz y grande, pero al mismo tiempo se suele decir que “no hay Estado” donde debería estar presente. Ocurre eso en la amazonia brasileña, en las zonas fronterizas mexicanas, en las regiones donde imperan los grupos armados clandestinos terroristas en Colombia o en el VRAEM de Perú[26]. Y, cuando eso ocurre, esa falta de presencia estatal se cubre con presencia privada, que normalmente –y casi siempre– se relaciona con las mafias y con los cárteles de la droga y el narcotráfico. Es entonces cuando el problema de una región se convierte en el problema del país, por los eslabonamientos perversos que provoca y que pueden llegar incluso a extremos como los de producir “narco-estados” dentro del Estado y que, inclusive, pueden terminar capturando al Estado oficial y fusionándose con él. La posición liberal de limitar al Estado, para ser coherente y defendible, al menos en realidades como las de América Latina, requiere pasar de la defensa del Estado mínimo al Estado eficaz pero limitado. Pero no tan limitado que no le permita ser eficaz, ni por supuesto, en ningún caso, ilimitado. Encontrar dicho equilibrio es el arte de la política de detalle.
 
    
 
   El rol económico del Estado y los alineamientos políticos
 
   La posición respecto al papel del Estado en la economía guarda correlación con la ubicación en el espectro político, asumiendo el clásico izquierda-derecha, que por cierto no alcanza ahora a explicar cabalmente la complejidad de los posicionamientos ideológicos[27]. Sin embargo, como el espectro izquierda-derecha está muy acendrado en el pensamiento político cotidiano, resulta útil para exponer la correspondencia entre la posición respecto al papel del Estado y la ideología. 
 
   Bajo estas premisas, podemos afirmar que, si se considera que el papel del Estado debe ser muy activo en la economía, intervencionista y con una fuerte presencia en términos de alcance, nos ubicamos a la izquierda del espectro político. Lo contrario ocurre si se entiende que el papel del Estado debe ser mínimo –y, por tanto, que la participación del sector privado sea mayor– dejando muchas tareas al mercado, en cuyo caso nos ubicaríamos a la derecha del espectro político. En los límites, si toda actividad económica debiera estar en manos del Estado, nos ubicaríamos en el comunismo, en tanto que si el Estado debiera abstenerse de participar en toda actividad económica, se estaría en el ámbito del anarco-capitalismo. 
 
   La concepción del Estado a la izquierda del espectro sería la de un Estado socialista, o también llamado Estado social, con todas sus variantes, que pueden ir desde un Estado copador de toda la actividad económica bajo un régimen estricto de planificación central integral hasta un modelo welfare state en el que se deja varias actividades al sector privado pero se mantiene un Estado con fuerte intervención en los mercados y en la provisión de varios bienes, servicios y factores que podrían ser abastecidos por los privados, además de seguridad distributiva. En esta posición política, el principal énfasis está dirigido a generar máxima igualdad distributiva porque su enfoque del problema económico fundamental, es decir, la escasez, se concentra principalmente en una visión de falta de equidad. En otras palabras, la escasez es mala principalmente porque la producción no se orienta a atender las necesidades más urgentes y especialmente para unos es más perniciosa que para otros. Y, en ese escenario, el Estado es el gran balanceador de resultados, lo que justifica su presencia, en esas dimensiones. 
 
   En cambio, cuando se concibe al Estado a la derecha del espectro, se le piensa como un Estado liberal, que puede ir desde un Estado que regula los mercados libres y crea las condiciones de la competencia donde haga falta hacerlo, hasta un Estado minimalista que solamente se concentre en acciones de seguridad, justicia y la provisión de algunas obras públicas. Eventualmente, cuando se lleva al extremo al minimalismo estatal, se llega a la ausencia total del Estado, situación en la que toda actividad social es asumida exclusivamente por el sector privado[28]. En esta posición política, el principal énfasis está dirigido a generar máxima productividad porque su visión del problema económico fundamental se enfoca principalmente en el objetivo de extender las posibilidades productivas, para que desde ahí pasar al objetivo de la distribución[29]. Lo peor de la escasez es la urgencia que coloca en acelerar el ritmo de la producción, lo cual plantea el problema de establecer las condiciones para que las fuerzas productivas desplieguen todo su potencial a través de un énfasis en el intercambio y en mercados libres. Y en ese escenario, el Estado es el gran constructor de condiciones para que las fuerzas productivas se desarrollen, lo que justifica que deje el espacio para que el sector privado se ocupe de una gran proporción de la actividad económica. 
 
   Sin embargo, la complejidad del análisis político obliga a no ceder ante la tentación de pensar que lo que es válido para ilustrar pedagógicamente los términos de la discusión sobre el Estado y su papel interventor en la sociedad sea también apropiado para reflejar la realidad en todos sus extremos de matices. Así, es preciso recordar que la derecha conservadora, no liberal, siempre ha buscado el amparo de un Estado fuerte y poderoso al cual capturar para defender intereses concretos. Si en el espectro lineal que hemos descrito colocáramos a los conservadores a la derecha de los liberales, observaríamos que se rompe esa gradualidad en el papel interventor del Estado. Sin embargo, están ahí o se les considera en esa posición. Lo mismo podría decirse de los anarcosindicalistas desde el lado izquierdo del espectro, que repudian toda forma de Estado que pueda reprimir al “proletariado libre y auto-organizado”. 
 
   El ordenamiento presentado puede ser polémico pero puede ayudar a entender que la idea de cómo concebimos el papel del Estado en la economía nos coloca, en el debate actual, en una posición política. Cada uno tiene una posición personal ideológica al respecto, ex ante de cualquier otra consideración. Por tanto, la polémica sobre este papel del Estado en la asignación de recursos, determina si podemos ser considerados “de izquierda” o “de derecha”, aunque, por cierto, cuando se profundiza en el análisis fino, es bastante factible que quien pueda ser calificado en alguna posición específica del espectro encuentre que otros elementos de otros ámbitos fuera de lo económico desafíe esta ubicación.
 
   Sea cual fuere el lugar que se le asigne ideológicamente a quienes manejan el aparato estatal en un determinado país, lo que es invariable es la responsabilidad que se le asigna. Esa responsabilidad, al final del día, no es otra que su contribución al desarrollo de la sociedad sobre la que se despliega en sus funciones, atribuciones y acciones políticas. La ubicación en el espectro político definirá si las autoridades estatales asumen ese reto de una u otra manera. Pero que es una responsabilidad ineludible, lo es. Y como uno de los principales pilares, si no el más importante, para ese desarrollo de las sociedades, es el desarrollo económico, es preciso introducirnos en su análisis.
 
   


 
   
 
  




 
    
 
   CAPÍTULO III
 
   DESARROLLO, CAPITAL Y POLÍTICA
 
    
 
   El largo y tormentoso camino
 
   ¿Por qué parece detenido el progreso en América Latina? ¿Por qué es la región del mundo, junto con la del África sub-sahariana, que menos se ha subido al tren de la globalización? ¿Por qué seguimos siendo mendigos sentados en bancos de oro? ¿Por qué parece que el camino del sub-continente hacia el desarrollo es largo y tormentoso? O peor aún, ¿por qué parece ser más largo y más tormentoso de para otras naciones, siendo el caso de que Latinoamérica posee recursos que otros no tienen y tiene inclusive la ventaja comparativa de estar cerca de la primera potencia económica del planeta?
 
   Si examinamos la evolución del Producto Interior Bruto de países como Corea del Sur, Brasil y Perú desde mediados del siglo pasado hasta la actualidad, encontraremos que en 1950 el PIB per-cápita[30] peruano era casi el triple del PIB per cápita de Corea del Sur, mientras que el del Brasil era el doble del asiático. A fines de la década pasada los términos se habían invertido dramáticamente: los coreanos tenían 2,9 veces el PIB per cápita del Brasil y 3,6 veces el de Perú, sesenta años después[31]. ¿Dónde radica la explicación de este desigual desempeño? Algunas respuestas trataremos de exponerlas en este libro. 
 
   América Latina es “acusada” por muchos de ser el “continente imposible”. La región del mundo en que no es posible apoyar, de una vez por todas, la modernidad, a través de políticas que han demostrado capacidad de enganchar países al tren del desarrollo. Con algunas muy pocas excepciones[32], esta es la norma de los pasados sesenta años. Y así, la teoría política más famosa y recurrente termina siendo la del péndulo político: cada tanto, el sentimiento de la masa fluye desde la izquierda hacia la derecha y viceversa, entendidas ambas como extremos clásicos que regían la visión del espectro político desde la Revolución Francesa[33]. Lo que hace que la región quede atrapada en la inercia a la que le somete ese vaivén y sin poder jamás continuar una línea sostenida y persistente de políticas que configure una estrategia de desarrollo seria y eficaz.
 
   Todo esto ha pasado a vista y paciencia de los latinoamericanos durante décadas. Y si bien correspondería preguntarnos qué pasó para llegar a esta situación para corregirla y emprender el camino alternativo, insistimos en cambio en el discurso de las viejas políticas que nos llevaron a esta situación. Y encumbramos año tras año a caudillos que repiten y repiten el viejo discurso, cuando la evidencia empírica marca que es un discurso fracasado, de ideas sin valor. Cuidado con que dejemos de ser naciones de ciudadanos para convertirnos en un territorio de pobladores. Pobladores en los cuales la desidia se volvió anomia; la anomia, resignación; la resignación se hizo costumbre; y la costumbre, indolencia. Porque, peor que sentir dolor, indignación y vergüenza, es ya no sentir nada.
 
    
 
   ¿Qué entender por desarrollo?
 
   Para comprender si la política desempeña un papel en la construcción del desarrollo económico de un país es necesario definir como punto de partida qué se puede entender como “desarrollo”. El concepto de desarrollo inspira la noción de bienestar y progreso. Esto es intuitivo. Su definición, es cuestión mucho más difícil. De partida, existen segmentos de desarrollo en una sociedad. Así puede hablarse de un desarrollo cultural, social, económico, político, tecnológico. En adición, la concepción de lo que significa el desarrollo depende mucho de cuestiones culturales. Lo que es desarrollado en occidente puede parecer subdesarrollado y decadente en ciertas culturas del oriente, y viceversa. 
 
   Incluso el concepto de desarrollo económico está sujeto a controversia[34]. Por lo pronto, puede hablarse de dos perspectivas del desarrollo. El desarrollo nacional se enfoca en el país como un todo. En esta visión, el desarrollo se orientaba a la inserción del país en el mundo, lo más cerca posible del mundo llamado “desarrollado” precisamente. Para tal efecto, la aproximación tiende a ser macro y, por ende, concentrada principalmente en el crecimiento económico y los equilibrios macroeconómicos. En cambio, el desarrollo territorial tiende a una aproximación micro, y su enfoque está en el espacio territorial, sea regional o municipal. Bajo esta visión, la orientación es hacia la mejora de las condiciones de vida de los ciudadanos y pobladores de esos espacios territoriales específicos. Su concentración está en el progreso, el bienestar y, por supuesto, en la lucha contra la pobreza. 
 
   ¿Qué es el desarrollo? De acuerdo a la definición tradicional de los científicos sociales, la mejor manera de definir el desarrollo consiste en distinguirlo de otra variable comúnmente muy utilizada para reflejar el progreso, el bienestar y la mitigación de la pobreza: el crecimiento económico. ¿Y qué es el crecimiento? En su visión más simple, es solamente la tasa de variación positiva del Producto Interior Bruto (PIB) que se registra de un año a otro. Bajo un enfoque más amplio, es la extensión sostenida de las capacidades productivas del país[35], que se produce como consecuencia de mantener períodos prolongados de variaciones positivas en los PIB anuales. Pero en esas definiciones del crecimiento económico, no había nada que garantizara que las sociedades, o la mayoría de sus miembros, alcanzaran el progreso, el bienestar o dejaran de ser pobres. En cualquiera de los casos, se podía intuir que ese crecimiento era totalmente compatible con la existencia de grupos poblacionales pobres, o incluso extremadamente pobres.
 
   El desarrollo era concebido entonces como algo más que el crecimiento. La fórmula adoptada fue que el desarrollo era igual al crecimiento más la equidad en la distribución de la riqueza. Con el correr de los años, la visión moderna fue incorporando otros elementos, que enriquecieron, dentro de lo económico, otros elementos antes no considerados, y restituyeron el papel central del crecimiento como condición imprescindible para el desarrollo. Prueba de esto es que en la actualidad no existe país en el mundo que no persiga objetivos de crecimiento económico a largo plazo.
 
   Sin embargo, al considerar al crecimiento económico como un prerrequisito necesario, no dejaba de ser cierto que distaba de ser una condición suficiente. Se podrían encontrar países subdesarrollados que atravesaran altas tasas de crecimiento, pero que a la vez albergaran elevados volúmenes de pobres. El concepto del crecimiento nuevamente quedaba corto. ¿Qué solución había al respecto? Amartya Sen[36] proveyó una respuesta de gran impacto, que inspiró incluso una nueva forma de medir el desarrollo económico. Pero esto lo veremos en detalle más adelante, en este mismo capítulo.
 
    
 
   ¿Por qué unos países desarrollan más que otros?
 
   Hasta aquí se ha intentado responder a la interrogante de qué entender por desarrollo. Pero queda una pregunta crucial: ¿por qué unos países desarrollan más que otros? Esta es una gran pregunta. Y aquí hay varias respuestas.
 
   Adam Smith entendió el problema fundamental. No era el crecimiento en sí lo importante, sino la riqueza: la riqueza de las naciones[37]. ¿Y qué las hacía más ricas? Las posibilidades de intercambios comerciales por el uso eficiente de los recursos y aprovechamiento de ventajas diferenciales. No se trataba de producirlo todo, sino de especializarse en lo que mejor se podía hacer[38]. Pero dichas posibilidades de maximizar el intercambio solo es factible si al mismo tiempo se maximiza la libertad económica. Puede decirse que Smith fue el primer visionario de lo que hoy se entiende como globalización, al entender que los países podrían enriquecerse bajo esquemas cooperativos basados en el intercambio libre.
 
   Una arista distinta, pero complementaria, es la que propone Max Weber, al establecer que es la ética en el desempeño de las actividades de negocios la que hace que algunos países desarrollen una cultura del trabajo, del ahorro y la prosperidad[39]. Aunque Weber ha sido sujeto de interpretaciones no siempre certeras con respecto a este argumento, situación que por cierto también le cupo a Adam Smith, la esencia de su argumento es que la ética es parte componente de la función de producción, como un factor adicional al trabajo, al capital, a los recursos naturales y a la capacidad empresarial, así como también un elemento crucial de la estructura de las preferencias que dan sustento a la función de utilidad. De esta manera, la ética del productor, como la ética del consumidor, dejan de ser cuestiones meramente filosóficas, para convertirse en elementos concretos que soportan la producción y la competitividad. Y se traducen en algo tan tangible como los costes de transacción y los problemas de agencia, cuando se sospecha de que los intercambios pueden estar sobre la base de información oculta y comportamientos engañosos que hacen requeridas coberturas especiales que se traducen en erogaciones monetarias.
 
   Un factor que apoya al aspecto ético, aunque es totalmente distinto, es el que resalta Hernando de Soto: el sistema legal-institucional[40]. En efecto, el sistema legal-institucional, además de ordenador, generador de valor de los activos lo que permite insertar a sus poseedores en la dinámica capitalista. La institucionalidad también se convierte en factor de la función de producción. Y por tanto, los países más desarrollados han de mostrar mejores marcos institucionales y sistemas de legalidad mucho más enraizados y afinados que permitan conocer de antemano las reglas de juego que brindan las seguridades a los que desarrollan actividades económicas. Incluso puede pensarse que es precondición del mercado mismo la existencia de esta claridad en el sistema legal-institucional. Según Karl Popper, este prerrequisito es insoslayable. La aplicación práctica está en su predicción de lo que sucedería en la ex Unión Soviética una vez caído el Muro de Berlín[41].
 
   Mientras los dos anteriores enfoques hacen hincapié en elementos cualitativos que impactan en la función de producción, Ludwig von Mises asume una postura tradicional y sitúa el desarrollo de los países, simple y llanamente, en la formación y la acumulación de capital[42]. No existe forma de que un país desarrolle sin capital en la tajante perspectiva de Mises. Para él, solo existe una diferencia entre países desarrollados y no desarrollados: la diferencia en la disponibilidad de los bienes de capital por persona que pueda trabajar. Por tanto, la tarea del desarrollo pasa por generar más capital, lo que implica promover la inversión –nacional o extranjera– y la innovación tecnológica. 
 
   Todos los enfoques del desarrollo explicados anteriormente son válidos y complementarios entre sí. Sin embargo, todos ellos tienen un elemento común: la confianza. Los intercambios comerciales internacionales requieren confianza en cuanto a tiempos de suministros, calidades, cantidades y precios, así como también las interrelaciones cooperativas entre empresas[43]. El comportamiento ético en los negocios supone la confianza en que las acciones humanas emprendidas se corresponderán con ciertos valores asumidos como éticos en determinada sociedad. El sistema legal-institucional se sostiene en la percepción de confianza que tienen de él los miembros de la sociedad, pues, si no se confía en dicho sistema, sus prescripciones y señalamientos quedarían desvirtuados. Y la construcción de capital financiero y físico implica que la inversión que la genera se ampare en la confianza en las reglas de juego que permitan estimar razonablemente la cuantía de los retornos esperados, así como su ocurrencia y su riesgo. No pueden convivir ni persistir ni sostenerse los intercambios comerciales, ni la ética en los negocios, ni los sistemas legales-institucionales ni la formación de capital sin un entramado de confianza que los haga viables en el largo plazo.
 
   En consecuencia, la confianza es el factor común y el elemento crucial para el desarrollo que constituye el núcleo de la tesis de Alain Peyrefitte. Este autor postula que el desarrollo depende de la construcción de una sociedad de confianza: la confianza otorgada a la iniciativa personal, a la libertad exploratoria e inventiva que conoce sus contrapartidas, deberes y límites[44]. La “divergencia” del desarrollo, es decir, la distinción entre los países que se desarrollan y los que no lo hacen –o se desarrollan poco– se explica primero por la existencia de sociedades en las que prevalezca una cultura de confianza, y solamente después por los otros elementos que pueden actuar de gatillos del desarrollo.
 
   Como se ve, no hay una sola y única concepción de las causas de por qué unos países se desarrollan mientras otros no. Pero en la conjunción de todos estos factores, sin duda, puede encontrarse un camino para impulsar el desarrollo de un país. En todos los casos, toda “receta” del desarrollo tamizará su eficacia de acuerdo al marco cultural de la sociedad en la que se aplique. La discusión seguirá abierta. Sin embargo, algo aparece como seguro. El camino ineludible para el subdesarrollo es ir en contra de cualquiera de estos factores. La revisión de las políticas públicas de los países latinoamericanos desde su fundación como repúblicas mostrará la prevalencia de períodos en los que se desconocieron estos elementos. 
 
    
 
   La evolución del concepto de desarrollo en Latinoamérica
 
   En la definición tradicional de los científicos sociales de mediados del siglo XX, el desarrollo podría definirse como crecimiento más equidad distributiva. Si solamente había crecimiento, no era deseable la situación, porque unos pocos se favorecían por sí mismos. Pero lo peor era que unos pocos se favorecían mientras las mayorías se empobrecían. Es decir, se profundizaban las diferencias sociales y los conflictos. Esta concepción dejaba entrever que incluso el crecimiento, por sí solo, podría ser perjudicial para la sociedad. Si las distancias de ingresos se profundizaban, era mejor crecer menos. Luego, se entendía que puede ser preferible sacrificar crecimiento pero ganar equidad. Podía ser perfectamente posible preferir ser pobres, pero iguales o menos desiguales. Porque de alguna manera, se concebía al crecimiento –y al desarrollo– como un proceso en que, para que unos ganen, otros tenían que perder. Esta lógica de ganadores y perdedores alcanzó el nivel de doctrina política y económica en Latinoamérica y, hay que decirlo, sigue vigente en el fondo de la mentalidad promedio latinoamericana, a pesar de las evoluciones que han tenido lugar en el concepto de desarrollo en el mundo y en el continente.
 
   Regresemos un poco en el tiempo para entender mejor esta evolución. Tradicionalmente, en América Latina, especialmente en los cincuenta, sesenta y setenta[45], se ha visto el desarrollo como un problema de las relaciones centro-periferia. Esta doctrina tenía dos formas de enfocar la problemática del desarrollo. Por un lado, desde un enfoque mundial, algunos países son subdesarrollados porque absorben los recursos de otros a través de injustas relaciones de intercambio. De otro lado, a partir de un enfoque nacional, las capitales de los países son más ricas porque las ciudades pequeñas, las provincias, los Estados o los departamentos son más pobres. Entonces, como ya dijimos, el desarrollo se entendía como un juego de suma cero donde lo que gana uno lo pierde otro. Es un juego de ganadores y perdedores, donde “tengo que hacer perder al otro para ganar yo”. Tal pensamiento alcanzó la categoría de doctrina política-económica, conocida como la teoría centro-periferia. Esta doctrina ha resurgido en la década del 2000, con los procesos encabezados por Venezuela y que se han expandido a varios países de Sudamérica y Centroamérica principalmente. 
 
   La lógica de la doctrina centro-periferia parte de un diagnóstico casi elemental: existen en el mundo países ricos y pobres. Los primeros comprenden el centro del mundo y son los países más desarrollados. Los segundos se ubican en la periferia y son especialmente los países del “tercer mundo”. A partir de esta situación de hecho, postulan que desde la propia dinámica de relación entre países del centro y los de la periferia existe una transferencia de riqueza hacia los países ricos desde los países pobres. El mecanismo de transmisión es el intercambio comercial y los diferenciales tecnológicos. Así, la brecha entre países desarrollados y subdesarrollados se explicaría porque los países subdesarrollados –de la periferia– entran al comercio internacional para vender primordialmente materias primas y comprar productos industrializados que incorporan tecnologías avanzadas provenientes de los países desarrollados –del centro–, que se los venden con el valor agregado industrial. Por consiguiente, los precios de los bienes, servicios y factores productivos de los países desarrollados son mayores que los correspondientes de los países subdesarrollados. En otras palabras, los términos de intercambio –el cociente entre los precios de los bienes, servicios y factores de los países desarrollados con respecto a los precios de los bienes, servicios y factores de los países subdesarrollados– son “favorables” a los primeros. Y lo que es peor: tal deterioro de los términos de intercambio tiende a crecer y a perennizarse en el tiempo, a causa del mayor desarrollo tecnológico que van adquiriendo los países del centro –que les permite incorporar mayor valor agregado–, mientras que para adquirir productos con tecnología de punta les va costando cada vez más caro a los países de la periferia. 
 
    Los países periféricos eran pobres en tanto que eran dependientes de los países ricos. Se puede afirmar que el objetivo primordial, entonces, fue luchar contra la dependencia. La estrategia concordante con esta visión tenía que ser romper la dinámica centro-periferia y, en vez de exportar materias primas e importar productos manufacturados, era conveniente optar por un proceso acelerado de industrialización. Esta estrategia se denominó la Industrialización por Sustitución de Importaciones (ISI), que consistía en romper los vínculos con el comercio mundial mediante altas tarifas y otras formas de proteccionismo y coadyuvar en todo lo necesario para que naciera una nueva industria nacional. 
 
   Como parte del paquete de medidas, las monedas fueron sobrevaloradas, lo que abarataba las importaciones de los equipos necesarios para la industrialización y todas las demás importaciones fueron severamente racionadas mediante permisos y licencias, los precios internos eran controlados y manipulados, los subsidios se multiplicaron y muchas industrias y actividades fueron nacionalizadas. La proliferación de controles y regulaciones creó incentivos perversos para los empresarios nacionales, pues la forma de lograr ganancias económicas dependía de la habilidad para ganarse a la burocracia en vez de ganarse al mercado.
 
   Aunque hasta los setenta esta estrategia tuvo un éxito aparente, traducido en un ingreso real per cápita que casi se duplicó entre 1950 y 1970 para América Latina, lo que vino aparejado de la creación de una clientela política muy grande, beneficiaria de dicha política basada en la discrecionalidad estatal antes que en los méritos de la competencia. Cuando en los años ochenta el modelo antiguo fue presentando su debilidad estructural y entró en crisis, los teóricos de la dependencia sostenían que los gobiernos no estaban haciendo lo suficiente y que se debían acercar al modelo de una economía centralmente planificada como la de la URSS y la Europa del este.
 
   ¿Qué enseñaron los ochenta y los noventa? Algunos países –y territorios dentro de esos y otros países– empezaron a desarrollarse vertiginosamente a pesar de estar “en la periferia”. Quizás los casos más sonados sean los de los llamados “tigres asiáticos” –Hong Kong, Corea del Sur, Singapur, Taiwán– en escala mundial, a los que habría que añadir el de China después de las reformas de Den Xiaoping. Y en Latinoamérica destaca el caso de Chile, naturalmente, al que puede sumarse lentamente Perú en las pasadas dos décadas. Luego el desarrollo no parecía depender de “dónde se estaba” sino de “cómo se movía”, es decir, cómo se desempeñaban las fuerzas creadoras de riqueza dentro de cada país.
 
   En todos esos países, el cambio político fue trascendental para generar las condiciones para que exploten estas fuerzas creadoras impulsoras del desarrollo económico, que no son otras que las fuerzas emprendedoras de la sociedad. Esto involucró un cambio en la manera de pensar no solamente de las elites intelectuales, sino de los líderes de opinión política y, posteriormente y de manera progresiva, de la gente misma. También esto implicó un cambio completo de la concepción del paradigma del desarrollo, pasando de un objetivo de lucha contra la dependencia en un mundo de relaciones de confrontación donde lo que ganaban unos lo perdían los demás, a otra enfocada en la lucha contra la pobreza en un contexto de globalización.
 
   Al entrar en crisis el antiguo modelo –en algunos países entró en crisis antes que en otros–, los cambios políticos normalmente implicaron dos tipos de políticas públicas. Por un lado, políticas de estabilización, para acomodar las cuentas económicas pero también para ajustar descalabros sociales, como en el caso de Perú, donde se tuvo que abatir una hiperinflación de 7.500% anual y recomponer la infraestructura básica y las relaciones financieras internacionales, a la par que hubo que confrontar la amenaza terrorista de grupos marxistas-leninistas-maoístas. Por otro lado, reformas estructurales, orientadas a sentar bases de desarrollo sostenible afincadas en una reestructuración de los papeles del sector público y del sector privado. 
 
   Ambas acciones de política impactaron en la construcción de un adecuado clima de inversión que era consistente, a su vez, con el nuevo paradigma de desarrollo, a saber, que el objetivo de la estrategia de desarrollo dejaba de ser la lucha contra la dependencia. Este nuevo paradigma ya no partía de la idea de que el juego del desarrollo era un “juego de suma cero”, sino que era factible construir escenarios “ganar-ganar” si se “enganchaba” a la economía nacional a un sostenido proceso de generación de capacidades para afrontar la competitividad global, a través de un marco de políticas que favoreciera y estimulara a las fuerzas generadoras de riqueza a través de una fuerte economía de mercado que colocara en el sector privado la principal –aunque no única– responsabilidad por el desarrollo nacional. 
 
   A este modelo se denominó, desde las canteras de sus opositores, modelo neoliberal. Discutiremos sobre el neoliberalismo después, con una aproximación más profunda.
 
    
 
   Hacia una nueva concepción del desarrollo
 
   La revisión que hemos realizado en los acápites previos nos muestra que los conceptos de “desarrollo” son múltiples y variados. Una visión bastante completa y operativa del Desarrollo es la empleada por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD). Esta institución define al Desarrollo Humano como el proceso de ampliación de las opciones de la gente, así como la elevación del nivel de bienestar logrado. Esta perspectiva ofrece una visión global del problema del desarrollo centrando el enfoque en el combate contra la pobreza, tema central en América Latina, y está fuertemente influenciada por los desarrollos teóricos de Amartya Sen, que como ya expresamos tuvieron gran impacto en la economía del desarrollo y que resumimos a continuación.
 
   La definición moderna del desarrollo hace énfasis en el concepto de capacidades. Tal concepción se debe a Sen, que ha tenido una fuerte influencia en el denominado índice de desarrollo humano (IDH), indicador elaborado por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), compuesto por tres parámetros: i) esperanza de vida, que mide cuán larga y saludable es la vida que se espera, al momento de nacer; se cuantifica por el número de años de esperanza de vida, lo que implícitamente incorpora el concepto de salud, natalidad, nutrición, etc.); ii) educación, que mide lo fuerte que es la educación y su calidad, así como cuán extendida está entre la población; se cuantifica por la tasa de alfabetización de adultos y la tasa bruta de alfabetización combinada de matriculación en educación primaria, secundaria y superior, así como los años de duración de la educación obligatoria; y iii) bienestar material, que mide la capacidad de acceder a bienes y servicios de calidad que provean un nivel de vida digno; se cuantifica por el PIB per cápita, ajustado por la paridad del poder adquisitivo (PPA). El IDH busca medir dichas variables a través de un índice compuesto, por medio de indicadores que se relacionan en los tres aspectos señalados. 
 
   Sen propuso una novedosa visión del desarrollo[46]. Para él, la ecuación del desarrollo se sintetizaba en “desarrollo = capacidades”: el desarrollo en el sentido de la expansión de capacidades y derechos como pilares clave de un mayor bienestar. Las capacidades aluden a las combinaciones alternativas de realizaciones o funcionamientos[47], los cuales representan lo que una persona logra hacer o ser a lo largo de su existencia[48]. La calidad de vida, según este enfoque, deberá valorarse en términos de las capacidades para lograr realizaciones de valor. Sen plantea que, cuando se trabaja con colectivos humanos, ante la variabilidad de las valoraciones individuales de determinados funcionamientos complejos, es útil metodológicamente enfocarse en algunos funcionamientos importantes y de las capacidades correspondientes. Este es el caso de la habilidad para conseguir una buena nutrición y una buena vivienda, la posibilidad de evitar la morbilidad y la mortalidad prematura, etc. Las realizaciones tienen distintas valoraciones para cada quien. Por ejemplo, la nutrición adecuada y la buena salud son funcionamientos que tienen alta valoración al ser elementales para la vida, en tanto que otros funcionamientos pueden ser más complejos, pero aun así ser muy valorados, como en el caso de la autorrealización y la integración y reconocimiento social. 
 
   Las capacidades tienen aparejados derechos que permiten hacer posibles los funcionamientos o realizaciones. El desarrollo humano implica entonces la expansión de las capacidades y, por tanto, de esos derechos, lo que lleva, en el tiempo, a un mayor número de capacidades. Esto significa que el desarrollo debe permitir que, una vez alcanzadas capacidades que corresponden a derechos de satisfacción de necesidades básicas, en el tiempo, las personas adquieran derechos de satisfacer otras necesidades ubicadas en una escala superior, tales como las de autoestima, reconocimiento social y realización personal, meta consistente con la teoría de las preferencias lexicográficas, basada en el enfoque de Abraham Maslow sobre la psicología de la autorrealización, que brinda el marco teórico para explicar este proceso dinámico y escalonado de necesidades básicas-satisfacción-necesidades superiores.
 
   Sin embargo, podemos hacer aquí dos observaciones. La primera es que, a pesar que este concepto de desarrollo es interesante y plausible, implica atravesar etapas. No es posible extender capacidades de una vez para siempre y para todos. Tampoco se colige del enfoque de Sen, o al menos no lo hacemos nosotros, que, dado que es importante la expansión de las capacidades en todo orden de necesidades humanas, dejen de ser importantes las necesidades básicas, que tienen contrapartida en etapas del desarrollo. La primera de las cuales ubica al desarrollo humano en el ámbito de las capacidades básicas que están íntimamente relacionadas con el concepto del desarrollo económico. Porque sucede que muchos dicen que todo lo que incide en el desarrollo económico es insuficiente para alcanzar la gama completa de necesidades a satisfacer, muchas de ellas ubicadas a niveles superiores a las necesidades básicas, volviendo al enfoque de Maslow. Puede ser, pero lo que no dudamos es que para los millones de latinoamericanos que se debaten debajo del umbral “estadístico” oficial de pobreza, que se fija en aproximadamente dos dólares diarios, el desarrollo económico es absolutamente fundamental para sostener cualquier visión de desarrollo social que se tenga en mente.
 
   Nuestra otra observación apunta al concepto de derechos. Solo pueden ser derechos las condiciones que se pueden defender y exigir. El hecho de promover capacidades de consumo de determinadas cosas, por ejemplo, o de educación a un cierto nivel de calidad, es plausible y deseable incluso desde la perspectiva no solamente humana sino de competitividad de un país en su conjunto. Y la economía debe promover que esto suceda. Incluso vamos a ser más contundentes: el Estado debe generar las condiciones para que esto se produzca. Esto es lo que se desprende del modelo sistémico Estado-sociedad que hemos propuesto en el capítulo anterior. Pero consignar como derechos la expansión de estas capacidades es introducir por el costado al “estado de bienestar”, con los compromisos financieros que eso supone y con las consecuencias de riesgos por déficit fiscal que conlleva. Ningún gobierno serio puede asegurar que la provisión de los bienes y servicios u oportunidades de acceso a mercados que esas capacidades suponen pueda ser suministrada en un nivel total de certeza como exige el cumplimiento de un derecho. No ha sido posible en Europa y mucho menos lo sería en América Latina, donde los PIB de los cuales echar mano para el financiamiento de un “estado de bienestar” son bastante más reducidos. 
 
   Más allá de nuestras observaciones, la definición moderna del desarrollo hace énfasis en el concepto de capacidades. Por tanto, no ha de sorprender que la medición del nivel de desarrollo que prevalece actualmente tenga una fuerte influencia del pensamiento de Sen. En efecto, Sen ha tenido una fuerte influencia en el denominado índice de desarrollo humano (IDH), indicador elaborado por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), compuesto por tres parámetros. Primero, la esperanza de vida, que mide cuán larga y saludable es la vida que se espera, en el momento de nacer, y que se cuantifica por el número de años de esperanza de vida, lo que implícitamente incorpora el concepto de salud, natalidad, nutrición, etcétera. Segundo, por la educación, que mide lo fuerte que es la educación y su calidad, así como cuán extendida está entre la población y se cuantifica por la tasa de alfabetización de adultos y la tasa bruta de alfabetización combinada de matriculación en educación primaria, secundaria y superior, así como los años de duración de la educación obligatoria. Y tercero, por el bienestar material que mide la capacidad de acceder a bienes y servicios de calidad que provean un nivel de vida digno, y se cuantifica por el PIB per cápita, ajustado por la paridad del poder adquisitivo (PPA). 
 
   El IDH busca medir dichas variables a través de un índice compuesto, por medio de indicadores que se relacionan en los tres aspectos señalados. Tal índice es el siguiente:
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   En esta expresión matemática, Y es el PIB per cápita –ajustado para la comparación internacional por la paridad del poder adquisitivo (PPP)–, EV es la expectativa de vida al nacer, AA es la tasa de alfabetización de adultos y MT es la tasa bruta de matrícula. 
 
   Podría parecer que estos aspectos “des-economizan” en gran medida el concepto del desarrollo. Es decir, incorporar aspectos como educación y salud y relativizar el peso de la capacidad productiva darían a entender esa idea. Nosotros planteamos que esto puede verse desde una óptica distinta, porque inciden exactamente en el terreno económico. Por ejemplo, la educación, la salud y la nutrición constituyen elementos que permiten mejorar el potencial económico de un país. De hecho, la educación y la salud son constitutivos de capital humano, que es un capital tanto o más importante que las otras formas de capital con que cuenta un país para enfrentar el reto del desarrollo. Por consiguiente, nosotros vemos que la ecuación relevante es entre desarrollo y capital. Con este concepto, nos colocamos en la idea miseana de que los diferenciales de desarrollo guardan relación con los diferenciales de acumulación de capital. 
 
   A pesar que este concepto de desarrollo es plausible, implica dos salvaguardas. La primera, que es un proceso que debe atravesar etapas, la primera de las cuales ubica al desarrollo humano en el ámbito de las capacidades básicas que están íntimamente relacionadas con el concepto del desarrollo económico. La segunda, que importa el cómo se han de expandir las capacidades –y los derechos–, lo que nos lleva a la discusión de cuál es el mejor sistema político para lograrlo de manera sostenida. Lo cual, a su vez, nos arroja a la profunda discusión de si es mejor un sistema político con mayores atribuciones del Estado y más decisiones discrecionales desde el poder político o un sistema con menor intervencionismo estatal y más libertades individuales. 
 
    
 
   Una propuesta: desarrollo como competitividad
 
   Una vez repasados distintos enfoques sobre el desarrollo latinoamericano, no podemos sustraernos de plantear una mirada personal. Nos parece útil generar una visión crítica del desarrollo, a partir del análisis de las tendencias antiguas y modernas al respecto. Nosotros vemos que la ecuación relevante es entre desarrollo, capital, competitividad y territorios. Con este concepto, nos colocamos en la idea miseana de que los diferenciales de desarrollo guardan relación con los diferenciales de acumulación de capital. Pero vamos más allá. Porque Mises habla de un solo tipo de capital. Por tanto, nos planteamos la pregunta relevante de qué capital es el que tenemos que considerar.
 
   Podemos considerar que son cinco las ideas clave en materia de desarrollo, que planteamos como relevantes a la hora de establecer una estrategia adecuada de desarrollo para cualquier país de América Latina, sin perjuicio de las adaptaciones necesarias y pertinentes según las realidades específicas de cada país. Las exponemos a continuación:
 
           El desarrollo de un país no es lo mismo que el desarrollo económico. Sin embargo, el desarrollo económico es imprescindible para el desarrollo de una sociedad y, por ende, tiene que ser enfatizado adecuadamente en las prioridades de política.
 
           Para que una sociedad se desarrolle económicamente tiene que ser debidamente capitalizada, en el entendido de que el concepto de capital abarca mucho más que lo que tradicionalmente se ha considerado como tal.
 
           El mundo globalizado actual obliga a que el desarrollo pase necesariamente por construir y aumentar la competitividad, la cual está altamente relacionada con la configuración de capital y que requiere tanto la participación del sector privado como una intensa participación del sector público, en una división del trabajo que les permita actuar coordinadamente.
 
           Los países se desarrollan por territorios y no necesariamente de manera homogénea, por lo que el desarrollo económico debe afrontarse desde la perspectiva nacional y desde la perspectiva local, diferenciando el desarrollo nacional del desarrollo local.
 
           El desarrollo sostenido requiere del crecimiento sostenido, por lo que los países deben escapar de la trampa del ingreso medio.
 
   Pasamos a desarrollar estas ideas.
 
   Desarrollo y desarrollo económico. El desarrollo humano es multidimensional. Si tomamos el concepto de economía en un sentido restringido, monetario, cataláctico, podríamos decir que el desarrollo humano va mucho más allá del desarrollo económico. En tal sentido, puede aludirse a que elementos culturales, sociológicos, antropológicos e incluso históricos son sujetos de ser considerados parte del acervo del desarrollo de una sociedad. Por ejemplo, ¿por qué tenemos que suponer que las comunidades indígenas, en medio de su pobreza material, no poseen elementos vivenciales de relación con la naturaleza que los hace sentir más enaltecidos como seres humanos, y por ende, más desarrollados como tales? Lo mismo podríamos afirmar de determinados grupos étnicos del mundo musulmán o de la India o la China, pueblos con gran vocación por la vida contemplativa y el desarrollo del espíritu. 
 
   Nada de esto puede ser negado. Sin embargo, tampoco puede negarse fácilmente que una sociedad que tiene una vida espiritual y contemplativa de gran profundidad, pero que al propio tiempo afronta hambrunas y carencia de oportunidades, pueda alcanzar niveles de desarrollo significativos, en cualquiera de las escalas con las que me mida tal condición. En consecuencia, el desarrollo económico es un componente importante de ese desarrollo y esto de por sí justifica que se le preste singular atención. De más está afirmar que para sociedades más modernas, en el sentido occidental del término, el componente económico del desarrollo es más que fundamental, lo que explica la cantidad de instituciones, especialistas y escritos preocupados por el tema. 
 
   Capital de alto poder. En la definición antigua, clásica, como la que sostenía Karl Marx, capital es dinero. En la definición neoclásica, capital es la suma de dinero, activos y tecnología. Al hablar de que el desarrollo es capital, estamos pensando en la definición moderna y ampliada del concepto de capital, entendido como la sumatoria cinco categorías de capital. Si aceptamos esta redefinición del concepto de capital, tendríamos que todo desarrollo económico sería, por definición, desarrollo capitalista. 
 
   De esta manera, podemos replantear el concepto para hablar de un desarrollo capitalista, no en la concepción de la economía política clásica, sino conformado por la acumulación sistemática y sostenida de diversos tipos de capital. En primer lugar, el capital financiero-comercial, constituido por activos financieros, inmuebles, equipos, mercancías. Segundo, el capital natural, como recursos naturales, medio ambiente. Tercero, el capital infraestructural, dentro del cual se incluyen las infraestructuras de transportes, energética, hidráulica, así como también la infraestructura educativa y de salud. Cuarto, el capital conocimiento, conformado por la tecnología y el know how. Quinto, el capital humano, esto es, educación, salud, nutrición, capacidades de gestión. Y sexto, el capital social, el complejo entramado social basado en la confianza mutua, la justicia y el respeto y la capacidad de asociatividad. Como se observa, el concepto de capital reformulado nos obliga a extender nuestra comprensión mucho más allá de lo que los economistas clásicos concebían como tal, casi reducido en su totalidad a una sola idea de equiparar el capital con el dinero. 
 
   ¿Y esto qué? Partiendo de esta última definición, se tiene que para generar desarrollo hay que construir capital. Pero construir capital de alto poder. Es decir, un capital a todos los niveles mencionados. De esta manera, construir capital relevante para el desarrollo sostenido involucra construir todas las formas de capital, sin descuidar ninguna. Si las infraestructuras y los recursos financieros son indispensables, no lo son menos la educación y la salud de la población. A modo de ejemplo, un territorio que atrae dinero y tecnología pero que no puede ofrecer mano de obra capacitada y sana está condenado a observar cómo otros se benefician de la inversión, pues no podrán ser empleadas las personas de la localidad, en los proyectos impulsados, al no contar con la calificación adecuada para los cargos requeridos. Al no contar con capital humano se procederá a contratar trabajadores de fuera de la zona de influencia del proyecto y eso costará más, lo que impactará en los costes de producción y afectará la competitividad de la empresa desarrolladora. Igual caso sucede con el caso del capital social.
 
   Luego los territorios que más se desarrollan son los que tienen la capacidad de construir más capital, conceptuado en estas cinco categorías y simultáneamente. No basta simplemente generar dinero en tales espacios, sino convertir ese dinero en capital bajo el concepto extendido. Por ejemplo, si el crecimiento económico, que genera más dinero y riqueza de corto plazo, no se traslada a la construcción de capital humano, fortaleciendo la educación competitiva, no se construye capital de alto poder. Sin embargo, subsiste el punto que hallar el mecanismo de transmisión entre el desarrollo y el capital. Es decir, qué hace que sea el capital lo que produce el desarrollo, en particular, en los tiempos actuales de globalización, competencia y mercados abiertos internacionalmente. Esto nos remite a la idea de la competitividad global.
 
   Competitividad global. ¿Cómo construir capital de alto poder? Atrayéndolo y desarrollándolo. Para esto, el territorio sobre el que se construye capital ha de volverse un espacio competitivo. Cuando esos territorios son países, la respuesta es la competitividad global. La capacidad de construir capital ya no depende solo de la productividad. Depende de la competitividad. No es solo un criterio de productividad, más ligado a la fábrica, a la función de producción. La competitividad se vincula al mercado. 
 
   ¿Qué es competitividad? Competitividad es ganarle al mercado. No basta ser productivo, sino convertir esa mejora en productividad, en una ventaja sobre los competidores. Para hacerlo, se necesita la confluencia de productividad y calidad. Expresado en una forma más detallada, competitividad es la capacidad de aprovechamiento de condiciones, internas y externas, que permite abordar con éxito determinados mercados objetivo. Por otro lado, hay que notar que la competitividad es reforzada, a su vez, por el capital. La creación de capital es así, necesariamente equivalente a la construcción de competitividades. 
 
   Este enfoque se fundamenta tanto en aspectos de oferta –costes– como de demanda –precios– y va mucho más allá de la idea de mejora en la productividad, que solo involucra a la función de producción. La explicación del por qué un agente económico es más competitivo fue preocupación de los economistas desde el clasicismo y tiene su génesis en los economistas clásicos Adam Smith y David Ricardo, así como en nuestra época Michael Porter, quienes argumentan que se será más competitivo si se destinan recursos a la producción de bienes en los cuales se posee una ventaja, ya sea de naturaleza comparativa o competitiva, dependiendo de si esa ventaja era “heredada” o “desarrollada”. Sin embargo, la visión moderna hace también énfasis en otros aspectos, como los sociales, culturales y legales, para la construcción y el fortalecimiento de las competitividades. 
 
   En tanto los territorios –por ejemplo, los países– se constituyan en unidades competitivas económicamente, se convertirán en núcleos de desarrollo poblacional, a través del impulso de las fuerzas productivas generadoras de riqueza en los correspondientes ámbitos territoriales, que permitirán solventar adecuadamente un desarrollo sostenido en la escala necesaria para revertir el subdesarrollo de sus habitantes. Las condiciones que impone la globalización son las que obligan a desarrollar esas competitividades territoriales con sentido global, es decir, orientadas a competir en el mundo, a transformarse en competitividades capaces de competir globalmente.
 
   Según el World Economic Forum, los países desarrollan la competitividad por segmentos específicos. Nosotros agregaríamos que además, interpretando la forma de presentación de esos atributos, la competitividad la desarrollan los espacios territoriales pero secuencialmente, con prerrequisitos, a partir de lo que denomina el WEF los doce pilares de la competitividad. De tal manera que primero se deben desarrollar los requerimientos básicos, luego los mejoradores de eficiencia y finalmente los factores de innovación y sofisticación. No significa que no puedan desarrollarse fuera de secuencia, por ejemplo, trabajando primero la eficiencia en los mercados de bienes y de trabajo, reduciendo las trabas en ellos y luego haciendo obras de infraestructura. Es posible hacerlo así, pero no es sostenible en el tiempo. Es útil promover las innovaciones tecnológicas en las finanzas, pero sin descuidar la educación básica. De no tomar en cuenta esa secuencia, siempre se correrá el riesgo de prender con alfileres al desarrollo, con la fragilidad consecuente de un proceso que, por su propia naturaleza, tiene que ejecutarse en el largo plazo, de manera continua, persistente y prolongada.
 
   Estos mejoradores se despliegan a su vez en un conjunto de atributos o pilares. Dichos pilares estructuran una carta de control o tablero de comando del desarrollo económico que puede utilizarse para tamizar las políticas públicas de cualquier autoridad que tiene a su cargo el desarrollo de un determinado territorio, desde un municipio, una provincia, una región o un estado, hasta un país en su totalidad. El tablero de comando del desarrollo se puede estructurar así, a partir de los pilares de la competitividad territorial que se muestran en el siguiente gráfico[49].
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   Estos pilares se ordenan en tres grupos. Primero, en requerimientos básicos, y son los impulsores de factores de producción sin los cuales es imposible sostener la competitividad a largo plazo, y por ende el desarrollo económico. Segundo, en mejoradores de eficiencia, que actúan como impulsores de eficiencia y permiten que los mercados funcionen mejor y las relaciones de intercambio optimicen el valor económico. Tercero, en factores de innovación y sofisticación, que son impulsores de innovación y hacen posible alcanzar la vanguardia en la competitividad sostenida. Se puede decir que un país que alcanza este nivel es un país plenamente desarrollado. Del mismo modo, si no se consolidan los pilares básicos no hay posibilidad de sostener el desarrollo y tampoco de convertir el crecimiento en desarrollo económico. Es decir, la competitividad, y el desarrollo, se construyen secuencialmente. Países que pueden estar con elevadas tasas de crecimiento pero que no enganchan ese crecimiento a pilares de la competitividad básicos, no pueden aspirar a sostener un desarrollo a largo plazo. Por ejemplo, si no se cuenta con instituciones sólidas que protejan derechos de propiedad o que construyan sistemas de justicia creíbles donde los consumidores y productores puedan reclamar ante un atropello, o si no hay un sistema educativo de calidad que permita que la expansión empresarial de alta tecnología absorba la mano de obra calificada local, de manera que los habitantes de determinado país no sean puestos de lado ante la imposibilidad de calificar para los puestos tecnificados requeridos, entonces es imposible sostener a largo plazo tanto la competitividad como el desarrollo económico.
 
   Los pilares de la competitividad pueden ser aplicados del mismo modo, a los territorios en general. Por ejemplo, a un estado mexicano, a una provincia argentina o a una región chilena o peruana. Y esto es de la mayor importancia, porque los países desarrollan en tanto sus territorios al interior de sus fronteras también lo hacen. Las condiciones que impone la globalización son las que obligan a desarrollar competitividades territoriales con sentido global, es decir, orientadas a competir en el mundo, a transformarse en competitividades capaces de competir globalmente en un marco de competitividad global.
 
   ¿Qué está pasando en América Latina y el mundo? En particular, desde fines de los ochenta, ¿qué está pasando en el mundo? Es claramente un escenario caracterizado por la globalización, aperturas –comercial, cultural, etcétera–, competitividad global, inversión, respeto y promoción de la propiedad privada y capitalización humana, entre otros aspectos. ¿Qué está haciendo que algunos países y territorios estén construyendo capital? Tenemos algunas pistas: libertad económica, apertura comercial, construcción de climas de inversión e institucionalidad sólida, lo que involucra estables reglas de juego y políticas que aseguren su permanencia en el tiempo. No hay mucho para inventar, sino seguir el camino que los países exitosos han transitado.
 
   Desarrollo territorial. Es un hecho comprobable que los países no desarrollan de manera uniforme, sino que lo hacen, y lo han hecho, por territorios. En Europa eso no es novedoso. Madrid y Barcelona presentan un desarrollo muy superior al resto de España. Lo mismo sucede con Milán y el norte de Italia respecto de Nápoles y las regiones del sur. O entre las dos “Alemanias”. En los Estados Unidos, el desarrollo de estados como Nueva York o California poco tiene que ver con los de Ohio o Vermont. Mientras que, en América Latina, basta dar una mirada a países como Argentina, Chile o Perú para comprobar cómo sus capitales son abrumadoramente más desarrolladas que cualquier otra región o provincia. En países menos centralizados como México, Venezuela o Colombia, hay serias divergencias en el desarrollo en zonas específicas al interior. Incluso en países descentralizados como Brasil no es comparable la costa atlántica, con sus picos en São Paulo y Río de Janeiro, con la Amazonia, donde el Acre es casi una zona inhóspita. Y el ejemplo más ilustrativo de todos: Bolivia, con sus zonas Colla y Camba marcadamente diferenciadas tanto desde la geografía como a partir de la cultura misma y la economía. 
 
   Por supuesto, el desarrollo desequilibrado tampoco es algo raro en China, donde las ricas provincias industrializadas se concentran en la parte sudeste y central, mientras que el atraso y la pobreza se aglutinan en el montañoso occidente, donde la tierra de cultivo, el agua y los recursos naturales son especialmente escasos y donde vive más de medio centenar de grupos étnicos minoritarios de este enorme país, incluyendo el extenso territorio del Tíbet, que fue anexado en 1950 poco después de la toma del poder de Mao Tse Tung y que, desde entonces, es permanente región de conflictos étnicos y represión gubernamental.
 
   Todos estos ejemplos nos dicen algo muy concreto. Los países se desarrollan por territorios dentro de esos países. Más allá de que parezca bueno o malo, justo o injusto, equitativo o no, es la evidencia empírica la que así marca cómo funciona el desarrollo, sin importar la ideología de los gobiernos a cargo. Por consiguiente, la mirada seria al desarrollo global pasa por enfocarse, pragmáticamente, en el desarrollo local. 
 
   El desarrollo local alude a la delimitación del espacio en el que se aplican las medidas para generar el cambio social. La localidad es un conjunto poblacional definido por una proximidad social entre las personas y una organización socio-territorial, como un distrito o una región. El espacio local permite la conformación de redes de relaciones e intereses entre familias, empresas y organizaciones de un determinado territorio. La existencia de intereses comunes y de una identidad con la gente y la tierra conforman la base para el impulso de proyectos de desarrollo con una población local, pero también de proyectos empresariales privados que impactan en esa población. En ambos casos, es importante la sostenibilidad de los proyectos en el ámbito de lo local.
 
   La sostenibilidad implica la realización de actividades de desarrollo sin la generación de pasivos económicos, sociales o ambientales para el futuro que, al no ser mitigados, o en algunos casos siquiera mitigados y compensados, pudieran hacer perder a la propia sociedad. Es decir, es la capacidad de actuar para desarrollar emprendimientos de diversa naturaleza, sin hipotecar el destino de las siguientes generaciones y sin requerir algo adicional a los propios recursos que genera el proyecto o al financiamiento que se apalanque a partir de este. Un proyecto de desarrollo sostenible es aquel que no depende de la existencia de un ente externo a la comunidad, sino que es producto de una acción humana privada o de una acción gubernamental deliberada para efectuar una serie de transformaciones en la economía y sociedad que permitan resolver determinados problemas.
 
   El desarrollo de una localidad es, en primer lugar, responsabilidad de la misma comunidad, incluyendo a sus autoridades locales. La comunidad es la que conoce sus problemas, la que define sus propios objetivos y la que moviliza sus recursos materiales y humanos en ese sentido, incluyendo a los empresarios locales. El Estado puede impulsar programas de apoyo al desarrollo local a través de sus diversas instancias de gobierno, no solo de apoyo social sino para potenciar programas de infraestructura y servicios en muchas comunidades urbanas y rurales, especialmente en las áreas con mayores índices de pobreza. Pero la responsabilidad continúa siendo principalmente de la comunidad. Sin embargo, no significa que sea la única responsable, pues las autoridades centrales tiene también un papel, en especial dentro del marco de provisiones que establecimos en el modelo de relacionamiento sistémico Estado-sociedad.
 
   Todos estos impactos generan un impulso al desarrollo local y pueden ser complementados por una política explícita de responsabilidad de las empresas que operen de determinados territorios, la cual puede potenciar y multiplicar estos efectos positivos. Sin embargo, la empresa no es responsable por el desarrollo local ni es esa su función. Las empresas pueden administrar sus recursos para generar un mayor impacto positivo en el desarrollo una localidad, pero no pueden reemplazar ni a la comunidad ni al Estado en esta responsabilidad. Hay un ámbito de esas responsabilidades empresariales que es preciso definir, y que entre otras cosas involucra las compensaciones por afectaciones negativas al medio ambiente, pero no comprometen, ni deben hacerlo, a reemplazar la política pública ni a la responsabilidad social gubernamental.
 
   La trampa del ingreso medio. El crecimiento ya es aceptado mundialmente como la condición necesaria para el desarrollo económico. Tanto China y Rusia, como EE.UU. y Japón, se preocupan por la tasa de crecimiento. No es más un asunto que tenga que pasar por el tamiz ideológico, a diferencia de otros tiempos en que se discutía si convenía o no el crecimiento cuando este originaba mayor desigualdad. Pero para que el crecimiento impacte en el desarrollo económico tiene que ser sostenido, pues no bastan “burbujas de crecimiento” sino que es preciso sostenerlo por largos y persistentes periodos. Esto es lo que han hecho los países asiáticos, incluyendo la propia China, que ha logrado mantener una tasa de crecimiento promedio desde el inicio de las reformas, es decir, desde 1979, cercana al 10% anual. 
 
   En América Latina, los países han caído en la denominada “trampa del ingreso medio”, es decir, en la situación por la cual, alcanzado cierto nivel de crecimiento económico, que les provee cierto nivel de ingreso aceptado como suficiente, entonces relajan el celo por sostener dicho crecimiento. A diferencia de los países asiáticos, que han sabido mantener consistente ese crecimiento, los países latinoamericanos no supieron engancharse en la dinámica general de la economía mundial. Cuando los países latinoamericanos salían de una crisis, se contentaban con la medianía y no persistían en el propósito de continuar la aceleración del crecimiento en el largo plazo. 
 
   Un ejemplo es lo mostrado en el siguiente gráfico, donde se observa con claridad lo distinto que son los patrones de crecimiento de los países latinoamericanos en comparación, por ejemplo, con los asiáticos, a partir del desempeño del PIB per cápita durante el extenso período desde mediados de siglo XX hasta la primera década del siglo XXI. La evolución del PIB per cápita que se muestra en el gráfico, debidamente ajustado por la PPA, permite observar que, mientras en 1950 el PIB per cápita de Corea del Sur era prácticamente la mitad del brasileño y la tercera parte del peruano, seis décadas después casi ha triplicado el PIB per cápita del Brasil, y más que triplicado el de Perú. Nótese la diferencia en las líneas de tendencia entre Corea del Sur y los países sudamericanos. Brasil y Perú, así como el resto de la mayoría de países latinoamericanos, con excepción de Chile, se mantuvieron alternando períodos de pequeños crecimientos y prolongadas crisis, que estancaron las economías al nivel del ingreso medio. ¿Por qué? Porque pasar a etapas superiores requiere siempre sostener el esfuerzo de acumulación de capital y pasar a emprendimientos como la innovación sostenida, para lo cual hay que contar con una masa crítica de gente altamente educada, capaz de conformar una masa crítica relevante para construir un ciclo de competitividad sostenida en el largo plazo que impulse tasas de crecimiento relevantes en el tiempo.
 
   El sostenimiento de tasas de crecimiento elevadas no es tarea fácil porque existen siempre fluctuaciones de la economía mundial que afectan a los ciclos de las economías nacionales. Por tal motivo, cada país debe tomar las precauciones necesarias solventar los momentos difíciles, sea por acumulación de reservas o por el mantenimiento de bajos niveles de riesgo país que les permita acceder a créditos internacionales o flujos de inversión extranjera. Y especialmente, invertir en los pilares de la competitividad, que son el verdadero sostén del desarrollo, particularmente en fortalecimiento institucional, equilibrios macroeconómicos, educación básica, salud y nutrición.
 
   ¿Pero qué es lo que ha sucedido en la experiencia latinoamericana? Que solo cuando los países han estado al borde del abismo han encontrado la templanza para emprender políticas que los sacaran del hoyo. Y esas políticas siempre han sido de talante liberal. Sin embargo, la historia también muestra que, una vez resueltas las urgencias, se abandonaba el camino de la seriedad en el manejo de la economía y resurgían los populismos. En algunos países más rápido que en otros, pero al final todos han terminado por abandonar cuando menos las trazas duras de los modelos que les devolvieron viabilidad, para que, en el mejor de los casos, terminaran convirtiéndose en modelos “híbridos” con un elevado rebajamiento de los elementos liberales que precisamente fueron los que les permitieron retomar la buena senda. 
 
   El por qué no podemos los latinoamericanos ser tan consistentes como los asiáticos ya no es un problema que puede abordar la economía ni la política, sino acaso ya tiene que hacerlo la sociología, la antropología o incluso la propia psicología. Nos parece que, a fin de cuentas, termina siendo un problema de mentalidad. Sociedades las latinoamericanas con raigambre europea latina traen el beneficio de la altivez del espíritu festivo, pero al mismo tiempo la tara de la ausencia de espíritu para la disciplina, tan necesaria para impulsar cambios estructurales de impacto en el largo plazo. Hijos de una historia de despojos entre unos y otros y de un territorio rico en recursos naturales, no hemos aprendido mejor arte que el de la viveza y el acomodo a las circunstancias momentáneas sin trazarnos grandes metas. Mentalidad como lastre, una vez más. 
 
   Después de estas consideraciones, y en un esfuerzo de síntesis de los paradigmas analizados, queda una pregunta: ¿Hay espacio para trazarse objetivos de desarrollo? Es decir, ¿puede “dirigirse” el desarrollo? ¿O, al menos, incentivarlo a través de políticas públicas específicas? Esta es una cuestión muy importante, a la vez que polémica, porque plantea si el Estado debe establecer políticas de desarrollo o si únicamente debe dejar que las cosas pasen y que interactúen los actores económicos sin fijar metas en el nivel de países. En otras palabras, la polémica se plantea en si el desarrollo puede ser un proceso “desde arriba hacia abajo” o más bien “desde abajo hacia arriba”. Los elementos de dicha discusión exceden los alcances de este libro, porque solamente este tema daría para un texto completo aparte. Pero, haciendo un intento de síntesis, podemos entender que quienes ven el desarrollo como un proceso “desde arriba hacia abajo” asumen que la planificación centralizada desde el Estado es capaz de dirigir las fuerzas productivas del país hacia objetivos preestablecidos de consumo y producción., en tanto que los que entienden el desarrollo “desde abajo hacia arriba” postulan que el Estado no debe planificar –de hecho, porque todo intento de hacerlo sería infructuoso– y que, en vez de ello, debe establecer las condiciones para que las fuerzas productivas del país se desplieguen en todo su potencial, a partir de un orden espontáneo. 
 
   La cuestión central, desde la perspectiva política, está en si es mejor para este propósito que el portador del poder coercitivo se limite en general a crear las condiciones bajo las cuales el conocimiento y la iniciativa de los individuos encuentren el mejor campo para que ellos puedan componer de la manera más afortunada sus planes, o si una utilización racional de nuestros recursos requiere la dirección y organización centralizada de todas nuestras actividades, de acuerdo con algún “modelo” construido expresamente. Ese mejor campo, es el mercado, libre y competitivo. Aunque Hayek no escribió expresamente sobre el concepto del “desarrollo” y por ende, tampoco es un economista del desarrollo, no cabe duda de que dejó sentadas las bases interpretativas para entender el complejo proceso del desarrollo económico y la forma de alcanzarlo. 
 
    
 
   ¿Hay espacio para trazarse objetivos de desarrollo?
 
   ¿Puede dirigirse el desarrollo? Esta es una cuestión muy importante, a la vez que polémica, porque plantea si el Estado debe establecer políticas de desarrollo o si únicamente debe dejar que las cosas pasen y que interactúen los actores económicos sin fijar metas en el nivel de países. En otras palabras, la polémica se plantea en si el desarrollo puede ser un proceso “desde arriba hacia abajo”, o más bien “desde abajo hacia arriba”. Los elementos de dicha discusión exceden los alcances de estas notas, pero pueden sintetizarse en que los que ven del desarrollo “desde arriba hacia abajo” asumen que la planificación centralizada desde el Estado es capaz de dirigir las fuerzas productivas del país hacia objetivos preestablecidos de consumo y producción, en tanto que los que entienden el desarrollo “desde abajo hacia arriba” postulan que el Estado no debe planificar –de hecho, porque todo intento de hacerlo sería infructuoso– y que en vez de ello debe establecer las condiciones para que las fuerzas productivas del país se desplieguen en todo su potencial, a partir de un orden espontáneo. 
 
   Nadie lo expresó mejor que Hayek: “Es una disputa acerca de cuál sea la mejor manera de hacerlo. La cuestión está en si es mejor para este propósito que el portador del poder coercitivo se limite en general a crear las condiciones bajo las cuales el conocimiento y la iniciativa de los individuos encuentren el mejor campo para que ellos puedan componer de la manera más afortunada sus planes, o si una utilización racional de nuestros recursos requiere la dirección y organización centralizada de todas nuestras actividades, de acuerdo con algún ‘modelo’ construido expresamente”. Ese mejor campo es el mercado, libre y competitivo. Aunque Hayek no escribió expresamente sobre el concepto del “desarrollo”, y por ende tampoco es un economista del desarrollo, no cabe duda que dejó sentadas las bases interpretativas para entender el complejo proceso del desarrollo económico y la forma de alcanzarlo. 
 
   Existe mucha evidencia que muestra que los países en los que existe una economía centralizada a partir de una fuerte planificación estatal no alcanzan los niveles más elevados de desarrollo, especialmente si se comparan con economías en los que el libre mercado predomina. No parecen caber dudas al respecto. Incluso en un caso tan poco típico como el de China, se nota claramente que las zonas específicas en que se ha dejado al actuar al mercado tienen un nivel de desarrollo muchísimo mayor que la pauperizadas zonas en las que persiste la planificación centralizada. Pero también cuando se admitiera que el desarrollo deba descansar en las fuerzas productivas actuantes en un orden espontáneo, queda la cuestión de si es factible que el papel del Estado no se limite a las condiciones para que exista el mercado competitivo y libre, sino que pudiera ser admisible algún grado de planeamiento estratégico que no establezca un modelo de proporciones preestablecidas de producción y consumo, pero sí una visión de desarrollo hacia la cual orientar los esfuerzos de esas fuerzas productivas.
 
   Quizás la respuesta pueda hallarse en la expresión de Hayek citada anteriormente: “Las condiciones bajo las cuales el conocimiento y la iniciativa de los individuos encuentren el mejor campo para que ellos puedan componer de la manera más afortunada sus planes”. ¿Qué condiciones son esas? Parte de ellas, sin duda es el sistema legal y las instituciones que proveen seguridad jurídica y estabilidad en las reglas del juego, necesarias para que funcionen los mercados y la competencia, así como para que se activen las inversiones privadas. También lo son el poder coercitivo de seguridad física que protege a las personas y sus propiedades. En adición, lo son también todas aquellas acciones políticas que hacen más transparente la gestión pública y/o que proveen a los actores económicos la mejor información para tomar decisiones de consumo y producción. Todo esto es construcción de capital social.
 
   Pero no solo estas pueden ser consideradas “las condiciones”. Cuando el Estado provee infraestructuras públicas, en el campo vial, energético o de saneamiento, también está construyendo condiciones para el desarrollo, porque son elementos que sirven a los actores económicos para que usen su conocimiento y desplieguen su iniciativa para que compongan de la manera más afortunada sus propias acciones en búsqueda de generación de valor. No debiera caber duda, a estas alturas de lo conocido de la evidencia empírica en economía, que una inadecuada infraestructura detiene o frena el crecimiento económico, y por supuesto lo contrario es verdad también: si un país quiere desarrollarse, deben crecer; y cuando un país crece, la infraestructura es un soporte fundamental para hacer del desarrollo un proceso sostenido en el tiempo. El capital infraestructural es otro pilar de la competitividad de un país.
 
   ¿Aquí terminan las condiciones? No aún. Si el desarrollo depende de la competitividad de un país, es preciso recordar que esta competitividad depende de cuán competitivos son los individuos que lo integran. Por tanto, una población de individuos poco competitivos, será una población con bajo desarrollo. ¿Y cómo se hacen competitivos los individuos? Con educación y salud, es decir, incrementando el capital humano. En adición, la construcción de una economía de mercado implica necesariamente incorporar a los actores económicos a los mercados de productos y factores.
 
   Esta rápida mirada nos permite concluir que existe un margen de acción de la política sobre el desarrollo económico. Las políticas públicas correctas permiten generar atajos al desarrollo, o cuando menos eliminar los obstáculos a este. Estas políticas públicas no pueden restringirse a las funciones de seguridad, justicia y obras públicas, sino que deben proveer el conjunto de condiciones necesarias para que las fuerzas productivas, interactuando en mercados competitivos, puedan realizar sus acciones que devendrán, más temprano que tarde, en mejoras en el nivel de desarrollo. Sin embargo, sí debe limitarse el ejercicio del gobierno en las esferas que el orden espontáneo puede generar competencia y mercados, los cuales pueden funcionar sin regulación alguna, eventualmente. 
 
   La polémica no queda totalmente resuelta a partir de la revisión de la experiencia internacional. Los países más desarrollados no tienen sistemas de planificación centralizada. Al contrario, los que la han asumido han fracasado indefectiblemente. Pero tampoco han sido procesos de desarrollo en los que el Estado ha sido actor ausente. La política, una vez más, incide en la economía. Han sido Estados funcionales al desarrollo, que han generado las condiciones para él. Establecer si en determinada realidad la política interfiere en demasía con la economía requiere de la revisión de cada caso particular. Lo que no es discutible es que la política incide en el desarrollo económico y que el desarrollo implica crear y construir capital. Tal ecuación sí que es incuestionable para cualquier caso.
 
   Pero eso no es todo. La discusión de la incursión del Estado en la economía nos lleva al problema del régimen político. Entonces aquí la pregunta es si dicha participación del estatal es más adecuada y funcional bajo regímenes dictatoriales o democráticos. Y si escogemos lo segundo, queda la cuestión de qué tipo de democracia es más funcional al progreso y al desarrollo sostenido. No es posible entender qué tipo de Estado puede ser mejor para el desarrollo si no se analizan estas preguntas acerca del régimen político. Y en una época en que, en el mundo, los regímenes dictatoriales van convirtiéndose en restos de un siglo que ya pasó, la discusión planteada nos obliga a examinar la democracia. Sin olvidar otro hecho incontestable: la historia ha demostrado, cuando menos en América Latina, que requiere del desarrollo económico para sostenerse. Pues en crisis económicas han trastabillado y han abierto las puertas a los totalitarismos. El examen de la democracia es por eso la tarea en la que nos embarcamos en los capítulos siguientes. 
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   CAPÍTULO IV
 
   DEMOCRACIA Y LIBERTAD
 
    
 
   La democracia hoy
 
   ¡Cuántas cosas se dicen de la democracia! ¡Y cuántos atropellos se defienden en nombre de ella! Pero, ¿qué puede significar hoy la democracia en América Latina? ¿Y, muy especialmente, para los jóvenes, quienes no sufrieron los estragos de la pérdida de democracia o de la implantación de una dictadura? En otras palabras, ¿por qué había de suponerse que la democracia significa algo para los jóvenes de este continente, si la mayoría incluso declara abiertamente que detesta la política, a los políticos y todo lo referente al sistema político? ¿Y que además reciben información masiva de los medios de comunicación todos los días, machacándoles la idea de que el sistema, sencillamente, no funciona?
 
   No hay gobernante en el mundo que no se autodefina como democrático. Desde Hosni Mubarack hasta Hugo Chávez e incluso Raúl Castro. Nos quedamos cortos: ¡Hasta Fidel! ¿Quién puede darse el lujo de autodefinirse como antidemocrático? Sin embargo, es común encontrar la descalificación de “antidemocrático” para describir a muchos regímenes. Parece que hay una zona gris en que las indefiniciones son la regla, si solo se atañe a la democracia como elemento sustancial –cuando no único– para describir la ejecutoria pública de un gobernante o la conveniencia o inconveniencia de determinado gobierno o de alguna de sus políticas. Después de todo, las democracias en América Latina crecientemente se van convirtiendo en meras competencias para ganarse el derecho de favorecer regímenes con rasgos claros de totalitarismo, durante determinados períodos de tiempo y con el aval del voto popular.
 
   Por eso, resulta incompleto hablar de democracia en América Latina si no se aborda simultáneamente el problema de la libertad. Sobre la base de estas consideraciones y, desde luego, desde la particular experiencia y reflexión que un ensayo de esta naturaleza implica y exige, el presente trabajo busca referirse a los problemas que se suscitan entre ambos conceptos cuando tratamos de alinearlos y examinar si lo que quieren los jóvenes peruanos del siglo XXI es solo más democracia, o si lo que requieren es más libertad con una democracia que la sostenga. 
 
   La construcción de una sociedad más democrática con más libertad es el desafío que se plantea a los jóvenes latinoamericanos del siglo XXI. Pero el porqué y el para qué no siempre aparecen claros, de cara al progreso y a la ampliación de sus capacidades y posibilidades de futuro. De hecho, el ideal democrático se ha convertido en moneda común del mensaje políticamente correcto. Sin embargo, de tanto repetirse, se ha perdido el reparo en su significado, su contenido. ¿De qué ideal se habla? ¿Cuál es el ideal democrático? 
 
   Constituyen un lugar común las exhortaciones a los jóvenes para que se involucren con la democracia y se les pide creer en ella. Pero no se les dice qué les ofrece la democracia, si algo les puede ofrecer. Algo más: no se define qué es la propia democracia o, cuando menos, no se precisa qué concepto de democracia es consistente con lo que ellos pueden aspirar. Y, peor aún, quizá debiera cuestionarse si a los jóvenes se los educa para ser democráticos, para lo cual el propio sistema educativo tendría que ser democrático en sí mismo. En varios países latinoamericanos se enseña el concepto de democracia en los últimos años de escuela, cuando se deberían introducir desde la niñez las prácticas democráticas para formar ciudadanos conscientes de sus derechos. 
 
   No es el problema, en estos tiempos, discutir la conveniencia de la democracia o de la dictadura para los países de América Latina, a pesar de lo que algunos sostienen relativo a la propensión cultural de los latinoamericanos hacia los totalitarismos. En tiempos en que nuevas formas de democracia aparecen en la región, todas ellas sostenidas en el socialismo renovado en sus distintos matices, el verdadero problema que discutir es qué tipo de democracia es la que conviene para América Latina, de cara a un objetivo que podemos compartir todos: orientarla hacia el desarrollo sostenido con mejoras continuas para sus habitantes y sacarla del marasmo en que ha caído respecto a otras regiones del mundo. Esa es la tarea que nos proponemos develar en el presente ensayo y que pretendemos sostener con los argumentos que se despliegan en su contenido.
 
   La respuesta a este propósito e interrogantes va a llevarnos a transitar el terreno de la democracia, pero además el espacio de la libertad. No son conceptos sinónimos, a veces ni siquiera cercanos y tampoco necesariamente establecen relaciones causa-efecto. Pero, en el discurso políticamente correcto, el concepto de democracia está más transitado que el de libertad. Quizás porque se considera, desde una visión conservadora, que puede ser perfectamente asimilable desde posiciones de izquierda o de derecha, que puede ser “peligroso” promover ante los ciudadanos –y en particular, ante los ciudadanos jóvenes– más libertad. Pues la libertad es un concepto abierto, de naturaleza evolutiva de acuerdo al devenir de la cultura. Más seguro es vender la democracia, concepto cerrado, en tanto que una vez producida una elección nada queda por hacer sino seguir el juego. Es decir, adecuarse y alinearse.
 
   Entonces habría que preguntarse si, cuando se nos dice que hay que construir una sociedad más democrática, en verdad no queremos significar que deseamos una sociedad más libre con el mínimo orden social requerido para sostener precisamente esa libertad. O menos desigualitaria en medio de la desigualdad, no solo en lo económico sino primordialmente en el acceso a las oportunidades de crecer y en ser tamizados por un sistema de justicia. Mejor aún si es una sociedad con libertad y democracia, claro está. Y, añadido a esta interrogante, quizás habría que plantearse si esa libertad democrática no debiera fijar, a su vez, sus propios límites, para no perturbar el buen orden social, cuya transgresión sistemática podría abrir las puertas precisamente a regímenes democráticos totalitarios o directamente a dictaduras consumadas. Porque de otra manera, quizás la propia democracia híper-extendida termine cultivando el germen de su propia destrucción.
 
    
 
   Definiendo la democracia: ¿hasta dónde?
 
   Intentar definir la democracia puede ser una tarea ardua. De hecho, puede decirse que hay tantas definiciones como estudiosos de ella han existido[50]. Ensayaremos unas cuantas definiciones aquí, con el fin de centrar el tema, pero sin ninguna pretensión de terminar con una concluyente y única definición a ser utilizada en todos los contextos. Los teóricos se han alineado en dos grandes tendencias. Se puede decir que las definiciones de democracia caen en uno de dos campos. Hay una manera amplia y otra restringida de definir la democracia. O, dicho en otras palabras, se puede hablar de democracia valorativa, de fines o maximalista, o en su defecto, de democracia procedimental, de medios o minimalista. 
 
   En un sentido muy amplio, se puede concebir la democracia en un papel orientador del interés general. Bajo esta perspectiva, se suele definir a la democracia como un sistema de gestación de las decisiones políticas que se orientan al bien común, dejando a las personas decidir por sí mismas las cuestiones en que pueda haber desacuerdos, mediante la elección de los individuos que han de llevar a cabo la voluntad general a través del ejercicio del gobierno. Esta definición más amplia es también más controvertida, puesto que desde otra perspectiva menos ambiciosa –como la que se propondrá más adelante– hay regímenes que no podrían ser considerados democráticos, aunque sí lo serían bajo la definición amplia. Si se admite esta definición amplia de la democracia, sistemas de gobierno como el venezolano o el cubano califican como democráticos. Si se admite, no lo son. 
 
   De acuerdo a esta definición, no basta que la democracia tenga como tarea la renovación del gobierno ni la participación de los ciudadanos en la elección de quien lo ejerce. La democracia necesita, para serlo, siguiendo esta línea de ideas, un sistema de gobierno que oriente decisiones políticas hacia un determinado “bien común” en cumplimiento de una “voluntad general” que es conocida y está dada. Como ya se ha expresado, esta definición es amplia, pero precisamente por eso presenta algunos problemas que pueden llevar a cuestionarla.
 
   El concepto de “bien común” –también llamado “interés general”– alcanza distintos significados para diferentes individuos y grupos de la sociedad. En términos muy generales, puede ser definido como el conjunto de condiciones de la vida en el seno de una sociedad que permiten cada uno de los individuos que la integran y las organizaciones que la componen, alcanzar su mayor desarrollo posible, de acuerdo a sus propios patrones antropológicos y culturales. Su existencia presupone la existencia de un bien determinado y discernible por todos los individuos. Pero además supone que existe una función de preferencias corporativa, social, que no simplemente fuera la sumatoria de los gustos individuales sino una síntesis de todas ellas. Y que es conocida por los depositarios del mandato democrático. 
 
   Inclusive se torna imposible identificar dichos grupos sin encontrar yuxtaposiciones de intereses con otros. Por ejemplo, los miembros de un sindicato pueden apoyar políticas de no despidos en la industria en que laboran, pero algunos de ellos pueden desear precios más baratos de la carne, para lo que piden subsidios a los ganaderos, mientras otros sindicalistas son vegetarianos y no tienen interés en que les disminuyan las prestaciones de salud para financiar ese subsidio. Asimismo algunos grupos pueden apoyar políticas de aumentos presupuestarios de los programas sociales o mayores subsidios mientras otros busquen la reducción de impuestos para dinamizar la economía o la estabilidad macroeconómica. Necesariamente la determinación del interés general requiere una escala de valores previa –es decir, una ideología– que privilegie la puesta en marcha de determinadas políticas públicas en vez de otras, en una escala de prelación. El arte del político debe poder medirse en su capacidad de interpretar y descubrir este interés general, sin que al propio tiempo violente los valores individuales.
 
   Aun en el caso de poder definir algún conjunto de preferencias que configuren ese interés general, los medios para poder alcanzar aquel objetivo fundamental podrían diferir hasta el infinito. Puede haber tantos medios como intereses encontrados existan. En el límite, pueden llegar a ser perjudiciales para otros intereses identificados como “comunes”. Lo que es válido aplicar como medio para lograr algún conjunto de beneficios que sean identificados como bien común, aun en el caso de que pueda este ser definido sin ambigüedades, siempre puede ser discutible desde la perspectiva ética en tanto puede afectar ciertos intereses, materiales, espirituales o sociales.
 
   El concepto de “voluntad general” puede entenderse como la voluntad de un colectivo social de emprender el ejercicio de las acciones corporativas orientadas al logro del interés general. Pero ¿el concepto de voluntad es aplicable a un corporativo o a un individuo? En caso de que se considere que las sociedades responden a las voluntades de “sumatorias” de individuos que procesan dichas voluntades en procedimientos diversos, ¿es solo la regla de la mayoría la que determina el sentido y el carácter de esa voluntad llamada general? –en sentido estricto, sería “mayoritaria” más que “general”–. Pero suponiendo que por algún procedimiento se pueda establecer una determinada voluntad general, aun si fuera posible definir el interés general –tarea como vimos nada fácil– nada garantiza que dicha voluntad exista y se plasme en acciones concretas. Por lo que cabe preguntarse si es factible –siempre y en todos los casos– “conectar” esa voluntad general con el interés general. Y, aunque existiera esa voluntad, ¿necesariamente responde a ese presunto interés? ¿No puede ocurrir, por ejemplo, que el interés general sea que haya más libertad pero que la voluntad general no exista para defenderla? ¿O que el interés general sea que un país conquiste determinado territorio pero no exista nadie con la voluntad de llevar a cabo una guerra? En todo caso, ¿quién lo dice? ¿No es más acertado hablar de las corrientes de la voluntad general, en vez de pretender identificarla con una sola tendencia que refleje un único conjunto de intereses?
 
   Sin embargo, el cuestionamiento más fuerte es el carácter totalitario que puede tomar una democracia con tanto contenido. En el próximo capítulo extenderemos esta idea. Las democracias, efectivamente, pueden albergar regímenes totalitarios. Lo “democrático” no excluye lo “totalitario”, aunque aparentemente esto suene a contradicción. De hecho, la concepción de la democracia como un “gobierno del pueblo y por el pueblo” plantea el problema de ser interpretado en un sentido meramente aritmético y simplemente deriva en que democracia es equivalente al gobierno de la mayoría. James Buchanan alerta sobre esta interpretación porque “se requiere de poco o de ningún análisis sofisticado para sugerir que el gobierno de la mayoría, para aquellos que son gobernados, no es distinto del gobierno por parte de cualquier otro grupo”, por más numeroso que pueda ser. Y añade que “una mayoría no es ‘el pueblo’ y no hay nada sacrosanto en una simple regla de la mayoría, ya sea que se dé en términos de un proceso directo o por intermedio de representantes”[51], lo que trae nuevamente el tema de que la proporción no genera legitimidad o “buena ley”, necesariamente.
 
    
 
   El falso y el verdadero problema de la democracia
 
   Según la definición amplia de la democracia, en nombre del “bien común” esta puede sacralizar prácticamente cualquier política en tanto tenga el sustento del respaldo de una mayoría. Si los elegidos por mayoría pueden llevar a cabo la “voluntad general” – que no habría otra forma de identificar si no es con la de una voluntad mayoritaria– bastaría solamente eso para legitimar sus acciones. Significaría que, como anota bien Hayek, “el hecho de que la mayoría quiera algo es razón suficiente para considerarlo bueno”, en vista de que, según este enfoque, “la voluntad de la mayoría determina no solo lo que es ley, sino lo que es buena ley”[52]. Es decir, la democracia auto-contenida, sin límites más que los que ella se impone.
 
   Por esto precisamente es que esta definición necesita resolver el problema de quién gobierna. Si gobiernan los menos, es un sistema moralmente malo porque no responderá al interés general, identificado bajo estos términos no con otra cosa que con el interés del mayor número de personas. Si gobiernan los más, automáticamente todo lo que se derive de ese gobierno de mayorías se hace moralmente aceptable. El problema se concreta a la cuestión platónica de quién debe gobernar, a fin de sostener moralmente al sistema de gobierno.
 
   Es fácil observar que la definición amplia de la democracia, cuando se somete al rigor lógico, aparece cargada de indeterminaciones subjetivas que dejan abierto un terreno factible para la dictadura de las mayorías, es decir, que puede abrir puertas demasiado peligrosas para la democracia se vuelva autodestructiva. Se añade que esta definición no permite contar con un concepto de democracia que se pueda aterrizar a elementos más objetivos que permitan calificar si determinado régimen es democrático o no lo es. Por tanto, se pueden ensayar otras alternativas de definición que permitan hacer funcional el concepto de democracia. Esto, inevitablemente, obliga a ser ciertamente más modestos en cuanto a su definición, buscando abstraerla en la medida de lo posible, de juicios de valor relacionados con las personas que gobiernan, aunque no de los vinculados al alcance de las prerrogativas de los que ejercen el gobierno.
 
   A juicio de Popper, la determinación de quién gobierna constituye un “falso problema que lleva a soluciones ficticias y, en última instancia, ridículas, que responden a imperativos morales”. Resulta de la mayor importancia, para Popper, liberarse del problema de considerar a un sistema moralmente superior a otro solamente en función de las personas que gobiernan, ya que implícitamente se tendría que descalificar moralmente a otras personas, al descalificar otros sistemas identificados con ellas. Lo que se debe evitar al identificar la naturaleza de la democracia, en vista de que “eso conduce al odio, que siempre es malo, y a una actitud que enfatiza el poder en lugar de contribuir a su limitación”, que por cierto es el problema fundamental que resolver antes que el quién gobierna, desde el enfoque popperiano [53]. Popper propone:
 
   “Que reemplacemos la pregunta platónica […] por otra completamente diferente: ¿hay formas de gobierno que sean reprensibles moralmente?; y su opuesta: ¿hay formas de gobierno que nos permitan liberarnos de un mal, o hasta de un gobierno incompetente y dañino?”[54].
 
   Popper descalifica a las dictaduras como moralmente intolerables al no ser responsables –ni poder hacernos responsables a los ciudadanos– de sus actos. Y por constituir una situación de hecho que no podemos cambiar. Al ser una situación no soportable moralmente, “tenemos una obligación moral de hacer todo lo posible para impedir que ocurra”, lo que precisamente “tratamos de hacer con las formas del Estado democrático, y esa es su única justificación moral”. Esto lleva a concluir que las democracias “no son soberanías populares sino, por encima de todo, instituciones equipadas para defendernos de la dictadura”[55].
 
   En esta línea de ideas, somos de la idea de que se hace necesario reducir el ámbito de la concepción de la democracia y optar por una definición minimalista. Pues la posición maximalista, sencillamente, no es operativa, ni acotada lo suficiente para convertirse en un concepto con contenido. Bastante curioso es el caso de muchos expertos que se adhieren al enfoque maximalista de la democracia, admiten luego que no la pueden definir en concreto, y pasan a continuación a intentar “medir” su calidad. Nos preguntamos: ¿cómo pueden lograrlo? Ya que para medir algo, en alguna de sus dimensiones siquiera, es preciso definirlo, concretarlo, enfocarlo, limitarlo. Por tanto, no encontramos operativo, desde la objetividad de la ciencia política, un concepto de la democracia que no sea minimalista. Aunque claramente, desde el discurso político ideológico, la apelación a la democracia maximalista siempre rinde efectos en el discurso electoral. 
 
   Esta postura es compartida por otros pensadores. Es así como algunos autores han intentado reformular el concepto de democracia desde una perspectiva minimalista. Joseph Schumpeter la define como el “sistema institucional, para llegar a las decisiones políticas, en el que los individuos adquieren el poder de decidir, por medio de una lucha de competencia por el voto del pueblo”[56]. Por su parte, Hayek la define como “un método de gobierno, a saber, el de la regla de la mayoría […] un método o procedimiento para determinar las decisiones gubernativas”, que a su vez permita la renovación de los encargados de ejercer el gobierno sin incurrir en acciones violentas. Estas definiciones alternativas son más objetivas y, por tanto, permiten establecer comparaciones entre gobiernos más democráticos, menos democráticos y antidemocráticos.
 
   Un aspecto implícito en esta clase de definiciones es la distinción entre democracia directa e indirecta, llamada última democracia representativa. En la democracia directa, las decisiones de gobierno se toman directamente por los miembros del pueblo, a diferencia de la democracia indirecta o representativa, en la que las decisiones se adoptan por los representantes del pueblo. La democracia participativa es un concepto híbrido de las dos anteriores. La democracia se hace participativa cuando establece mecanismos para que los ciudadanos se organicen y puedan ejercer influencia directa en las decisiones públicas mediante mecanismos plebiscitarios u otros similares. La democracia directa constituye la máxima expresión de una democracia participativa. Respecto a la democracia representativa, si bien es cierto que solo considera a la democracia como un instrumento utilitario que permite los cambios de los encargados del gobierno sin hacer uso de la fuerza bruta, sino solo basándose en el cálculo de mayorías y minorías, no obstante eso no implica que no pueda incluir elementos participativos e instrumentos propios de la democracia participativa en su aplicación práctica, como en la incorporación de plebiscitos o referendos, mecanismos revocatorios, entre otros.
 
   También ha de notarse que estas definiciones alternas le otorgan a la democracia un papel procedimental de gobierno de un colectivo social. Refleja un procedimiento para tomar las decisiones políticas en una sociedad y para otorgar legitimidades, a partir del voto. Nada más pretende. Esto no obsta, según mi punto de vista, para considerar que el comportamiento democrático deba incluir capacidades de apertura, tolerancia a la diversidad, respeto a las posiciones contrapuestas y un tratamiento de talante igualitario entre individuos desiguales en la convivencia social. Inclusive considero que si estas condiciones estuvieran presentes en la sociedad y en ámbitos específicos de ella, como la familia, la escuela, la universidad, la empresa y otros espacios de coexistencia colectiva, la coexistencia entre los individuos sería más llevadera, cooperativa y hasta enriquecedora. Todo lo mencionado entra en el campo de la democracia como cosmovisión. Pero la democracia como sistema político no debe exceder los límites establecidos bajo la concepción minimalista, que podemos identificar con un ámbito estrictamente procedimental, pues de hacerlo puede abrir peligrosas puertas hacia el espacio de la democracia ilimitada, que termina desnaturalizando incluso por completo la esencia misma de la democracia como cosmovisión de convivencia social. 
 
    
 
   La democracia liberal: un caso particular de democracia
 
    
 
   Si partimos de las definiciones de Schumpeter y Hayek, no todas las democracias son consistentes necesariamente con la libertad, aunque lo puedan ser con la aritmética de votos. De hecho, estas definiciones minimalistas son perfectamente compatibles con regímenes que coaccionen la libertad. Para examinar esta consistencia entre libertad y democracia, es indispensable avanzar en preguntarse qué debe permitir cualquier sistema democrático. 
 
   Ralf Dahrendorf propuso una respuesta sugiriendo que la democracia debe permitir tres cosas[57]: Primero, el cambio de los encargados del gobierno a través de procedimientos pacíficos y objetivos, sin conflictos ni violencia[58]. Segundo, el control permanente a los que ejercen el poder, a través del sistema de pesos y contrapesos y el examen de las normas por parte de los parlamentos y otras instituciones que canalizan la representatividad del pueblo. Y tercero, la introducción de las demandas, intereses y preferencias en la vida política de los ciudadanos, de manera directa en las elecciones y de manera indirecta mediante las deliberaciones y negociaciones entre sus representantes.
 
   Dahrendorf postula que solo si la democracia se sostiene en un orden liberal es factible que cumpla estas tres funciones capitales. ¿Pero cuándo un determinado orden político es liberal? El sentido que aquí se establece como orden liberal[59] es entendido como aquel que presenta dos condiciones: una, la fortaleza y el desarrollo de la sociedad civil, definida esta última como la “sociedad de las asociaciones” y de las “agrupaciones libres de personas”; la otra, el imperio de la ley, que someta a los ciudadanos a la igualdad ante ella y no que los haga iguales debido a su manipulación[60]. 
 
   Efectivamente, la democracia liberal es una forma particular de democracia. Así, aunque estrictamente el término “democracia” solo se refiere a un sistema de gobierno en que el pueblo ostenta la soberanía, el concepto de “democracia liberal” supone un sistema con las siguientes características: i) sufragio universal, materializado en el derecho a elegir y ser elegido en votaciones secretas y elecciones libres para una amplia mayoría de la población, que respalda el mandato de un poder orientado a satisfacer las necesidades que prioriza la mayoría; ii) división de poderes del Estado –donde por lo menos los cuerpos ejecutivo y legislativo son elegidos mediante elecciones abiertas y libres– y una constitución que limita estos poderes y controla el funcionamiento del gobierno; iii) protección de los derechos de propiedad de manera generalizada; iv) existencia de diversidad de partidos políticos; v) libertad de expresión y libertad de prensa, incluyendo el acceso a fuentes de información alternativa a las propias del gobierno; vi) libertad de asociación; vii) libertad de modus vivendi en el marco de la ley; viii) ciudadanos educados e informados acerca de sus derechos y deberes, los cuales son sostenidos en su ejecución por un sistema judicial y coercitivo eficaz; ix) un marco institucional de protección a las minorías que reconozca la aplicación indivisible e inalienable de los derechos civiles y los derechos humanos; y x) las autoridades elegidas tienen poder y autoridad real para gobernar y no están sujetas a ningún control tutelar de las fuerzas armadas o a los líderes religiosos.
 
   A partir de lo anterior, se ha sugerido que lo que sintetiza a la democracia liberal es definirla como la democracia basada en la regla de la mayoría con respeto a los derechos para las minorías. Para esto, toda democracia liberal debe estar sometida a la ley. Es decir, ser una democracia limitada, limitada por la ley. Una ley que limita, además, el poder del Estado. Proponemos entonces que, para definir concretamente a la democracia liberal, se reformule la definición minimalista antes señalada en los siguientes términos: una forma de gobierno, de organización del Estado y de convivencia social, en la que todos los miembros de una sociedad son libres e iguales ante la ley y donde las relaciones sociales se establecen de acuerdo a mecanismos contractuales, previamente establecidos como resultado de un proceso largo de evolución social, incluyendo las decisiones sobre asuntos públicos que son adoptadas por algunos de los miembros de la sociedad, seleccionados a partir de criterios establecidos ex ante, mediante mecanismos de participación directa o indirecta, basados en el criterio de la mayoría, que le confieren legitimidad a dichos representantes.
 
   Vale la pena dejar muy en claro que el hecho de que exista una democracia liberal en una sociedad, no significa que necesariamente deben gobernar partidos de doctrina liberal. Lo que es imprescindible es que los que gobiernen respeten las reglas de la democracia liberal, que básicamente, tiene que ver con sus propios límites definidos fuera del ámbito de la democracia. 
 
    
 
   Transgrediendo a la democracia liberal: la democracia ilimitada
 
   ¿Qué sucede si los gobiernos deciden no respetar esas reglas y transgredir sus límites? ¿Qué pasa cuando un régimen de gobierno plantea acudir a la consulta permanente a las masas para legitimar acciones que exceden las reglas de juego? ¿Aun así podremos sostener las libertades individuales a pesar de estar al día con las credenciales democráticas?
 
   Las libertades no se sostienen únicamente por la sola existencia de regímenes democráticos. La experiencia muestra cómo hay gobernantes que llegaron al poder mediante procesos democráticos y luego no aceptan dejarlo, manipulando el propio sistema para perennizarse en el gobierno y alterando las reglas de juego para adecuar las leyes a sus antojos. En tal sentido, claramente la democracia no es condición suficiente para la libertad. 
 
   Estos regímenes normalmente se sostienen en el rechazo de la democracia representativa y la adscripción al modelo de democracia directa, el cual tiene como padre intelectual a Jean Jacques Rousseau. De hecho, en su obra cumbre[61], Rousseau sistematiza el concepto de soberanía popular, aprovechando su distinción de la soberanía nacional, sosteniendo que no pertenecía a la nación sino al pueblo, basado en que cada ciudadano, al ser parte del Estado, detentaba una parte de la soberanía, en proporción a su número. Para hacerse de esa parte de soberanía, los individuos aceptaban el contrato social, mediante el sometimiento a la voluntad general y la alienación –por usar el vocablo que emplea Rousseau– de parte de su soberanía y de sus derechos a favor de la comunidad, a cambio de la participación en dicha voluntad general. Como el contrato social es el que legitima y otorga la soberanía popular, a partir de este razonamiento, solamente con esa alienación de su parte de soberanía el individuo accede a la soberanía popular y puede ser parte de la voluntad popular[62]. 
 
   Rousseau afirmaba que era imposible que la soberanía del pueblo pudiera ser “representada” y que, por tanto, no hay ni podría haber verdadera democracia en la forma representativa. Para Rousseau, la única democracia era la que permitiera que todos los ciudadanos fueran iguales en rangos y fortunas, se conozcan entre sí y compartieran costumbres muy sencillas que les permita afrontar y resolver las muchísimas negociaciones y deliberaciones para llegar a acuerdos.
 
   Lo anterior es, lógicamente, una utopía, dada la complejidad y volumen de relaciones que se configuran en las sociedades modernas. Pero aun si no fuera tan grande esta complejidad ni tan amplia dicha extensión, la concepción de Rousseau podría representar un tipo de democracia pero no podría ser una democracia liberal. El hombre roussoniano es el “ciudadano total”, lo cual lleva a la contradicción de que el ciudadano que se adscribe a la democracia para ampliar sus horizontes de acción individual termina maniatado por la acción colectiva. Como bien anota Norberto Bobbio: 
 
   “El ciudadano total y el Estado total son dos caras de la misma moneda, porque tienen en común, aunque considerada la una desde el punto de vista del pueblo, y la otra desde el punto de vista del príncipe, el mismo principio: todo es política, es decir, la reducción de todos los intereses a los intereses de la polis, la politización integral del hombre, la resolución total del hombre en el ciudadano, la eliminación total de la esfera privada en la esfera pública”[63].
 
   Dicho en otras palabras, la democracia directa, tarde o temprano, se convierte en la democracia totalitaria, o, como lo llama Bobbio, en el despotismo democrático.
 
   Los numerosos ejemplos en que la democracia ha degenerado en esta clase de regímenes han llevado incluso a plantear que lo democrático es contradictorio a la libertad y que, por ende, la democracia se vuelve naturalmente contra su ideal original. No pocos concluyen que los mejores regímenes que defienden las libertades pueden ser incluso algunos dictatoriales, ya que la democracia puede degenerar en la dictadura de la mayoría. En nuestros días, los casos de Bolivia y Ecuador, con sus cuestionables nuevas constituciones que, en medio de climas políticos convulsionados, están promoviendo sus gobiernos –que han sido elegidos en elecciones democráticas no discutidas por la comunidad internacional– son un ejemplo al que apelan los que sostienen tales tesis que colocan a la democracia en ritmo de colisión con la libertad. Sin embargo, sin desviarse un milímetro de la tradición liberal clásica, sostener este planteamiento equivale a caer en una profunda contradicción, pues existe un abismo entre plantear que la democracia puede degenerar en regímenes antiliberales y otra muy distinta es postular que los regímenes liberales tienen que florecer bajo sistemas anti-democráticos. 
 
   Libertad y democracia pueden y deben ser compatibles si se tiene cuidado con la democracia y se le imponen límites. La sociedad liberal se puede sostener mejor en un régimen democrático. Aunque es cierto que en un sistema democrático pueden gestarse elementos antiliberales, no es menos verdadero que bajo una dictadura no es esperable que se preserven las libertades en todos sus niveles –políticas, económicas y culturales– para todos los ciudadanos. El excesivo poder, el poder absoluto –el mismo que Lord Acton señaló que corrompe absolutamente– termina minando el alma misma del liberalismo. En tal sentido, la democracia sería condición necesaria para sostener un régimen de convivencia liberal, porque la libertad es indivisible. 
 
    
 
   ¿Es elitista la democracia liberal?
 
   La democracia liberal necesita de la libertad. Y la libertad requiere de gobiernos limitados, entendiéndose el término como enmarcados por el derecho y la ley, y además, enfocados en responsabilidades concretas respecto de los fines, antes que de los medios. Un gobierno, como el ente que ejerce el poder político desde el control de un aparato estatal, tiene la responsabilidad de proveer las condiciones más propicias a la sociedad en término de los cuatro subsistemas que se describieron anteriormente –político, jurídico-coercitivo, provisor de bienes públicos y económico–, lo que no significa que, directamente, tenga que realizar la prestación correspondiente. Esto es muy nítido en el caso de los bienes públicos. El hecho de que un gobierno tenga una responsabilidad en la provisión de esos bienes públicos no necesariamente implica que tenga que realizar la prestación de ellos, pues podría muy bien esa tarea ser encomendada al sector privado, por ejemplo. Cuanto un gobierno avanza más en los límites de su acción, menos importantes resultan las instancias democráticas. La razón es que, aunque la democracia pueda ser probablemente el mejor método para ponerse de acuerdo sobre las leyes generales, los planes detallados de acción necesarios para favorecer una dirección política o económica constituyen una tarea que puede ser encarada solamente por expertos. Después de todo, a decir de Hayek:
 
   “Si bien el apelar a métodos democráticos parece lo más aconsejable cuando no haya duda alguna de que debe actuarse en el plano colectivo, el problema referente a si es o no deseable una actuación de índole colectiva no puede resolverse apelando a la democracia”[64].
 
   En otras palabras, a la democracia no solamente hay que exigirle no violentar sus propios límites, sino además que deba funcionar con resultados concretos. Y, para que funcione, es preciso establecer qué debe resolverse en el ámbito de las decisiones democráticas y qué otros asuntos no. El cuestionamiento de este tipo no alude a la democracia como sistema de gobierno, sino al ámbito de lo que debe ser sometido a ese método para alcanzar objetivos políticos establecidos como deseados. El no tener claro ese ámbito llevará a desnaturalizar la propia democracia, porque la convertirá, más temprano que tarde, en un sistema ineficaz para gobernar, o cuando menos en regímenes que colisionen con diversas libertades.
 
   Hay quienes ven en esta separación entre el campo de lo enteramente político –las elecciones efectuadas en el contexto de la práctica democrática– y el campo de lo administrativo público –las decisiones tomadas en el contexto de la práctica burocrática– un contenido de elitismo democrático, coherente con la definición minimalista de la democracia, que le poner límites inaceptables para quienes consideran que colocarle a la democracia tan solo la responsabilidad mínima equivale a hacer a un lado el sentir popular. Se arguye que con esta clase de democracia –de la cual la democracia representativa es el referente– solamente se deja en manos de determinadas elites las decisiones que comprometen a las mayorías. Y que los ciudadanos pueden ser libres al momento de votar pero dejan de serlo después, ya que no controlan a los elegidos[65]. 
 
   Es claramente discutible que en una democracia liberal, cuyo carácter es eminentemente representativo, los ciudadanos queden de lado después de las elecciones, pues pueden establecerse mecanismos de control democrático permanentes para controlar a los elegidos[66]. De otro lado, existen aspectos técnicos por los cuales un sistema de gobierno no puede ser manejado eficientemente a partir de una permanente participación de los ciudadanos. Así, resulta en argumento falaz plantear que la justificación última de una definición de democracia que comprometa la directa participación en el ejercicio del gobierno está en que “el objetivo fundamental de la vida política es la participación y no la representación”, en vista que “esta es solo un mecanismo instrumental de suplencia, cuando la participación directa no es posible”[67], pues la única forma de compatibilizar la participación con la factibilidad del ejercicio del gobierno es precisamente la representación, como se verá más adelante. Solamente en sociedades muy pequeñas, como pudo ser la antigua Atenas, es factible la participación directa en los asuntos públicos sin caer en la ingobernabilidad. 
 
   La experiencia revela que, aunque las instancias democráticas puedan decidir acciones de planeamiento fino y detallado de cursos de acción, tan pronto como se toman dichas decisiones, deben transferir la ejecución de las acciones a los expertos del aparato público. Esto es por la naturaleza de dichas acciones, que requiere una concepción coherente que no admite mucha deliberación. En tanto el Estado tenga más ámbito de acciones y ejerza más control sobre los asuntos individuales, las instancias de deliberación democrática pueden a lo sumo aprobar o criticar lo que hace el gobierno, pero no tienen ninguna posibilidad real de dirigir la política económica.
 
   Cualquier democracia puede conllevar el germen de su propia destrucción, si tiende a extender indiscriminadamente el control gubernamental. Aún más que otras formas de gobierno, para subsistir, solo puede admitir el gobierno limitado. El gobierno ilimitado, que es muchas veces un efecto no deseado de la democracia, siempre lleva a la destrucción de esta. La tarea más importante para su preservación es que las gentes deben comprender que, si la democracia desea mantener el poder en sus manos, debe confinar el uso del poder a aquellos casos en que puede ejercerlo efectivamente. Si extiende sus poderes a un punto en que las asambleas democráticas pierden su eficacia, es inevitable que una pequeña minoría tome el poder en sus manos.
 
    
 
   


 
   
 
  




 
   CAPÍTULO V
 
   LA DEMOCRACIA SOSTENIBLE
 
    
 
   Democracia, progreso y desarrollo
 
   Vivir en democracia puede ser estupendo. Hacer que esa vida en democracia sea larga es todavía más hermoso. Cabe preguntarse entonces qué tipo de democracia, a fin de cuentas, es sostenible en el tiempo. ¿Qué la debe distinguir? ¿Cuáles son sus características? ¿Siempre será lo mismo en todos los países y en todas las culturas? Y algo más dramático: ¿podemos protegerla o crear las condiciones para que la hermosura de no tener que soportar un régimen de corte totalitario perdure sin marchitarse?
 
   Lo que proponemos aquí, para el caso de América Latina, es que los esfuerzos por construir y fortalecer la democracia pueden terminar siendo vanos si no se traducen en un rasero común: las mejoras en las condiciones de vida de la población y en la generación de oportunidades para las personas. En otras palabras, tiene que ser una democracia que se traduzca en progreso y en desarrollo. Después de todo, siendo la población latinoamericana predominantemente joven, es legítimo plantearse si la democracia conducirá a mejores condiciones y posibilidades de vida o si, sencillamente, será una vivencia lírica y abstracta.
 
   Una manera de aproximarse a la respuesta es plantearse otra pregunta: ¿qué han hecho y que están haciendo los países que progresan? A primera vista, son los países en los que florece la libertad económica. Como constatación empírica, antes que como postulado ideológico. ¿Qué determina la libertad económica o, en todo caso, qué indica si un país está avanzando en esta libertad? Los pilares de la libertad económica son la libertad para hacer negocios, la libertad de comercio, la libertad fiscal, el tamaño del gobierno, la libertad monetaria, la libertad de inversión, la libertad financiera, la libertad para ejercer los derechos de propiedad, la libertad de contratación laboral y la libertad respecto de la corrupción. Mejorar la libertad económica implica atender a estos indicadores.
 
   El progreso de una sociedad es el resultado del progreso individual de sus miembros, de la manera más extensa posible, que necesita para apuntalarse en un aparato estatal que sea capaz de proveer las condiciones para que ese progreso se genere. ¿Cómo definimos el progreso, desde la perspectiva social? El progreso es un estadio social en el que las capacidades de los individuos y los medios de acción, para extenderlas, se incrementan permanentemente en el tiempo, permitiéndoles elegir, orientar y manejar sus propias vidas, de acuerdo con sus aspiraciones y con el nivel de esfuerzo y capacidades intelectuales y/o físicas que posean y comprometan para tales propósitos. Esta clase de progreso debe ser el faro-guía de la democracia.
 
    
 
   La libertad como clave para el progreso sostenido
 
   A la luz de las enseñanzas de la historia[68], es innegable que existe una muy clara relación entre los países en donde ha florecido más el capitalismo –en sus versiones más evolucionadas–, el desarrollo obtenido en ellos y los regímenes políticos que los gobiernan. En concreto, en los países en los que el capitalismo ha sido más profundo se ha generado más desarrollo, y son también, por lo general, en los que la democracia funciona mejor. Sin embargo, debe tenerse cuidado con la dirección de la causalidad. Lo que estamos planteando es que la democracia tiene en el progreso a su principal sustento. Si ese progreso se intensifica en las economías en las que el capitalismo está más arraigado y extendido, lo que no ocurre en muchos países de América Latina en donde subsisten segmentos de economías pre-capitalistas o de capitalismo mercantilista, la democracia va a encontrar las mejores condiciones para sostenerse, en la medida en que más personas encuentren que su integración en el mercado es factible y que ese proceso las incluye progresivamente en el resto de relaciones sociales. 
 
   Es preciso tener claro que no se está afirmando que el progreso y el desarrollo necesariamente requieran de la democracia, a pesar de la alta correlación positiva entre el capitalismo y la democracia. Lo que afirmamos es que el progreso y el desarrollo son condiciones necesarias para la democracia, aunque no sean condiciones suficientes. Fukuyama sostiene que no existe necesariamente una relación causal e indefectible entre desarrollo y democracia, porque puede haber desarrollo sin que exista democracia. En particular, si se asume que el capitalismo es eficiente en generar desarrollo, si genera presiones directas en favor de la democracia, estas presiones serían indirectas, pues el capitalismo es perfectamente compatible con muchas formas de autoritarismo, con excepción hecha del totalitarismo comunista, y puede incluso florecer de mejor forma bajo regímenes no democráticos[69].
 
    Señala como ejemplos el alto grado de desarrollo que presentan países bajo regímenes autoritarios de la Unión Soviética en las primeras fases de su proceso de industrialización, a la España de Franco o a los llamados “Tigres del Asia”, a los que seguramente podríamos añadir al Chile de Pinochet. Según Fukuyama, existen elementos no económicos, sino psicológicos, como el “anhelo de reconocimiento”, que explican en mejor forma las tendencias democratizadoras que sobrevienen tras el crecimiento económico[70]. Sin embargo, admite que el desarrollo crea ciertas condiciones conducentes a la democracia, aunque precisa que esta depende principalmente de otros factores de naturaleza política, como el éxito económico aparente de los países democráticos en relación a otros países con regímenes autoritarios, como la guerra y la paz en el orden internacional, como la habilidad y competencia de los líderes individuales que se proponen crear y consolidar sistemas democráticos, como los factores de orden cultural como las religiones, como los factores étnicos, como las estructuras sociales preexistente, etcétera[71]. Dado que el capitalismo es un sistema económico más eficiente que el socialismo, tiene más probabilidades de generar el cambio socioeconómico acelerado que favorece la emergencia de una democracia estable.
 
   Una sociedad que progresa bajo un régimen democrático de ninguna manera va a querer dejarlo. Por el contrario, si esa democracia no le permite abatir las condiciones de pobreza, es de esperar que se vuelva proclive a la aceptación de ofertas totalitarias, estén o no revestidas del ropaje democrático formal. En consecuencia, la principal salvaguarda de la democracia se vuelve el progreso. Y si tal progreso está altamente correlacionado con el alcance de mayores niveles de libertad, entonces esta libertad es la principal salvaguarda de la democracia. O, cuando menos, del tipo de democracia liberal, la que no desemboca en el totalitarismo camuflado.
 
   Ahora bien, la libertad económica siempre ha suscitado dudas, porque se cuestiona si puede acoger mecanismos de opresión, contradiciendo su propia naturaleza. Incluso aquellos que postulan que el desarrollo está estrechamente vinculado a una mayor acción del Estado en la esfera económica, y que por ende ha de limitarse la esfera de libertades económicas de los actores privados, sean consumidores o productores, a veces llegan a plantear que estas libertades solo esclavizan en tanto dejan espacio para el abuso de los más poderosos sobre los menos favorecidos. En esa medida, puede traducirse en una libertad solo para ser pobre, una “libertad para morirse de hambre”.
 
   La respuesta a este argumento se puede esgrimir en varias partes. En primer lugar, precisando que la libertad económica, que es la contraparte de las libertades política y cultural, es una libertad en sentido cívico. Esto es, una libertad siempre acotada por el marco de la ley y que por ello, no puede vulnerar derechos ni privilegiar acciones individuales que atenten contra la ley. La libertad, al igual que la democracia, por tanto, debe tener límites en algo muy concreto: las reglas de juego sociales. Estas reglas de juego deben estar plasmadas en el marco legal, pero además deben ser de carácter general, para evitar excesivos privilegios, por un lado, y de carácter más o menos permanente, para evitar normas con nombre propio, de otro lado. No es libertad económica permitir que una empresa genere una actividad que al propio tiempo contamine el medio ambiente. Tampoco es libertad económica dejar a las fuerzas del mercado la irrupción de monopolios sin regulación ni el abuso de derechos laborales. Ni es libertad económica el poder comprarse jueces y autoridades para desarrollar cualquier tipo de actividad empresarial, por rentable que esta sea, si vulnera otros derechos o resulta contraproducente para la sociedad.
 
   En segundo lugar, la evidencia empírica indica que los países que más constriñen las libertades económicas son los que menos desarrollan y, por tanto, generan más pobreza. Es decir, incluso el intento de buena fe para combatir la pobreza mediante el constreñimiento de las libertades ha devenido siempre en fracasos para el logro de tal objetivo. Ni siquiera se puede decir que en estas experiencias se haya logrado la meta igualitaria que podría sostener éticamente –según estos particulares enfoques– la restricción a las libertades económicas. El corolario es que los países con mayores libertades alcanzan mayores niveles de desarrollo. 
 
   Muchas de las diferencias de nivel de progreso de sus habitantes están ligadas al mayor o menor desarrollo de las libertades económicas. No ligadas a libertades promovidas por políticas de gobierno necesariamente, sino muchas veces por la inacción de este. Como ejemplo está la experiencia del desarrollo de los denominados “conos” de Lima, antaño zonas marginales, barriadas o “pueblos jóvenes”, que se hicieron a partir de invasiones de inmigrantes que provenían de las zonas más empobrecidas del interior. En estos espacios, donde la presencia del Estado era mínima, tanto en el nivel de la ley como de la regulación tributaria y los servicios públicos, se gestó la semilla de la denominada “economía informal”. 
 
   Pero esta economía informal, caracterizada por la ausencia de intervención estatal al máximo nivel, es un ejemplo vívido de lo que técnicamente se conoce como economía de mercado no intervenida, es decir, una economía dejada a las fuerzas del mercado y en la que solamente la interacción de la oferta y la demanda definen las relaciones de intercambio. Los resultados están a la vista y, para muestra, un ejemplo. Cuatro décadas después, en las zonas marginales de Lima, están floreciendo espacios que albergan a más de seis millones de habitantes, que generan una altísima actividad económica, con niveles de gasto comparables –y a veces incluso superiores– a los existentes en las zonas más ricas de la ciudad. Después de dos o tres generaciones, esa dinámica económica ha permitido no solamente una transformación que hubiera sido imposible de lograr sin esas libertades, por ejemplo bajo regímenes estatales asistencialistas de carácter permanente, sino que ha generado un proceso de inclusión social masiva de grandes segmentos de la población que eran marginados hace cuarenta años. 
 
   Naturalmente la economía informal es un proceso con puntos a favor y en contra. En muchos casos, los comerciantes informales han llevado a la quiebra a varias empresas formales. Y han desanimado a otros a entrar en el mercado por la vía formal. Lo que se refleja en la demostración de que la verdadera economía de mercado requiere de institucionalidad, es decir, precisa de presencia del Estado, aunque sea solo para fijar las reglas de juego de la formalidad. Cuando esta presencia va más allá de custodiar las reglas de juego de la producción y del intercambio, como puede ser la calidad de lo que se intercambia en los mercados en relación a la salud de las personas, y en algunos casos quizás hasta la estructura organizacional de los mismos mercados, entonces el Estado se convierte en un estorbo a la economía de mercado y las personas optarán por la vía informal, tanto para vender como para comprar. 
 
   Pero el punto de fondo sigue siendo válido. De hecho, podemos afirmar que no hay inclusión sin mercados. La inclusión social, tan en boga hoy en día como discurso, es un simple conjunto de palabras si no encuentra debida contraparte en la inclusión económica. Solamente cuando las personas tienen acceso a los mercados de productos y de factores, vale decir a los mercados de consumo y de trabajo, se produce inclusión social. No cuando acceden a más ingreso producto de filantropía privada o estatal. La inclusión se produce por el mercado, y así la sociedad se obliga a “democratizarse”, a dejar que más decisiones queden en manos de la gente con poder de decisión. Y en el sentido de que toda economía informal, para subsistir en el largo plazo, tarde o temprano buscará la formalización y reclamará institucionalidad. De hecho, esto ocurrirá siempre que la economía informal se vaya sosteniendo más y más en una creciente acumulación de capital. 
 
   Es importante resaltar este punto, porque demuestra la otra vía por la cual la democracia se fortalece con la libertad. Si, como se ha demostrado por la experiencia, el progreso requiere de la libertad económica, y por otra parte, el incremento de las posibilidades o capacidades –por utilizar la categoría de Sen[72]– de los miembros de una sociedad la hace más democrática, al aumentar el acceso a más bienes y servicios por parte de más amplios segmentos poblacionales, entonces la libertad económica hace más fuerte a la democracia. Y no solamente en términos de mayor acceso a oportunidades, sino en lo que respecta a la extensión de la democracia a espacios sociales que no eran tradicionalmente accesibles a vastos segmentos poblacionales.
 
   Un tema de la mayor importancia es el de dilucidar este carácter activo del liberalismo, a partir de sus fundamentos clásicos. Para tomar uno de los referentes, cuando Adam Smith sostiene que la mejor forma de proveer de bienes y servicios a una sociedad es mediante la “mano invisible” del mercado[73], para lo cual implícitamente tiene que ser lo más libre posible –libre de coacciones, es decir, de regulaciones y controles, en el sentido de la “libertad negativa”– está atribuyéndole un papel activo a esa libertad: ser el motor de un sistema social –el mercado libre– que pueda proveer de la mejor manera los bienes y servicios que requiere una sociedad. 
 
   Dos siglos y medio después, otro referente liberal, Ludwig von Mises, planteaba similar responsabilidad del liberalismo, justificándolo como el primer movimiento político que quiso promover, no el bienestar de grupos específicos, sino el bienestar general, y que sus principios definen todo un modelo de civilización. Y Mises va más allá cuando establece que el liberalismo es el único que ha demostrado capacidad de crear riqueza y bienestar para todos y de elevar el nivel de vida de una población en constante aumento, posibilitando así también el florecimiento de los valores del espíritu[74].
 
   Dicho lo anterior, sosteniendo que la libertad económica es condición necesaria para alcanzar el máximo potencial de un territorio o de un país, es preciso aclarar que no es suficiente. Efectivamente, al propio tiempo, la libertad económica requiere la libertad política y cultural. Esto implica la construcción de espacios de tolerancia social para permitir canales de diálogo y negociación entre diversos individuos y grupos de la sociedad que permitan arribar a los acuerdos comerciales mutuamente beneficiosos, en el ejercicio de la libertad económica. Sin esa tolerancia, no será posible ni la libertad ni el progreso ni la construcción de las sociedades abiertas. Y, por cierto, tampoco es posible la democracia. 
 
    
 
   El pensamiento anti-progresista debilita la democracia
 
   Llegados a este punto, es inevitable preguntarnos algo. ¿Qué doctrina política ha hegemonizado el pensamiento político y económico, en distintos grados según las zonas del mundo, desde inicios del siglo pasado? Pues precisamente la ideología que está en las antípodas de la libertad: el socialismo. Desde los ojos de un europeo, puede pensarse que esto es una exageración cuando hablamos de “hegemonía”. Después de todo –podría decirse– José Rodríguez Zapatero o François Hollande no son socialistas que hayan impuesto, en sus países, regímenes políticos comparables a los de Stalin, Mao o el mismo Castro. Y la socialdemocracia europea no tiene punto de comparación con sus pretendidos símiles latinoamericanos como el PRI de México, el APRA de Perú o el peronismo argentino. No conculcan libertades individuales ni son enemigos del mercado. Entonces, ¿exageramos?
 
   Veamos. Si hoy la socialdemocracia europea es la fuerza política más importante es precisamente porque es la forma “amigable” de presentar al socialismo perdurable. ¿Por qué ese socialismo no da la cara? Porque no es “vendible” en Europa después de la caída del Muro de Berlín y del espectacular progreso que tuvo el continente a partir del colapso del comunismo desde los años ochenta. La manera de lavarse la cara, ha sido aceptar la economía de mercado, pero siempre con la atenuante de que tenga “rostro humano”, con esa vieja palabreja de “social” que substrae el contenido de la palabra que acompaña. Así, aparece la economía social de mercado, una versión “descafeinada” de la economía de mercado, intervenida hasta más no poder no solo en el nivel de los mercados de consumo y de trabajo, sino también en los mercados financieros. Con la resultante inevitable de una distorsión absoluta en el sistema de precios que orienta, o mejor dicho, desorienta a los tomadores de decisiones económicas hacia acciones erradas. Que esta, y no otra cosa, es la causa central de la actual crisis europea, también replicada en Estados Unidos por similares razones[75]. 
 
   Pero incluso con este señalamiento, sería desproporcionado plantear que personajes como Blair, Felipe González, Rodríguez Zapatero, Hollande, Mitterrand, o incluso otros cercanos ideológicamente como pueden ser Bill Clinton o Barack Obama, sean enemigos de la libertad. Lo único que indicamos es que en todos ellos, el pensamiento socialista ha calado en una medida importante, quizás no en el extremo de la lucha de clases y la resolución violenta del conflicto social, pero cuando menos sí en la justificación de un sobredimensionado papel del Estado en la intromisión en la vida de los ciudadanos, incluyendo de manera primordial, el aspecto económico de la vida social. De esto último, no hay duda alguna y simplemente basta observar el tipo de políticas que favorecieron cuando les tocó ejercer responsabilidades de gobierno. 
 
   No ha de olvidarse que la preeminencia del “estado de bienestar” europeo, que era hasta hace poco el modelo de desarrollo para el mundo, ha sido muy sólida desde hace tres décadas. Hoy, paga la factura con una crisis provocada en el centro de gravedad de ese modelo de welfare state, esto es, el despilfarro público, los desajustes fiscales que llevaron a la ilusión de que todos podían vivir como una sola clase de europeos. ¿Pero cuál fue el concepto matriz de este modelo? La doble idea de que no solo es plausible y deseable que quienes más producen compartan sus mayores beneficios con los que menos generan, sino que es posible y ético que todos disfruten de lo mismo independientemente de lo que hagan para producirlo. 
 
   Esto es el corazón de la idea del proyecto de la Zona Euro y de las políticas de los gobiernos socialdemócratas europeos. Este y no otro es el corazón de la ideología socialista desde su irrupción en la escena política mundial. Y este, y no otro, es el mismo talante del socialismo que impera hoy en América Latina y que ha producido a los Chávez, los Castro, los Kirshner, los Morales, los Ortegas y, en sus versiones extremas, a los tupamaros uruguayos, a los montoneros argentinos, a los senderistas peruanos o a las FARC colombianas. Con el condimento adicional, en el caso de Latinoamérica, de que aquí sí llega la receta completa, es decir, la intervención a ultranza del Estado en la economía con la conculcación de libertades y la exacerbación de la lucha de clases, con violencia incluida en sus más desgarradoras muestras.
 
    
 
   El gran desafío del liberalismo para con la democracia
 
   La concepción minimalista de la democracia le exime del deber de generar progreso y mejorar las condiciones de vida de las personas. Sin embargo el liberalismo sí tiene ese deber. Es entonces el verdadero pensamiento progresista, si entendemos que “progresista” significa “defensor e impulsor del progreso”. 
 
   Aunque en la literatura el término “progresista” ha sido capturado por el socialismo. Imaginémoslo tan solo un momento: ¡por el socialismo! Precisamente el marco mental de ideas que es más contrario al progreso. Pero, ¿en qué sociedad el socialismo ha generado progreso o algo parecido? ¿En la ex Unión Soviética? ¿En la China de hoy que vive un resurgimiento precisamente en los territorios donde más impera el capitalismo más salvaje? ¿O quizás en Cuba, donde los propios cubanos son marginados del consumo que únicamente los turistas que llegan con sus capitalistas dólares o euros pueden darse el lujo de disfrutar? 
 
   Nuevamente, la sentencia de Revel respecto a lo que denomina “el arte de pensar socialista” se hace patente. El propio Revel postula que el socialismo tiene un doctrinario “odio al progreso”, identificando el origen de este en Rousseau, al que consideraba uno de sus padres fundadores. Considera el filósofo francés que El contrato social es “un manifiesto virulento contra el progreso científico y técnico, factor, según él [Rousseau], de regresión en la medida en que nos aleja del Estado natural”[76], lo que demuestra, para Revel, que es un texto contra-ilustrado, por estar en contraposición al espíritu de la Ilustración, a pesar del común parecer de muchos que lo identifican, precisamente, como uno de los pensadores ilustrados más destacados.
 
   No existe evidencia empírica en que la aplicación de las recetas socialistas –en sus dos grandes versiones de comunismo totalitario y social-democracia– hayan generado progreso. Los regímenes que se autodefinen algunas veces como socialistas en países en los que ha habido progreso económico, social, cultural y político, han aplicado, en todos los casos, políticas de marcado corte liberal –en mayor o menor grado– y en todos los casos –a excepción de China– se han desarrollado en el largo plazo, en el marco de democracias liberales. Lo que no significa que por tiempos específicos, ante las necesidades de paliar importantes déficits estructurales, no haya sido posible encontrar el progreso bajo regímenes distintos, incluyendo tanto dictaduras totalitarias como democracias poco liberales en lo político pero muy liberales en lo económico. Sin embargo, en el largo plazo, repetimos, el progreso sostenido requiere a la democracia liberal. El verdadero progresismo es del liberalismo. Su teoría y su praxis orientan sus acciones hacia el progreso continuo. 
 
   La preservación de la libertad se vuelve una condición imprescindible para ese cuidado por la democracia liberal. Y ese es el elemento clave para asumir el desafío, pues la bisagra entre democracia y progreso es la libertad, en sus aspectos económico, político y cultural. Esa libertad que empieza por garantizar los límites del gobierno en las actividades privadas, así como los límites del tamaño del aparato estatal más allá de lo óptimo para el eficiente y eficaz funcionamiento de las labores del servicio público. Las amenazas a la libertad son también las amenazas al tipo de democracia que genera progreso, que a la luz de las premisas, no puede ser otro que la democracia liberal. Nuevamente, la democracia liberal no garantiza el progreso. No existe infalibilidad de la democracia porque no hay conexión lógica entre “gobierno de la mayoría” y certeza o verdad. A la democracia hay que ayudarla a “hacer su trabajo”, para lo cual no alcanza con realizar el acto de votación cada cierto tiempo. 
 
   Es indudable que existen muchos factores que pueden afectar los mejores propósitos de progreso que quiera favorecer la mejor democracia que se pueda construir. Por ejemplo, guerras externas, terrorismo, catástrofes climáticas, los ciclos económicos mundiales, etc. pueden afectar negativamente la ejecutoria de desarrollo de una colectividad. Sin embargo, la experiencia enseña también que las economías que privilegian la libertad están en mejor posición para afrontar el desafío del progreso. Un caso emblemático queda graficado en la situación actual de las dos Coreas. 
 
   Se pueden construir democracias sin libertad, ateniéndonos a la definición minimalista de la democracia. Pero la naturaleza de esta clase de democracias es siempre contradictoria, inestable, divergente y, por tanto, se condenan tarde o temprano, a su agotamiento como modelos de gobierno. Quizá en algunas circunstancias, cuando se sostienen en poderosos financiamientos provenientes de la explotación de ciertos recursos naturales, de subsidios indiscriminados de países con recursos económicos o de soportes de potencias económicas que generalmente tienen propósitos imperialistas, esas democracias anti-liberales pueden presentar resultados aparentemente favorables, en el corto plazo. Pero a la larga, como revela la experiencia, se agotarán. 
 
   No es difícil identificar que los ataques a la democracia liberal suelen tomar la forma de los repudios a la democracia representativa, cuyos argumentos ya hemos analizado previamente. Y, de nuevo, hay que precisar las relaciones causa-efecto. Pueden existir democracias representativas que no se correspondan con democracias liberales, pero no puede haber democracias liberales que no sean también democracias representativas. En el fondo, cuando se habla de crisis de la democracia representativa –implícitamente de la propia democracia liberal– se atañe al hecho de que los resultados no son los mejores. ¿Qué resultados? Los que impactan en el progreso y el desarrollo. Un progreso en la máxima extensión de su significado, no solamente económico, y un desarrollo compartido para la mayor cantidad de personas, también, no solamente económico. Por eso mismo, las críticas a la democracia representativa se deben, en realidad, a la ausencia de representantes que consigan esos resultados deseados.
 
   Sin embargo, similar pedido de resultados puede –y debería– aplicarse a las acciones derivadas de la democracia directa, sea que, como en el mundo idealizado de Rousseau, el pueblo pudiera directamente tomar decisiones, o si, en una variante de democracia participativa dura, se realizaran dichas acciones a través de ciertos elegidos, muy controlados, vigilados y regulados, desde luego, por el mismo pueblo. Nada garantiza, desde el punto de vista lógico, que bajo cualquiera de las variaciones de la democracia directa, las elecciones y las decisiones vayan a ser más efectivas y conducentes a los mejores resultados. Es más, al no proporcionar condiciones para la libertad, en la mayoría de casos la democracia directa podría imposibilitar la consolidación de un Estado de derecho, con reglas de juego estables, que no permitirían desplegar al máximo el capitalismo. Pero esta discusión, que tiene que ver con la tesis de Fukuyama, no encuentra aquí el espacio para ser ventilada.
 
   Pero el ataque al modelo de democracia liberal también puede venir desde los fascismos más encarnizados, que no reconocen ningún mérito a la democracia sino al verticalismo dictatorial. Desde esta vertiente, es mucho más evidente que los fracasos de la democracia los alimenta el sustento falaz de que solo se progresa en dictadura. Estas posturas defienden que los cambios que requieren países que exhiben altos porcentajes de pobreza o de tanta ingobernabilidad –como Bolivia, México, Ecuador o Perú– no pueden realizarse sino bajo gobiernos dictatoriales, que permitan que el Estado tenga total control sobre lo que haya que hacerse para cambiar la realidad. Es fácil comprender, examinando estos aspectos, que los extremos se unen. Tanto desde las izquierdas radicales como de las derechas también radicales –si se puede apelar a tal “geometría política”–, las amenazas a la democracia liberal son permanentes y se sustentan en un solo argumento: que la democracia no se come, que la democracia no se siente, que la democracia no genera progreso. De tanto repetirlo, a veces existe la tentación de admitirlo.
 
   Estas reflexiones han terminado por llevarnos a hacer nuestro el argumento hayekiano de que merece la pena salvaguardar la democracia para garantizar su predominancia como el mejor sistema de gobierno. Pero añadimos que eso requiere condiciones adicionales en sociedades en formación, donde la ciudadanía efectiva no es mercancía extendida. Principalmente requiere de una masa crítica que sea capaz de educar en valores propios de la democracia liberal a las grandes masas, masas de todos los estratos sociales.
 
   Para ello, como hemos examinado, hay que ayudar a la democracia. Y ahí viene el desafío. Hay que sustentar la democracia precisamente confrontando lo que las doctrinas del “ciudadano total” o del “gobierno dictatorial”, han hecho su pilar principal: que la democracia liberal es solo un instrumento de opresión de clase y retraso de los más pobres. Nosotros sostenemos que es exactamente todo lo contrario: que la democracia liberal sí genera progreso, que está obligada a hacerlo en consistencia con el credo liberal y que, de hecho, cualquier democracia pretendidamente liberal que no lo hace es porque solo es de forma y no ha interiorizado todo lo necesario el componente de libertad que despliegue todo su potencial para generar progreso, oportunidades y bienestar para más y más personas.
 
   En democracias construidas sobre la base de sociedades con bajo grado de ciudadanía, es decir, compuesta más por pobladores que por ciudadanos, se elevan las probabilidades de que el sistema democrático produzca gobiernos y líderes con baja capacidad de responder a las demandas. Cuando esto ocurre, los peligros de expandir el aparato estatal para paliar las deficiencias de gobierno generan un efecto multiplicador perverso que retroalimenta el peligro contra la democracia.
 
   Dicho lo anterior, es excesivo –y hasta malintencionado– plantear que democracia y liberalismo son conceptos opuestos. Solo pueden serlo si se considera, como erróneamente se ha deslizado a veces, que la democracia es sinónimo de igualitarismo. Aquí hay que tener otras salvaguardas. El igualitarismo no es lo mismo que la igualdad. La democracia liberal requiere la igualdad de derechos, una igualdad ante la ley. Pero el igualitarismo, en la interpretación que se le ha dado desde las visiones colectivistas, es una visión del mundo que implica la garantía de la igualdad en los resultados de las condiciones humanas, independientemente de las acciones humanas realizadas para generar esos resultados. Este tipo de ecuación entre democracia e igualdad es la que termina negando, tarde o temprano, a los objetivos de la primera. No es más democrática una sociedad igualitaria en términos de resultados. En cambio, sí lo es cuando las prácticas democráticas se extienden a más segmentos de la sociedad, en el marco de las limitaciones normativas que sean establecidas en cada espacio de ejercicio democrático, generando la igualdad de oportunidades y consolidando la igualdad de derechos ante la ley.
 
   Cuando se entiende a la democracia en su sentido procesal y jurídico, como el medio para tomar decisiones y alternar a los encargados de ejercer el poder en los diversos ámbitos en que se despliega la acción pública, entonces la relación entre democracia y liberalismo es insoslayable. Pues, si bien es cierto que lo opuesto a la democracia es la dictadura y lo opuesto al liberalismo es el totalitarismo, por tomar la célebre clasificación hayekiana, en la práctica un gobierno dictatorial podría garantizar, a lo sumo, la economía de mercado, pero no un régimen liberal, el cual requiere el resguardo de las libertades políticas, económicas y culturales y, consecuentemente, los límites del gobierno. Estos límites que, en presencia de las dictaduras, que no queden dudas, resultan ser los menos estrictos.
 
   El tipo de democracia que construye progreso, requiere el desafío de preservar la libertad para alcanzarlo y hacerla cada vez más activa como motor del desarrollo. Desafío que es tal, porque la lucha por la preservación de la libertad nunca ha sido tarea fácil. De no hacerlo así, la democracia no solo se asfixiará por la intromisión excesiva del Estado en los asuntos particulares, con la justificación de que así se mitigará la pobreza de muchos, sino que la pobreza de sus resultados en términos de progreso extendido preparará el caldo de cultivo para alentar proyectos aventureros de caudillos populistas y dictatoriales. Este es el reto para la América Latina de las dos primeras décadas del siglo XXI. Para conservar una democracia que nos impulse al futuro, o para expedirle su certificado de defunción.
 
    
 
   Protegiendo a la democracia
 
   A estas alturas, debe quedar claro que cualquier reivindicación de la democracia y solicitud para protegerla está en el sobreentendido de que se trata de una democracia liberal, no de una democracia totalitaria. Este debería ser el ideal democrático que defender. Al menos, en el contexto de los argumentos presentados en este libro. Pero la realidad marca matices. La democracia que defienden muchos latinoamericanos de buena fe puede incorporar fuertes elementos de totalitarismo, si se requiere de este para hacer eficaz a aquella. Y, mientras sea necesario, no queda más que seguir considerando a la democracia liberal como una construcción pendiente.
 
   ¿Cuál es el desafío para los ciudadanos latinoamericanos, especialmente los más jóvenes, en la construcción de democracias liberales duraderas en los países de América Latina? El desafío es hacerlas viables, sostenidas, permanentes. Y solo es posible hacerlo si se construye una democracia que genere progreso. En otras palabras, la democracia “debe verse” en la mejora del nivel de vida de las personas. La democracia con miseria socava el espíritu democrático. Los más pobres no pueden decodificar la democracia si esta no se traduce en progreso. Un progreso que no solo es económico, sino que es también materializado en mayor seguridad pública, confianza en las leyes y su aplicación y mejores condiciones de convivencia mutua. 
 
   En América Latina, hay experiencia concreta de que las cosas funcionan así. Y no desde ahora. Es muy peligroso que exista una masa crítica muy grande de personas que tienen nada o poco que perder. La gente comprende intuitivamente que la democracia tiene que servir para algo. Al menos, ese es el rasero sobre el que se mide cualquier sistema político en un país que alberga a millones de pobres y pobres extremos. Difícil no mirarlo así, en el mundo real. Es imprescindible entonces comprender que la democracia no es un fin en sí misma, sino un instrumento de convivencia social y de sistema de gobierno, cuya idoneidad, en la práctica, tendrá que ser siempre sometida al juicio de su adecuación a bienes superiores a los que debe servir. Estos bienes superiores son, a nuestro juicio, la preservación de las libertades y la permanente orientación hacia el progreso sostenido de los miembros de la sociedad. Claramente, hablamos de las libertades políticas y económicas, así como del progreso sostenido, muy distinto del aparente que puede ofrecer el welfare state. Como corolario, se hace imprescindible someter a tal democracia a permanente escrutinio para garantizar que no se desvía de su naturaleza y de sus funciones, a los efectos de que pueda cumplir el objetivo de logro respecto de esos bienes superiores a los que debe servir. 
 
   Ciertamente, en sus postulados originales no existe intrínsecamente un deber de la democracia por generar progreso y bienestar. Y, de hecho, nosotros nos adherimos a la posición minimalista sobre la democracia. Pero no podemos soslayar que, en el mundo de la política real, la gente termina descargando sus baterías de exigencia a la democracia. No habla de que no funciona el Estado, al no proveer las condiciones para el desarrollo, sino se carga contra la democracia, en última instancia. 
 
   En teoría, no hay conexión entre la visión minimalista de la democracia, constreñida a su espacio procedimental, y otra clase de exigencias, por lo que su sostenimiento debiera depender de la transparencia de esos procesos para elegir y ser elegidos. Esto puede ser tamizado objetivamente. Pretender que la calidad de la democracia sea juzgada a partir de su capacidad para producir líderes que estén mejor capacitados para llevar a sus sociedades hacia el progreso obliga a incorporar subjetividades de diversa naturaleza y color ideológico. Por consiguiente, la posición minimalista salvaguarda la democracia ante las eventualidades de los malos gobiernos. 
 
   Pero esto, que es claro desde la teoría, claramente no se condice con la realidad, incluso con la realidad latinoamericana, donde la gente suele exigirle más a la democracia de lo que es capaz de ofrecer. En Europa es diferente, pues las crisis económicas se tramitan en conflictos que hacen caer gobiernos, como recientemente ocurrió en Grecia, Italia, Portugal y en las mismas España y Francia. Sin embargo, en América Latina es distinto. Porque, ¿puede imaginarse un régimen democrático, perfectamente prístino en sus procedimientos, con representantes de primer nivel, que trabaje en un entorno de gran estabilidad e incluso de crecimiento mundial, que al propio tiempo fracase en el logro de hacer progresar a su sociedad y que, aun así, logre mantenerse por mucho tiempo? Por tanto, aunque no nos adherimos a la visión maximalista de la democracia, admitimos que a la larga o a la corta las exigencias planteadas a ella van a prevalecer. En los hechos, por tanto, la democracia debe atender esas exigencias, aunque en la teoría no tenga ese deber.
 
   El “puente” entre la democracia y el progreso, por consiguiente, es la libertad económica, entendida como se ha explicado. Sin una democracia que privilegie la construcción de los pilares de esa libertad no solo se limita el progreso; también se pone en peligro la existencia misma de la democracia en países como los de América Latina, en los que el conflicto social termina por minar las bases mismas de la democracia. De la democracia liberal, sea dicho.
 
   


 
   
 
  




 
    
 
   CAPÍTULO VI
 
   CONFLICTO SOCIAL Y DEMOCRACIA
 
    
 
   El conflicto como desafío a la democracia liberal
 
   ¿Qué está amenazando, en este tiempo, a la democracia liberal, de manera directa? El creciente conflicto social que ha alcanzado cotas insospechadas en la casi totalidad de países latinoamericanos. Al empezar la segunda década del siglo XXI, si existe algún tema de agenda política de real vigencia en cualquier país latinoamericano, inclusive los más estables, este es sin duda el conflicto social.
 
    Desde los levantamientos de Chiapas hasta las insatisfacciones con el gobierno de Felipe Calderón por la desbordada inseguridad ciudadana. Desde las confrontaciones entre el Estado y los pueblos nativos amazónicos hasta los asuntos medioambientales y los remanentes del terrorismo maoísta en Perú. Desde las protestas de ganaderos hasta la controvertida pretensión gubernamental por tomar la prensa en la Argentina. Desde la reiterada actitud de Hugo Chávez de permanecer en el poder ajustando las leyes electorales a medida hasta las diversas reacciones por las nacionalizaciones de comercios e industria en Venezuela. Desde las reacciones ante las estatizaciones promovidas por Evo Morales hasta las protestas por la defensa de la autonomía de la mitad más productiva de Bolivia. Desde los hechos que propiciaron la salida de Zelaya de Honduras hasta los que aceleraron la destitución de Lugo en Paraguay. O desde las protestas estudiantiles hasta las reivindicaciones de los mapuches en Chile. ¡En Chile! Donde se suponía que ya habían enrumbado al desarrollo sostenido y consolidado una democracia liberal que era la envidia del resto de latinoamericanos. 
 
   En todos estos casos, se configura un escenario caracterizado por un conflicto que llega a percibirse, por la opinión pública, como incompatible con una relación sostenible entre el Estado y la sociedad. Y, a veces, como un indicio peligroso de una inviabilidad de país que aparece factible ante ciertos desbordes de los actores del conflicto. Afrontemos la realidad: la magnitud del conflicto social de estos días puede cambiar el mapa político de América Latina, consolidando espacios territoriales que puedan exigir, eventualmente, incluso reconocimientos nacionales autónomos, en el seno de ciertos países con precaria institucionalidad. Esto revela la magnitud de la seriedad de la amenaza del conflicto social y la urgencia de que tenga las adecuadas respuestas políticas desde los encargados de ejercer las tareas de gobierno. Por tanto, el conflicto social constituye un fértil campo de investigación y exploración intelectual, cuya complejidad hace imprescindible examinarlo desde distintos ángulos y enfoques renovados, ya que los hasta ahora vigentes, que en su mayoría, para el caso latinoamericano, se han enfocado dentro del marco teórico del marxismo y la lucha de clases, han demostrado que ya no son suficientes para explicar esta complejidad ni para proveer las soluciones.
 
   ¿Por qué nos detenemos a examinar el conflicto social? Porque expresa descontentos no resueltos en el seno de las sociedades y en América Latina, y esos descontentos terminan, de una u otra forma, cuestionando la vigencia, cuando no la legitimidad, de la democracia. Cuando ocurren en Europa, como en el reciente caso de los “indignados” o de las protestas por el retiro del “estado de bienestar” ante la crisis económica del continente, no ponen en riesgo la democracia liberal sino los gobiernos. Entonces el problema pasa por cambiar de gobernante. Esto se hizo, hace poco, en Grecia, Francia, Italia, Portugal e incluso en España. Pero no ocurre lo propio en América Latina. Sin importar cuál sea la causa de los conflictos, la gente suele encontrar como “culpable de última instancia” a la misma democracia. En particular, ese señalamiento de culpabilidad es más contundente cuando se trata de la democracia liberal. Por eso, es imprescindible analizar algunas trazas teóricas centrales de la naturaleza de los conflictos sociales y por qué deviene en detrimento de las democracias liberales en sociedades como las latinoamericanas. 
 
    
 
   El conflicto inherente a la sociedad
 
   Como explicamos en el modelo sistémico de relacionamiento Estado-sociedad, tanto el Estado como la sociedad se vinculan a través de subsistemas, que interactúan dentro de un gran supra-sistema cultural, que establece los términos implícitos de la relación Estado-sociedad a través de cada subsistema. Consecuentemente, lo lógico es que el conflicto se tramita precisamente a través de los canales de relacionamiento entre el Estado y la sociedad, donde lo cultural es el gran marco del conflicto. El conflicto es así, inherente a las relaciones sociales, por lo que lo esperable es que se produzca siempre que existen agrupaciones humanas, y que su magnitud y proliferación se incrementen en relación al tamaño y la complejidad de tal colectivo humano. El conflicto es, entonces, de naturaleza multiplicativa, multifacética y multilateral, además de diverso y caótico. Y, también, intrínsecamente vinculado a las relaciones de autoridad que el Estado ejerce sobre la sociedad.
 
   La sociedad y el Estado son construcciones pendientes siempre y en cualquier país, sea desarrollado o no. ¿Por qué? Porque son entidades vivas, parte de un orden evolutivo que las hace transformarse permanente y continuamente. Las sociedades con el resultado de la evolución materializada a través de infinitas relaciones entre individuos, por un lado, y entre estos y el Estado. Por tanto, siempre y en todo momento y lugar, están cambiando y configuran construcciones dinámicas no completadas por definición. La “construcción social”, si algo así puede existir[77], es siempre una construcción incompleta, por definición. Una revisión histórica muestra que esta construcción se realiza siempre a través de relaciones de conflicto social. De hecho, todo conflicto puede verse como una manifestación del caos. La teoría del caos acepta al mundo tal y como es: una imprevisible totalidad. Surge de la renuncia a la ilusión del orden. La complejidad del mundo ha llevado metodológicamente a simplificar la realidad, a abstraer la naturaleza para hacerla cognoscible y a la dualidad. Pero la tendencia a ordenarlo todo colisiona con la misma realidad que se busca explicar, cuya naturaleza es de ser irregular, imprevisible y discontinua. La búsqueda de una explicación a los fenómenos complejos e irresolubles mediante fórmulas, en un mundo con tendencia general al desorden, pero que al mismo tiempo es un desorden que no implica confusión, configuró la teoría del caos. Los sistemas caóticos se caracterizan por su adaptación al cambio y, en consecuencia, por su estabilidad. Las leyes del caos ofrecen una explicación para la mayoría de los fenómenos, desde el origen del universo a la propagación de un incendio o a la evolución de una sociedad. ¿Por qué se insiste en el autoengaño del orden? El problema parte del concepto clásico de ciencia, que exige la capacidad para predecir de forma certera y precisa la evolución de un objeto dado, es tan reduccionista como audaz y alejada de la realidad. Y llega al abuso de la razón hasta provocar una verdadera actitud anti-científica, al postular que todo es predecible y “racionalizable”. 
 
   Pero ¿por qué se produce el conflicto? ¿Cuál es su fuente? Como paso previo para ensayar una respuesta, es útil delimitar lo que se debe entender como conflicto social. Siguiendo la definición clásica de Lewis Coser, se conceptúa en el presente ensayo que un conflicto adquirirá la categoría de “social” cuando transcienda la esfera individual y se origine en la propia estructura de la sociedad, entendida esta como el sistema colectivo que comprende la organización social y los valores de los miembros de una sociedad[78]. A partir de esta definición, los conflictos no sociales serán los que se originen en el ámbito de lo estrictamente individual, pero además, cuyo origen no esté en la estructura de la sociedad. No todo conflicto entre miembros de la sociedad configura conflicto social. Tampoco es necesario que el conflicto social se manifieste en movilización de masas. Por tanto, lo que interesa para catalogar y, posteriormente, analizar el conflicto[79] es encontrar un origen de este en algún aspecto de la estructura misma de la sociedad.
 
   El análisis tradicional del conflicto social en América Latina ha situado el centro de gravedad del problema en la lucha de clases. Esto significaba, de una u otra manera, que el conflicto social era resultante de fuerzas en lucha que, además, tenían fuertes contenidos psicológicos que representaban Estados de ánimo individuales, las cuales materializaban, por un lado, descontentos ante la desigual distribución de la riqueza y, en algunos casos, el empobrecimiento o la pauperización de ciertos segmentos de la sociedad, mientras que por otro reflejaban la conservación de posesiones, el temor y la reacción de otros grupos sociales ante las pretensiones de quienes amenazaban con desposeerlos que lo que habían adquirido.
 
   El presente capítulo pretende mover este centro de gravedad hacia otros elementos propios de la estructura social latinoamericana y que podrían explicar mejor otras aristas del conflicto social que, a nuestro juicio, ya no son satisfactoriamente explicadas por la visión tradicional. Es un estudio básicamente en el nivel conceptual y, por ende, un punto de partida para uno más profundo en el contexto de una investigación más extensa, que debiera enfocarse país a país, incorporando otras variables de detalle que expliquen peculiaridades que no pueden ser abarcadas por el análisis general. 
 
    
 
   La visión tradicional
 
   La visión más tradicional enmarca la problemática del conflicto dentro de la lucha de clases que postula la teoría marxista[80] como motor de la dinámica de la historia y de la evolución social[81]. Lucha que se produce por la confluencia de asimetrías en la distribución de la riqueza y de las reacciones psicológicas ante tales desigualdades. Que se transforma en conflicto social y que se torna tan permanente como lo son la existencia de desigualdades y las reacciones psicológicas ante ellas.
 
   Entonces, para el marxismo, el conflicto es el principal factor estructural de la historicidad de las sociedades. Marca el ritmo de la historia y, en tal sentido, existe una permanencia de la presencia de los conflictos en toda sociedad, pues el conflicto es siempre inherente al individuo, y por ende, a la vida en sociedad. El conflicto aparece entonces como el principal motor de la historia, porque tarde o temprano genera impactos y transformaciones, que pueden observarse violentamente o sutilmente. Además, los conflictos sociales representan confrontación de intereses y estructuran un escenario dialéctico de oposición entre individuos que defienden una situación beneficiosa para ellos y otros individuos interesados en cambiar dicha situación, porque no gozan de esos beneficios. 
 
   Lo interesante en el análisis de Marx es que tales beneficios, o la ausencia de estos, provienen básicamente de una condición: la pertenencia a una clase social. Porque la pertenencia a una clase social definía, a su vez, la propiedad, o no propiedad, de los medios de producción, esto es, los recursos que permiten producir. Y en el modo de producción capitalista, esto es decisivo. ¿Por qué? Porque en el modo de producción capitalista, a diferencia del modo de producción socialista, quienes poseen los medios de producción son los que a su vez tienen el capital, que les da la capacidad de contratación de la fuerza de trabajo para hacer funcionar dichos medios de producción. ¿Y quiénes conforman la fuerza de trabajo? Los que no poseen medios de producción, y mucho menos el capital. Incluso podría ocurrir que el trabajador posea ciertos medios de producción, pero no el capital suficiente para hacerlos trabajar. En este caso, también tendría que emplearse para subsistir, ya que no hace nada con los medios si no posee el capital que los hace producir.
 
   Por tanto, el conflicto marxista queda muy bien definido. Se origina en las relaciones sociales de producción capitalista, por las cuales, los poseedores de esos medios interactúan con los que solo cuentan con su fuerza de trabajo. Las relaciones de producción quedan definidas por las formas de división del trabajo y por las formas de propiedad sobre los medios de producción. 
 
   En el contexto de esta visión, toda sociedad configuraba un escenario de confrontación de clases sociales que explicaba una parte fundamental del cambio social. No lo hacía en su totalidad, pues el cambio social era también el resultante de fuerzas exógenas a la sociedad, que actúan desde fuera de ella, como por ejemplo el medio geográfico, el clima, los desastres naturales y demás. Pero otra parte del cambio se explicaba por la presencia de fuerzas endógenas de cambio, nacidas del propio sistema social, resultantes del funcionamiento y de la estructura del mismo sistema. En otras palabras, la propia dinámica del sistema social originaría las fuerzas que lo irían transformando, a partir de confrontaciones dialécticas y precisamente a través del procesamiento de las relaciones de conflicto entre miembros de la sociedad. 
 
   De este modo, en la visión marxista el conflicto está inscrito en la naturaleza misma de la organización social y provoca en ella no solo el cambio, la evolución y, en algunos casos, las revoluciones, sino que también genera su propia historia. En línea con esta lógica, el interés metodológico del análisis marxista se centra exclusivamente en la lucha de clases, lucha que resulta de las contradicciones estructurales de la sociedad como resultado de la desigual distribución de los medios de producción y que debe conducir invariablemente, por un determinismo histórico, a la resolución del conflicto mediante las revoluciones. Es decir, con cambios bruscos y radicales que dan por resultado la sustitución absoluta de unos individuos que detentan el poder, la autoridad y el control social por otros individuos que poseen la característica esencial de pertenecer a la clase social sojuzgada por la clase a la que pertenecen los primeros. Esta solución revolucionaria es la que permite el cambio social para alcanzar un orden en que se reemplace el Estado que perenniza la distinción de clases, por otro Estado que esté conformado por una sola clase social, que sería la vencedora de la revolución: el proletariado.
 
   La revolución se convierte así, en el correlato necesario de la lucha de clases y de la solución última del conflicto social, hasta el punto en que todo lo que antecede a una revolución, no contribuye más que a construir un sistema de oposición de clases que, una vez llegado su punto extremo de maduración, acabado o perfección, simplemente alcanza su estadio de contradicción máxima, destruyéndose a sí mismo, para dar lugar a un sistema nuevo, que a su vez se construye progresivamente, en reemplazo del anterior. Por tanto, el tiempo de la revolución es el único tiempo en que se hace historia, pues todo lo demás solo prepara las condiciones para la revolución.
 
   La generalización marxista es congruente con todo su andamiaje conceptual en lo político, pues si todo conflicto es únicamente resultante de confrontación de clases sociales, la eliminación de estas por efecto de la igualdad de todos los miembros de la sociedad eliminaría también todo conflicto social. Marx creyó en el advenimiento de una sociedad sin clases tras la desaparición de la propiedad privada, lo que sería entonces la solución al conflicto social, con lo cual claramente entendía que la sociedad capitalista constituía el estadio más propicio para que este conflicto se extremara y, por consecuencia, también se intensificara su solución. Esto es muy comprensible, teniendo en consideración que, en la sociedad capitalista del siglo XIX, la propiedad y el control de los medios de producción, aparecían indisolublemente vinculados. Sin duda que de esta idea es muy fácil deducir que se hace importante la existencia de una entidad que pueda producir esa igualdad, que no se produce por orden espontáneo, sino que hay que generarlo deliberadamente. Esa entidad tendría que poseer suficiente poder y autoridad como para alzarse como el gran ordenador, el gran regulador de la sociedad, para conducir a sus miembros a la resolución del conflicto madre de todos los conflictos, que sería la desigualdad social. Desde luego, tal entidad tendría que ser el Estado.
 
    
 
   Una mirada alternativa al conflicto social
 
   Marx comprendió acertadamente que tales relaciones de conflicto son intrínsecas a la esencia de la sociedad misma y su gran logro estriba en ubicarlo en una posición central del análisis social. Sin embargo, el devenir histórico del siglo XX puso en evidencia algunos hechos que no eran consistentes con la predicción marxista. De hecho, la evidencia empírica mostró que gran parte de los conflictos no respondían a cuestiones vinculadas a la tenencia desigual de la propiedad privada y de los bienes materiales, sino que también se relacionaban con bienes inmanentes como la libertad o la defensa del medio ambiente, por ejemplo. 
 
   Además, la evidencia empírica mostró que las revoluciones no constituyen una consecuencia inexorable de la historia, sino que son hechos esporádicos que ocurren bajo condiciones muy particulares, las cuales tampoco son siempre consecuencia de una desigual distribución de los medios de producción. Incluso si se concibe un perfecto sistema de oposición de clases, que cobija relaciones dialécticas predecibles, no tiene que desembocar necesariamente en una revolución, sino que por regla general da lugar a constantes transformaciones del propio sistema: transformaciones que podrían ser también el resultado de relaciones dialécticas que podrían permitir al sistema perpetuarse mediante la evolución, en vez de la revolución. De hecho, la constatación histórica permite observar que es más común, en todo caso, la evolución expresada en cambios progresivos de estructura que no entrañan necesariamente, o bruscamente, la sustitución de personas o grupos dominantes, sino en todo caso la sustitución de agendas y prioridades políticas que abren paso a nuevos actores que antes pudieron estar marginados.
 
   El énfasis metodológico marxista fue desafiado desde la identificación de sus carencias, lo que dio lugar a otras visiones alternativas. Una de las más interesantes, aunque no por eso tan radical, es la de Lewis Coser, para quien todo conflicto es un proceso de lucha por los valores y por el estatus, el poder y los recursos escasos, en el curso de la cual los oponentes desean neutralizar, dañar o eliminar a sus rivales. Aunque ya no considera directamente la lucha de clases como fuente del conflicto, la visión de Coser sitúa la disputa por los recursos escasos como uno de los motores del conflicto, aunque lo relativiza poniéndolo a la par de otros factores también relevantes como los valores, el estatus y el poder. Toma la forma de conflicto social cuando transciende lo individual y la fuente de este proceda de la propia estructura de la sociedad[82]. 
 
   Otro importante enfoque alternativo que resulta particularmente útil para avanzar en la línea de análisis del presente ensayo es el modelo de conflicto de Dahrendorf[83]. Este enfoque plantea que no es suficiente explicar los conflictos sociales desde lo distributivo o lo psicológico, como si resultaran exclusivamente de las disparidades de riqueza y de los sentimientos o de las emociones de los miembros de la sociedad, expresados en el resentimiento producido porque unos tienen lo que otros carecen. Según este análisis, la reducción del conflicto al problema dialéctico de las clases sociales sobre-simplifica la complejidad subyacente a este, porque la variedad de los sub-segmentos de la sociedad da lugar a la enorme variedad de intereses, los cuales unas veces están ligados a lo que se puede entender[84] como “reivindicaciones de clase”, y otras veces, no lo está. 
 
   La “clase” es vista solo como uno de los grupos de interés de la sociedad y la “lucha de clases” no es más que uno de los conflictos de intereses que confronta a diversos grupos de interés. Por tanto, es una sobre simplificación situar el origen de los conflictos de clase en la propiedad de los medios de producción, ya que es posible la disociación entre propiedad privada de los medios de producción y el control sobre ellos. En el capitalismo moderno, la propiedad está a menudo diseminada entre miles de accionistas que no ejercen control alguno sobre el uso de los medios de producción. Este manejo se encuentra, usualmente, en manos de tecnócratas y burócratas del sector privado. E indirectamente, dependiendo de su grado de intervención, también termina en manos de tecnócratas y burócratas del sector público. 
 
   Así, siguiendo el andamiaje teórico y las categorías marxistas, sería el control sobre los medios de producción, más que la propiedad de estos, el factor esencial y primordial del conflicto de clases. Y, si no se siguieran los parámetros del análisis marxista, habría que prescindir del concepto de clase, para concluir que el control sobre los medios de producción, y no la propiedad privada sobre ellos, es el factor fundamental del conflicto entre los grupos que conforman las sociedades. Esta es la piedra angular del enfoque del conflicto de Dahrendorf, que abre nuevas vías de entenderlo, incorporándolo a una concepción dinámica evolutiva de la sociedad y alejándolo de la concepción estática de la revolución como gran ordenadora del conflicto social. 
 
    
 
   Los orígenes del conflicto: de la “clase” al “grupo de interés”
 
   Dahrendorf buscó las fuentes estructurales del conflicto social más allá de los aspectos psicológicos o éticos que surgían de una situación estructural de desigualdad, y plantea, en cambio, que hay que buscarlas en el modo en que funciona objetivamente la estructura de la organización social. Encontró que lo esencial, en cualquier estructura social, es decir, el común denominador de las sociedades, más allá incluso si se trata de sociedades políticas o religiosas –e incluso anarquistas– es la autoridad. Pues, de hecho, es lo que le da cohesión a la organización social y lo que la define, ya que es inconcebible sin la autoridad. Porque en toda colectividad hay siempre personas o grupos que ejercen autoridad y personas o grupos sujetos a esa autoridad. 
 
   Es un hecho ineludible que la autoridad existe en toda colectividad humana, porque forma parte de la misma estructura social. Puede presentarse en formas diferentes y ejercerse de formas diversas, dependiendo de factores culturales o de los escenarios sociales que dicte la real politik. Entendiendo que toda sociedad, para funcionar, lo hace a partir de relaciones de autoridad, Dahrendorf establece que la principal fuente estructural de conflictos sociales no es la desigual distribución de los medios de producción, sino la desigual distribución de la autoridad. 
 
   Para entender mejor este planteamiento, es decir, por qué la autoridad está en la base de la estructura social, es conveniente partir de la distinción entre autoridad y poder. Siguiendo a Max Weber[85], el poder refleja la posibilidad o la capacidad de un individuo cualquiera, implicado en una relación social, de conseguir lo que quiere contra toda resistencia que se le oponga, independiente de la base moral o legal sobre la que se fundamente esa posibilidad o capacidad. El poder se define en relación con el individuo y sus posibilidades y capacidades. Puede depender de la fuerza física de un individuo, de su talento, de su carisma, del lugar que ocupa en una estructura jerárquica o de sus posibilidades económicas[86]. En cambio, la autoridad es un caso especial de poder, específicamente, un poder definido por bases de fundamento social que implican obediencia y aceptación de un grupo determinado de miembros de la sociedad. Estas bases de la autoridad pueden ser de tipo legal, político o económico. La autoridad está estrechamente vinculada al puesto ocupado, al rol desempeñado en una organización social o a la ley. La autoridad se vincula a la existencia de cierta legitimidad y de una estructura jerárquica que conlleva a ordenamientos institucionalizados. En la medida en que es legítima, toda autoridad se sustenta en bases normativas, que pueden ser la ley y las normas. 
 
   A raíz de la legitimidad, la autoridad se distingue del simple poder fundamentado en la fuerza legítima o ilegítima, así como también del liderazgo, que está basado en la persuasión. La relación de autoridad es una relación de órdenes y obediencia, en la cual quien detenta la autoridad tiene el derecho de mandar y los otros la obligación de obedecer. Este concepto de la autoridad está íntimamente relacionado, en cualquier sociedad, con la existencia y al papel del Estado en su relación con la propia sociedad, por cuanto toda estructura social, para ser tal, requiere de la existencia de relaciones de autoridad que regulen el comportamiento social de sus miembros. La autoridad, de esta manera, es el nervio de la estructura social.
 
   Por todas estas consideraciones, si lo que se quiere buscar son las fuentes estructurales de los conflictos, hay que encontrarlos en la autoridad, y no en el poder, que bajo la definición weberiana es lo que podrían ejercer las clases dominantes sobre las dominadas, siguiendo la concepción marxista. Al ser la autoridad un elemento esencial de la estructura social, se infiere que si el conflicto está siempre presente en la sociedad, este es intrínseco a la misma estructura social y, por ende, también al ejercicio de la autoridad. Donde hay autoridad, hay conflicto potencial. La autoridad y la división de la autoridad son necesidades inherentes a la estructura y al funcionamiento del sistema social, pero al mismo tiempo provocan conflictos que afectan y modifican al sistema. 
 
   El gran nexo entre autoridad y conflicto está en la particular naturaleza de la desigualdad en el ejercicio de la primera. En efecto, la autoridad está desigualmente distribuida, pero de manera que tiene distintos efectos que la desigualdad de la riqueza. Aunque algunos individuos posean más que otros, respecto de algún tipo de riqueza, es posible que estos últimos posean al menos algo. No es una distribución dicotómica, en el sentido de poseer todo o no poseer nada, respecto de algo específico. En cambio, respecto de algo concreto, mientras algunos pueden detentar autoridad, otros carecen absolutamente de ella. Es una distribución dicotómica. Lo central del concepto de la distribución dicotómica de la autoridad es que se produce un conflicto de intereses entre quienes detentan la autoridad y quienes están sujetos a ella pero no poseen nada de esta. Por consiguiente, los que ocupan puestos de autoridad tienen intereses en común que no pueden compartir con quienes están sujetos a la autoridad. Inversamente, los que están sujetos a la autoridad comparten ciertos intereses, por el hecho mismo de su situación común de desposesión compartida. A raíz de esto, los intereses de ambos son contrarios, contrapuestos y, eventualmente, de confrontación directa o indirecta. 
 
   Un grupo de interés es toda agrupación de personas que posee cierta organización, un programa de acción y objetivos bien definidos, tal como un gremio empresarial, un sindicato de trabajadores, un partido político, una organización vecinal, un frente de defensa, un comité en defensa de alguna causa, etc. El grupo de interés no es la clase social, aun cuando la conducta y la acción del primero puedan parecerse, en algunos casos, a la segunda, o cuando sus miembros integrantes puedan ser catalogados como pertenecientes a una determinada clase. El grupo de interés constituye una unidad de análisis más reducida y parcial, a partir de la cual analizar el conflicto y sus consecuencias, porque solo el grupo de interés puede ser el agente del conflicto. 
 
   Pero la sola existencia de los grupos de interés no basta para que se produzca el conflicto social. Para que ocurra, debe darse una condición: que los intereses latentes se conviertan en intereses manifiestos. Los intereses latentes son los que orientan las conductas de los actores sin que sean conscientes de ello, mientras que los manifiestos constituyen motivos conscientes en los que se inspira la acción de los actores. Además, no toda presencia de intereses genera conflicto social, porque no todo grupo de personas que comparten intereses constituye un grupo de interés. Los latentes pueden provocar conflicto de intereses, pero al no ser conscientes, ni explícitos, solo pueden dar lugar a la formación de cuasi-grupos y, por tanto, no pueden generar conflicto social. Al contrario, los intereses manifiestos son factores mucho más poderosos de conflicto. En torno ellos se constituyen los grupos de interés activo, capaz de elaborar una política de acción organizada y de planificar una estrategia, orientada al logro de objetivos específicos, que dan lugar al conflicto social. En grupos reducidos, asociaciones cerradas o sociedades tribales, esta dicotomía es muy clara. En una sociedad global, no, porque las personas o los grupos que ejercen una autoridad en una organización particular pueden carecer de esta en los restantes sectores de la misma sociedad. En la práctica, las mismas personas y los mismos grupos que ejercen una autoridad en un colectivo humano, sea la sociedad en su conjunto, en un sector de esta o una organización, pueden ejercer también algún tipo de autoridad en otros sectores u organizaciones[87]. 
 
   Dahrendorf completa su concepción del conflicto social estableciendo dos niveles de análisis del mismo y vinculándolos a la acción de los grupos de interés. Estos niveles son la intensidad y la violencia. La intensidad de un conflicto hace referencia a la suma de energía desplegada en el conflicto, es decir, a las pasiones o emociones que suscita, a la importancia que se dé a la victoria o a la derrota. La violencia, en cambio, se refiere a los medios empleados, a las armas utilizadas para combatir a las fuerzas opuestas. Ambas escalas son independientes entre sí. La intensidad de un conflicto decrece en la medida en que los grupos de interés puedan organizarse, cuando no se superponen los unos a los otros y siempre que la distribución de autoridad no coincida con la distribución de las posibilidades económicas. La violencia de los conflictos decrece en la medida en que los grupos de interés puedan organizarse, o si los que se ven privados de autoridad, comienzan a tener, por lo menos, cierta ventaja económica, o si los conflictos son racionalizados bajo esquemas en que las partes reconozcan lo que las separa y establezcan reglas comunes. 
 
    
 
   El actor faltante en la escena del conflicto social
 
   Partiendo del punto donde lo dejan Dahrendorf y Coser, pretendemos entender las causas del conflicto en países como los latinoamericanos, donde los pilares institucionales son débiles, las masas críticas de pobres son altas y la cultura del despojo y la jerarquización vertical prevalece. Para entender cómo la lucha por la autoridad se tramita en sociedades políticas particularmente débiles es necesario recordar que la sociedad política es una organización social heterogénea que ha superado el Estado de naturaleza y que está dotada por lo tanto de un aparato estatal, sistemas de comunicación y de una organización jerárquica, centralizada y gestora, con capacidad para controlar y organizar la vida de grandes agrupaciones de individuos, orientada a mantener la propiedad del propio territorio frente a otras sociedades políticas y a mantener la unidad resultante del proceso de atracción y convergencia, en torno a sí, de las partes que pueden ser, en principio, divergentes entre ellas, a través del manejo del conflicto social.
 
   A tal efecto, podemos entender entonces que, si la expresión máxima de autoridad, en una sociedad política[88], la representa el Estado, se deduce que la búsqueda del acceso a la autoridad ejercida desde el Estado se convierte en el elemento de conflicto por excelencia. Según Locke, el principal fin que lleva a los hombres a la conformación de las sociedades políticas es la preservación de la property, a través de la implantación de la ley fija y conocida, jueces públicos imparciales y un poder que respalde y dé fuerza a las sentencias. Como el ser humano, en su Estado de naturaleza, hace lo que considera necesario para su propia supervivencia, se siente con el poder de defenderse y, eventualmente, castigar a quien haya cometido algo contra él, aunque eso devenga en anarquía y caos. Por ende, se necesita de las leyes y de un poder político, no de un soberano que regule a la sociedad a su antojo, sino que es la ley misma la que lo hace, en la concepción lockeana. Una sociedad tiene que estar marcada por la ley que los propios hombres han dispuesto para ella y resguardada por un poder político que genera, ineludiblemente, una estructura social basada en la autoridad. En consecuencia, el conflicto puede pensarse como el proceso de confrontación entre grupos de interés de una sociedad que disputen intereses manifiestos de apropiarse de parte de la autoridad ejercida desde el Estado. Los grupos de interés competirían por lograr porciones de ese poder estatal, para su propia satisfacción de sus intereses de grupo. 
 
   De este modo, el Estado entra como actor en la escena del conflicto, algo que no está presente en el análisis tradicional. En efecto, bajo el enfoque predominante, los conflictos se producían debido a la dicotomía entre clases dominantes y dominadas, pudientes y pobres, altas y bajas, propietarias y proletarias. En América Latina, este modelo del conflicto resultaba particularmente adecuado debido a los antecedentes socio-históricos que enmarcan las disputas diversas en el seno de las sociedades de la región. Antecedentes que configuraban básicamente una historia de despojos y sometimientos sociales que datan incluso desde antes de la constitución de las repúblicas latinoamericanas. De esta manera, las luchas entre sociedades indígenas y los sometimientos subsecuentes, el proceso de conquista y posterior colonización española y portuguesa, y las posteriores disputas entre los criollos descendientes de europeos y los mandatos de las coronas insulares, configuraron un telón de fondo al conflicto social latinoamericano que explotó después de la independencia con las confrontaciones entre lo criollo y lo indígena y que calzó muy bien con el modelo dialéctico de confrontación entre dominantes y dominados. 
 
   En todo este proceso, el conflicto aparece como disputas entre grupos de la sociedad, mientras que la figura del Estado se convierte en casi una imagen decorativa y contemplativa. Pero esta visión ha dejado pasar por alto que, en teoría política, el papel del Estado en la sociedad es probablemente el tema de mayor controversia en la actualidad. Y por tanto, el propio conflicto social no puede esta ajeno a los términos de esta discusión. La naturaleza del conflicto social, sus características y su despliegue de intensidad y violencia, variará según el tipo de Estado que rija determinada sociedad, cada uno de los cuales se define por cuánto se considera admisible su intervención en los asuntos de la sociedad. En una rápida y somera revisión, puede advertirse que en la historia moderna de las sociedades diferentes modelos de Estado han surgido. El Estado socialista, como el Estado igualador de resultados y destructor de diferencias de clase, llamado a construir una nueva sociedad desde sus cimientos donde el proletariado sea el que maneje el Estado y sea este un instrumento de clase, de la clase proletaria. El Estado providencia, como el Estado proveedor de bienestar, encargado de suministrar a todos los miembros de la sociedad un conjunto mínimo de condiciones que les garantice un nivel de vida adecuado para desarrollar una vida plena. El Estado liberal, esto es, el Estado creador y guardián de las condiciones de las libertades económicas, políticas y socio-culturales. El Estado conservador, transformado en el Estado protector del statu quo clasista y defensor de privilegios establecidos por la tradición y las estructuras de clase establecidas. El “Estado” anarco-capitalista, es decir, el Estado inexistente que no viola el axioma de la no agresión y que para no hacerlo debe sencillamente desaparecer. Y el Estado fascista, en su papel de Estado ordenador y sobre todo, discriminador, que vele por el orden y la disciplina y erradique todo lo que perturbe ese ordenamiento sin reparar en los medios empleados a tal fin. 
 
   Esta rápida, muy somera y extremadamente incompleta revisión de los distintos matices de la concepción del Estado en la teoría política permite observar que gran parte del ordenamiento ideológico, que simplistamente muchas veces se identifica con una distribución unidimensional del tipo “izquierda-derecha”, está íntimamente ligada a la interpretación que se tenga del papel más deseable para el Estado en su papel interventor sobre los asuntos de la sociedad. Cada tipo de Estado establece pautas para distintas variedades del conflicto social, por cuanto son distintas también sus formas de relacionamiento con la sociedad. Y puede pensarse que, cuanto más se concibe como deseable y admisible la intervención del Estado en la sociedad, se hace también más intenso y violento el conflicto derivado de la pretensión de conseguir parte de la autoridad estatal por parte de los grupos de interés. 
 
   Marx ya había acertado cuando colocó al Estado dentro de la ecuación del conflicto. En su concepción, el Estado era un instrumento de la opresión burguesa que servía para perpetuar las estructuras de dominación. Por eso, no era en sentido estricto un pro-Estado. Sin embargo, sus seguidores centraron el problema en la dialéctica burguesía-proletariado y colocaron al intervencionismo del Estado deseable como parte de la solución. ¿Por qué? El problema del Estado no era su nivel de intervención, sino quién lo controlaba. En tanto fuera un Estado controlado por el proletariado, el conflicto se resolvería porque sería parte de la clase social que era la única sostenible históricamente. Por tanto, el marxismo no cuestionaba la existencia del Estado, sino quién se hacía cargo de sus funciones.
 
   Por tanto, bajo esta perspectiva, no es un asunto menor determinar qué efectos han tenido sobre los conflictos sociales la presencia o ausencia del Estado en las dinámicas sociales, y además qué tipo de relaciones impone. En concreto, cuando el Estado está sobre-presente, el conflicto es por conseguir autoridad estatal a expensas de otros. Cuando el Estado está ausente, el conflicto es para habilitar alguna presencia de aquel, sobre la cual se busca ejercer autoridad desde el grupo de interés. Pero aún subsiste una cuestión central: ¿para qué obtener autoridad? Porque es la forma en que perciben los individuos que es el mejor mecanismo para lograr los propósitos últimos que postulaba el modelo de Coser: valores, estatus, poder y recursos escasos. 
 
   Es decir, la autoridad se busca como un medio, mas no como un fin. En sociedades altamente jerarquizadas, que a la vez tienen una tradición cultural autoritaria y clientelista y en los que la institucionalidad es débil –como en el caso de la mayoría de las sociedades latinoamericanas, y en forma muy particular en la sociedad peruana–, el acceso a la autoridad del Estado se convierte en el instrumento más importante para obtener los propósitos últimos. ¿Por qué? Porque el Estado latinoamericano normalmente es débil por la fragilidad institucional, pero a la vez es extenso por la necesidad de sostener tanto las estructuras jerárquicas sobre la sociedad, así como las relaciones de autoritarismo y clientelismo, como vimos en los capítulos iniciales. Esto hace del Estado un ente “capturable”, esto es, un Estado de prácticas mercantilistas, que configura un escenario de relacionamiento Estado-sociedad basado en incentivos para diversos grupos de interés para influir en la sociedad, a través de la captura del Estado.
 
   La anterior discusión deja claro que cualquier análisis del conflicto social en el debate contemporáneo no puede prescindir de un marco conceptual de las relaciones entre el Estado y la sociedad. Tampoco puede enmarcarse exclusivamente en la antigua concepción de la lucha de clases. Los hechos empíricos registrados en América Latina en materia del conflicto contemporáneo demuestran que hay que explorar nuevas hipótesis. En consecuencia, el conflicto social no puede analizarse fuera del marco conceptual de las relaciones sociedad-Estado ni referirse solamente a las relaciones dialécticas de clase. De hecho, el conflicto entre clases sociales, que es el que postula el enfoque marxista, no es el único que marca las relaciones Estado-sociedad. En general, todo conflicto social es un choque de intereses de grupos sociales, sean estos grupos articulados o no alrededor del concepto de “clase”.
 
    
 
   


 
   
 
  




 
    
 
   CAPÍTULO VII
 
   LAS “4a” DEL DESENCANTO
 
    
 
   La visión tradicional del conflicto en Latinoamérica
 
   La literatura sobre el conflicto en América Latina, sin importar el país, ha estado en la práctica unánimemente alineada a la visión de diversas expresiones de la lucha de clases. Las visiones de reputados intelectuales para explicar diversas aristas del conflicto social en Latinoamérica han presentado un panorama del conflicto en el cual una clase dominante oprime a otra clase dominada, mediante estructuras de discriminación económicas, étnicas, socio-culturales y haciendo uso de instrumentos opresivos vinculados a privilegiadas posiciones de poder político y económico. La visión ha sido dialéctica, de confrontación entre solamente dos actores sociales, siempre identificados con posiciones de clase. De esta manera, el tratamiento del conflicto social se ha caracterizado por un enfoque excluyente de otros actores fuera de los actores sociales de clase, sea blancos-indios, latifundistas-campesinos, aristócratas-proletarios o empresarios-trabajadores. Así, la perspectiva del conflicto siempre ha estado comprendida dentro de la visión tradicional.
 
   Esta perspectiva puede encontrar explicación. Tomando el caso de México o Perú como ejemplo, podría ser razonable, desde los ojos de un observador del siglo XIX, concebir que, al inicio de su historia republicana, el conflicto social se pudiera interpretar por las diferencias de clase, vinculadas a la problemática de las diferencias raciales y de pertenencia a grupos articulados a la dominación española. De alguna manera, a modo de ejemplo, este fue el escenario al que se confrontó José Carlos Mariátegui cuando colocó el problema del indio en el centro del análisis del conflicto peruano[89]. Por eso, el conflicto social se ha visto predominantemente, y por muchos años, como una expresión de reacción ante la opresión al indio, primero, y más adelante como expresión de un conflicto entre una minoría blanca de ricos y una mayoría cobriza de pobres. 
 
   Sin embargo, re-visitando el conflicto en Latinoamérica, a la luz de las nuevas teorías, deja de ser claro que las mejores explicaciones puedan ir exclusivamente por el lado de la visión tradicional. Tal desafío al enfoque tradicional del conflicto se hace más evidente en el mundo contemporáneo, con la aparición de situaciones de conflicto sociedad peruana. Pero este tipo de conflicto no puede explicarse desde la perspectiva de clase. ¿Son las víctimas de los hechos atribuidos a la autoría del ex Presidente representantes de una clase social desposeída? ¿Son el ex Presidente y sus allegados representantes de una clase social rica y dominante? ¿Y los que se alinean en uno u otro bando, es decir, los que están a favor del juicio y la sentencia, son pertenecientes a una clase social determinada? ¿Cómo explicar, desde la visión tradicional, que a ambos lados del conflicto existan individuos de todos los estratos socio-económicos de la sociedad peruana?
 
   Parece entonces que la evolución de la complejidad de la dinámica de las sociedades latinoamericanas, unida a la proliferación de medios de comunicación y, ahora, a la presencia cada vez más intensa de las redes sociales, ha hecho devenir al conflicto social en otros niveles mucho más difíciles de dilucidar y explicar. Mucho más complicados que lo que predice el paradigma marxista, y que a la luz de la explicación de este, ya no es posible abordarlos: el conflicto entre militares y civiles, el conflicto transversal entre grupos de interés de la misma clase (social, territorial, gremial y hasta religiosa) y muy especialmente el conflicto entre las burocracias estatales y la sociedad civil, de la cual la corrupción, la violencia y la usurpación de la propiedad son los detonantes más importantes. El conflicto social evolucionó y, por tanto, sus mecanismos de resolución ya no pueden proceder de una pretendida solución de las diferencias de clase, sino que debe encontrarse en algo más.
 
   Veamos ejemplos. Los conflictos socio-ambientales no son conflictos de clase, aunque muchas veces estén vinculados a la explotación comercial de recursos naturales, principalmente mineros, que está a cargo de empresas transnacionales, en detrimento del medio ambiente de poblaciones pobres. La naturaleza de estos conflictos está normalmente vinculada, aunque no en todos los casos, a negociaciones a lo Coase[90], es decir, a la posibilidad –o imposibilidad– de llegar a acuerdos entre las partes sobre esquemas compensatorios al detrimento medioambiental. Estas negociaciones a lo Coase se refieren a la aplicación del llamado Teorema de Coase, el cual establece que, en ciertas condiciones y en presencia de externalidades, las empresas privadas pueden encontrar soluciones eficaces sin que para ello sea necesaria la intervención del gobierno. Las negociaciones privadas entre particulares conducirán a una eficiente resolución de las externalidades, sin importar quién tenga derechos de propiedad, siempre y cuando puedan definirse los mencionados derechos de propiedad. En su aplicación legal, el teorema de Coase postula que en un mercado en que los costes de transacción sean bajos o inexistentes, donde se establezcan fallos judiciales sobre derechos de propiedad que no permitan una solución económica suficientemente satisfactoria, se producirá necesariamente una reasignación de estos derechos hacia aquellos que los valoran más, independientemente que la justicia haya fallado en contra de estos. En la realidad, cuando los costes de transacción son altos, no se produce espontáneamente tal reasignación de derechos, por lo que, en esos casos, los tribunales deben buscar, dentro del marco de la ley, minimizar los costes asociados a sus fallos.
 
   En muchos casos, los términos de referencia de la resolución de estos conflictos no contemplan la posibilidad de eliminar la actividad comercial que genera el impacto ambiental, sino dos tipos de soluciones de naturaleza económica. Por un lado, el control de los elementos perjudiciales, que supone incurrir en costes adicionales de producción para mejorar la tecnología utilizada. O en su defecto, por otro lado, para transferir a las comunidades que sufren el impacto, un conjunto de bienes y servicios públicos a fondo perdido, lo que implica incurrir en costes adicionales no productivos, pero sí de índole general. Hay que añadir el hecho empírico de que incluso cuando no se llega a soluciones al conflicto existen miembros de las comunidades afectadas que se benefician con la presencia de la entidad generadora del impacto, a pesar de que otros pueden perjudicarse. Por ejemplo, en el caso específico de la actividad minera, no solamente se benefician aquellos que trabajan en las compañías, sino los propietarios de negocios que proveen servicios a quienes laboran en ellas o a los que mantienen relaciones económicas. En consecuencia, los conflictos socio-ambientales no constituyen luchas por una defensa de clase, sino por la obtención de beneficios concretos para grupos de interés, también concretos e identificables, como pueden ser comunidades campesinas impactadas por la actividad minera. 
 
   Es el mismo caso de los conflictos vinculados a la problemática de la descentralización, bajo la cual pueden incluirse a los conflictos por asuntos de naturaleza sub-nacional, es decir, relativos a las regiones y municipios, y a los conflictos por temas de demarcación territorial y asuntos comunales. En todos estos casos, los vacíos legales en la normatividad de la descentralización, la deficiente estrategia de comunicación del Estado y la captura de muchas instancias de decisión por parte de grupos de interés del gobierno nacional como de los gobiernos regionales y municipales, permanentemente generan disfunciones que derivan en esta clase de conflictos. Que tampoco constituyen conflictos de clase, sino normalmente a causa del manejo de recursos naturales, económicos o financieros.
 
   Los conflictos relacionados con el cultivo ilegal de coca son particularmente representativos del tipo de conflicto que se origina en una secular ausencia del Estado o de una ineficaz intervención de este. Estos conflictos, a los que se les puede aparejar los del nuevo fenómeno narcoterrorista que está ganando presencia en el proceso político de varios países desde el año 2006 en adelante, tampoco pueden ser comprendidos desde la perspectiva de la lucha de clases, sino que tienen un elevadísimo contenido de defensa de intereses comerciales. Intereses que incluso pueden enfrentar a campesinos pobres insertados en el circuito de la droga con otros campesinos que no lo están y que incluso forman parte, en algunos casos, de comités de autodefensa civil que luchan contra otros de su misma condición social.
 
    
 
   Complejidades del conflicto social latinoamericano
 
   A partir de este análisis se puede identificar una problemática del conflicto contemporáneo en América Latina que presenta características muy definidas. Revisemos algunas de ellas.
 
   Lo que más salta a la vista es la complejidad, reflejada en el escenario general del conflicto. Efectivamente, los conflictos configuran eventos complejos debido a múltiples elementos como la masa crítica de individuos involucrados, las raíces históricas, las violaciones a derechos humanos, la simultaneidad con que se presentan y por su incremento en los últimos años. El conflicto de los actores del campo en el caso argentino no guarda relación con el conflicto de esos mismos actores en el norte de México ni con sus similares en Colombia, Bolivia o Perú. Las complejidades en cada caso son muy profundas. Y el análisis de cada uno requiere considerar las particulares condiciones en los escenarios específicos en los que se desarrolla el conflicto. 
 
   De otro lado, está la desarticulación del conflicto respecto a la dimensión nacional, salvo en algunos casos como las protestas de Argentina, Venezuela y México en 2012. En vez de eso, normalmente los conflictos están básicamente orientados a la reivindicación de agendas de grupos específicos, lo que lleva a la existencia de dirigencias que son distintas unas de las otras y a agendas igualmente diferenciadas que exigen tratamientos diferenciados por parte de las autoridades.
 
   Además, existen otras características del conflicto contemporáneo latinoamericano vinculadas a los procesos en sí mismos. Por ejemplo, muchas veces los conflictos sociales se canalizan de manera poco adecuada desde las propias esferas del poder, lo que no deja de ser sorprendente sabiendo que el conflicto es inherente a la vida social, existe una insuficiente capacidad de respuesta del Estado para canalizar los conflictos debido a un limitado conocimiento de las técnicas de prevención y manejo de conflictos, fallos en la normatividad y desconocimiento de los problemas que los originan y de sus contextos sociales y culturales específicos. Muchos casos que ejemplifican este manejo ineficiente, derivados de un manejo torpe de la estrategia comunicacional con stakeholders[91] de las zonas de influencia de determinados proyectos, como en el caso de las explotaciones mineras o en el desarrollo de proyectos hidroenergéticos, e inclusive, en el desalojo de comerciantes informales en un espacio ocupado en el corazón de una metrópoli.
 
   Lo anterior está relacionado a la cultura confrontacional que prevalece en Latinoamérica. Hay ausencia de una tradición de diálogo en los miembros de la sociedad latinoamericana, fruto de una herencia autoritaria y de una falta de arraigo de las prácticas democráticas. Esta cultura tiene profundas raíces también en la historia latinoamericana, en general[92]. Esa poca capacidad de diálogo, y consecuentemente, la incapacidad para construir acuerdos orientados al logro de resultados de mejora para las partes involucradas, incrementa notablemente el grado de dificultad de las soluciones probables. En tal sentido, la responsabilidad del Estado está en el desinterés absoluto por incorporar en la ecuación de la educación una “cultura del acuerdo orientado al logro”, en reemplazo de la cultura del no-diálogo y del despojo, la autoflagelación y la victimización.
 
   Otro elemento es la profunda desconfianza de la gente en las instituciones, el cual es posiblemente el más importante de todos los gatilladores del conflicto. Los conflictos sociales derivan siempre en soluciones esperadas desde el Estado, en el marco de alguno de los subsistemas de relacionamiento que examinamos cuando mostramos el modelo sistémico Estado-sociedad. Pero lo real es que, junto a esta expectativa de respuestas, existe una generalizada desconfianza de parte de los miembros de la sociedad respecto a las entidades estatales. Esto es debido a que el Estado opta normalmente por ignorar el conflicto, prolongar demasiado la atención de las demandas del grupo de interés movilizado o por firmar actas de compromiso con promesas que se sabe no posibles de cumplir. Esto es muy común cuando, por ejemplo, el Estado negocia soluciones con comunidades alejadas a las que afectan problemas de contaminación o por políticas de interdicción contra los productores de coca. 
 
   Además, las sociedades latinoamericanas se caracterizan por la existencia de altos niveles de exclusión, en los aspectos sociales, económicos, políticos y culturales. Gran parte de esta exclusión se origina, precisamente, en la aplicación de determinadas políticas públicas desde el Estado, que no permiten eliminar esas barreras a la inclusión en los aspectos explicitados. Entre estas, pueden mencionarse desde preferencias arancelarias o medidas proteccionistas que favorecen a determinados grupos empresariales hasta las disposiciones legales que discriminan derechos para los homosexuales o acciones de gobierno que sencillamente arremeten contra comunidades indígenas de la amazonia sudamericana. Todo esto genera condiciones para el conflicto también.
 
   Un elemento crucial del nuevo tipo de conflicto social en Latinoamérica es la percepción resolutiva de la violencia, es decir, la idea de que solo mediante acciones violentas el Estado escucha a la gente. Existe efectivamente una percepción de la violencia como el medio más eficaz de alcanzar los objetivos de cualquier demanda o reclamo. El caso más evidente son las tomas de carreteras principales a manos de activistas que promueven determinadas plataformas reivindicatorias o las paralizaciones de proyectos de inversión ya pactados legalmente, configurando actos abiertamente contrarios a la ley. Esto ocurre porque el Estado es percibido como débil en su capacidad de hacer cumplir la ley. Los mecanismos de diálogo se instalan como consecuencia de las medidas de fuerza y ya cuando los conflictos están avanzados, lo que paradójicamente, terminan institucionalizando la violencia en detrimento del diálogo.
 
   No es difícil entender que en países donde coexisten diversos grupos culturales y se configuran escenarios intensos de multiculturalidad se añade un elemento adicional al conflicto. En efecto, los conflictos se agravan por la dificultad de la comunicación entre grupos de interés debido a elementos culturales que, en algunos casos, podría prevenir, aliviar o resolver directamente los conflictos. Normalmente ocurre esto en las zonas más alejadas de los grandes centros urbanos, en los que el Estado no genera los canales de comunicación más apropiados que tengan la prolijidad de considerar el contexto cultural de las diversas comunidades. Muchas veces el Estado no sabe cómo comunicarse con este tipo de grupos humanos y deja el espacio abierto para que otros interesados los convoquen a su causa, la más de las veces a partir de una clamorosa desinformación.
 
   Existe un gran desconocimiento de los procedimientos legales para resolver conflictos. Tal desconocimiento se debe a que el Estado no difunde adecuadamente los mecanismos disponibles para resolverlos o mitigarlos, ni tampoco, en otros casos, los presenta a la ciudadanía de manera simplificada y con bajos costes de transacción. Las características antes mencionadas tienen como común denominador que todos ellos tienen un origen en un deficiente comportamiento del Estado, con relación a las demandas sociales. Es fácil deducir que si ese comportamiento fuera distinto es altamente posible que el conflicto social tuviera otras características menos complejas o que muchos conflictos, sencillamente, no se producirían. 
 
   Finalmente, hay dos características adicionales vinculadas a la presencia de actores sociales ajenos directamente al conflicto social, pero que tienen alta incidencia en el alcance de su resolución porque impactan en la formación de la opinión pública directamente. Una se refiere a la presencia de agendas políticas en la sombra. Esto ocurre cuando se verifica la existencia de proyectos políticos con agendas ocultas que promueven los conflictos, porque les son funcionales a dichas agendas, sea como mecanismo de lanzamiento político, de afirmación de un proyecto político o de intereses que, en algunos casos, están asociados a actividades ilícitas, como en el caso del narcoterrorismo. En todos estos casos, el conflicto genera escenarios de alta disconformidad y distracción de los miembros de la sociedad que desembocan en clamor por respuestas radicales que pueden colocar las agendas ocultas en la primera línea de la atención de la opinión pública. 
 
   Otro es el involucramiento mediático. El mismo se produce cuando los medios de comunicación se vuelven actores en los propios conflictos. Muchas veces no se limitan informar, sino que se vuelven parte activa y toman parte, aun sin la preparación y el conocimiento de los elementos completos del conflicto. Esta intromisión mediática va desde problemas vinculados a la denominada responsabilidad social hasta juicios políticos. La exacerbación de muchos conflictos por parte de los medios de comunicación multiplica los efectos y la complejidad de estos, lo que dificulta aún más su solución. Los medios de comunicación, con esta actitud, terminan muchas veces dictando la agenda política.
 
    
 
   Las “4A” del desencanto
 
   La opinión pública es la tendencia de las preferencias, reales o estimuladas, de una sociedad hacia hechos sociales que le reporten interés. Al estar estrechamente vinculada al interés de individuos y grupos, lo está por transitividad también del concepto del conflicto social. Por tanto, los impactos de los conflictos sociales que puedan suscitarse inciden también en la percepción de la opinión pública, que va a exceder el ámbito directo de lo que era materia de conflicto. Por ejemplo, una huelga de médicos no resuelta, o resuelta en condiciones poco favorables para los grupos de interés que patrocinaron el conflicto, genera un impacto en la percepción negativa frente a las autoridades y funcionarios del sector salud, pero es inevitable que tal negatividad se extienda hacia otros elementos vinculados a dicho sector. 
 
   Lo anterior deviene en desencanto respecto de las instituciones y el sistema político. Las encuestas de opinión sostenidamente muestran desaprobación casi generalizada a la acción pública, expresada en múltiples entidades del Estado: desde el Congreso y los ministerios hasta las fuerzas armadas y policiales. Este desapego de la sociedad con respecto a su aparato estatal se puede sistematizar en cuatro efectos sobre la opinión pública. Estos efectos pueden definirse como las 4A del desencanto: apatía, anomia, anarquía y autoritarismo.
 
   La apatía es un Estado de ánimo de indiferencia. Cuando se hace general y extendido, como resultado de una pérdida de esperanza de que las cosas puedan funcionar mejor, se convierte en apatía social y también en indolencia social. La apatía generalizada abre paso no solo al relativismo y debilitamiento de valores ciudadanos, sino también a la corrupción generalizada del Estado y la permisividad de su incapacidad para resolver problemas, terminando por aceptar ambas –corrupción e incapacidad– como atributos inevitables del Estado, y por ende como condiciones irreductibles de su relación con la sociedad. Cuando se hace crítica, la apatía social se transforma en anomia.
 
   La anomia es un estadio social de desviación, distorsión y ruptura del comportamiento individual en sociedad, caracterizado por la imposibilidad de cumplir con las normas sociales y por su degradación, lo que eventualmente conlleva a su desaparición, sin llegar necesariamente a violar las leyes, pero si a convivir con el desacato a las normas, situación que se produce debido a una falta de capacidad de la estructura social de proveer a ciertos grupos de individuos lo necesario para alinearse a las metas de la sociedad en conjunto. La anomia configura un escenario de elevada tensión social debido a que las normas aceptadas entran en conflicto con la realidad que se vive en esa sociedad. Para Robert Merton, por tanto, los individuos pertenecientes a los niveles socioeconómicos más bajos son los que reciben la mayor presión para caer en la anomia. Según Merton, la anomia ocurre cuando se pierde la conexión entre tres elementos de la sociedad: i) los fines culturales como deseos y esperanzas de los miembros de la sociedad; ii) las normas que determinen los medios que permitan a los individuos acceder a esos fines; y iii) la asignación de estos medios entre los individuos que conforman la sociedad. La anomia, por tanto, es una disociación entre los objetivos culturales y el acceso de ciertos sectores a los medios necesarios, cuando la relación entre los medios y los fines se debilitan. De esta forma, la anomia deriva en conductas que se generalizan y devienen en un colapso de gobernabilidad, por resultar incontenible una emergente situación de distorsión, desviación y ruptura de esta naturaleza[93]. Es el resultado de la relación entre los fines culturales como deseos y esperanzas de los miembros de la sociedad, las normas que determinan los medios para permitir que los individuos accedan a esos fines y el reparto existente de estos medios. Merton señala que, en consecuencia, la anomia es una disociación entre los objetivos culturales y el acceso de ciertos sectores a los medios necesarios. Luego la ruptura social aparece cuando la relación entre los medios y los fines se debilita. Es entonces cuando se facilitan los conductos hacia la aceptación del autoritarismo o de la anarquía.
 
   El autoritarismo es una modalidad del ejercicio de la autoridad del Estado sobre las relaciones sociales, en la cual se extreman la reducción de las prácticas democráticas, la verticalidad en las decisiones, la ausencia de consensos, el relajamiento del Estado de derecho y la carencia de explicaciones para el apoyo de las políticas, originando un orden social opresivo y carente de libertad para grupos amplios de la sociedad. Los Estados se suelen tipificar de autoritarios cuando pretenden conservar y ejercer el poder político mediante mecanismos que colisionan con las libertades, incluyendo creciente uso injustificado de la coacción y la violencia[94].
 
   La anarquía[95] es posiblemente el estadio más extremo al que se llega con el desencanto. Estriba en el absoluto desdén por lo estatal y su orden, en la negación total de todo lo que implica la presencia estatal en la vida de la sociedad y en la utopía de lo autorregulable en todos los niveles y aspectos de la sociedad. Cuando la sociedad deriva en anarquía, solo queda la “ley de la selva”, donde el paso a un orden inspirado en un “darwinismo social” es solo una consecuencia lógica de la pérdida absoluta de confianza en el orden establecido. Junto con el autoritarismo, es el otro escenario verdaderamente anti-sistema.
 
   Cuando aparecen las 4A del desencanto, las sociedades pulverizan su capital social y empiezan a “coquetear” con propuestas antidemocráticas, o cuando menos con proyectos alejados del modelo de la democracia liberal. Una “atracción fatal” que puede llevar a empeorar los caldos de cultivo del conflicto. O peor aún, a re-potenciarlos hasta extremos en que ya dejen de ser funcionales a la dinámica de las sociedades, sino que pasan a poner en cuestión la viabilidad de estas.
 
   Cuando aparece lo que hemos denominado las 4A también aparecen los apetitos respecto a los totalitarismos democráticos, modelos democráticos verticales o no-liberales, o autoritarismos competitivos[96]. O a los modelos abiertamente dictatoriales. El correlato del conflicto social desplegado en los diversos subsistemas de relacionamiento Estado-sociedad es el deterioro de la imagen del Estado y de sus instituciones, además de la pérdida de confianza en la democracia como sistema político capaz de habilitar un Estado que responda a las demandas ciudadanas. Las expresiones coloquiales que piden la solución dictatorial son un reflejo de la opinión pública en cuanto al desencanto peligroso con las fuentes del conflicto, que a la larga, en alta medida, encuentran en el Estado un peso más que importante. No pocos estarían añorando, para sus propios países, regímenes fuertes como los de Chávez, Fujimori o incluso Pinochet. Y no porque sean intrínsecamente personas que defiendan los regímenes totalitarios, sino porque sienten que solo con soluciones verticalistas pueden resolverse urgencias que los agobian en terrenos como la pobreza, la inseguridad o la simple y llana incapacidad del Estado para ponerse al frente de la sociedad que representa.
 
   Lo concreto es que el desencanto que produce el conflicto en América Latina se refleja en la percepción de hasta qué punto el sistema político sirve a los miembros de la sociedad para mejorar su situación de vida. Esta idea puede analizarse a partir de algunos datos sobre percepción de la opinión pública latinoamericana con relación a la democracia, la cual mayoritariamente expresa no estar satisfecho con ella. Lo que de por sí ya muestra un problema de base muy delicado con miras a cultivar una “cultura democrática”. 
 
   Sin embargo, a pesar de este rechazo mayoritario a la capacidad de la democracia para resolver problemas concretos, coexiste una fuerte proclividad a preferir a este sistema de gobierno a cualquier otro sistema, aunque las cifras no son contundentes. Lo que puede ser una contradicción, no necesariamente lo es, puesto que la democracia hacia la que se siente la insatisfacción puede ser distinta de la democracia que se prefiere como objetivo. Es decir, aun admitiendo que la democracia es percibida como un mejor sistema de gobierno, es claro que no es al tipo actual de democracia la que se tiene como meta. 
 
   No obstante lo anterior, los latinoamericanos perciben que la democracia es indispensable para alcanzar el desarrollo económico. Esta percepción es consistente con la hipótesis de que los latinoamericanos podrían no estar pensando en el mismo tipo de democracia cuando la critican que cuando la proyectan. Es decir, cuestionan desde muchas aristas su democracia actual, como se ha registrado en el análisis anterior, pero al mismo tiempo la siguen concibiendo como fundamental para el desarrollo, a futuro. Pueden estar pensando en modelos democráticos de corte más vertical, en especial teniendo en cuenta que el país latinoamericano que mejores expectativas tiene respecto a la democracia como condición del desarrollo es precisamente Venezuela, aunque por otro lado no deja de sorprender que sea Bolivia el país de América Latina en donde menos “peso relativo” le dan a dicho sistema en cuanto a su importancia para su propio desarrollo. Y esto, a pesar de que ambos países son socios políticos en el modelo de democracia adoptado. 
 
   ¿Qué relación tienen estas sensaciones relativas a la democracia con la percepción de la acción estatal? La percepción del desempeño del gobierno también se hace congruente con la que se tiene de la democracia. Lo que implica que, aun si se puede percibir que, en general, el gobierno conduce el país por un buen camino, esta presunta buena performance no se traslada a la confianza de la sociedad en el Estado, sea por escepticismo respecto a su eficiencia y eficacia o, simple y llanamente, porque se presume que existen elevados niveles de corrupción estatal. 
 
   Resulta llamativo, sin embargo, que, a pesar de la muy extendida impresión de incapacidad gubernamental entre la opinión pública, en un porcentaje altamente revelador, los latinoamericanos suelan inclinarse por la conveniencia de incrementar la participación del Estado. En particular, en uno de los subsistemas de relacionamiento Estado-sociedad más importantes, cual es el económico[97]. Si se considera que los conflictos involucran, por lo general, a los segmentos socioeconómicos menos pudientes, cabe preguntarse por la aparente paradoja de por qué en estos sectores se reclama más participación estatal en la economía a pesar de que el mismo Estado es el causante del mismo conflicto por su carácter mercantilista. Pareciera que esto se explica, en sentido amplio, porque estos segmentos poblacionales no tienen claridad de esa relación causa-efecto entre Estado mercantilista y las luchas por capturar porciones del poder de la autoridad, que terminan traduciéndose en una sociedad de privilegios y no de derechos. En una sociedad desigualitaria ante las mismas reglas de juego, que deviene necesariamente en una sociedad de desconfianza generalizada entre los mismos miembros de esa sociedad.
 
   Estos amplios segmentos poblacionales latinoamericanos son, por consiguiente, permeables a otro tipo de mensaje que utiliza categorías comunicacionales más elementales, como por ejemplo las fundamentadas en la visión tradicional de la lucha de clases y del concepto de que el desarrollo y el progreso configuran esquemas de relacionamiento de “suma cero”, en los cuales, lo que ganan unos se debe exclusivamente a que pierden otros. La demostración de tal hipótesis, naturalmente, debe estar sujeta a una exploración específica que se halla fuera del alcance de este libro. No deja de llamar la atención, sin embargo, que en el mensaje “políticamente correcto” resalte normalmente la visión de la dialéctica de ricos-pobres que exacerba el conflicto y se incida en lugares comunes sin mayor esfuerzo demostrativo[98]. Uno de los elementos que apuntala esta doble percepción es el anatema de la empresa privada, que resulta de un sistema educativo más propenso a inculcar la desconfianza hacia lo privado, y más concretamente respecto de lo empresarial[99]. Por antonomasia, lo público aparece como más confiable o, cuando menos, más fácil de ser “capturable”, en el sentido de Stigler[100]. Como repetimos, si el Estado genera desconfianza, más desconfianza surge de la relación entre los mismos miembros de la sociedad. Y las empresas son parte de esa sociedad, de ese amplio sector privado que se vincula a través de relaciones de profunda desconfianza.
 
    
 
   ¿Un Estado más funcional al conflicto?
 
   Aunque el análisis del conflicto en sus causas y consecuencias en la percepción de la democracia abre un amplio terreno deliberativo para proseguir una investigación profunda, el presente ensayo ha pretendido ubicar la génesis de este, en el caso de Perú y sin perjuicio de otras explicaciones posibles desde otras aristas del análisis, en el tipo de Estado que ha prevalecido desde los albores de la época republicana y en las relaciones Estado-sociedad prevalentes tanto por el contexto cultural que las enmarca así como por la naturaleza misma del aparato estatal que ha prevalecido. Por cierto, este análisis, en sus ideas conceptuales, puede fácilmente extrapolarse a otros países latinoamericanos.
 
   Tomando como base principal el modelo de conflicto de Dahrendorf, pero calibrándolo a una interpretación de la problemática Estado-sociedad, se puede concebir un análisis de los conflictos sociales en Perú, especialmente desde la década de los años sesenta en adelante, que muestre que sus detonantes han impactado en un creciente resentimiento de la relación de la sociedad con el Estado, plasmado en una consistente percepción desfavorable de la opinión pública hacia las instituciones estatales, en una dimensión micro, y en una dimensión macro, en un desencanto trasladado hacia el sistema democrático en el que se insertan. 
 
   Este desencanto, sin embargo, no ha sido del todo decodificado por la sociedad peruana, pues existen indicios muy fuertes de que coexisten la frustración con un Estado que no funciona junto con la sensación de que al Estado le cabe un rol fundamental en la economía. Queda así abierta la posibilidad tanto de reformar al Estado en un sentido de hacerlo converger con un modelo de democracia liberal, o de transformarlo para intensificar su presencia en los asuntos sociales y profundizar su naturaleza mercantilista tanto en lo económico como en lo político para hacerlo convergente con modelos de democracia verticales o autoritarismos abiertos. Estos son los términos de la pugna política en la mayoría de países latinoamericanos desde los años ochenta porque, al mismo tiempo, son los términos de referencia del conflicto social.
 
   Dos procesos políticos, relativamente recientes, han llevado el conflicto contemporáneo a los niveles actuales de complejidad. En un comienzo, constituyeron los cambios estructurales impulsados desde fines de los sesenta inspirados en una cosmovisión socialista. Más adelante, los cambios estructurales de fines de los ochenta e inicios de los noventa, inspirados en una cosmovisión relativamente liberal. Ambos procesos han impactado en importantes cambios sociales que, a su vez, han intensificado un nuevo nivel de conflicto entre las burocracias estatales y segmentos diversos de la sociedad civil, reformulando el concepto de conflicto basado exclusivamente en el concepto de clase. Conflicto que se ha traducido, primero, en una incapacidad del Estado para generar las condiciones de progreso y desarrollo de la sociedad latinoamericana en los segmentos que la componen, y posteriormente en una pugna por acceder a porciones de la autoridad estatal, desde esos mismos segmentos, como la más efectiva forma, cuando no la única, de mejorar posiciones en el “juego” del conflicto social.
 
   Este conflicto se despliega, al parecer, en escenarios de captura estatal, sobre áreas particularmente delicadas, en medio de un proceso de crecimiento económico y de la globalización que ha impactado en el ciudadano común, haciéndolo más consciente de sus derechos e impulsándolo a pelear por ellos. Tales áreas de conflicto son los impactos medioambientales, la descentralización, las reivindicaciones salariales, pero además, en la inseguridad jurídica y física y la colisión multicultural y de modus vivendi y otras más. Estas áreas se despliegan en los sistemas de relacionamiento Estado-sociedad y en todas ellas, el papel del Estado se yergue como elemento fundamental que define la naturaleza y las características de cada conflicto. Por consiguiente, estos conflictos presionarían, por un lado, para una reformulación del papel de Estado, pero a la vez, en particular por efecto de la actual crisis global, para una revaloración de su papel como ente ordenador de las relaciones sociales y económicas. El equilibrio entre estas dos fuerzas define la fortaleza de la gobernabilidad y es resultante de la capacidad de convencimiento de la opinión pública por parte de las elites de gobierno, a todos sus niveles.
 
   Tal escenario muestra a un Estado que señaliza que es preciso “capturar” parte de él para mejorar posiciones en el juego del conflicto social. Por tanto, se puede afirmar que es un Estado “mercantilista ampliado”, es decir, no solo en lo económico, que se entendería como un Estado al servicio de intereses particulares de grupos de alto poder financiero, sino también en aspectos que abarcan los otros niveles de las relaciones Estado-sociedad, como lo jurídico-protectivo, lo político y la provisión de servicios públicos. En esta línea de ideas, el Estado iría configurándose a partir de elementos mercantilistas, cuando se deja capturar masivamente por intereses de segmentos de la sociedad que buscan aliarse con él, o, mejor dicho, con segmentos de él, para fortalecer sus posiciones en el juego del conflicto, alineando sus objetivos de grupo de interés a los del aparato estatal, a través de ciertos miembros de la burocracia pública. 
 
   Esas características mercantilistas del Estado, sin interrupción desde hace décadas, que generan privilegios y alinean incentivos para satisfacer demandas de grupos de interés, da lugar a una nueva dimensión de la exclusión: la exclusión de miembros de la sociedad de parte de la autoridad capturada. Esta exclusión tiene diversas manifestaciones y efectos sobre el conflicto y el propio capital social. Segmentos de la sociedad que no acceden a ninguna parte de la autoridad estatal porque no tienen capacidad de captura, sea por su escasa capacidad de articulación, por cuestiones de autolimitación ética, por su bajo o nulo poder económico o político o por su alta exposición al orden formal[101], son grupos excluidos en la lucha por capturar porciones de la autoridad estatal. Tal exclusión genera conflicto, como ya se ha determinado, pero además, en estos casos, produce un deterioro de la confianza en las instituciones estatales y, por extensión, en el sistema político. La sensación de que la política no sirve o que el Estado no favorece al ciudadano es empeorada con la percepción de que no se puede confiar en la autoridad formal y, por ende, en el contexto de una sociedad política tampoco se puede confiar en otros miembros de la sociedad ni en el sistema político sobre el que reposa dicho sistema de relacionamiento Estado-sociedad. 
 
   La incapacidad del Estado actual para responder a las crecientes y novedosas aristas del conflicto crea el caldo de cultivo para el desencanto social respecto a su funcionamiento, que se expresa en la opinión pública. Lo más notorio de este desencanto se manifiesta con relación a las instituciones de gobierno y el sistema político sobre el cual se desenvuelven. Con relación a las instituciones, su manifestación es la pérdida de confianza en sus alcances y el escepticismo con respecto a su eficacia y eficiencia técnica y su comportamiento ético. Respecto al sistema político, el desencanto es contra la democracia, sin duda alguna. De hecho, “no está para nada claro que estas democracias vayan evolucionando hacia lo que son hoy las democracias occidentales más desarrolladas”[102], lo que significa, dicho en un lenguaje más directo, que es dudoso, por lo menos, que el sentir de los latinoamericanos fluya hacia una preferencia por las democracias liberales. Guarda consistencia empírica con esta hipótesis el hecho de que, bajo regímenes democráticos como los que imperan en países como Venezuela, Bolivia, Ecuador, Nicaragua, a los que se puede añadir a El Salvador y a Paraguay, los presidentes conserven elevados índices de popularidad y aceptación, aunque también es alta la proporción de rechazo. 
 
   También apoya esta hipótesis que candidaturas presidenciales en países que actualmente se rigen por modelos democráticos distintos, como México o Perú, que abiertamente se adscriben a esos modelos de democracia alternativa, tengan importantes masas de adeptos. Las razones pueden ser muchas y materia de controversia, pues, como continúa dicho informe, la idea de que las sociedades latinoamericanas fluyan hacia modelos de democracias liberales “es un supuesto cada día más contestado, en la medida que permanecen ciertos rasgos de nuestras sociedades a lo largo del tiempo”, debido a la presencia de una “cultura jerárquica de nuestra región que es de alguna manera contraria a la horizontalidad cultural que han alcanzado democracias avanzadas”[103]. Lo controvertido es explorar y analizar las causas de esa verticalidad, pero no lo haremos aquí en profundidad, porque nos desviaría del propósito principal. Anotaremos solamente que algunas de esas causas pueden estar en aspectos intrínsecos a las propias sociedades, pero otras pueden corresponder al tipo de relaciones que se gestaron entre esas sociedades y sus Estados, lo que desplaza parte del foco de discusión al papel y al talante que esos Estados asumieron en sus correspondientes sociedades y a la formación de esta cultura que tanto se cuestiona. Es un análisis, sin embargo, fundamental porque permitiría comprender cómo se gestan los sentimientos democráticos y se consolidan las democracias en la región, al propio tiempo que posibilitaría el apoyo de modelos democráticos de sociedades más avanzadas una vez corregidas las disfunciones culturales de las sociedades latinoamericanas. Disfunciones relacionadas, claro está, a esos modelos de democracia considerados a priori como deseables. Desde luego, para quien no es deseable el modelo de democracia liberal, no existe tal disfunción. Es importante entonces establecer qué tipo de democracia se pretende y diferenciarlo adecuadamente.
 
   Los nuevos estatus de conflicto social que se vienen presentando en la sociedad latinoamericana en los últimos veinte años han trasladado el foco del conflicto desde la lucha de clases a la confrontación entre las burocracias estatales y segmentos diferenciados de la sociedad civil, derivada de nuevas problemáticas que han emergido en la presente década como el impacto ambiental, las disputas como resultado de la descentralización, la inseguridad jurídica y el límite permisible de la acción estatal en los diversos sistemas de la relación Estado-sociedad. 
 
   En todos los casos, el común denominador es que los conflictos se perciben, por las partes que los protagonizan, como procesos que pueden ser resueltos “capturando” para sí porciones de la autoridad que deviene del Estado. Incluso los que detentan el poder económico, hasta hace pocas décadas fuera de la política oficial, crecientemente inciden desde fuera del sistema político con más fuerza. E incluso llegan a insertarse en el sistema participando en cargos congresales o ministeriales, porque así comprenden que defienden de esta manera sus intereses grupales. Y los que detentan otro tipo de poder, por su capacidad de organización, también buscan capturar parte de la autoridad estatal por mecanismos de presión externa, que muchas veces incluye la influencia mediática, para incidir en decisiones de determinados poderes del Estado.
 
   Estos nuevos elementos pueden presionar, por un lado, a una reformulación del papel de Estado, pero a la vez, en particular por otros elementos del entorno, como por ejemplo el efecto de la actual crisis económica global, a una revaloración de su papel como ente ordenador de las relaciones sociales y económicas. El equilibrio entre estas dos fuerzas define la fortaleza de la gobernabilidad en cada país y es resultante de la capacidad de convencimiento ante la opinión pública por parte de las elites de gobierno, en todos sus niveles. Un Estado funcional al conflicto social sería entonces, al propio tiempo, uno que reformule sus relaciones con la sociedad sobre la base de la construcción de confianza y la limitación de sus acciones a lo que establezca estrictamente un marco legal que sea conocido, estable y previsible. Y, que a la vez, construya un marco cultural consistente con ese modelo de Estado. Marco cultural que haga propicio el rechazo a las prácticas mercantilistas, los privilegios de toda índole y las acciones de captura estatal para fines de intereses de grupos que no coinciden ni con intereses de país ni muchísimo menos, con intereses clasistas. 
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   CAPÍTULO VIII
 
   ¿LIBERALISMO? ¿QUÉ LIBERALISMO?
 
    
 
   ¿Liberalismo o liberalismos?
 
   Imposible resulta establecer objetivamente la situación del liberalismo latinoamericano si no se comprenden los principios ideológicos que sostienen esta escuela de pensamiento y se delimitan de alguna manera sus alcances. 
 
   Una primera dificultad es que existen varios liberalismos. Trataremos de dar una explicación sucinta a estos distintos conceptos vinculados al liberalismo para aclarar algunas ideas, sin que esto signifique que hacemos una revisión completa y exhaustiva que agote el debate.
 
   En síntesis, el liberalismo europeo tiene dos vertientes: la anglosajona, que es el liberalismo clásico tal como lo entendemos en Latinoamérica, y la continental, básicamente francesa, que desemboca en algo distinto. En realidad, en algo totalmente distinto. Mientras el primero se opone al Estado totalitario y fomenta el gobierno limitado, el segundo termina fomentando más intervención estatal. 
 
   Otra cosa es la distinción entre liberalismo “en el sentido europeo” y liberalismo “en el sentido estadounidense”. Nótese que decimos “estadounidense” y no “americano”, porque en Latinoamérica usamos el concepto de liberalismo “en el sentido europeo”.
 
   Cuando hablamos de liberalismo “en el sentido europeo” nos referimos al clásico, es decir, el liberalismo de la línea Locke-Smith-Hayek-Popper. Es el liberalismo original. En Estados Unidos, el término “liberal” fue desnaturalizado en la época del New Deal de Roosevelt y se convirtió una especie de “izquierda” norteamericana, más enfocada en derechos civiles con amplias libertades pero con fuerte intervención estatal en lo económico, para oponerse a las tesis republicanas conservadoras, que planteaban como uno de sus estandartes, por ejemplo, la reducción impositiva. 
 
   Hay que ser cuidadoso en interpretar el “diagrama” político norteamericano. No es que los liberales estadounidenses sean socialistas, ni que los conservadores estadounidenses sean libertarios, necesariamente. No sugerimos hacer el paso tan rápidamente. Pero si uno es liberal en Estados Unidos, aboga por la igualdad del trato a las razas a la vez que pide más impuestos y prestaciones sociales, con el consiguiente aumento en el gasto público. Si se es liberal en Latinoamérica, pide lo mismo en el trato de las razas pero aboga por más responsabilidad individual. A grandes rasgos, claro. Porque la verdad es que los demócratas estadounidenses no podrían de ninguna manera verse reflejados en los izquierdistas latinoamericanos, aunque estos mantengan ilusoriamente la percepción de que están más cerca de ellos o que serían más “benevolentes” o estarían más “preocupados” por Latinoamérica que los republicanos. 
 
   Otra gran distinción que hay que explorar está en el “liberalismo” y “neoliberalismo”. Esto se analiza al final del presente capítulo. 
 
    
 
   ¿Qué entender por liberalismo clásico?
 
   Como describir los distintos liberalismos nos tomaría todo un tratado, vamos a circunscribirnos en este capítulo a la rama que más relación guarda con el liberalismo seminal. A esta corriente liberal se le conoce como liberalismo clásico. El interesado en otros matices del liberalismo, como el ordoliberalismo, el social-liberalismo, el neoliberalismo o el liberalismo continental, entre muchos otros, debe remitirse a otras fuentes. Hacemos una pequeña excepción en el siguiente capítulo, donde haremos una breve descripción del llamado neoliberalismo, por la importancia particular que reviste para el desarrollo de los argumentos expuestos en el presente libro.
 
   El liberalismo clásico es la ideología política desarrollada en los siglos XVIII y XIX en Occidente, cuyos antecedentes directos fueron los Old Whigs de fines del siglo XVII, que nace en oposición al ejercicio del poder absoluto del Estado, a la autoridad excluyente de las iglesias sobre todos los asuntos de los individuos en su interacción con otros y a la existencia de cualquier tipo de privilegios entre los miembros de la sociedad, en los diversos ámbitos de la vida social, con el objetivo de que cada ser humano pueda desarrollar sus capacidades personales y ejercer su libertad individual en el ámbito político, económico y cultural, dentro de lo cual se incluye lo religioso.
 
   Es útil ubicar el liberalismo clásico distinguiéndolo de otras vertientes que reclaman la denominación de “liberalismo”. En general, se pueden identificar dos tradiciones diferentes en el liberalismo: la tradición británica o anglosajona y la tradición francesa o continental[104]. Hayek encontró a Hume, Adam Smith, Adam Ferguson, Tucker, Burke y Paley en la tradición anglosajona que creía en el empirismo y en el derecho consuetudinario, así como en tradiciones e instituciones que habían evolucionado espontáneamente pero que habían sido comprendidas de manera imperfecta. En la tradición francesa incluyó a Rousseau, Condorcet, los Enciclopedistas y los Fisiócratas, la que creía en el racionalismo y el ilimitado poder de la razón, mientras rechaza de alguna manera la tradición y la religión. Estas tradiciones o escuelas no implicaban necesariamente criterios de nacionalidad, pues Hayek encontraba a los franceses Montesquieu, Constant y Tocqueville como pertenecientes a la tradición anglosajona, en tanto que a los británicos Hobbes, Godwin, Priestley, Price y Paine como pertenecientes a la tradición francesa. La más antigua de estas tradiciones, la tradición anglosajona, es la que se conoce como liberalismo clásico. Esta tradición aportó el modelo de instituciones políticas que sería después asimilado por el liberalismo de todos los matices, consistente básicamente en el constitucionalismo, el gobierno limitado y la separación de poderes. Además aportó el concepto de libertad individual amparada en el Estado de derecho, en contraposición al absolutismo de un orden político deseable que en el comienzo se desarrolló. Según Hayek, “esta concepción de la libertad individual conforme a la ley fue la que inspiró desde el comienzo a los movimientos liberales en el continente y la que llegó a ser la base de la tradición política americana”[105]. La tradición continental reinterpreta los mismos conceptos, pero a la luz no de un enfoque evolucionista o de orden espontáneo, sino de uno constructivista o de orden deliberado. Hayek concluye que la tradición continental, “aunque comenzó con un intento de imitar la primera tradición, la interpretó movida por el espíritu de un constructivismo racionalista prevaleciente en Francia y con eso hizo de ella algo muy diferente y, al final, en vez de abogar por limitaciones a los poderes del gobierno, llegó a sostener el ideal de los poderes ilimitados de la mayoría”[106]. Mientras se luchaba contra los regímenes absolutistas y autoritarios de Europa, ambas tradiciones coincidían en lo fundamental frente al enemigo común. Sin embargo, cuando se derrumbaron esos regímenes, las notorias diferencias de detalle marcaron con el tiempo distancias muy profundas entre ellas. Como muestra, a mediados del siglo XIX Francis Lieber ya notaba lo siguiente: 
 
   “La libertad galicana [continental] se intenta en el gobierno y, de acuerdo con un punto de vista anglicano, se busca en un lugar equivocado, donde no puede encontrarse. Las necesarias consecuencias de los puntos de vista galicanos son que los franceses tratan de conseguir el más alto grado de civilización política en la organización, es decir, en el más alto grado de intervención estatal”[107].
 
   Lo que significa una brecha muy grande entre ambas maneras de entender no solo el papel del Estado sino de la propia libertad.
 
   Se fundamenta el liberalismo clásico en un tipo de racionalismo analítico, crítico y autocrítico, antes que en el racionalismo constructivista del tipo justificativo. Es decir, no en un racionalismo que postule una factibilidad lógica de hacer una “sociedad a la medida”, siendo esta medida alguna concepción de lo justificablemente aceptable. En vez de eso, el liberalismo clásico apela a un racionalismo que permita acercarse al análisis de la realidad social mediante eslabonamientos lógicos de pensamiento y sin apelar a pretensiones normativas de que dichos eslabonamientos den por resultado un tipo de sociedad considerado como deseable desde la perspectiva ética. Es por eso que sus bases racionales son el realismo y el empirismo, enfocándose en los cambios observados en los hechos, antes que en la formulación de verdades absolutas. 
 
   De lo anterior se desprende que su visión del ser humano es realista, suponiéndole una motivación fundamentalmente individualista en aras de la satisfacción del propio interés. El concepto de individualismo es uno de los menos entendidos en el campo de la filosofía política y se confunde muy a menudo con la idea de egoísmo. Hayek lo explica, cuándo no, de manera impecable:
 
   “[El individualismo] no supone, como se afirma con frecuencia, que el hombre es interesado o egoísta o que deba serlo. Se limita a partir del hecho indiscutible de que la limitación de nuestras facultades imaginativas solo permite incluir en nuestra escala de valores un sector de las necesidades de la sociedad entera, y que, hablando estrictamente, como solo en las mentes individuales pueden existir escalas de valores, no hay sino escalas parciales, escalas que son inevitablemente diferentes y a menudo contradictorias entre sí. De esto, el individualista concluye que debe dejarse a cada individuo, dentro de límites definidos, seguir sus propios valores y preferencias antes que los de otro cualquiera, que el sistema de fines del individuo debe ser supremo dentro de estas esferas y no estar sujeto al dictado de los demás. El reconocimiento del individuo como juez supremo de sus fines, la creencia en que, en lo posible, sus propios fines deben gobernar sus acciones, es lo que constituye la esencia de la posición individualista. Esta posición no excluye, por lo demás, el reconocimiento de unos fines sociales, o mejor, de una coincidencia de fines individuales que aconseja a los hombres concertarse para su consecución”[108].
 
   Todo esto no guarda relación alguna con el hecho de que cualquier persona, en el ejercicio de su individualismo, sea portador de una sensibilidad hacia ciertos, determinados y concretos fines sociales, como parte de su propia estructura de preferencias individuales. Del mismo modo que esa sensibilidad social no inhibe a las personas de buscar la satisfacción del propio interés, incluso cuando dentro de ese interés se encuentre o no la sensibilidad por asuntos que competen a la sociedad, tales como la miseria, la pobreza, la injusticia, la postración, el abuso, etcétera[109]. El liberalismo clásico no postula que una motivación individualista en aras de la satisfacción del propio interés sea un propósito moral, sino que lo consigna como un dato de la realidad, sobre el cual se configura el orden social. Dado esto, lo que persigue el liberalismo clásico es que ese orden social permita sostenidamente la convivencia entre los individuos que conforman la sociedad. 
 
   Consecuencia de esta visión del ser humano, es que, con la aparición del liberalismo clásico, la religión pasa a ser un asunto privado, alejado de la política y de los asuntos de la polis. Reconoce que puede tener un propósito de favorecer o coadyuvar a la convivencia entre los miembros de la sociedad, pero que deja de ser un asunto ligado al ejercicio del poder político, y por ende, se vuelve también ajeno, en su dimensión espiritual, al quehacer político[110]. No obstante, debe precisarse que el liberalismo clásico no es antagónico ni incompatible con creencias religiosas, lo que surge claramente del hecho de que muchos de sus defensores e impulsores han sido hombres de fuertes convicciones religiosas, que sin embargo han dejado al margen los aspectos religiosos a la hora de teorizar respecto al liberalismo[111]. 
 
   Tales ideas se incubaron en la Inglaterra de mediados del siglo XVII, entre la guerra civil y la Revolución Gloriosa de 1688 que se levantó contra la monarquía absoluta y el poder eclesiástico. Este cuerpo de ideas postulaba un concepto de sociedad política entendido como un conjunto de personas libres que compartían los mismos derechos fundamentales, consecuencia de lo cual la legitimidad del gobierno, ejercido por personas iguales a las demás, tenía que surgir del consentimiento de los gobernados. Como además, los gobernados eran personas racionales, dicho ejercicio de gobierno debía realizarse a partir de poderes que tenían que ser limitados, orientados y enfocados en la protección de los derechos individuales relacionados a la vida –y los condicionantes de esta, entre los cuales está implícita la salud, la nutrición, la seguridad física y la condiciones de vida–; la libertad –en sus formas de libertad de expresión, de culto y de asociación, entre otras; y la propiedad–, esto es, las posesiones materiales e inmanentes de cada ser humano que les permitía, a su vez, sobrevivir en la vida.
 
   Es aceptado comúnmente que los pensadores seminales del liberalismo clásico son John Locke, en la vertiente del liberalismo político, y Adam Smith, en la vertiente del liberalismo económico. No obstante, en la historia se pueden rastrear algunos precedentes como en pensadores de Grecia y Roma y, más adelante, del Renacimiento. En particular, suele citarse como antecedente proto-liberal a la Escuela de Salamanca, que ya hacía énfasis en los derechos humanos, la soberanía popular, en la creencia de que la religión no era fuente de moral y en su defensa de la moralidad del comercio, conceptos muy desafiantes para el siglo XVI. Otros pensadores renacentistas pueden colocarse en esta línea de ideas, como Nicolás Maquiavelo, cuyo humanismo coloca al ser humano como centro de atención de la dinámica social, en reemplazo de la divinidad. Y más adelante, ya en la Edad Moderna, Thomas Hobbes y su desarrollo del concepto del contrato social se suman a esta base de ideas sobre la cual se construiría el liberalismo clásico. 
 
   Sin embargo, las ideas de estos pensadores presentaban apenas indicios que más adelante serían parte del ideario liberal, pero que en sí mismas carecían por completo aún de la coherencia, integridad y sistematización que con Locke y Smith alcanza el liberalismo clásico, en sus correspondientes vertientes política y económica. De hecho, es totalmente factible encontrar que, sobre el mismo grupo de ideas de los antecesores del liberalismo clásico, se construyeron otras estructuras ideológicas muy distintas a las liberales. Solo con Locke y Smith se “cierra” el “empaquetado ideológico” básico del liberalismo clásico, que incluso hasta el siglo XX, con pensadores como Hayek y Popper, además por supuesto de muchos otros, continúa desarrollándose, pero ya sobre parámetros muy definidos.
 
   Ateniéndonos a estas “piedras angulares” fundacionales del pensamiento liberal clásico, entonces se puede argumentar que los pilares de este están en las tesis principales defendidas por Locke y Smith en sus respectivas obras magnas, El segundo tratado sobre el gobierno civil y La riqueza de las naciones. Dichas tesis centrales son la legitimidad de la autoridad como resultado del consenso sobre el gobierno y el establecimiento de sus límites, incluyendo la separación de poderes, la descentralización y la democracia representativa[112], por un lado; y, de otro lado, la defensa de los mercados libres con una oposición al Estado intervencionista en la economía y al proteccionismo como práctica generalizada, elementos ambos del denominado “mercantilismo”. 
 
   He aquí el elemento crítico del espíritu del liberalismo clásico. Ambos pilares centrales convergen en una apología del ciudadano común frente al poderoso en el gobierno, del civil frente al estatal. El gobierno del consenso fue una tesis planteada para limitar el poder gubernamental ejercido por reyes y monarcas, los mismos que detentaban el poder económico y cuyos círculos cercanos cortesanos estaban compuestos de ricos y poderosos terratenientes o grandes comerciantes. De este modo, los Estados absolutistas eran rechazados por el liberalismo clásico, sea quien fuera quien los comandara[113]. La tesis de los mercados libres fue concebida para derribar los privilegios mercantilistas que detentaban unos pocos grandes comerciantes a partir de sus relaciones de cercanía con los que ejercían el gobierno, los cuales protegían sus intereses de casta con políticas obstruccionistas al libre flujo de mercancías, y haciendo así que solo unos pocos se beneficiaran de los intercambios comerciales. 
 
   En ambos casos, el gobierno del consenso y la economía de mercado fueron pensados para democratizar las relaciones políticas y económicas entre los miembros de la sociedad, a partir de la responsabilidad individual para elegir un gobernante o un producto; y de la eliminación de cualquier privilegio o discriminación, alejando estas relaciones de cualquier invocación a la voluntad divina. Este es el espíritu seminal del liberalismo clásico.
 
   Para terminar esta parte, cabe resaltar que, filosóficamente, lo que está detrás del centro de gravedad del liberalismo clásico es el concepto de orden espontáneo, dentro del cual el gobierno limitado termina siendo una consecuencia lógica. Nadie lo formuló mejor que Hayek:
 
   “El concepto central del liberalismo es que, bajo la vigencia de reglas universales de conducta justa, que protejan un dominio privado de los individuos que pueda ser reconocido, se formará por sí mismo un orden espontáneo de las actividades humanas de mucha mayor complejidad del que jamás podría producirse mediante un ordenamiento deliberado. En consecuencia, las actividades coercitivas del gobierno deberían limitarse a mantener el cumplimiento de dichas reglas, cualesquiera sean los demás servicios que el gobierno pueda prestar al mismo tiempo al administrar aquellos recursos particulares que le han sido puestos a su disposición para esos propósitos”[114].
 
   Es decir, cumplimiento de las reglas de juego y servicios estatales dentro del marco presupuestario asignado a tales fines. El gobierno limitado es precisamente esto, distinto del gobierno inexistente, pero comprometido en no excederse con fines de construir un pretendido “orden deliberado” que, en la perspectiva del liberalismo clásico, es una utopía. 
 
    
 
   


 
   
 
  




 
   CAPÍTULO IX
 
   NEOLIBERALISMO
 
    
 
   La vacuidad del término y las confusiones 
 
   Dime quién te critica y te diré quién eres. Podría ser esa una manera de actualizar, en tesitura política, el viejo adagio. Críticas como las formuladas a Hayek desde las canteras socialistas, para atribuirle un talante antidemocrático –y de esta manera, deslizar la idea de que esconde un carácter totalitario– no solo recuerdan sino que ratifican la severa sentencia de Revel cuando afirmaba que “el arte de pensar socialista consiste en percibir en la realidad lo contrario de lo que se desprende de los hechos más masivos y más evidentes”[115]. Por desgracia, no ha sido la única acusación falsa a este pensador que ha calado en la mente de la gente.
 
   La más popular de las satanizaciones de Hayek ha sido la de atribuirle la paternidad del desprestigiado concepto de “neoliberalismo”, el mismo que ha sido utilizado masivamente por los pensadores y políticos socialistas desde finales del siglo XX, sin haberlo definido adecuadamente[116]. Sin embargo, aun sin definirlo, las izquierdas latinoamericanas –y hasta las europeas– se esfuerzan en atribuirle a este concepto el contenido de políticas insensibles con la gente, generadoras de pobreza para los menesterosos, defensoras de privilegios de los más ricos y hacedores de crisis económicas, como las que padecen los Estados Unidos y la Unión Europea en las primeras décadas del siglo XXI.
 
   Pero lo más interesante es que esta fuente de desprestigio compartida por las canteras socialistas no es la misma que la que enfilan críticos desde las canteras liberales, quienes acusan al neoliberalismo de esconder una nueva forma de estatismo. En suma, para socialistas, el neoliberalismo es el individualismo extremo y abierto, trasuntado en capitalismo salvaje, en tanto que para ciertos liberales el neoliberalismo es el estatismo rebajado y soterrado, trasuntado en una especie de socialismo de mercado. Los primeros recomiendan volver al antiguo modelo de desarrollo, en el fondo, aunque no lo dicen, pero es fácil de deducir: empresas públicas, sectores “estratégicos”, proteccionismo y desarrollo hacia adentro. Los segundos recomiendan el Estado mínimo constreñido a sus tareas de “gendarme”, con responsabilidad solo de seguridad, justicia y algunos servicios públicos. Ambas corrientes de críticas sí coinciden en una cosa: el neoliberalismo fracasó en su aplicación.
 
   Antes de responder a estas críticas, con las que no estamos de ninguna manera de acuerdo, tratemos de definir al neoliberalismo, a fin de encontrar algún elemento sobre el cual plantear una discusión seria. El vocablo “neoliberalismo” parece tener larga historia, por lo menos desde la década de los veinte del siglo pasado, y siguió utilizándose hasta entrados los cuarenta[117]. En esos tiempos, tenía connotaciones muy distintas a la de ahora. Se acuñó el término para aludir a distintas cosas. Por un lado, a un nuevo liberalismo que complementara el viejo a partir de la teoría subjetiva del valor en reemplazo de la antigua teoría objetiva. De otro lado, para invocar a una suerte de redefinición fundacional de un nuevo liberalismo que reemplazara al antiguo, que había caído en descrédito, basado en puntos cardinales como precios libres, estado de derecho como tarea fundamental del gobierno, la aceptación de que el gobierno podría sumar otros objetivos a este pero siempre y cuando lo hiciera basado en procedimientos transparentes y consentidos por la gente. Hacia las décadas de los cincuenta y sesenta, otros han usado el término para significar a un liberalismo fundamentado en la denominada “economía social de mercado” y hay quienes lo han utilizado para denotar a un liberalismo no anticlerical. Como se nota, en todas estas definiciones no había nada peyorativo ni intencionalidad alguna de que lo fuera.
 
   La cosa cambia en los ochenta y noventa. La izquierda mundial, en particular la hispanoamericana, utiliza el término para referirse a lo que ellos catalogan de “capitalismo salvaje”. Es coincidente con las medidas contra-keynesianas, llevadas a cabo en los ochenta principalmente en EEUU e Inglaterra, de corrección de desequilibrios macroeconómicos y que fueron replicadas luego en América Latina, aunque de manera paradójica fue en esta parte del mundo donde se empezó con la aplicación de estas políticas: sucedió en Chile en los años setenta, cuando en ese tiempo no se había catalogado a dichas políticas como “neoliberales”. 
 
   ¿Cómo un término acuñado por liberales para significar un liberalismo renovado pasa a ser popularizado por los antiliberales para representar una suerte de engendro maligno que hasta los propios liberales evitan? Para entender al neoliberalismo conceptuado de esta forma, es imprescindible contextualizarlo históricamente. 
 
    
 
   Antecedentes del neoliberalismo
 
   Si hemos de aventurarnos a pretender una conceptuación de neoliberalismo en los términos de algo similar a una doctrina económica o política, o a un paradigma de desarrollo económico, no nos queda otro remedio que examinar los hechos estilizados de sus antecedentes en la historia económica mundial reciente. 
 
   El fracaso de las políticas keynesianas y la caída del Muro de Berlín junto a todo el bloque soviético generaron el surgimiento del paradigma neoliberal, el cual es una adaptación renovada del liberalismo del siglo XIX con mayor énfasis en los aspectos económicos de la sociedad. En efecto, a finales de los setenta diversas teorías, que alimentan el paradigma neoliberal y que provienen de la ortodoxia clásica económica, ganaron amplia popularidad en el mundo académico y político por dar respuesta al fracaso del keynesianismo debido a su crisis provocada, en buena medida, por la crisis del petróleo de 1973. 
 
   Las ideas keynesianas sugerían una relación inversa entre inflación y desempleo, tal como sugiere la curva de Phillips. Esto supone que se puede generar empleo incurriendo en mayor inflación. Si la política recomendada por los keynesianos para activar la economía era incrementar el gasto público, es decir, políticas fiscales expansivas, no había demasiado problema en que esto se reflejara en inflación, porque el incremento esperado en la actividad económica reduciría el desempleo. En efecto, si este incremento permanente del déficit fiscal –cuando no se quería frenar el ritmo de la economía aplicando impuestos para balancear el presupuesto público– se financiaba con políticas monetarias expansivas, el resultado previsible era la inflación. Pero bajo el esquema lógico de la curva de Phillips eso no importaba, porque si se lograba aumentar la producción se reducía el desempleo, ya que más gente se incorporaba a la mayor producción en calidad de trabajadores, que ganarían un salario con el cual confrontaban los mayores precios. Todo cerraba así: desempleo reducido y crecimiento económico. 
 
   Sin embargo, se demostró luego que la relación marcada por la curva de Phillips no era necesaria siempre. Empíricamente apareció el fenómeno de la estanflación, donde coexistía la inflación con el estancamiento económico, y por ende, con el desempleo. El nuevo escenario estanflacionario desafiaba los postulados keynesianos plasmados en la curva de Phillips. Bajo tales circunstancias, las ideas monetaristas revivieron audiencia y credibilidad, y como consecuencia se favorecieron nuevas medidas anti-keynesianas como simultanear acciones anti-recesivas y anti-inflacionarias. 
 
   La crítica vino principalmente de los monetaristas de Chicago, a través de tres aspectos. Primero, era discutible el uso del aumento de la masa monetaria, es decir, de políticas monetarias expansivas, como instrumento para crear demanda agregada, recomendando mantener fija dicha magnitud. Segundo, era mejor evitar el uso de la política fiscal, especialmente cuando no se financiaba el gasto público con impuestos, creando fuertes déficits fiscales, lo que cuestionaba la validez efectiva del llamado multiplicador keynesiano. Y tercero, era mejor una reducción en los gastos del Estado para potenciar al sector privado en su capacidad de inversión, orientar la economía al sector externo, evitar la inflación y así expandir la demanda agregada, y con eso, la producción. 
 
   En el mundo moderno occidental, la mayor parte de los aportes teóricos fueron rápidamente aceptados poniendo fin a la predominancia que el keynesianismo tenía en la mayoría de las escuelas de pensamiento económico desde los años treinta hasta los setenta. Tanto Margaret Thatcher como Ronald Reagan en los ochenta pusieron en práctica estas teorías con medidas aplicadas a sus propios países, logrando resultados de reactivación sostenida de sus economías. En Latinoamérica hubo que esperar más tiempo para que esas ideas llamadas neoliberales desplazaran, y solo parcialmente, a las recetas keynesianas. Sin embargo, sería de manera sorprendente en América Latina donde estas medidas empezaron a aplicarse en la práctica, antes incluso de que el mundo empezara a llamarlo “modelo neoliberal”. Y eso sucedió en Chile.
 
   Efectivamente, durante el gobierno de Augusto Pinochet en Chile, un conjunto de medidas de corte monetarista con algunos rasgos keynesianos se apoyó ahí para corregir los fuertes desbalances macroeconómicos que se produjeron en el gobierno de Salvador Allende. Estas medidas fueron sugeridas por Milton Friedman[118] y favorecidas por un conjunto de economistas chilenos formado en la Universidad de Chicago, donde Friedman era profesor. Estos economistas, conocidos como Chicago Boys, serían vitales para la reestructuración económica de Chile, marcada por las crisis mundiales y la nacionalización del cobre realizada durante el gobierno de Allende en 1971. Chile además se fue del entonces llamado Pacto Andino, con lo que se terminó de desacoplar del resto de América Latina y de sus modelos de desarrollo, entonces con predominancia fuerte del paradigma de la dependencia. Los demás países latinoamericanos fueron entrando, uno a uno, en el colapso del modelo cepalino, inspirado en las recetas keynesianas, que los llevó a altas inflaciones, elevados niveles de deuda externa y estancamiento de la tasa de crecimiento. Así desembocaron en las crisis de los años ochenta.
 
   Ya en los ochenta, otras experiencias latinoamericanas se sumaron a las del Reino Unido y EEUU y provocaron el desencantamiento progresivo del modelo cepalino y de las recetas keynesianas. De ahí surge un marco teórico y político que incorporaba la aversión al déficit presupuestario y a la consecuente fabricación de dinero inorgánico, que terminó haciendo de los bancos centrales incubadoras de inflaciones galopantes. Dicho marco, como consecuencia de estos hechos, mantenía un cierto recelo a la intervención pública en la economía, pero no la defensa de su nulo papel en ella. Este nuevo marco también incorporaba una vocación de orientar a las economías locales hacia el mundo, en un espíritu mundializador que se decantó hacia la apertura comercial y financiera en el nuevo mundo globalizado que asomaba a fines de los ochenta, y la renuencia a proteger industrias ineficientes tanto públicas como privadas.
 
    
 
   El neoliberalismo y el consenso de Washington
 
   Estas ideas quedaron plasmadas en el denominado Consenso de Washington, término acuñado en 1989 por el economista John Williamson para referirse al tipo de políticas fiscales y monetarias recomendadas para los países en desarrollo por los organismos con sede en Washington, tales como el Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional, la Reserva Federal y el Tesoro de EEUU, entre otros. Es interesante saber que, como lo cuenta el propio Williamson, en 1989 la prensa de EEUU comentaba la poca disposición de los países latinoamericanos para emprender reformas que les permitiría salir de la crisis de la deuda. No tenían claro cómo salir de la crisis. Por tal motivo, ese año la institución en que trabajaba Williamson, el Instituto de Economía Internacional, organizó una conferencia para que autores de diez países latinoamericanas detallaran la situación económica de sus países y lo que se estaba haciendo al respecto. Explica Williamson: 
 
   “Para asegurar que todos abordaran un conjunto de cuestiones en común, redacté un documento de referencia donde enumeré diez reformas de política económica que casi todos en Washington consideraban necesario emprender en América Latina en ese momento. A este programa de reformas lo denominé Consenso de Washington, sin imaginar que estaba acuñando una expresión que pasaría a ser el grito de batalla en los debates ideológicos”[119].
 
   En ese histórico borrador, Williamson incluyó una lista de diez políticas que él mismo pensaba que eran más o menos aceptadas por todo el mundo en Washington. Originalmente, ese paquete de medidas económicas estaba pensado para los países de América Latina, pero con los años se convirtió en un programa general de economía. A continuación, se detallan las medidas y se incluyen comentarios del propio Williamson, realizados varios años después, respecto de estas:
 
   Disciplina fiscal. Donde los presupuestos públicos no pueden tener déficit, es decir, cuando los gastos públicos son excesivos, tienen que ser financiados con impuestos. La medida buscaba acabar con el despilfarro fiscal que había caracterizado a los países latinoamericanos en las décadas de los setenta y ochenta. Fue una medida medular que Williamson sugería “en el contexto de una región en la que casi todos los países habían acumulado grandes déficits que condujeron a crisis en la balanza de pagos y estaban experimentando inflaciones elevadas que afectaban principalmente a los pobres porque los ricos podían colocar su dinero en el extranjero”[120]. Es un mito entonces que la medida fuera para limitar el acceso a los pobres a accesos básicos, sino más bien, para proteger su poder adquisitivo que las inflaciones galopantes terminaron por licuar.
 
   Reordenamiento de las prioridades del gasto público. El dispendio público de los gobiernos latinoamericanos se había dirigido preponderantemente a gastos corrientes para financiar sus costosas burocracias. La idea era redirigir el gasto a otras áreas más productivas. Williamson “sugería redistribuir el gasto en beneficio del crecimiento y los pobres, por ejemplo, desde subsidios no justificados hacia la atención sanitaria básica, la educación y la infraestructura”[121]. Las críticas se formularon como si esta medida estuviera dirigida exactamente a lo contrario, es decir, a reducir los gastos en educación y salud para privilegiar otros componentes del gasto público. 
 
   Reforma tributaria. El desfinanciamiento del gasto público por fuentes directas había obligado a los países latinoamericanos a una combinación de endeudamiento externo con políticas monetarias expansivas, lo que generó elevados índices de deuda externa junto a fuertes presiones inflacionarias, depreciaciones severas de sus tipos de cambio y problemas de balanza de pagos. Era necesario fortalecer la recaudación para aliviar el uso de esos instrumentos, ampliando las bases tributarias con tipos impositivos marginales moderados. “La finalidad era que el sistema tributario combinara una base tributaria amplia con tasas marginales moderadas”[122]. Esto fue blanco de críticas de sectores liberales propensos al Estado mínimo porque suponía que el gasto público podría no reducirse. Desde los sectores socialistas, la crítica fue hacia el aumento tributario por expansión de la base tributaria, ya que abogaban por un simple aumento de la tasa impositiva a los más ricos. 
 
   Liberalización de las tasas de interés. Los sistemas financieros latinoamericanos estaban sumamente reprimidos, lo que les impedía lograr profundidad, es decir, generar instrumentos atractivos para el ahorro y la inversión. Las tasas de interés, como resultado de estas políticas de represión financiera, eran controladas y por eso no se generaban los recursos del sistema financiero para solventar el despegue de la inversión. Williamson afirma que “hubiera preferido formularlo más ampliamente como liberalización financiera”, y además, precisando que era importante definir caso por caso el ritmo de apoyo de esta medida “y reconociendo la importancia de acompañar la liberalización financiera con una supervisión prudencial”[123]. No obstante, más allá de la mayor precisión de la medida, no es entendible la crítica de sectores liberales ante algo tan liberal como la liberación de un precio tan importante como la tasa de interés.
 
   Tipo de cambio competitivo. La medida buscaba que los países establezcan tipos de cambio que les permitiera mantener superávits de cuenta corriente pero sin comprometer en exceso la política monetaria. Es decir, la recomendación se orientaba hacia una “flotación sucia” o intervenida de manera parcial por los bancos centrales, para sostener, en lo posible, tipos de cambio que permitiesen a los países competir en el mercado externo, favoreciendo a su sector exportador, pero sin llegar al punto de perder total control sobre la oferta monetaria. “Temo haberme ilusionado al aseverar que existía un consenso para asegurar que el tipo de cambio fuera competitivo”[124], señaló Williamson, lo que implica un régimen intermedio entre un sistema de tipo de cambio totalmente fijo y un sistema de flotación limpia. Esta medida fue adoptada por prácticamente todos los países latinoamericanos.
 
   Liberalización del comercio. Los países padecían los efectos de la industrialización por sustitución de importaciones del paradigma de la dependencia, lo que les había creado sistemas industriales altamente ineficientes. Las políticas proteccionistas debían ser corregidas. Por eso esta medida contó con alta aceptación. “Advertí que no había coincidencia sobre la rapidez con la que se debería liberalizar el comercio, pero todos coincidían en que era el camino acertado”[125].
 
   Liberalización de la inversión extranjera directa. En un contexto en que había carestía de flujos de capitales hacia Latinoamérica, donde los países se enfrentaban a crisis de la deuda externa y déficits en cuenta corriente, era importante y crucial establecer mecanismos de atracción de inversiones extranjeras. Sin embargo, no de cualquier inversión, sino de aquella que se quedaba en los países, a diferencia de la inversión de portafolio, que se canaliza en la compra y venta de papeles en las bolsas de valores. “Expresamente no incluí la liberalización general de las cuentas de capital, pues no creí que ello tuviera consenso en Washington”[126].
 
   Privatización. Como hemos dicho, los países latinoamericanos mantenían carísimas burocracias. Gran parte de ellas se albergaban en empresas estatales, las cuales, en un número importante, estaban a cargo de monopolios de servicios públicos. La privatización, entendida como incorporación de capital privado a las actividades públicas, era una alternativa de mejora de gestión y a la vez de financiamiento fresco. Williamson recuerda que este planteamiento “logró ganar amplia aceptación” pero que luego se hizo claro que también importaba mucho cómo se llevaba a cabo una privatización, porque “puede ser un proceso sumamente corrupto que transfiere activos a una elite privilegiada por una fracción de su valor real”, aunque mantiene que “si se realiza como es debido, es beneficioso, en especial en lo atinente a la mejora del servicio, y la empresa privatizada vende en un mercado competitivo o se regula apropiadamente”[127]. Más allá de las críticas y de lo mal que, efectivamente, se llevaron a cabo varios de estos procesos, los resultados siempre fueron las mejoras del servicio público. Y el mecanismo descendiente de las privatizaciones entendidas como venta de activos, las asociaciones público-privadas, padecieron los mismos problemas pero también, al final, produjeron en líneas generales mejoras notables en los servicios a la gente.
 
   Desregulación. Las economías latinoamericanas estaban sobre-reguladas hasta extremo de que los trámites para hacer una empresa o para adquirir financiación eran muy engorrosos. La idea era facilitar al empresario su tarea. Como bien puntualiza Williamson, “aquí se trataba de distender las barreras al ingreso y a la salida, y no en abolir normas de seguridad o ecológicas, o las normas que determinan los precios en una industria no competitiva”[128].
 
   Derechos de propiedad. La precaria institucionalidad de los países latinoamericanos no permitía que los derechos de propiedad fueran sólidos, lo que impedía que se impulsarafuertemente la inversión y los emprendimientos privados, necesarios para impulsar la economía al crecimiento. “Se trataba principalmente de proporcionar al sector informal la capacidad de obtener derechos de propiedad a un costo aceptable”[129], explica Williamson, lo que responde a la crítica socialista de fortalecer la propiedad privada como una forma de favorecer a los ricos en detrimento de los pobres desposeídos.
 
   Esta sumaria revisión y análisis de todos y cada uno de las recomendaciones de política –que nunca fueron llamados “principios”– del Consenso de Washington nos llama a una pregunta concreta a los críticos del llamado “neoliberalismo” desde las posturas liberales: ¿cuál de estas recomendaciones de política colisiona con los preceptos, principios y políticas liberales? Y al resto de críticos, les proponemos otra pregunta: ¿qué gobierno que proyecte una imagen seria al mundo prescinde hoy en día de estas recomendaciones de política? 
 
   A los países que adoptaron medidas que se enmarcaban significativamente en estas políticas delineadas en el Consenso de Washington, se les acusó desde los opositores como “neoliberales”. Y a tales medidas se las denominó, genéricamente, como “política neoliberal”. El modelo neoliberal es el que aplica políticas neoliberales. Por tanto, el término “neoliberal” es acuñado por los adversarios del modelo, ya que los propios defensores de este no se autodefinen como tales. De paso, esto ha hecho que el vocablo “neoliberal” abarque demasiadas cosas y no ha quedado completamente delimitado, pero podemos pensar en neoliberalismo como políticas consistentes con el Consenso de Washington, para fines metodológicos.
 
   Por consiguiente, entendemos que, desde el punto de vista cercano a lo doctrinario, lo más próximo es consignar como neoliberalismo al conjunto de políticas económicas que se inspiran en el llamado Consenso de Washington y que básicamente readaptan el concepto de mano invisible del mercado a políticas públicas modernas, subordinando al mercado otros elementos sustanciales a una sociedad liberal, como por ejemplo el liberalismo político. En consecuencia, se suele llamar neoliberal a una forma de entender el mundo desde lo económico y con la fuerza institucional necesaria para hacer cumplir las políticas derivadas de esa cosmovisión. El neoliberalismo solo era una aplicación de recetas económicas –y circunscritas a lo económico– de carácter liberal aplicadas a una realidad y situación concretas, sin pretensión moral ni filosófica alguna. 
 
    
 
   El neoliberalismo convertido en paradigma de desarrollo 
 
   Pero ¿qué es lo que significa o representa, en el fondo, el paradigma neoliberal? ¿Tiene una connotación como modelo de desarrollo? En efecto, la tiene. La lógica subyacente a este nuevo paradigma de desarrollo, al menos desde la perspectiva de América Latina, parte de la crítica al antiguo modelo. Durante las décadas de los sesenta a los ochenta la estrategia de desarrollo se fundamentó en el concepto de que el estado era el responsable directo de liderar el desarrollo nacional, no solamente en el papel de establecer las reglas de juego para la actuación de los actores económicos, sino en su participación directa en todas las actividades de la economía que sean necesarias, sin restricción alguna. Este rol del estado era el único congruente con el diagnóstico del subdesarrollo que se había identificado y con la estrategia de desarrollo asumida para el logro planteado, en el terreno económico. 
 
   Los gobiernos de las décadas de los sesenta y setenta incrementaron así, basados en este paradigma, el control estatal o, al menos, su participación en casi todas las actividades económicas. Como resultado de esta política, se crearon empresas públicas, se expropiaron empresas privadas y se adquirieron otras casi en quiebra con el objeto de asumir, a través de ellas, la dirección de las principales actividades económicas. La mayoría de estas empresas públicas funcionaron bajo estructuras monopólicas. Así se configuró un escenario en el cual confluyeron dos fenómenos concordantes con el comportamiento esperado de las burocracias públicas[130]. De un lado, se eliminaron los incentivos a la eficiencia y la generación de ganancias para efectos de supervivencia, pues cualquier pérdida era inmediatamente cubierta por el fisco, en aras de la seguridad estratégica. Por otro lado, las empresas públicas fueron manejadas frecuentemente por simpatizantes del gobierno con intereses políticos antes que con visión comercial. Las empresas de propiedad estatal, mal dirigidas y económicamente inestables, proveyeron un pobre servicio a una población creciente.
 
   El incremento desmedido del déficit ocasionó la hiperinflación en algunos países como Perú y Bolivia. Las empresas de propiedad estatal fueron ineficientemente reguladas, como resultado de una enorme burocracia y de una lenta dirección, sin autoridad de decisión empresarial. Las pérdidas incurridas por las empresas de propiedad del Estado fueron creando serios problemas presupuestarios para los gobiernos, ya que esas empresas no eran sujetos de quiebra como las empresas privadas y además eran financiadas por incremento en la emisión de moneda. 
 
   El apoyo de este cambio de paradigma se fundamentó en la construcción de un clima favorable de inversión que sustentara una nueva visión del desarrollo nacional, la misma que colocaba a la inversión privada como el motor del proceso. El clima de inversión puede ser definido como el conjunto de factores específicos de un espacio territorial que configuran las oportunidades e incentivos de las empresas para realizar inversiones productivas, realizar innovación tecnológica sostenida y ampliar sus operaciones, con la consecuente mejora en el nivel de empleo de los factores internos[131]. Este concepto involucra la usual referencia al riesgo país, las restricciones y limitaciones a la inversión extranjera, la apertura comercial, el desarrollo del sistema financiero y otros indicadores político-institucionales como la solidez y arraigo del estado de derecho –incluyendo la fortaleza de los derechos de propiedad–, la corrupción en las prácticas burocráticas públicas como empresariales privadas, el marco jurídico y la gestión gubernamental para el crecimiento económico.
 
   Se concibió que la construcción de un mejor clima de inversión era un elemento clave que retroalimenta todos los cambios estructurales necesarios para el nuevo proceso de desarrollo. Y que las mejoras en el clima de inversión eran cruciales para estimular el crecimiento y reducir la pobreza. El ejemplo emblemático es el caso chino. En efecto, se estima que China logró sacar de la pobreza a 400 millones de personas como resultado de su cambio de política orientada a la atracción de inversiones. Otros ejemplos son la India, Irlanda, Chile y Uganda, que en las últimas décadas impulsaron notablemente su tasa de crecimiento como resultado de mejoras en el clima de inversión.
 
   Es importante detenerse en este punto crucial del cambio de modelo y en el papel central que desempeña en él la construcción del clima de inversión. Si bien el clima de inversión abarca muchos ámbitos de la macroeconomía y la política, las empresas evalúan el conjunto de políticas y acciones de las autoridades teniendo en cuenta los riesgos y los costes políticos y las trabas al mercado y las barreras a la competencia. Esto significa que el énfasis en las variables microeconómicas va tomando creciente peso en la evaluación del clima de inversión. Por consiguiente, la nueva estrategia de desarrollo partía del supuesto de que las medidas que se adopten para corregir los problemas más inquietantes en estos ámbitos podían suscitar una gran reacción del sector privado para repotenciar el crecimiento.
 
   El clima de inversión está íntimamente ligado a las expectativas de los actores empresariales y al papel del Estado en garantizar las condiciones propicias para que se consolide el primero y se alineen las segundas hacia lo favorable en vez de hacia el temor permanente. La experiencia latinoamericana en general, de los últimos cuarenta o cincuenta años, dependiendo de los países, demuestra que los riesgos de política concentran gran parte de las inquietudes de las empresas. En general, esto es notablemente más claro en los países en desarrollo, donde la incertidumbre acerca de la política económica y su apoyo es la principal preocupación, seguida de la inestabilidad macroeconómica, la arbitrariedad de las leyes y reglamentaciones y las deficiencias en la protección de los derechos de propiedad. Esto se traduce, por ejemplo, en incertidumbre e imprevisibilidad en la interpretación de las diversas normativas o en la desconfianza en los tribunales de justicia para preservar los derechos de propiedad o dirimir situaciones que afecten los patrimonios privados. 
 
   Estos riesgos vienen aparejados con los costes políticos. En efecto, los costes que se deriven de estos riesgos políticos, especialmente para las empresas, pueden ser sustanciales y eliminar la rentabilidad de muchos proyectos de inversión. Sin embargo, los costes de la inadecuada normativa no son los más relevantes a la hora de contabilizar los sobre-costes que inciden negativamente en el clima de inversión y en la competitividad, pues los costes relacionados con la falta de infraestructura, la protección contra la delincuencia y la corrupción pueden imponer costes casi dos veces mayores que la reglamentación.
 
   De otro lado, los elementos que traban el desarrollo de mercados y la competencia también inciden de manera adversa en el clima de inversión. Si algunas empresas pueden preferir confrontar menos competencia, las barreras que benefician a unas perjudican a otras a las que se les niega oportunidades. Asimismo, la ausencia de competencia elimina o reduce los incentivos a la innovación, la búsqueda del incremento de la productividad y las políticas empresariales de compartir los incrementos de la productividad con los consumidores y trabajadores. Es sabido que muchos factores, como las economías de escala y el tamaño de los mercados, pueden influenciar en el grado de competencia de un mercado, al igual que la política de gobierno puede afectar el grado de competencia al reglamentar el ingreso en los mercados y la salida de los mismos y al hacer frente a actividades anticompetitivas.
 
    
 
   neoliberalismo: separando el mito de la realidad 
 
   El paradigma neoliberal, inspirado en el Consenso de Washington, no respondió en todos los países con la misma eficacia. Si bien a inicios de los noventa varios países que adoptaron las medidas del Consenso de Washington obtuvieron buenos resultados en términos de presupuestos más saludables, menos inflación, menor deuda externa y mayor crecimiento económico, algunos detractores lo cuestionan severamente. Por ejemplo, una crítica muy frecuente es achacarle al modelo neoliberal la pobreza existente, crítica que se resume, por ejemplo, en la posición de Jeremy Cliff, quien señala que: 
 
   “En muchos países el desempleo aumentó, la pobreza siguió estando difundida y el énfasis en la apertura hizo que los países se tornaran vulnerables a los efectos secundarios de la globalización, como los flujos de capitales privados a corto plazo que salen de un país con la misma rapidez con que entraron [por lo cual] entre 1994 y 1999, diez países en desarrollo de ingreso mediano experimentaron crisis financieras que deterioraron los niveles de vida y en algunos casos hicieron caer los gobiernos y empobrecieron a millones de personas”[132]. 
 
   Pero esta es una visión muy tendenciosa acerca de las medidas encuadradas como neoliberales. Omite convenientemente Cliff que en el período que alude se produjeron la crisis mexicana (1994) la crisis asiática (1997) y la crisis rusa (1998), que golpearon ferozmente la Latinoamérica y que no tuvieron su origen en las políticas neoliberales, sino en malas decisiones de política coyuntural. También deja de lado que el despegue de países como México, Corea del Sur, Singapur o Rusia se debió a las políticas que precisamente descalifica como neoliberales. No habría nada que perder, ni peldaño elevado desde donde caerse, si no hubiera sido por esas políticas. 
 
   Tampoco menciona el citado autor que en los países latinoamericanos no se siguieron las recetas de Williamson en toda su extensión. Siempre se optó por rebajar la intensidad de las medidas. Las privatizaciones fueron paralizadas en todos los países al poco tiempo que equilibraron sus finanzas internas, las bases tributarias no se extendieron, los tasas de interés no se dejaron libres, las aperturas comerciales no se dieron totalmente, las instituciones de la propiedad privada no solo no se fortalecieron, sino que en muchos países se debilitaron. Hablar de que se aplicó el Consenso de Washington en su plenitud es, en el mejor de los casos, una exageración, y en el peor, una gran mentira que se han comido varios ingenuos.
 
   Desde luego, las fuerzas del socialismo latinoamericano no tienen nada de ingenuas, sino que perfectamente saben cómo manejar el discurso para acomodarlo a sus intereses. Hoy mismo están hablando de que el neoliberalismo es el culpable de la crisis europea y que es en el mayor gasto público, esto es, en la profundización de los déficits, donde se encuentra la solución a ella, por lo que habría que dejar de lado la neoliberal política de la austeridad en el expendio fiscal.
 
   Pero el discurso falaz de la izquierda ha encontrado nuevos ingenuos. En efecto, el discurso de desprestigio del llamado neoliberalismo ha sido comprado por buena parte de los liberales latinoamericanos. Y el centro gravitacional de ese discurso es que existe pobreza en América Latina después de más de dos décadas de aplicar medidas neoliberales, lo que “demostraría” el fracaso del modelo neoliberal. Esto obliga a responder, analizando tres hechos fundamentales e irrefutables.
 
   Primero, que pobreza ha existido siempre en Latinoamérica. Si bien es cierto países como Argentina han estado a punto de entrar en el exclusivo grupo de los más desarrollados al inicio del siglo pasado, lo real para la mayoría de latinoamericanos es que han sido mayoritariamente pobres en gran parte de su historia. En los comienzos de sus existencias como repúblicas, los países latinoamericanos mostraban una pobreza preponderantemente rural. Más recientemente, esa pobreza se trasladó a las ciudades. Pero siempre ha existido. Echarle la culpa de esta al modelo neoliberal es no solo inexacto, sino flagrantemente tendencioso y malintencionado.
 
   Segundo, muchos estudios indican que se han reducido los niveles de pobreza en la región desde hace dos décadas, que coinciden con la aplicación de las medidas neoliberales. Según la CEPAL[133], habría alrededor de 30% en 2011 en toda Latinoamérica, que representa casi 20% menos de los que había en 1990. Por otro lado, según el Banco Mundial, la clase media Latinoamérica se ha incrementado notablemente para alcanzar un 30%, registrando un aumento sumamente notable respecto a la década pasada.
 
   Y tercero, que los pobres de ahora no necesariamente son los pobres de antes, lo que implica que se ha producido movilidad social. Si bien es cierto, la pobreza no ha caído hasta los niveles deseables, se ha venido produciendo una alta movilidad social, de manera que muchos que eran pobres hace solamente veinte años hoy son de clase media, y muchos individuos de clase media cayeron a los niveles de la pobreza[134]. 
 
   En la misma línea de ideas, en contraposición a los críticos, Guy Sorman considera directamente que es el modelo neoliberal el causante de que países tradicionalmente pobres como Singapur e India, además de muchos asiáticos e incluso China, hoy se encuentren en una franca línea sostenida de crecimiento. Para Sorman, no importan ni siquiera los recursos naturales, sino la calidad de las políticas económicas[135]. 
 
   No hay que dejar de entender que si nos guiamos por el hecho, aceptado tanto por antiliberales como por liberales ortodoxos y no ortodoxos, de que el neoliberalismo puede sintetizarse en las recetas del Consenso de Washington, es de notar que en ningún momento se dijo que el modelo neoliberal se agotaba en privatizaciones o en apertura comercial. En realidad, eso correspondía más a medidas de ajuste para garantizar la estabilización de la economía que a cambios estructurales. El modelo suponía ir actualizándolo. Pero no se hizo así.
 
   Estas son críticas que provienen de las canteras de la izquierda, del socialismo latinoamericano. Pero, como indicamos antes, gran número de liberales se sumaron a estas críticas, dejándose acorralar por los supuestos fallos del modelo llamado neoliberal. Se desmarcaron de gobiernos como los de Menem, Salinas de Gortari o Fujimori, pero abrazaron entusiastas al gobierno de Uribe o el de Piñera, por ejemplo. ¿Y acaso hay alguna diferencia sustancial, en materia de política económica, entre los gobiernos antedichos? Ninguna. Pero aquí el problema de los liberales es el mismo que el de los socialistas: esperan que un gobierno sea absoluta y completamente “liberal”, desconociendo el hecho real de que en política todo gobierno requiere, incluso bajo las más férreas dictaduras como la cubana, por ejemplo, establecer pactos con los que no piensan como ellos, en mayor o menor grado, claro está. No existen políticas públicas puras porque no pueden existir, sencillamente. Y esperar que eso suceda es habitar en la más ilusa de las utopías o en el más subterráneo de los cinismos.
 
   Cualquiera que hubiera comprendido las dificultades prácticas para instaurar regímenes liberales en la región después de tantos años de hegemonía del pensamiento keynesiano, de otros largos años de comunismo en el mundo, que tuvo que verse reflejado en el tipo de educación que les tocaba a los niños, habría entendido que el camino era ganar el control de las políticas públicas y manejar el gobierno ajustado a ciertas reglas de política como las del Washington Consensus. Era importante consolidar ese tipo de espacio en las burocracias públicas y empezar a crear una nueva escuela para enfocar la administración pública. Ese espacio quedó tomado por el liberalismo en su forma de neoliberalismo. Quizás las políticas no fueron perfectas, pero cumplieron su cometido de instalar en el debate el propio liberalismo, atravesando el muro de contención que significaban las décadas de industrialización por sustitución de importaciones, de proteccionismo a industrias “estratégicas” y de desarrollo “hacia adentro”. Por no mencionar, que todo esto se hizo en medio de un sistema educativo público completamente entregado a las fuerzas de antiliberales. 
 
   También muchos liberales de la región cuestionaron el Consenso de Washington y cedieron al discurso socialista de llamar “neoliberales” a quienes propugnaban e impulsaban estas medidas de políticas económicas concretas, simplemente porque se tragaron el cuento de que esas políticas habían fracasado. La realidad es que no fue así. No concordamos de ninguna manera con esa opinión y al parecer, tampoco Guy Sorman, quien se expresa del Consenso de Washington como “este conjunto de medidas liberales [que] invitaba a abrir las fronteras al comercio para hacer bajar los precios del consumo e incitar a las empresas locales a lanzarse a producir competitivamente”[136]. Tanto es así que en Chile el paso a la democracia y la hegemonía de la izquierda chilena durante más de una década de Aylwin a Bachelet mantuvo las vigas maestras del mismo modelo favorecido desde los tiempos de Pinochet. En Perú sucedió algo más con los gobiernos posteriores a Fujimori, desde Toledo a Humala, a pesar que incluso este último expresamente utilizó como eslogan de campaña “la Gran Transformación” del modelo neoliberal, para luego allanarse a permanecer en la continuidad del modelo impuesto desde inicios de los años noventa.
 
    
 
   


 
   
 
  




 
    
 
   CAPÍTULO X
 
   DE UN LIBERALISMO ACORRALADO AL LIBERALISMO VIABLE
 
    
 
   La reacción “antisistema” y el Caballo de Troya
 
   La sombra del totalitarismo socialista, en cualquiera de sus versiones –“socialismo del siglo xxi”, “nacionalismo”, “democracia popular”, etcétera– hace de los actuales procesos políticos en América Latina un hito clave en la historia del continente. Sucedió en la Alemania posterior a la Gran Guerra que dio a luz a Hitler. También en la Cuba de Batista, que produjo a Fidel Castro. Después, en la Venezuela del populismo alternado de izquierdas y derechas, que hizo nacer políticamente a Hugo Chávez, o en la confrontación entre naciones criollas e indígenas que produjeron a Evo Morales, Rafael Correa y Daniel Ortega. Y a ellos se ha unido, muy recientemente, Ollanta Humala y lo que ya se podría sindicar como un nuevo proyecto dinástico al estilo de la “dinastía Kirshner-Fernández”. Y todo esto, solo hasta ahora.
 
   En todas estas experiencias el detonante fue el mismo: la rabia contra un sistema que excluyó a amplios grupos de ciudadanos. La indignación ante la indolencia, la exclusión, la corrupción y la frivolidad –¡cuánto ha colaborado la clase política y los sucesivos gobiernos latinoamericanos en estos rubros!– es la reacción inmediata, casi propia del acto reflejo. Peor aún cuando la prensa y los propios políticos, que hoy se horrorizan con estos nuevos totalitarios de raigambre democrática, fueron los que cantaron a los cuatro vientos que los presidentes constitucionales anteriores eran corruptos, incompetentes, autoritarios y delincuentes.
 
   Este envenenamiento masoquista, unido, de un lado, a la actitud excluyente de castas que no supieron dirigir el desarrollo y, de otro, al proceso “educativo” que padecemos desde hace décadas por cortesía de los verdaderos propietarios de la educación pública, que en Latinoamérica siempre están vinculados a grupos socialistas, han producido una cultura del desprecio por la vida, la libertad, la propiedad, los valores cívicos, el Estado de derecho y la democracia liberal, no basada en la prepotente aritmética del mayor número sino en la subordinación a la ley. 
 
   A estos elementos estructurales hoy se suma el condimento de la crisis económica mundial, que viene siendo muy bien aprovechado por las fuerzas reaccionarias de los defensores del estatismo a ultranza y que creen ver en ella algo similar a la caída del Muro de Berlín, en su equivalente liberal a ese símbolo de la derrota del comunismo como doctrina en el nivel mundial. De poco o nada sirve explicar una y otra vez que la causa primigenia de la crisis fue, precisamente, la intervención de los mercados de créditos y la populista política de tasas de interés artificialmente bajas y de “hipotecas sociales” que produjeron la burbuja de una seudo-bonanza para aplacar los temores de las crisis de finales de los noventa, en lo económico, y de inicios de los dos mil, en lo político, esta última relacionada con los ataques de Nueva York y Washington d.c. contra el World Trade Center y el Pentágono, respectivamente. Nada de esto importa cuando la guerra mediática la ganan los socialistas de todos los colores, incluyendo a los infaltables e inefables “moderados”, que ya celebran la resurrección del keynesianismo más rancio, cuando no del marxismo más recalcitrante, nada menos que en el corazón geopolítico del capitalismo moderno: Europa occidental y Estados Unidos.
 
   Por eso no debe sorprender que un candidato, de cualquier país latinoamericano, se pueda hacer popular a partir de vilipendiar los soportes del republicanismo, de las democracias liberales y, en general, los principios de la propia tradición occidental. Ahí están los López Obrador, Morales, Correa, Humala, Ortega, Chávez y Castro. Entretanto, los socialistas autodenominados “moderados” o “democráticos”, que defendieron durante décadas el discurso del despojo, es decir, el que enseña que la pobreza se debe al éxito de otros, que el desarrollo es un juego de suma cero donde el mundo se divide entre centros ganadores y periferias perdedoras, hoy se rasgan las vestiduras con el discurso de los nuevos populistas de talante totalitario, y pretenden desmarcarse e incluso se atreven a calificarlos de “antidemocráticos”. Cuando en el fondo ellos solo expresan en alta voz lo que la elite intelectual socialista latinoamericana, autodenominada ahora como “moderada”, predicó durante décadas. 
 
   Es sabido, en los círculos medianamente informados, que estos proyectos políticos que prometen que se acabará la pobreza por decreto, incluyendo el expediente de las nuevas constituciones a medida del gobernante de turno y las reelecciones indefinidas, buscan camuflar proyectos de claro talante totalitario y personalista, cuyo común denominador es su perpetuación. El intercambio es simple: algunas prebendas populistas a cambio de hacer que la gente mire a otro lado, se desentienda y los deje perpetuarse. Pero ¿será tan obvio, para las mayorías pobres, la dudosa ética de tales proyectos políticos? Seguro que no. Porque lo que ven es el Caballo de Troya, el regalo grandioso de las “patrias nuevas” y de las “segundas, terceras, enésimas repúblicas”, sobre la base de un “nacionalismo reivindicador”, que convertirá a la gran masa de pobres en ricos, como por arte de magia. 
 
   El hecho es que para esa población de pobres, incluyendo a los pobres extremos, ese caballo se ve enorme. Más aún cuando los cálculos económicos objetivos establecen que, incluso si los países de América Latina siguieran creciendo a las tasas anuales de las últimas tres décadas, se necesitaría similar número de otras décadas para reducir, cuando menos a la mitad, el actual porcentaje de pobres. Un escenario que ya era muy optimista de imaginar hasta hace pocos años y que ahora, en pleno contexto de crisis global, se hace ya utópico. Ni que hablar de lo que habrá que decirles a esa otra mitad que tendría que esperar quizás otros veinte o treinta años más para pasar de pobres a clase media. ¡Toda una vida! Y quizá más. 
 
   La gente que menos tiene se compra la idea, porque es, acaso, lo único que puede comprar. No importa que los principales voceros de los autodenominados “partidos de los pobres” sean todos pertenecientes a niveles socioeconómicos altos o cercanos a los altos, muy bien educados y con apellidos rimbombantes. Ni que sus mensajes “reivindicativos”, que van desde lo étnico pro-indigenista hasta lo anti-yanqui, sean pronunciados solamente por voceros representantes de las clases a las que presuntamente oponen ese mismo mensaje. La gente más desposeída quiere creer en algo. Quiere tener una esperanza. 
 
   Las disquisiciones y elucubraciones sobre la democracia, la libertad, el Estado de derecho, la igualdad ante la ley, la geopolítica, las estrategias de desarrollo, la defensa de un sistema de convivencia social, la eficiencia de la economía de mercado y un largo etcétera aparecen tan esotéricos para estos desposeídos como la física quántica, el genoma humano o la economía espacial. Para ellos importa solo si quien está dando un discurso les ofrece un mensaje con suficiente dosis de esperanza que les haga tener ganas de amanecer al día siguiente y levantarse de la cama. Y no se les puede ni se les debe culpar. De estos grupos poblacionales de pobreza dura se aprovechan, y siempre se han aprovechado, los populistas de turno en América Latina. De ellos viven. De su ingenuidad, pero especialmente de su desconocimiento y su desesperación. Pero también esto ha sido así por la ausencia de contrapesos imaginativos en el terreno de las ideas. Esa es la verdad. 
 
   Tan lamentable como lo anterior, o quizá más, es que ese Caballo de Troya también está entrando en algunas de las “ciudadelas liberales”. Se asiste así al triste espectáculo de algunos liberales que, agobiados por la marejada del socialismo duro e irresponsable, terminan refugiándose en el autoengaño de considerar como buenos estadistas a gobernantes que se autoproclaman socialistas, izquierdistas, “progresistas”, que hasta hace pocas décadas representaban a partidos que llevaron a sus países al holocausto financiero, social y político, o que incluso lo hicieron personalmente en anteriores administraciones. No es difícil encontrar ejemplos. 
 
   La realidad marca que el liberalismo anda “jugando al muertito”, conformándose con que las cosas no empeoren, en algunos casos, y en otros consolándose con que no podrían empeorar más. Pero el Caballo de Troya que viene en la próxima década es tanto o más grande que el que ya se infiltró en la presente. Pensar que va a detenerse porque coyunturalmente pueda reventar la burbuja petrolera y los precios del crudo se desplomen por épocas es no comprender la dimensión del problema. Y hay sitio para más. Por ejemplo, bajo la fachada de estos regímenes que luchan presuntamente “por el pueblo”, lo que se logra es engrosar las burocracias estatales con el “ejército de reserva” de los voraces y conspicuos apetentes de los empleos públicos, incluyendo a los que se abalanzarán sobre los cargos de las empresas en las que el nuevo Estado socialista intervendrá apenas capturen el poder, en los países que aún les falta tomar. Y esto retroalimentará hordas clientelistas dispuestas a todo con tal de acceder a los privilegios del regazo estatal.
 
    
 
   La urgencia de la respuesta liberal
 
   ¿Qué podría marcar un rumbo diferente? ¿Qué puede ser realmente progresista y revolucionario en una época en que, probadamente, la ineficiente manera en que se canaliza la intervención del Estado en los asuntos de la sociedad ha demostrado su ineficacia para lidiar con el atraso, la pauperización, la postración y el subdesarrollo? Quizás hay que pecar de exceso de optimismo, o de ingenuidad, para pensar que las alternativas políticas tradicionales puedan articular una oferta que plantee soluciones efectivas alguna vez y en plazos razonablemente cortos. 
 
   La desesperanza creada tiene sus culpables. Pero a pesar de todo esto, la rabia no es un buen aliado, pues, aun justificada, puede originar salidas que empeoren la situación. Recuérdese el caso de Perú, donde los que votaron contra Vargas Llosa en 1990, por pura rabia, fueron los mismos que después, también por rabia, se deshicieron de Fujimori, después de que este les solucionara los problemas que no fueron capaces de afrontar. Y, veintiún años después, los liberales partidarios del propio Vargas Llosa, con él personalmente a la cabeza, votaron también, por pura rabia y odio, contra la candidatura de la hija de Fujimori, apoyando de una manera sorprendente a Ollanta Humala, que para la campaña electoral de 2011 representaba nada menos que al propio chavismo. Por rabia mueren todos los días personas asesinadas, aunque después los criminales lloren su arrepentimiento. Por rabia nos podemos poner la soga... o la bota en el cuello. Podemos convertir a cualquier país, por esa misma rabia, en la Cuba de las últimas cuatro décadas, o en la Venezuela de las dos décadas de chavismo, recientemente renovado, o la Bolivia o el Ecuador de estos días, con proyección a multiplicarse por muchos más. Y no habrá vuelta atrás, en décadas.
 
   No hay tiempo ni posibilidad de ponerse de costado si uno está disconforme con estas visiones, que animan en Latinoamérica no solo a muchos votantes sino también a la gran masa de intelectuales de la política, gran parte de ellos conformando clanes enclavados en las principales universidades públicas y privadas. Vale la pena, entonces, repensar el tamaño del desafío y preguntarse si se está a la altura de él, desde la orilla liberal, cualquiera que sea la definición de liberalismo que se quiera adoptar. 
 
   Los economistas, a menudo, están acostumbrados a manejarse en escenarios de “segundo mejor”, es decir, situaciones en las que, ante la imposibilidad de lograr un óptimo, inmediatamente eligen la siguiente mejor opción, pues la vacilación puede producir algo que deje ser un tercero, cuarto o quinto óptimo para volverse verdadera calamidad. Los liberales deberían aceptar el desafío de los socialistas fundamentalistas encubiertos de siempre, a despecho de su violencia y su prepotencia. Y hacerlo de frente, sin posiciones de arrogancia intelectual, diferenciándose de algunos socialistas que se sienten “más allá del bien y del mal”, aunque saben que su ideología de la lucha de clases es “la madre de las ideologías” de la violencia que los cobija a ellos mismos y a los nuevos caudillos socialistas latinoamericanos. Invocar purismos ideológicos y fomentar las fracturas es hacerle el juego a la consolidación del neo-socialismo en América Latina.
 
   Es interesante constatar que, a pesar de todos los escollos, la respuesta liberal a estos desafíos de postración puede y debe ser esgrimida y defendida con verdadera convicción por sus auténticos militantes. ¿Qué puede ofrecer una mejor respuesta a los problemas que hoy aquejan a nuestras sociedades latinoamericanas? ¿Qué puede ser más claro, a la luz de las evidencias de la historia? 
 
   No es muy difícil constatar que mucha gente es liberal sin saberlo: en su comportamiento, en su modus vivendi, en su visión del mundo. Pero “lo liberal” tiende a espantar a muchos que incluso simpatizan con las ideas liberales. Por tanto, hay que enseñarles a saberlo formalmente, porque en la práctica ya lo conocen. Lamentablemente, en la práctica la respuesta liberal latinoamericana se ha inhibido consistentemente de constituirse en la primera línea del frente de la lucha contra la pobreza, contra la depredación y contra la discriminación. En vez de eso, ha pecado de débil, utópica y torpe. El liberalismo ha sido infiltrado, en muchos casos, del anarquismo capitalista o del conservadurismo rancio, dando por resultado que muchos que se presentan como “liberales” actúan de modo similar, postulando una presunta pureza intelectual que no aterriza en políticas públicas viables, porque su fundamentalismo los ha alejado de las posibilidades de convertirse en alternativa de gobierno real, tanto como a los socialistas recalcitrantes. 
 
   Incluso no pocos liberales confundidos, o que se autodenominan así, estarían más que dispuestos a votar por los más recalcitrantes representantes del socialismo extremo, o a apoyar causas desestabilizadoras “del sistema”, porque creen, en medio de su ingenuidad, que así podrán desarrollar mejor su oposición doctrinaria en un futuro. Y lo peor es que así lo han hecho ya, sea que estuvieran embebidos por el encantamiento del discurso o víctimas del empacho del odio recalcitrante. No comprenden que con un “clon político” de Hugo Chávez o Fidel Castro instalado en cualquiera de los países del hemisferio, o incluso simplemente parecido o cercano a él, ya no habrá futuro al que oponerse con las ideas, sino únicamente patrias que recuperar para los que amen los valores de la convivencia social que constituyen el soporte de las actuales repúblicas, con todos sus defectos. Sin importar las doctrinas, sino solo los corazones, el valor y el temperamento. 
 
   Acaso sea esta una magnífica oportunidad histórica para trazar la línea final y definir quiénes están con una u otra concepción de convivencia social para los países latinoamericanos. Este proceso ya no está planteando solo una decisión sobre un presidente en determinada elección, sino sobre una visión de la forma de estructurar las relaciones Estado-sociedad. Entre las que fundamentaron las naciones latinoamericanas sobre la base de principios de libertad individual, igualdad ante las leyes y progreso material, desde los albores de la Independencia, que, sin duda, debe continuar mejorándose para hacer estos principios extensivos a las grandes mayorías del continente; y la que propone el neo-socialismo, sustentado en la idea de que el Estado deba ser el más importante motor del desarrollo, el poder multimillonario de los financiamientos de petrodólares, la coacción de las libertades, las leyes a medida y el verticalismo de los que se amparan en un Estado omnipotente e ilimitado. 
 
   Quizá sea bueno que hayan aparecido, sin caretas, los que quieren reemplazar a una por otra. Los liberales deben recoger el guante, aceptar el reto, ponerse al frente. Posiblemente entonces, asumiendo el desafío de emprender el cambio cultural, sean capaces de alejar el discurso populachero y las actitudes frívolas excluyentes, para comenzar a construir países serios, sostenidos en los valores de la vida, la integridad, la libertad, la propiedad, el civismo, el Estado de derecho y la democracia que construya progreso en vez de abuso y despojo. Y hacerlo desde un liberalismo que funcione y que por lo mismo, sea más factible y viable, antes que utópico y fundamentalista. Quizá puedan hacerlo.
 
    
 
   La praxis política de los liberales
 
   Pero toda respuesta real y efectiva a este desafío requiere dejar la indolencia y la apatía y atravesar aceleradamente por el proceso de construir algunas sinergias institucionales que les permita avanzar en cada una de las realidades nacionales de Latinoamérica, a través de pasos concretos con los que logren trascender desde la fina teoría hasta la práctica política que brinde soluciones observables, antes que proposiciones elegantemente teóricas. 
 
   ¿Es esa práctica política inherente a la construcción de partidos liberales en América Latina? Definitivamente sí. No significa esto que tengan que denominarse necesariamente “liberales” para serlo. Lo importante es que su contenido doctrinario sea liberal y percibido como tal, pues el liberalismo solo se construye con marca de clase. Insertarlo en otros programas ideológicos es útil para las políticas públicas en el corto plazo, pero resulta poco valioso para el sostenimiento de la doctrina en el largo plazo, que a su vez da coherencia a las políticas públicas de largo plazo. Un sostenimiento que se constituya en dique de contención de las arremetidas de la marea colectivista que cada tanto golpea las playas del desarrollo sostenido en América Latina, y que en la actualidad se perfila como un ataque estructurado desde el socialismo hegemónico en el continente, en todas sus variantes y matices. Socialismo que llega incluso a la abierta y oficial apología de grupos terroristas, mientras las variantes presuntamente menos radicales, consideradas “moderadas” o “responsables”, no condenan ni se deslindan con claridad y energía. 
 
   Ese sustento doctrinal de largo plazo, necesario para contener este avance del socialismo latinoamericano, requiere de una acción política también sostenida y debidamente posicionada en el espectro político de nuestros países, a través de los partidos políticos. El hecho de que algunos gobiernos socialistas de la región hayan cosechado ciertos éxitos debido a elementos de liberalismo económico que insertaron en sus políticas públicas –por ejemplo, Chile en los setenta, Argentina y Perú en los noventa– en algún momento pudo haber sido suficiente para avanzar hacia reformas necesarias para torcer la ruta del descalabro. Sin embargo, en presencia de la reciente suma de elementos como el “chavismo”, combinado con el terrorismo y el neo-armamentismo promovido en la región desde el autodenominado “socialismo del siglo xxi” –que en realidad es el socialismo de siempre– vuelve insuficiente la receta de un liberalismo que se limite a infiltrarse en las políticas de gobiernos de izquierdas y derechas. Se hace indispensable pasar a la acción política con personalidad propia.
 
   Situar la acción política en el terreno de los partidos, en un sistema democrático, implica aceptar, primero, que los partidos son organizaciones cuyo fin fundamental es alcanzar el poder y ejercer funciones de gobierno, lo cual, en sistemas democráticos, implica ganar elecciones; y segundo, que el mensaje y la doctrina deben diseñarse para convocar la mayor cantidad posible de electores “duros” que sustenten votaciones ganadoras. Lo segundo se hace imprescindible para lo primero, y lo primero se vuelve vital para la existencia de un partido político como tal. De esta manera, especial cuidado merece la construcción del mensaje.
 
   Esa construcción, para ser real y consistente, debe estar basada en la consolidación de principios que aglutinen un mensaje uniforme, coherente y realista, pero también en un convencimiento profundo de que la crisis política dirigente en que ha devenido América Latina, con un elemento particularmente peligroso como el “social-imperialismo de Estado” que encarna hoy, nítidamente, Chávez y sus allegados ideológicos en otros gobiernos latinoamericanos, hace imprescindible actuar de manera decidida y participativa en el campo de la política activa, sin excluir la posibilidad de encontrar acuerdos programáticos con quienes, sin profesar la doctrina, comparten un anhelo genuino de construir sociedades donde existan oportunidades de desarrollo individual y social y en el que los latinoamericanos no sean extranjeros en sus propios países.
 
   La práctica política exige capacidad de tender puentes estratégicos. Puentes a los que no se puede cerrar ningún proyecto viable de partido liberal que tenga verdadera opción de ganar unas elecciones. Sin embargo, esos canales deben ser administrados tan pulcramente como sea posible, sin abandonar banderas fundamentales que alteren la naturaleza liberal de una propuesta. Caso distinto es el de trastocar los fundamentos mismos del liberalismo, como cuando se diluyen las fronteras de demarcación con el anarquismo capitalista o cuando se pretende aligerar la tradicional distinción entre el manejo de los asuntos públicos y los asuntos religiosos. El afán por promover el ideario liberal no puede llevar a los liberales ni a confundir los preceptos liberales con los anarquistas ni a mezclarlos con los temas de la fe. 
 
   La distinción entre liberalismo y anarco-capitalismo merece un párrafo aparte. Pero aquí es importante precisar la diferenciación entre liberalismo y religión. Una de las conquistas fundamentales de la doctrina fue la separación del Estado con las iglesias, por lo cual el no-clericalismo –antes que el anti-clericalismo– es consecuentemente una marca de clase de la doctrina. Es altamente peligroso tomar esta clase de atajos, pues la confusión de lo político con lo confesional es algo, sencillamente, reñido con el alma liberal. Los liberales han de mantenerse críticos con los políticos que, aprovechando su posicionamiento en cuestiones de fe, en cualquier expresión religiosa, pretendan extrapolarlo a los asuntos públicos con evidentes intenciones de manipulación de las masas. 
 
   Es cierto que el socialismo ha avanzado mucho en la utilización abusiva y antiética de lo religioso en América Latina. La teología de la liberación fue su gran instrumento, su buque insignia del adoctrinamiento. Sin embargo, por respeto a su propia ética, los liberales tienen que ser leales y consistentes a su esencia, como defensores de una doctrina que acepte todo tipo de adeptos a un ideario político que acepte por igual a todos los creyentes de cualquier credo, sin pronunciarse sobre ellos, ni caer en el juego de la polémica con cualquier iglesia o agrupación religiosa. Conviene confinar la praxis política liberal, precisamente, dentro del ámbito de lo político. Lo que no significa que algunos de los puentes extendidos para fines de encontrar convergencias programáticas no puedan construirse con organizaciones afines de la sociedad civil, incluyendo desde luego las iglesias.
 
    
 
   El gran bálsamo de fondo del antiliberalismo latinoamericano
 
   Para avanzar en la construcción del mensaje apropiado de cualquier movimiento o partido liberal en América Latina, es conveniente empezar planteando una pregunta fundamental; ¿por qué ha sido tan vulnerable e inviable el liberalismo en América Latina y cómo fortalecerlo a corto y mediano plazo? 
 
   Hay muchos factores, tanto formales como estructurales. Pero una primera aproximación al análisis permitirá encontrar que existe un gran telón de fondo que explica por qué culturalmente ha existido, y existe, una actitud mental antiliberal en Latinoamérica, a pesar de que el comportamiento individual pueda ser proclive a aceptar las ideas de la libertad sin el membrete de lo liberal[137]. Este bálsamo de fondo está en las raíces históricas de América Latina, caracterizada por una historia de la pobreza, la cultura del privilegio por el acceso capturado al Estado y la exclusión con discriminación.
 
   Las raíces históricas latinoamericanas, como bien constató Carlos Alberto Montaner, son raíces torcidas[138] porque sientan la base de un sentimiento de despojos en cascada perpetrados durante siglos, más allá incluso de los cinco siglos que nos separan de la llegada de los europeos al continente americano. La cultura del arrebato injusto provino de las dos grandes vertientes culturales de los latinoamericanos, de lo indígena y de lo europeo. Si los españoles que llegaron a estas tierras incurrieron en prácticas sanguinarias para arrebatar oro y tierras a los nativos, lo hicieron convencidos de que era una praxis absolutamente moral para los estándares de la época, más aún teniendo en cuenta que provenían de un continente cuyos Estados nacientes se habían formado a partir de las mismas prácticas. Por tanto no tuvieron escrúpulo en repetir el modelo. Pero, además, encontraron en el “nuevo mundo” sociedades entroncadas y poderosas constituidas también a partir de la cultura del arrebato del poder estatal, lo cual explica por qué Pizarro y Cortés fueron entusiastamente ayudados por los pueblos autóctonos que habían sido sojuzgados previamente por incas y aztecas. 
 
   La cultura resultante de la fusión de lo español con lo autóctono tenía entonces que poseer el mismo elemento común, es decir, la noción de “moralidad” de toda acción desde el Estado sobre los individuos solo derivada del hecho de que al provenir del Estado se convertía en moral. Por consecuencia lógica, el éxito social se configuró directamente por la cercanía al poder estatal, sea ejerciéndolo desde la tarea pública, sea influyéndolo desde los modos y prácticas cortesanas y mercantilistas. Dado que, especialmente en las sociedades más estructuradas, normalmente los que menos acceso al poder estatal eran los mestizos y los indios, el resultado fue “una historia en que la sociedad que se fue forjando, hecha de estos retazos étnicos escasamente integrados, no consiguió segregar un Estado en el que los intereses y los valores de la inmensa mayoría se vieran reflejados”, y que, al propio tiempo, “generó ciertas costumbres, actitudes y una particular visión económica reñidas con la creación y la conservación de las riquezas”, producto de “unos mecanismos represivos generadores de cierta mentalidad social refractaria al progreso que nunca pudimos superar del todo”[139].
 
   Esto ha constituido, en buena cuenta, una cultura social pro-asistencialista y, por tanto, anti-liberal. Pero, al mismo tiempo, ha producido una sociedad de desconfianza, precisamente el tipo de sociedad opuesta a la que Periffeite identifica y describe como la que ha gatillado el desarrollo de los algunos países, creando lo que denomina la divergencia entre sociedades desarrolladas y subdesarrolladas[140]. Confianza no solamente entre los miembros de determinadas sociedades, que construye un entramado social fuerte y consistente. También confianza en las potencialidades de que cada miembro de esa sociedad desarrolle al máximo sus capacidades creadoras configurando mercados libres, dentro del marco de una ley que se respete y se perciba como justa. Y, en consecuencia de todo lo anterior, confianza en que el ente encargado de preservar lo que Hayek definía como “la esfera privada” de cada individuo, es decir, el Estado, sea capaz de encontrar límites adecuados a su acción, impidiéndole intromisiones más allá de esos mismos límites preestablecidos y conocidos con antelación. 
 
   ¿Qué han hecho los latinoamericanos para construir capital social, es decir, entramado social que sustente esa confianza? Poco y nada. Si la historia latinoamericana tiene algo en común ha sido precisamente que sus elites han vivido a espaldas de sus naciones, mirando a ultramar primero, al norte después, sin ocultar, no pocas veces, su desprecio por sus raíces. El resultado ha sido la incredulidad ante todo. La historia que nació con raíces torcidas jamás se volvió a torcer, con posiblemente las únicas excepciones parciales de Chile, Costa Rica y, en algo, Brasil, para enderezarla hacia procesos de desarrollo que admitieran la confianza como parte de su ecuación. Esta es una asignatura pendiente que cualquier proyecto liberal latinoamericano tiene que cubrir en este siglo si quiere ser consistente y crecer en el tiempo. 
 
    
 
   Los factores de forma de la inviabilidad
 
   Un siguiente nivel de acercamiento a la problemática de la inviabilidad es analizar los factores que podemos definir como formales. Entre algunos factores de forma, pueden identificarse la construcción del mensaje equivocado, la inexistente estrategia de comunicación, la incapacidad de establecer una suerte de simbiosis entre los hechos empíricos de las realidades latinoamericanas y la doctrina liberal y, finalmente, la incapacidad de trabajar en equipo entre los propios liberales y construir plataformas programáticas plausibles, factibles y asimilables por el gran electorado.
 
   La constitución del mensaje liberal ha tendido a ser ahuyentador en vez de atrayente. Exclusivo, antes que no inclusivo. Y muchas veces, a pesar del pretendido rompimiento con la hegemonía de un statu quo liderado por los grandes aparatos estatales, ha terminado por volverse más conservador que revolucionario, entendido como proponente de cambios radicales en las formas de hacer política, en las estructuras político-jurídicas y en los resultados económicos que se reflejen en mayores posibilidades de progreso, y menos niveles de pobreza, de los grandes grupos de postergados de América Latina. El entusiasmo o la desesperación por acelerar cambios y establecer distinciones doctrinarias ha llevado a trazar líneas divisorias radicales en el discurso que han terminado, unas veces, por desanimar afiliaciones y desincentivar intentos de conformación de alternativas liberales, y muchas otras veces por minar el alma misma de la ideología liberal acercando los contenidos ideológicos hacia utópicas visiones anarquistas que no resisten contrapesos con la realidad de la práctica política.
 
   En esta línea de ideas, se debe ser prudente y serio en la elaboración de propuestas que den contenido a este mensaje. Vemos como ejemplo de la inmadurez y la improvisación el caso de Rafael Correa, que estuvo a punto de desatar una guerra en el continente. O el caso de Evo Morales, que parece repudiar hoy los métodos de expresión de rechazo, de buena parte de los bolivianos, hacia su gobierno y su nueva constitución de multi-ciudadanías, olvidando que él mismo usó la desestabilización política de la calle para derribar no uno sino dos gobiernos democráticos. O el caso del Alan García de los ochenta, que desató el descalabro peruano por sus apresuramientos extremistas inspirados en el viejo velasquismo que hoy, otro aspirante a aprendiz de Velasco, Allende, Castro y Chávez, Ollanta Humala, pretendió revivir en Perú cuarenta años después, aunque sin éxito, cuando menos momentáneo, dada la resistencia que encontró al interior de la sociedad peruana y que se manifestó en los resultados de la elección que lo ungió como presidente. 
 
   Puede pensarse, como suelen hacerlo los anarquistas, que no cabe moderación alguna si se busca alcanzar el poder o simplemente hacer prevalecer las ideas de la libertad. El “credo libertario”, así llamado por Rothbard, debe ser sostenido con una ideología pura y extrema, tomando como referencia la exitosa prédica socialista que, a su juicio, se explica por su vocación por las utopías. Solamente cabría exigir cambios totales y rápidos, pues “una preferencia por el gradualismo implica que otras consideraciones son más importantes que la libertad”, lo que socava el objetivo final de construir una sociedad libre y sin cortapisas a la libertad[141]. Sin embargo, la realidad no parece condecirse con esta postura. Los socialistas no lograron imponer sus condicionamientos ideológicos cuando los hechos mostraron la inviabilidad del socialismo en el mundo real, a pesar de su prédica utópica. Precisamente los movimientos socialistas exitosos han migrado hacia discursos más atemperados, como en las más modernas socialdemocracias europeas, cuyos exponentes más conspicuos podrían ser Tony Blair, Felipe González y Francois Mitterrand. De igual modo, se constata que en América Latina, e incluso en la misma Europa, los liberales más extremos, y con mucho más notoriedad, los anarco-capitalistas, solo han conquistado algunos atrios universitarios en conferencias eventuales, pero nunca lograron vencer en contiendas electorales y ni siquiera imponer parte de las agendas políticas. 
 
   Por eso, para marcar la diferencia, los liberales deben ser impetuosos, claros, apasionados y decididos. Pero a la vez serenos, cautos y creíbles. No por ir a los extremos siempre van a ganar presencia. Se debe escapar del facilismo de las soluciones utópicas, que solo abren nuevas vulnerabilidades y no permiten que los tomen en serio, muchas veces, en el debate público. Hay que tener la capacidad y el talento de elegir los frentes de batalla en que no estén dispuestos a ceder, no para satisfacer una arrogancia intelectual sino con miras a una estrategia política exitosa. Y, del mismo modo, escoger las batallas que no vale la pena librar. 
 
   Ha fracasado, por otro lado, la estrategia de comunicación con el ciudadano –si es que hubo alguna– porque no se aprovecha en el discurso a las masas, las conquistas ideológicas que se han logrado en el terreno económico y político. Además de conquistas como la democracia representativa o el constitucionalismo, ejemplos recientes de gobiernos de raigambre socialista en América Latina, como los que han encabezado en la década de los dos mil Alan García y Lula, dan cuenta de que el liberalismo ganó mucho terreno en la práctica. Nada de esto se ha capitalizado, porque cuando los socialistas de siempre pretenden comportarse como liberales, muchos que profesan la doctrina, en vez de ponerlos en evidencia, los aplauden por la “conversión” o se auto-relegaron hacia posiciones radicales pretendiendo mantener una identidad, cayendo en la trampa de no afirmar los principios liberales y dejarnos “acomplejar” por la prédica socialista comunitaria. Se ha aceptado así, como práctica tolerable, quedarnos en las catacumbas camuflando nuestra identidad como liberales y sin capacidad de articular la respuesta política adecuada de cara a una propuesta concreta, realista y viable en el contexto de cada uno de nuestros países.
 
   A modo de ilustración, el trabajo de los socialistas en áreas como los derechos humanos y el medio ambiente, convirtiéndolos en dos de sus vetas de desarrollo más activas, ante el fracaso histórico de sus tesis en contra de la economía de mercado, ilustra muy bien este punto. Increíble si se tiene en cuenta que en los países donde mayores violaciones a los derechos humanos se han hecho –y se siguen haciendo– son precisamente aquellos de regímenes comunistas. Y, por cierto, los mayores atentados contra la ecología se dan en aquellos países donde los Estados totalitarios hacen posible la emergencia de monstruos capaces de mega-destrucciones medioambientales, precisamente debido a la ausencia de libertad de información. 
 
   Los liberales han dejado vacíos estos segmentos de desarrollo ideológico, haciéndole un harakiri a la doctrina, puesto que para ninguna corriente de pensamiento el bienestar humano ha tenido tanta preponderancia como para el liberalismo. Se ha hecho descansar al liberalismo solo en el concepto del libre mercado y se han desprotegido otros terrenos. Se cayó en la trampa de anteponer a las utopías marxistas las utopías de los mercados puros y perfectos y del laissez faire, o los purismos pretendidos de los que ya decididamente se puede decir que proclaman el anarquismo capitalista antes que el liberalismo clásico, con el resultado de dividir en vez de sumar.
 
   Hayek advirtió estos peligros cuando expresó claramente que no había nada en los principios básicos de liberalismo que lo hicieran un “credo estacionario”, tallado en piedra, con reglas absolutas establecidas de una vez y para siempre. Para Hayek, el liberalismo gira en torno a un principio fundamental y debiera bastar para construir sobre él políticas liberales con las variaciones infinitas que suponen cada tiempo y cada realidad. Ese principio estipula, simple y llanamente, que en los asuntos que competen a los individuos se debe hacer todo el uso posible de las fuerzas espontáneas de la sociedad y recurrir lo menos posible a la coerción estatal. Por eso el liberalismo dista mucho de ser un ejercicio contemplativo, pasivo, inerte. En efecto, Hayek deja claro que existe gran diferencia entre postular como deseable –haciendo incluso todo lo posible para crearlo y sostenerlo deliberadamente– un sistema dentro del cual la competencia opere de la manera más beneficiosa posible para la sociedad, por un lado, y aceptar pasivamente las instituciones tal como son, por otro lado, aunque estas involucren precisamente elementos anticompetitivos o atenten contra el beneficio de esa misma sociedad[142].
 
   En el afán de diferenciarse ante la arremetida de la usurpación ideológica por parte de socialistas y conservadores, ciertos liberales se han creído obligados a afianzar su identidad. Y para eso lo que se tuvo a mano fue hacer descansar al liberalismo solo en el concepto del libre mercado, desprotegiendo otros terrenos que son feudos naturales del liberalismo. Así se cayó en la trampa de anteponer a las utopías marxistas las utopías de los mercados puros y perfectos y del laissez faire, lo que es, de paso, una interpretación antojadiza y sacada de contexto de la tesis de Adam Smith y que hasta liberales catalogados como más duros, como el propio Hayek, siempre reconocieron.
 
   En consecuencia, no hay razón para relegar espacios ideológicos que pertenecen históricamente al liberalismo. En vez de ello, debería retomarse los terrenos perdidos y tener la audacia de penetrar decididamente en ellos. Por ejemplo, los temas de derechos humanos y el cuidado medioambiental no pueden ser ajenos al liberalismo, pues tuvieron tanta importancia en el desarrollo de las ideas liberales del siglo xx que la Internacional Liberal explícitamente las destacó en las Declaraciones de Ottawa de 1987 y Helsinki de 1990. Vale la pena incorporar estos principios adecuándolos al ideario de la propuesta que construir en América Latina del siglo xxi.
 
   Además, es importante recobrar para el liberalismo muchos otros temas. Uno de ellos es el de la descentralización y las autonomías administrativas. Si algo está sintonizado con el liberalismo es el límite a los gobiernos y los que más poder acumulan son, precisamente, los gobiernos centralistas. La descentralización tiene que ser distribución de ese poder entre los miembros de la sociedad representados en instancias sub-nacionales –sean estatales o privadas– sobre bases territoriales. Un ejemplo de esto es la lucha de resistencia del pueblo cruceño ante la prepotencia del gobierno boliviano que encabeza Evo Morales.
 
   También ha habido una incapacidad para relacionar hechos reales con la doctrina. En Latinoamérica han aparecido experiencias que pueden ilustrar el avance del liberalismo en la experiencia real del ciudadano. En Perú, en las zonas marginales de la ciudad de Lima, muy particularmente en lo que respecta al área norte de la capital, que ha experimentado un crecimiento sin precedentes fruto de la pujanza empresarial de dos o tres generaciones de inmigrantes. Y hay otras experiencias en el resto de América Latina. En vez de buscar en la lejana Europa la invocación a estas experiencias, los liberales deberían ser creativos y ejemplificar el avance de la doctrina con las experiencias locales. El liberalismo no debe convertirse en una lista de citas bibliográficas. En vez de ello, el liberalismo, como soporte de políticas públicas exitosas, debe partir de un catastro de buenas prácticas para exhibirlas a nuestros ciudadanos como prueba de su capacidad para generar desarrollo.
 
   Pero la defensa del liberalismo y la comprobación de que en el subconsciente colectivo hay un germen creciente de ese ímpetu por hacer prevalecer derechos individuales, diversidad de modos de vida y economía de mercado, no es lo mismo ni implica necesariamente la construcción política de una verdadera opción liberal. Esta solamente puede lograrse mediante una docencia ciudadana que abarque tanto un frente académico como el frente de la política activa. Y es aquí donde la desidia, por un lado, y el facilismo de pretender consolidar un discurso “químicamente puro”, por el otro, conspiran contra esta construcción.
 
   A los liberales les ha distraído la actitud de fomentar las divisiones y no consolidar las coincidencias. Dividir a los liberales entre “auténticos” y “no auténticos” es un ejercicio bizantino, arrogante y torpe. Nos hemos vuelto desconfiados entre nosotros, arrogantes y soberbios. Habrán crecido en capital humano, pero no ha construido capital social dentro de las comunidades liberales de nuestros países. Han dejado que se les aplique el cinismo socialista para extremar sus posiciones y generar divisionismo donde debería reinar la convergencia en la diversidad. La diversidad coordinada que construye proyectos políticos, no la anarquía que explota las diferencias solo para generar el caos y facilitar la derrota. 
 
   El rezago del posicionamiento del liberalismo en América Latina no está en el terreno de la práctica, sino en el de la teoría, que entretiene a los liberales en sus sesudos intercambios intelectuales, pero que son absolutamente irrelevantes para el votante común de cualquier país latinoamericano. Así se produce la paradoja de que la gente puede pensar como liberal pero no quiere que se la identifique como liberal. Los liberales se convirtieron así en marginales y parias ideológicos, mientras que la convocatoria política, imprescindible para la construcción de potentes partidos políticos liberales, capaces de ganar elecciones, requería que fueran convincentes, con capacidad de atractivo de amplias masas de votantes y así poder, alguna vez, salir del gueto.
 
   De hecho, no pocos liberales han hecho un flaco favor a la doctrina con una defensa de utopías de libro de texto, consintiendo el avance del socialismo en los gobiernos y en las mentes de los latinoamericanos. Ensimismados en pretendidos purismos ideológicos, relegaron la construcción política para privilegiar sus proyectos de crecimiento personal en el terreno académico que les brindaba los blindajes para escribir y decir, pero nunca para actuar en el terreno del mundo real de las políticas públicas. El ego, y a veces, el odio, ha sido el enemigo desde adentro, privilegiándose proyectos personales antes que compromisos con la construcción de un sólido frente doctrinario que hiciera contrapeso al vendaval socialista. ¿Cómo reconstruir todo esto? La gran tarea espera, impaciente y urgente.
 
    
 
   


 
   
 
  



CAPÍTULO XI
 
   LA RECONSTRUCCIÓN LIBERAL
 
    
 
   El camino de reconstrucción
 
   Revisados los primeros factores posibles de la dificultad –y del fracaso– del liberalismo latinoamericano para constituirse en una fuerza electoral con posibilidades viables, cabe preguntarse si, a pesar de esto, puede tener algún futuro en América Latina. Pues existen razones fundadas para pensar que sí, si se tiene el atrevimiento de ir al siguiente nivel y abatir los escollos superiores que frenan el desarrollo del liberalismo latinoamericano, y que una vez logrado este propósito permitirían posicionarlo como una doctrina capaz de convertirse en la hegemónica en el continente. 
 
   Curiosamente, aunque tradicionalmente la sociedad latinoamericana ha sido muy conservadora –y hasta cargada de comportamientos ceñidos a lo religioso y, en casos, llegando a la cursilería moral–, a partir de los años ochenta ha tendido a ser mucho más liberal, cuando menos desde lo cultural, incluso sin darse cuenta. En algunos países esta liberalización ha sido más acelerada que en otros. Este proceso ha sido imperceptible, no transformado en mensaje político, pero no por eso ha sido menos real. De hecho, muy a pesar del talante estatista de la clase política e intelectual latinoamericana, que ha copado los cargos públicos más incluyentes, las organizaciones más activas en las movilizaciones ciudadanas y las principales facultades de las universidades, se advierte que las intromisiones del gobierno o de las entidades religiosas en los asuntos privados, por mínimas que sean, se ven con creciente reticencia. Crecientemente se están desarrollando instrumentos para liberalizar a la sociedad de trabas legales para la constitución de empresas, operaciones de crédito o incluso para el divorcio. Hay una prensa implacable, aunque muchas veces linde con el sensacionalismo, la corrupción, los privilegios indebidos y toda forma de abuso. Y, aunque es una sociedad donde existe mucho racismo, ya es completamente inaceptable que se discrimine a los homosexuales, a los sordomudos o a otros colectivos sociales normalmente satanizados o ridiculizados en otros tiempos. 
 
   Imperceptible y crecientemente se abre paso una actitud en abierta contestación al statu quo de lo política, estética o moralmente correcto. Esta actitud rebelde es transversal a todo el espectro social latinoamericano. No pasa solamente por reivindicar el derecho a peinarse o vestirse como a uno le dé la gana o a tener la vida sexual que cada cual prefiera, sino también por sacudirse de las trabas al desarrollo de los asuntos privados, desde hechos como hacer empresa hasta optar por el estilo de vida que a uno le apetezca, siempre dentro de los parámetros del Estado de derecho, de la responsabilidad individual y del límite que imponen los derechos de los demás.
 
   Aunque no se perciba con claridad, es un hecho que esta recargada prevalencia de lo liberal en lo cultural va alcanzando poco a poco a la economía y a la política, hecho que los articuladores del mensaje liberal no han logrado comunicar a los latinoamericanos de todos los segmentos sociales, ni siquiera a los de menores recursos, a los que los políticos socialistas suelen dirigirse principalmente en las campañas políticas, pero que son sectores en los que precisamente el mensaje liberal puede ser captado con naturalidad, partiendo del hecho de que han sido históricamente abandonados por la desidia de un Estado empobrecedor, ineficiente y ausente. Y cuya existencia misma en muchos casos se ha basado en un aprovechamiento, todavía imperfecto, de la misma economía de mercado, cuya expresión sociológica más acabada es el fenómeno de la “informalidad”, bien estudiada y documentada por un liberal tan destacado como Hernando de Soto[143]. 
 
   En otras palabras, los pobres de América Latina quizá fueron educados en el socialismo, pero sobreviven con un estilo de vida cada vez más liberal. De hecho, son más liberales en su praxis diaria de lo que ellos creen y de lo que los demás liberales pensamos sobre ellos. En este contexto, una propuesta auténticamente liberal, liderada adecuadamente por personajes de fuerte sincronía mediática, que atraviese transversalmente el espectro socioeconómico del país tanto en términos de simpatías como de antipatías, puede ser el catalizador necesario para cambiar el panorama político y construir al fin ese espacio que cobije a esa amplia masa ciudadana, insertada en los grupos de pobreza y en la clase media, que no se siente identificada por la derecha conservadora o las izquierdas socialdemócratas o neo-socialistas.
 
   Sin embargo, el camino no sería fácil, pues existen vetas de desarrollo ideológico por trabajar y camino por recorrer. Esto implica fortalecer la doctrina y enriquecerla con la adecuación a nuestras realidades. Además, consolidar el mensaje fundamental y hacer docencia de él, no solo en el trabajo “hormiga” de difusión del liberalismo, sino institucionalmente a través de escuelas populares de gobernabilidad liberal, que permitan formar cuadros de recambio generacional, fortalecer los actuales en formación, construir un espacio de diálogo doctrinal y generar un know how ideológico capaz de sintonizarse con la evolución de nuestros procesos socio-económicos y culturales particulares. 
 
   Cumplir este propósito es vital para una auténtica construcción política, pues, careciendo de la vocación de docencia política institucional se carece también de auténticos políticos. Esto marca la diferencia entre los políticos de trascendencia y los oportunistas que solo se cuelgan de cualquier pista doctrinal, aunque no la conozcan cabalmente, para tentar un lugar en la burocracia del poder sin otro propósito que el del beneficio personal, apetitos de egocentrismo o intereses de clan. Los políticos son el elemento final del proceso de consolidación de las opciones políticas y por tanto su importancia es crucial para el éxito del posicionamiento de la doctrina, pues con políticos liberales corruptos o ineptos la imagen del liberalismo latinoamericano será corrupta e inepta también.
 
   En particular, cuatro áreas de controversia han conspirado contra propuestas liberales concretas que sean asimilables para las grandes masas latinoamericanas. Una se refiere a la problemática del Estado dentro del liberalismo. La otra ha sido la relación delicada entre liberalismo y democracia. Además, la simbiosis e identificación del liberalismo con las posiciones conservadoras. Y, finalmente, el compromiso del liberalismo con la lucha contra la pobreza. 
 
   Lo primero ha sido aprovechado por el socialismo para confundir el mensaje del liberalismo con el anarquismo e identificar al pensamiento liberal con el denominado “capitalismo salvaje”, el “sálvese quien pueda” del mercado descontrolado y el darwinismo social, todo junto resumido en el vocablo “neoliberalismo”, el cual presuntamente elimina al Estado pero que ya hemos explicado sus verdaderos alcances. Lo segundo, para posicionar a los liberales en las antípodas de la democracia, como enemigos declarados de ella y aliados de regímenes “dictatoriales de derecha”, e incluso como apologistas de las violaciones a los derechos humanos con criterio selectivo. Lo tercero, para descalificar moralmente al liberalismo como una doctrina defensora de los ricos, en detrimento de los pobres, a los que jamás respondería en la defensa de sus intereses y en su clamor por dejar sus paupérrimos niveles de vida. Y lo último, para hacer parecer al liberalismo como indiferente ante el compromiso de luchar contra la pobreza. Estos cuatro elementos del discurso anti-liberal, por considerarlos de particular importancia como elementos distorsionadores del mensaje liberal, se examinan a continuación.
 
    
 
   Liberalismo y Estado
 
   El liberalismo propugna el límite a los gobiernos y el poder del Estado limitado. Limitado a acciones de gobierno, desde luego. Pero entrar al terreno de propugnar drásticos recortes impositivos, reducciones a pocos ministerios o la abolición de los sistemas de seguridad social, cuando no se analiza la situación de cada país y los grados de libertad de la política pública en cada uno de ellos, es sencillamente ir por el camino del facilismo. Y lo que es peor, de la utopía.
 
   Es interesante notar que el liberalismo, al contrario de lo que usualmente se piensa, no cuestionó la existencia del Estado. A diferencia de los anarco-capitalistas, que postulan que la misma existencia del Estado representa intrínsecamente una violación inmoral de las libertades por contar con prerrogativas únicas que le permiten entrometerse en la vida de los ciudadanos[144], liberales conspicuos como Adam Smith, John Locke o Friedrich Hayek, cuya militancia doctrinal está exenta de toda duda, reconocieron un importante rol del Estado en la vida social. La diferencia es que el liberalismo no considera importante quién está a cargo del aparato estatal, sino cuáles son los límites de este, independientemente de quién llegue a ejercer el gobierno.
 
   Cuando el liberalismo propugna el gobierno limitado, no está significando que el gobierno debe ser débil o inexistente. Es todo lo contrario. Es limitarlo para enfocarlo precisamente a tareas donde la complejidad de las sociedades actuales no puede ser acometida solamente por el sector privado. Bobbio y Fukuyama acertadamente llevan el foco del debate del Estado no a la discusión sobre el tamaño – algo que también hemos abordado al inicio de este libro – sino a su potencial de resolver problemas en áreas donde el sector privado muestra claras limitaciones. De hecho, en particular en países como México, Bolivia, Perú o Colombia, hay extensas partes de sus territorios o segmentos de la actividad que justifica la presencia del Estado –como en los aspectos de seguridad, justicia, salud, educación, etcétera– en diferentes proporciones de incidencia. Y donde precisamente es el socialismo más rancio el que siempre entra a cubrir esos vacíos, cuando no, los grupos terroristas inspirados en ideologías afines. Por tanto, se crea así la paradoja de que esa ausencia del Estado, en esos casos, siempre termina creando las condiciones para el más furibundo y violento antiliberalismo.
 
   No es posible comparar, por ejemplo, realidades como la de Costa Rica y Chile, por un lado, y la de Perú o México, por otro. Mientras Costa Rica es un país con un proceso de consolidación que partió de una cultura del trabajo generalizado donde no había grandes distancias entre diversas clases sociales, Perú atravesó un proceso de mestizaje violento y jerarquizado desde el inicio de la colonización española, que produjo una sociedad culturalmente fragmentada. Asimismo, mientras Costa Rica tiene poco más de medio millón de pobres, la mayoría incluso constituida por la población inmigrante nicaragüense, Perú posee quince millones de pobres y seis de ellos en situación de extrema pobreza. Es decir, en Perú existe toda la población costarricense, y una mitad adicional, solo de pobres extremos, diseminados en un territorio donde, en amplias zonas, no llega ni el Estado ni la ley ni los valores occidentales en general. 
 
   En escenarios como el descrito, si un gobierno liberal “químicamente puro” llegara al poder, no reduciría drásticamente los impuestos ni el total del gasto público, simplemente porque no podría hacerlo. Ni siquiera es posible en Europa. Menos aún en América Latina. Lo que sí es factible es que redistribuya ese gasto, financiado con la recaudación tributaria, y lo haga más eficiente. Incluso se podría presentar el problema fáctico de poder aplicar el mismo ordenamiento legal a todos los ciudadanos, a pesar de la existencia de una sola Constitución, en atención a elementos de multiculturalidad existentes en determinadas sociedades. Este es el caso, por ejemplo, en lo que respecta a minorías étnicas como determinados grupos indígenas. En otras palabras, proponer lo no factible resta credibilidad al liberalismo como alternativa de gobierno. En vez de ello, es conveniente enfocar los esfuerzos en el campo de las políticas públicas, antes que en el de la teoría política utópica.
 
   hHay que abandonar entonces el anquilosado lugar común de la simple reducción del Estado y transformarlo en la idea de construcción de un aparato estatal liberal, que sea del tamaño apropiado a las necesidades de cada país, pero que fundamentalmente sea eficiente y eficaz, no corrupto y no entorpecedor, capaz de establecer alianzas con el capital privado para favorecer grandes proyectos, facilitar condiciones de desarrollo de competitividades y construir espacios de tolerancia pacífica entre diversas expresiones culturales, dentro de las cuales incluyo las expresiones religiosas, étnicas –porque el racismo es un anacronismo incivilizado que debemos combatir desde la esencia liberal– y de vivencias diversas –lo cual implica la no discriminación por modos de vida particulares–; todo lo cual enmarcado en un respeto a un sistema legal que establezca reglas de juego claras, simples, sostenidas e invulnerables a los cabildeos y tráficos de influencias. 
 
   Ante este hecho, no hay que horrorizarse ni sorprenderse. Baste la observación empírica de que no existe nación ni país sin Estado. De lo que se trata es que se promueva toda la libertad económica como sea posible y de contar con un Estado hasta donde sea estrictamente necesario. Debe marcarse, entonces sí con claridad, la línea divisoria entre liberalismo y anarquismo, con la misma nitidez con la que se distingue del socialismo. Porque uno de los grandes flancos de vulnerabilidad del liberalismo ha estado en la superposición de ambas maneras de entender las libertades en una sociedad política. Los liberales no son anti-Estado, sino pro-limitación del poder estatal. Los anarquistas, por el contrario, identifican cualquier uso del poder estatal como una violación de las libertades. Y aquí hay una línea de demarcación tan drástica como la que separa al liberalismo del socialismo e incluso del conservadurismo.
 
   El pensamiento anarco-capitalista, sin embargo, se siente el depositario del mismo liberalismo clásico, mientras que lo deplora y desprecia por “concesivo”. Quien posiblemente sea su más notable icono intelectual, Murray Rothbard, referente inequívoco del anarquismo capitalista, plantea que solamente existe un axioma fundamental sobre el que se puede construir todo ordenamiento social realista y no utópico, a saber, que “ningún hombre ni grupo de hombres puede cometer una agresión contra otra persona o la propiedad de alguna otra persona”, entendiendo la agresión como “uso o amenaza de uso de la violencia física contra la persona o la propiedad de otro”[145]. Bajo esta perspectiva, el Estado es el principal agresor de la sociedad, y por tanto las sociedades sin Estado deben ser el norte que buscar sin reparar en nada más.
 
   En la visión de Rothbard, si bien esto puede parecer utópico, nada más lejano que eso, pues la verdadera utopía queda plasmada en la idea de que el gobierno pueda ser limitado, pues no tendría sentido poner “todas las armas y el poder de la toma de decisiones en manos del gobierno” para luego pedirle que se limite a sí mismo[146]. Porque el Estado no es otra cosa que “el agresor supremo, el eterno, el mejor organizado, contra las personas y las propiedades”, sin importar qué Estados sean, pues “lo son todos los Estados en todas partes, sean democráticos, dictatoriales o monárquicos, y cualquiera que sea su ‘color’”[147]. Incluso el Estado-nación termina siendo, para Rothbard, el destructor del liberalismo clásico[148].
 
   Sería muy fácil confrontar al anarco-capitalismo de Rothbard desde el pensamiento de liberales reconocidos como Smith, Locke, Mill, Tocqueville o Madison, autores que, sin embargo, el anarco-capitalismo fundamentalista acusa de ser algo así como “socialistas encubiertos”. ¡A veces a Hayek lo incluyen como tal! Sin embargo, un emplazamiento de las ideas anarquistas daría lugar a demasiadas reflexiones que exceden los propósitos del presente ensayo. Pero quizá no es necesario apelar a excesiva lógica. Es más contundente responder a Rothbard desde la misma tradición austriaca del liberalismo clásico, escuela dentro de la cual se le suele ubicar a él mismo, para demarcar claramente las posiciones anarquistas respecto de las liberales. Y qué mejor que tomen la palabra dos referentes como Hayek y Mises, incapaces de sospecha alguna de estatistas.
 
   Hayek decía que “en ningún sistema que pueda ser descrito racionalmente el Estado carecerá de todo quehacer”[149], puesto que la creación de condiciones en que la competencia actuará eficazmente, complementarla donde no pueda hacerlo y, por ende, suministrar los servicios que, siendo socialmente deseables, sean de tal naturaleza que no sean rentables desde la perspectiva privada, son tareas que difícilmente puedan realizar los mercados y que, por lo mismo, “ofrecen un amplio e indiscutible ámbito para la actividad del Estado”[150]. En particular, Hayek considera que: 
 
   “Un eficaz sistema de competencia necesita, tanto como cualquier otro, una estructura legal inteligentemente trazada y ajustada continuamente. Solo el requisito más esencial para su buen funcionamiento, la prevención del fraude y el abuso –incluida en esta la explotación de la ignorancia–, proporciona un gran objetivo –nunca, sin embargo, plenamente realizado– para la actividad legisladora”[151].
 
   Por su parte, Mises llegó a ser menos diplomático, a pesar de que es reconocidamente mucho menos proclive al Estado que Hayek. Se refiere a los anarquistas como “una secta que cree que se puede renunciar sin peligro alguno a toda forma de coacción”, reemplazándola por una sociedad que se organice “a partir de la obediencia voluntaria a las leyes de la moral”[152]. Los cuestiona precisamente por basar el ordenamiento espontáneo en este voluntarismo presunto a adherirse a normas de moral, pues la realidad marca para Mises que tal supuesto desconoce “la verdadera naturaleza del hombre”, por lo que el anarquismo solo sería viable en la utopía de un mundo poblado por ángeles[153]. Por eso Mises es contundente y directo al afirmar sin tapujos que “el liberalismo no tiene nada en común con el anarquismo”, porque el liberal comprende claramente que no hay orden social sin coerción, la cual incluso debe contemplar el uso de la violencia, llegado el momento, para garantizar el cumplimiento de la ley, la cooperación entre los miembros de la sociedad y evitar así la destrucción de la estructura social. Mises enfatiza que la sociedad debe estar en condiciones de forzar “a respetar las normas de convivencia social a quien no quiere respetar la vida, la salud, la libertad personal o la propiedad privada de los demás”[154]. Ante estas evidencias parece no ser necesario profundizar más en resaltar cuán grande es el abismo que separa al liberalismo del anarco-capitalismo.
 
   Finalmente, hay un dogma que se deriva de esta actitud anti-estatista extrema y a ultranza. El dogma de que siempre es necesario desmantelar toda instancia de participación del Estado en la economía simplemente por reducir la burocracia nacional. Es particularmente necesario estudiar caso por caso las situaciones en las que una determinada actividad económica se desarrolla en mercados monopolistas u oligopólicos y, al mismo tiempo, las posibilidades de apoyarles sistemas de regulación. En muchos casos, se ha llegado al sinsentido de “privatizar” empresas estatales para incorporar elementos de gestión privada, pero vendiéndose a empresas estatales extranjeras. En varios casos también esta acción de apariencia liberal ha servido para encubrir importantes negocios que, a la luz de la opinión pública, han sido utilizados para atacar al liberalismo, especialmente cuando en estos arreglos bajo la mesa ha habido también algunos liberales involucrados o, cuando menos, los ha habido entre la prensa que ha apoyado dichas transacciones.
 
    
 
   Liberalismo y conservadurismo
 
   El acercamiento del liberalismo a las posiciones conservadoras también ha sido un factor determinante en su fracaso. El liberalismo latinoamericano ha sucumbido, más temprano que tarde, al aliarse con posiciones conservadoras quizá por su necesidad de confrontar al socialismo hegemónico, lo que lo llevó, a veces imperceptiblemente, a acercarse peligrosamente a un mercantilismo económico, que terminó por minar el propio espíritu liberal. De hecho, en una tierra con altísimos niveles de pobreza y marginación, ¿hay acaso tanto por conservar?
 
   A pesar de que conceptualmente el liberalismo siempre fue opuesto al conservadurismo, desde sus orígenes en que se constituyó en las antípodas del despotismo monárquico, en lo político, y del mercantilismo comercial, en lo económico, parece que el avance galopante del socialismo en el siglo xx intimidó a los liberales latinoamericanos hasta el punto de refugiarse en las canteras conservadoras. Incurriendo de esta manera en un error histórico por cuanto, precisamente en las sociedades latinoamericanas, hay poco que conservar para la mayoría de personas. Y además fue un error porque de esa manera fue muy sencillo para los socialistas reposicionar a los liberales como defensores de un statu quo que refleja esas amplias exclusiones sociales, en beneficio de unas pocas elites privilegiadas por su acceso al poder estatal, a las que refiere Montaner en su revisión histórica. 
 
   Las clases privilegiadas no llegaron a ser líderes. En el lenguaje del marxismo, fueron dominantes pero nunca clases dirigentes. Se refugiaron muchas veces en sus predios del interés empresarial y comercial, sin preocupación alguna por la construcción de una sociedad más educada, más competitiva, más provista de ciudadanía efectiva, antes que de ciudadanía formal, que solo se materializa en el acto de votar. Embarcados en esa tarea, no tuvieron el mínimo reparo en sostener las propuestas más conservadoras en las que el mercantilismo imperaba como doctrina natural de sustento. Pero tampoco se alteraron demasiado cuando los regímenes socialistas fueron ganando posiciones en el discurso político, en la producción intelectual y en las aulas escolares y universitarias. Se constituyeron así clases privilegiadas que dieron prioridad al dinero, en detrimento de la cultura o de la intelectualidad política y social. El espacio que quedó vacío fue cubierto por los socialismos de todas las sangres, desde los indigenismos de cuño étnico hasta las modernas socialdemocracias de talante europeizado, tufillo de café parisino y apellidos rimbombantes.
 
   De paso, para agravar el deterioro del liberalismo latinoamericano, esta cercanía al conservadurismo no hizo más que atemperarlo, reduciendo su natural audacia como agente de cambio, reemplazando las hormonas vitales doctrinarias por la búsqueda de objetivos modestos de estabilidad social y económica, cuya potencia meramente senil jamás podría ocasionar el gran cambio que América Latina requería para insertarse definitivamente en las grandes ligas de la globalización y del progreso, que otros países sí lograron. Perdió así Latinoamérica grandes oportunidades, como las de las décadas de 1910 y 1920 y las de 1980 en adelante, en que la economía mundial despegó con un ímpetu sin precedentes en una vorágine de progreso a la que América Latina no supo integrarse con toda la potencialidad y decisión requerida. Entonces se aquietaron los impulsos y los liberales se contentan con soluciones parciales, hasta el punto insólito de llegar a alabar a consabidos socialistas como Lula da Silva o Alan García simplemente porque en estos tiempos no son tan anti-mercado como dictan los mandatos de sus doctrinas matrices. Al apagarse y auto-silenciarse, la crítica liberal se ha ido tornando simplemente complaciente con personajes de este tipo, con sus gobiernos y con sus políticas, por un temor a no alterar demasiado el avispero político y no dar aliento a posturas más radicales desde la vieja izquierda latinoamericana.
 
    
 
   Liberalismo y democracia
 
   El liberalismo y la democracia no son lo mismo. Empezando porque parten de diferentes conceptos de libertad. Para el liberalismo, la libertad se define en sentido “negativo”. Es libertad de ser conscripto. Lo que vale decir la libertad es ausencia de coerción, tanto como sea posible para sostener el orden social. No es anarquía, pero sí es límite al poder, de cualquier índole, sobre los ciudadanos. En especial, del poder estatal. Sin embargo, nada en esta concepción sugiere que la libertad, aun definida bajo esta concepción, corresponda a una visión pasiva. Es decir, no significa que tenga que ser una libertad que se agota en la no coerción. Por el contrario, los fundamentos del liberalismo clásico apuntan un objetivo que lograr a partir de esta concepción de la libertad. Para la democracia, la libertad es definida en sentido “positivo”. Es libertad para participar en la actividad política y, por ende, para elegir y ser elegido[155]. En suma, la democracia no nos dice más, es decir, solo se limita a garantizar que el gobierno que se elija sea electo por voluntad mayoritaria[156]. El liberalismo, en cambio, se enfoca en el límite de la acción de ese gobierno. 
 
   Dado que inicialmente tanto el liberalismo como la democracia apuntaron a similares objetivos, los mismos que se pueden sintetizar en la oposición a regímenes autoritarios monárquicos y despóticos, donde el poder estaba en manos de una persona o una familia y sus allegados, de manera “natural” sus convergencias fueron dadas como obvias. Con el pasar del tiempo, ya no fue así. Quizá el primero en advertirlo fue Alexis de Tocqueville, quien padeció personalmente los excesos de la Revolución Francesa y advirtió de los peligros de la mutación de causas que, si bien en su génesis buscaban la libertad, terminaban coaccionándola incluso con métodos vinculados al terror y a un autoritarismo de nuevo cuño[157]. 
 
   Por eso, el estudio de las inconsistencias entre el liberalismo y la democracia reviste mayor interés, hasta el punto de que mucho se ha escrito sobre las incompatibilidades entre ambos conceptos matrices de la democracia liberal. A raíz de esto, solamente vamos a centrar el análisis en dos aspectos de estas incompatibilidades, formulados en los siguientes cuestionamientos: ¿El liberalismo es en sí mismo de naturaleza antidemocrática porque responde a los intereses de una sola clase –la burguesía– y por tanto no puede florecer bajo sistemas democráticos? ¿La democracia liberal es en realidad elitista en la medida que excluye la participación de los individuos más allá del acto de votación y, de esta manera, no responde al verdadero propósito de la democracia, que es la participación de los miembros de la sociedad en los asuntos de la política?
 
   Nuestra respuesta es no, para ambas cuestiones, porque no encontramos contradicciones flagrantes entre el liberalismo y la democracia, siempre que ésta última no sea ilimitada. Sin embargo, algunos liberales y muchos anti-liberales han pretendido encontrar oposiciones a la democracia en autores respecto a los que lo único que han señalado son sus limitaciones, las mismas que fueron señaladas desde los tiempos de Aristóteles. Es curioso este intento de algunos liberales y de anti-liberales por sostener el argumento de la incompatibilidad entre liberalismo y democracia. Primero, para promover un “liberalismo conservador” –¿conservadurismo liberal?– al estilo spenceriano, que en realidad es un conservadurismo disfrazado que no tiene que ver con el liberalismo, distinción que el propio Hayek hizo de manera clara y precisa. En el segundo, para “demonizar” al liberalismo acusándolo de anti-democrático y, por tanto, de ideología de la burguesía opresora del pueblo, en una aplicación marxista del concepto de la lucha de clases. De hecho, al desarrollar su célebre teoría de los sistemas de gobierno[158], el estagirita sostiene que:
 
   “Siendo cosas idénticas el gobierno y la constitución, y siendo el gobierno señor supremo de la ciudad, es absolutamente preciso que el señor sea o un solo individuo, o una minoría, o la multitud de los ciudadanos. Cuando el dueño único, o la minoría o la mayoría gobiernan consultando el interés general, la constitución es pura necesariamente; cuando gobiernan en su propio interés, sea el de uno solo, sea el de la minoría, sea el de la multitud, la constitución [el gobierno] se desvía del camino trazado por su fin, puesto que, una de dos cosas, o los miembros de la asociación no son verdaderamente ciudadanos o lo son, y en este caso deben tener su parte en el provecho común”[159].
 
   En otras palabras, queda claro que para Aristóteles poco importa si el gobierno lo ejerce uno, pocos o muchos. Lo que verdaderamente interesa –y “mide” la legitimidad de un gobierno– es el apego al “interés general”[160], que es distinguido con toda claridad por el propio filósofo griego de todo interés particular, sea este de uno, de pocos o de muchos. Es fácil entender que la propia democracia puede degenerar en demagogia si se desvía del interés general y solamente se limita a satisfacer a la mayoría. Dice Aristóteles: 
 
   “Las desviaciones de estos gobiernos son: la tiranía, que lo es del reinado; la oligarquía, que lo es de la aristocracia; la demagogia, que lo es de la república. La tiranía es una monarquía que solo tiene por fin el interés personal del monarca; la oligarquía tiene en cuenta tan solo el interés particular de los ricos; la demagogia, el de los pobres. Ninguno de estos gobiernos piensa en el interés general”[161]. 
 
   Pero Aristóteles también está lejano de legitimar cualquier sistema de gobierno a partir de la pertenencia a cualquier clase social. Bobbio ha llamado la atención sobre el hecho de que, para Aristóteles, “lo que distingue una forma de gobierno de otra no es el número, sino la condición social de quienes gobiernan”[162]. Para que no quede dudas, Bobbio cita al propio Aristóteles:
 
   “Lo que distingue esencialmente la demagogia de la oligarquía, es la pobreza y la riqueza; y donde quiera que el poder esté en manos de los ricos, sean mayoría o minoría, es una oligarquía; y donde quiera que esté en las de los pobres, es una demagogia. Pero no es menos cierto, repito, que generalmente los ricos están en minoría, y los pobres en mayoría; la riqueza pertenece a pocos, pero la libertad a todos. Estas son las causas de las disensiones políticas entre ricos y pobres”[163].
 
   Esto significa que para Aristóteles la democracia –república o politia– era siempre el gobierno de los pobres, pero solo era admisible si no gobernaban en función de sus intereses de clase. Es decir, no por ser demócrata, un gobierno –ni las leyes que de su acción política se derivasen– encontraba justificación ni legitimidad si solo se debía a los intereses de un grupo, sin importar que fuera mayoritario ni que estuviera compuesto únicamente de pobres.
 
   Tomando como base esta salvaguarda aristotélica, hay que ser cuidadoso en precisar que una cosa es plantear los riesgos de la desnaturalización de la democracia y otra muy distinta, es estar contrario a la democracia[164]. Sería muy tonto pensar que Aristóteles era enemigo de la democracia como expresión de libertades. Pero sí era enemigo de una democracia que se convirtiera en oclocracia, el gobierno de la masa. 
 
   Sin embargo, en tiempos más recientes, las corrientes socialistas han utilizado argumentos falaces para pretender trasladar similares argumentos descalificatorios a referentes del pensamiento liberal. Un ejemplo emblemático ha sido la satanización de Hayek[165], pensador que ha sido el blanco elegido por los anti-liberales para descalificar su doctrina acusándolo de antidemocrático. Pero en palabras del propio Hayek, se desmiente tal aseveración, pues postula contundentemente que la democracia:
 
   “Es un ideal por el que merece aún la pena luchar a fondo, dado que constituye la única protección contra la tiranía […]. Si bien la democracia en cuanto tal no es la libertad […] es ciertamente uno de los mayores baluartes de la libertad. Al ser el único método pacífico de cambio de gobierno hasta ahora descubierto, es uno aquellos valores supremos, aunque negativos [que se definen negativamente], comparable a las precauciones que se adoptan contra las epidemias, de las cuales se es poco conscientes mientras funcionan, pero cuya ausencia puede ser letal”[166].
 
   No hay duda entonces de que Hayek establece claramente que la democracia –entendida en la acepción de democracia liberal– es una salvaguarda importante contra la tiranía, un instrumento que garantiza –aunque no necesariamente de manera infalible– la libertad y que, por tanto, su defensa es inherente a la defensa del credo liberal. La presunta resistencia de Hayek hacia la democracia no pasa entonces de ser un fantasma negro construido por sus detractores más acérrimos. Para él, su defensa de la democracia es inherente a la defensa de su credo liberal. Sin embargo, se defiende mejor la democracia muchas veces, según su entender, cuestionando sus alcances y distanciándose de la mayoría. En efecto, las libertades no se sostienen únicamente por la sola existencia de regímenes democráticos. La experiencia muestra que hay gobernantes que llegaron al poder mediante procesos democráticos y luego no aceptan dejarlo, manipulando el propio sistema para perennizarse en el gobierno y alterando las reglas de juego para adecuar las leyes a sus antojos. Las expresiones más recientes que tenemos en Latinoamérica de estas previsibles actitudes son las nuevas constituciones que han impulsado Chávez, Morales y Correa, las cuales, vaya casualidad, siempre estipulan mecanismos especialmente destinados a favorecer la perpetuación megalómana en el poder de una sola persona. Estos ejemplos vívidos, cercanos y recientes ilustran nítidamente que la democracia, por sí misma no es condición suficiente para la libertad. 
 
   Estos regímenes normalmente se sostienen en el rechazo de la democracia representativa y la adscripción al modelo de democracia directa, el cual tiene como padre intelectual a Rousseau, quien cuestionaba severamente el poder de representación del pueblo en la persona de un representante[167]. Para Rousseau era imposible que la soberanía del pueblo pudiera ser “representada” y, por tanto, no hay ni podría haber verdadera democracia en la forma representativa. Entonces la única democracia verdadera era la que permitiera que todos los ciudadanos fueran iguales en rangos y fortunas, donde todos fueran suficientemente conocidos unos a otros y compartieran costumbres muy sencillas que les permita afrontar y resolver las muchísimas negociaciones y deliberaciones para llegar a acuerdos. Sin embargo, la complejidad y el volumen de relaciones que se configuran en las sociedades modernas, hicieron del mundo de Rousseau una simple utopía. Y su modelo de democracia corrió la misma suerte. Pero, aun si no lo fuera, es decir, inclusive si hubiera la posibilidad de encontrar esa sociedad perfecta, la democracia roussoniana no podría ser una democracia liberal, porque el “ciudadano total” de Rousseau, al adscribirse a la democracia para ampliar los horizontes de su acción individual, termina maniatado por el mismo principio de reducir todos los intereses individuales a los intereses del Estado. El resultado es la politización integral del individuo, su simbiosis con el ciudadano-Estado y la disolución total de la esfera privada en la esfera pública[168]. El Estado soy yo, eres tú y somos todos.
 
   La democracia directa, más temprano que tarde, se convierte en oclocracia, democracia totalitaria o en el despotismo democrático o en el totalitarismo democrático Como hemos visto en el libro, hay numerosos ejemplos en que la democracia ha desencadenado en esta clase de regímenes han llevado incluso a plantear que lo democrático es contrario a la libertad y que por ende la democracia se vuelve naturalmente contra su ideal original. Sin embargo, es también cierto que suelen ser éstas excusas para justificar regímenes totalitarios. No se defienden regímenes de libertades conculcando libertades. Por eso, no sorprende que se levanten voces en el sentido de que los mejores regímenes para defender las libertades pueden ser incluso algunos modelos dictatoriales, ya que la democracia puede degenerar en la dictadura de la mayoría. En nuestros días, los casos de Bolivia, Argentina y Ecuador, con sus cuestionables políticas, son un ejemplo al que apelan los que sostienen tales tesis, porque colocan a la democracia en ritmo de colisión con la libertad. Cuanto menos, a la democracia liberal. Aunque bajo ciertas circunstancias límite, cuando una sociedad está amenazada por fuerzas totalitarias y enemigas de la libertad y la democracia, que se anidan en el sistema político pero que lo petardean desde adentro y afuera, puede ser necesario y justificable que esa sociedad implemente, por tiempo limitado y en lo estrictamente reqerido, mecanismos de coacción que no serían admisibles bajo circunstancias normales donde no existiera amenazas, no es menos cierto, sin embargo, que sin desviarse un milímetro de la tradición liberal clásica, sostener el planteamiento de que las verdaderas democracias necesitan de las dictaduras, equivale a caer en una profunda contradicción, pues existe un abismo entre plantear que la democracia puede degenerar en regímenes antiliberales y otra muy distinta es postular que los regímenes liberales tienen que florecer bajo sistemas anti-democráticos. Hay que estar alertas para no caer en la trampa.
 
    
 
   Liberalismo y lucha contra la pobreza
 
   El liberalismo no puede sustraerse a su responsabilidad de lograr las mejores condiciones para las personas. La libertad que propugna el liberalismo es la ausencia de coacción, pero no por eso una libertad de peso muerto, pasiva, anodina. Es, por el contrario, una libertad creativa de valor, viva, activa y dinámica. Un tema de la mayor importancia, a nuestro juicio, es el de dilucidar este carácter activo del liberalismo, a partir de sus fundamentos clásicos. Para tomar uno de los grandes referentes liberales, cuando Adam Smith sostiene que la mejor forma de proveer de bienes y servicios a una sociedad es mediante la “mano invisible” del mercado[169], para lo cual implícitamente tiene que ser lo más libre posible –libre de coacciones, es decir, de regulaciones y controles, en el sentido de la “libertad negativa”–, está atribuyéndole un papel activo a esa libertad: ser el motor de un sistema social –el mercado libre– que pueda proveer de la mejor manera los bienes y servicios que requiere una sociedad. Además no olvidemos que desde el propio título de su obra magna, su interés investigador era conocer la naturaleza y las causas que explicaran por qué unos países eran más ricos que otros. Smith no tiene en mente un liberalismo moral ni abstracto, sino muy enfocado al logro de la riqueza, que no entendía para unos pocos sino para las naciones.
 
   Dos siglos y medio después, otro referente liberal, Ludwig von Mises, planteaba una similar responsabilidad del liberalismo, justificándolo como el primer movimiento político que quiso promover, no el bienestar de grupos específicos, sino el bienestar general, y que sus principios definen todo un modelo de civilización. Y Mises va más allá cuando establece que el liberalismo es el único que ha demostrado capacidad de crear riqueza y bienestar para todos y de elevar el nivel de vida de una población en constante aumento, posibilitando así también el florecimiento de los valores del espíritu[170]. 
 
   Hasta aquí, las posiciones de referentes liberales incuestionables, que podríamos seguir citando. Pero en tiempos más recientes, se van sumando otros intelectuales cercanos al liberalismo para llamar la atención de que, a pesar de los grandes matices que posee la doctrina liberal, el liberalismo se entiende inequívocamente como “el sistema que garantiza las menores formas de injusticia, que produce mayor progreso material y cultural, que más ataja la violencia y el que respeta más los derechos humanos”[171], con lo que se extiende ese concepto del progreso más allá del ámbito de la riqueza material para abarcar las mejoras en desarrollo cultural, seguridad personal y ciudadana, la paz y el respeto a los derechos humanos, a lo cual se puede añadir, qué duda cabe, en este mismo talante, el respeto al medio ambiente, lo cual, dicho sea de paso, es totalmente compatible con la Declaración de Helsinki de 1990 sobre el Medio Ambiente de la Internacional Liberal[172]. 
 
   Darle una lectura absolutamente egoísta a la doctrina liberal, como un cuerpo de ideas que solo se preocuparía del bienestar de cada uno sin compromisos con la sociedad de ningún tipo, refleja un bajísimo entendimiento del liberalismo y un rebajamiento de una doctrina que tiene como ninguna otra un altísimo compromiso con el ser humano y una vocación inequívocamente humanista. El progreso de una sociedad es el resultado del progreso individual de sus miembros, de la manera más extendida posible, que necesita para apuntalarse de un aparato estatal que sea capaz de proveer las condiciones para que ese progreso se genere. ¿Cómo definimos el progreso desde la perspectiva social? El progreso es un estadio social en el que las capacidades de los individuos y los medios de acción para extenderlas se incrementa permanentemente en el tiempo, permitiéndole elegir, orientar y manejar sus propias vidas, de acuerdo con sus aspiraciones y con el nivel de esfuerzo y capacidades intelectuales y/o físicas que posean y comprometan para tales propósitos. Esta clase de progreso debe guiar toda política liberal.
 
   Existe una muy clara relación entre los países donde ha florecido más el capitalismo, el desarrollo obtenido en ellos y los regímenes políticos que los gobiernan. Si el progreso se intensifica en las economías en las que el capitalismo está más arraigado y extendido –lo que no ocurre en muchos países de América Latina, donde subsisten segmentos de economías precapitalistas o de capitalismo mercantilista–, la democracia va a encontrar las mejores condiciones para sostenerse, en la medida en que más personas encuentren que su integración al mercado es factible y que ese proceso los incluye progresivamente en el resto de relaciones sociales.
 
   El liberalismo tiene el compromiso de abatir la pobreza y alcanzar el progreso, como su cable a tierra para su viabilidad política y su sostenimiento en el tiempo. El liberalismo no puede sustraerse a su responsabilidad de lograr las mejores condiciones para las personas, o cuanto menos, de intentarlo mediante la acción. Su superioridad moral no está únicamente en la apología de la libertad sino en su poder transformador de las sociedades y de los individuos para conducirlos al progreso, por encima de cualquier otra doctrina de pensamiento. Por eso decimos que la libertad que propugna el liberalismo es la ausencia de coacción, pero no por eso una libertad de peso muerto, pasiva, anodina y contemplativa. Es, por el contrario, una libertad creativa de valor, viva, activa y dinámica. Una libertad que transforma. Que busca transformar situaciones de pobreza en escenarios de progreso sostenido. Pues eso, y no otra cosa, es lo que hizo en la historia mundial, en los pocos momentos y espacioes en que se le dejó actuar.
 
   Un tema de la mayor importancia es el de dilucidar este carácter activo del liberalismo, a partir de sus fundamentos clásicos. Cuando Adam Smith sostiene que la mejor forma de proveer de bienes y servicios a una sociedad es mediante la “mano invisible” del mercado, para lo cual implícitamente tiene que ser lo más libre posible –libre de coacciones, es decir, de regulaciones y controles, en el sentido de la “libertad negativa”–, está atribuyéndole un papel activo a esa libertad: ser el motor de un sistema social –el mercado libre– que pueda proveer de la mejor manera los bienes y servicios que requiere una sociedad. Smith no tiene en mente un liberalismo moral ni abstracto, sino muy enfocado al logro de la riqueza, que no la entendía para unos pocos sino para las naciones. Dos siglos y medio después, Mises, otro referente liberal, planteaba similar responsabilidad del liberalismo al justificarlo como el primer movimiento político que quiso promover no el bienestar de grupos específicos sino el bienestar general, y que sus principios definen todo un modelo de civilización. Y Mises va más allá cuando establece que el liberalismo es el único que ha demostrado capacidad de crear riqueza y bienestar para todos y de elevar el nivel de vida de una población en constante aumento, posibilitando así también el florecimiento de los valores del espíritu[173]. 
 
   Hemos aludido muchas veces en este libro cómo el lenguaje del socialismo suele tergiversar los términos para acomodar las realidades a sus postulados teóricos. Es así que el término “progresista” ha sido capturado por el socialismo bajo lo que Revel denomina magníficamente “el arte de pensar socialista” que exulta su “odio al progreso”[174] Pero es empíricamente demostrable que la realidad del progresismo socialista, que debiera ser no otra cosa que la capacidad del socialismo de generar progreso, sencillamente no existe. En efecto, no hay evidencia de que la aplicación de las recetas socialistas –en sus dos grandes versiones de comunismo totalitario y social-democracia– hayan generado progreso sostenido, sin echar mano en algún momento a la ayudita de las recetas liberales, en grados máximos o mínimos. La verdad sea dicha, el verdadero progresismo lo representa el liberalismo, como ha sido demostrado en numerosas experiencias mundiales, en esta y las épocas pasadas, a pesar del eficiente trabajo de desprestigio de sus detractores. 
 
   En una región del mundo con los niveles altísimos de pobreza y desigualdad que padece América Latina, el liberalismo latinoamericano, más que ninguna otra doctrina, debe tener como norte estructurar su mensaje articulándolo a la posibilidad de generar progreso, que visto desde la otra cara equivale a erradicar la pobreza, la pauperización y la miseria. No es factible edificar los valores del liberalismo ni cosechar sus frutos si no se trabaja paralelamente en sentar condiciones mínimas para el sostenimiento del proceso de cambios de largo plazo que la doctrina predica. La gestión del conflicto debe ser tal que debe permitir canalizar demandas pero, al mismo tiempo, dotar de gobernabilidad y sostenibilidad a los regímenes liberales y a las democracias liberales que los acompañen. 
 
   Para ello, es necesario construir un liberalismo de dotaciones mínimas, que permita generar un progreso compartido pero a la vez que posibilite el excedente necesario para asistir en adecuada medida a quienes no pueden incorporarse por sí mismos a los mercados de productos y de factores, los primeros para acceder al consumo, los segundos para conseguir empleo. Quienes no puedan hacerlo por razones de edad o de discapacidad física o mental, o porque simplemente el azar de la existencia les privó de lograr lo necesario para una supervivencia aunque sea modesta, pero a la vez, digna, pueden perfectamente recibir la atención de políticas liberales, sin alejarse un milímetro de la doctrina. Tiene que ser un liberalismo capaz de “oxigenar” suficientemente bien cualquier proceso de cambio sostenido y radical, que sea preciso favorecer para cambiar el rumbo durante prolongados períodos de tiempo. Y enderezar las torcidas raíces de América Latina, una vez más, pero esta vez hacia el desarrollo y el progreso. No entenderlo así es construir una utopía, pero jamás hacer realidad un sueño.
 
    
 
   La viabilidad del liberalismo
 
   La pregunta que cabe, después de todo el análisis precedente, es por qué ha sido tan vulnerable el liberalismo en América Latina. ¿Ha fracasado? Ambas respuestas no son la misma. La vulnerabilidad del liberalismo se explica por los factores de fondo y forma antes explicados. Pero aun así el liberalismo dista mucho de haber fracasado. Aunque no ha llegado a prevalecer sobre un camino fácil ni haber ganado la batalla de la historia, decretando su final, como pensaba Fukuyama en un exceso de entusiasmo, para alzarse como la única ideología posible, es bastante claro que la inmensa mayoría del mundo, incluso en el mundo socialista, se ha ido sintonizando en la práctica a los alineamientos del liberalismo clásico. 
 
   Los populistas de todo el espectro político se han visto obligados a tomar las banderas liberales, como las del impulso a la inversión privada y la necesidad de los equilibrios macroeconómicos. Lo hacen así como hace más de un siglo tuvieron que tomar del liberalismo el constitucionalismo y el principio de la división de poderes. Pero el liberalismo no necesita hacerles el juego y abandonar posiciones para correr al extremo, en búsqueda de una identidad jamás perdida. Pues en el mejor de los casos solo son mala copia del original. Y en el peor, embusteros ideológicos que solo tomarán las verdaderas propuestas liberales cuando estén con la soga al cuello, pero que buscarán los votos vistiéndose de “populares” y con las poses de siempre: las poses de la política del sombrero de paja, del menú de mercadillo que jamás volverán a comer, del jueguito ridículo de carnaval y del bailecito mal bailado ante una cámara de televisión.
 
   A pesar de todo, no se puede hablar de un fracaso del liberalismo en América Latina. Las reformas liberales favorecidas en las últimas dos décadas, aun siendo tibias y satanizadas bajo el membrete de “neoliberales”, como ya hemos visto, han traído el poco o mucho desarrollo, según el caso, que hoy tiene América Latina. Además, como se ha dicho, las corrientes antiliberales, obligadas por los dictados de la realidad, han tenido que incorporar en sus discursos categorías doctrinarias claramente liberales, como la necesidad de inversión privada y la economía de mercado. En este sentido, entregarle al socialismo latinoamericano la autocrítica por estas reformas, que en el caso de países como Chile, México y Perú, y otros más, fueron tan decisivas, es una abdicación, antes que una concesión estratégica. Porque tales reformas cambiaron el rumbo de tales economías y permitieron que los gobiernos de esta década partieran de economías más consolidadas para poder exhibir hoy algunos éxitos que de otro modo, si se hubiera continuado gobernando como antes de esas reformas liberales, hubiera sido imposible. 
 
    
 
   Disipando las sombras
 
   Es cierto que en algunos de estos procesos de reforma pudo haber acciones dolosas. La corrupción es algo demasiado insertado en el ADN social latinoamericano como para estar ausente de cuanta oportunidad de negocio pudiera aparecer en el ejercicio de la actividad pública, así como la privada. No es menester hacer un análisis aquí de la problemática de la corrupción, pero sin duda, es parte del empobrecimiento del entramado de confianza de las sociedades latinoamericanas. Y aunque duela admitirlo, ante los cambios ocurridos y las oportunidades presentadas por una “rescatada” economía de mercado, era muy difícil, bajo el contexto sociocultural latinoamericano que no aparecieran los oportunistas a buscar ganancias ilegales fruto de la corrupción. Si hubo corrupción sin mercados abiertos, también la hubo después de las reformas. La corrupción no dependía de ellas, sino que ya estaba ahí. Por todo eso, los culpables de haber incurrido en actos de corrupción merecen el castigo de la ley. Pero merecen el peso de la ley sobre la base de procesos justos y no políticos, precisamente para no desnaturalizar la dureza de su castigo. 
 
   No obstante, y reconocido lo anterior, también es cierto que, más allá de los despropósitos de la corrupción de algunos funcionarios particulares, que se generó por la desnaturalización, en casos puntuales, de algunos procesos como por ejemplo los de la privatización, lo concreto es que estas reformas, y otras, fueron en general provechosas para las economías de América Latina. Aquí el tema de fondo es tomar distancia de la forma en que se hicieron los procesos identificados caso por caso, pero no sumarse al discurso del cuestionamiento de las reformas. Las reformas que empezaron contracorriente en Chile en los setenta y llegaron al clímax en los noventa, representan, para todas las versiones del socialismo latinoamericano, un golpe del que empezaron a recuperarse recién desde la primera década del siglo XXI. Pero también esas reformas constituyen un icono contra el cual enfilan sus baterías en todos los frentes –de la economía, de la política e incluso de los derechos humanos– sencillamente porque marcaron un quiebre del socialismo en varios países. Que implicó también, entre otros efectos, la ruptura de los socialismos latinoamericanos de todo talante, incluidos sus hoy nítidamente aliados grupos terroristas marxistas-leninistas y otros de cercanas raigambres. Por este motivo, los liberales deben evitar caer en la trampa de hacerles el juego solo para pretender “limpiar” al liberalismo de algunos de los pasivos políticos que implicaron las reformas estructurales liberales.
 
   ¿Y cómo se les hace el juego? No ciertamente dejando de admitier, como lo hemos reconocido en este capítulo, que las reformas liberales, lamentablemente, coincidieron con actos de corrupción. Incluso es necesario reconocer que se violentaron derechos civiles y en muchos casos, como el de Chile, se violaron derechos humanos de una manera indefendible. 
 
    
 
   Construyendo el cambio radical
 
   Ese repaso muestra que el liberalismo triunfa en la praxis antes que en la doctrina. Y eso lo debilita porque no permite avanzar con las velocidades que requieren las urgencias de cambio. En tal sentido, uno de los sinsentidos y despropósitos que nadie enfrenta es haber identificado al liberalismo con el humillante proceso por el cual el enriquecimiento de pocos generaría algún drenaje de sobrantes, para ser aprovechados por los más pobres. Porque el liberalismo conllevaría un cambio que no tiene que ver con ningún sobrante, sino con una comprometida y acelerada mejora en el bienestar de los que menos tienen a partir de ser incorporarlos masivamente a una verdadera economía de mercado, no mercantilista y no excluyente. Esto ya se ha comprobado que funciona en muchos segmentos de desarrollo de capitalismo popular en América Latina. Quizás hay que buscar las evidencias para esta región, no tanto en Viena, Chicago o Londres como en algunas pequeñas comunidades de empresarios emergentes que hasta hace poco se les tachaba de informales y que hoy ya se insertaron en el capitalismo.
 
   Entonces, ¿hay esperanzas para emprender esta nueva lucha con este recambio generacional y la nueva contracultura a la que asiste América Latina en esta segunda década del siglo xxi? Depende. La construcción política de una verdadera opción liberal solo será posible mediante una docencia ciudadana que abarque tanto un frente académico como el frente de la política activa. Y es aquí donde la desidia de quienes no quieren dar la pelea, por un lado, y el facilismo y la torpeza de quienes creen que con posiciones excluyentes dentro de la doctrina, o de las organizaciones que se puedan conformar, van a construir un purismo intelectual “liberal”, conspiran contra esta construcción. 
 
   Se requiere un cambio radical. Para muchos, este cambio se está identificando con más Estado, más democracia directa con un ingrediente de militarismo. Así, la receta a lo Chávez podrá parecer novedosa en Venezuela y, por ello, considerada de vanguardia y “progresista” en otros países como Bolivia, Ecuador, Nicaragua y hasta Argentina. Sin embargo, en otros países es un refrito de una película ya vivida, como la que ya se probó en Perú con Velasco hace cuarenta años. Y disparó un fracasado modelo de subdesarrollo que se prolongó durante décadas. 
 
   Ese pretendido cambio radical está, por tanto, destinado al fracaso. Y ahí debe aparecer la audacia de los liberales, para ofrecer alternativas serias, alejadas de la utopía, que apoyen ese cambio. De hecho, ante la incapacidad de funcionar de los modelos neo-populistas o neo-socialistas, el otro tipo de cambio radical solo puede provenir del liberalismo. Sin asustarse ni acomplejarse. Del auténtico, mas no del conservadurismo, del anarco-capitalismo ni del mercantilismo. Todo lo demás, desde el nacional-socialismo y la social-democracia hasta la democracia cristiana y las derechas en versiones alternas, son maquillaje al muerto, analgésico para la gangrena, bastón para la mutilación. No son el cambio sino la permanencia y perpetuación del statu quo.
 
   El descontento de la población y las crecientes protestas son muestras del colapso de una manera de gobernar. Pero la comprobación de que en el subconsciente colectivo hay un germen creciente de ese ímpetu por hacer prevalecer derechos individuales no es lo mismo ni implica necesariamente la construcción política de una opción liberal. Ésta solo puede lograrse mediante una docencia ciudadana que abarque tanto un frente académico como el frente de la política activa. Y es aquí donde la desidia, por un lado, y el facilismo de pretender consolidar un discurso presuntamente “químicamente puro”, por el otro, conspiran contra esta construcción. Por no mencionar el denuesto y la manipulación proveniente de los socialismos criollos en cada país. 
 
   La consistencia del mensaje liberal tiene que fundamentarse en una propuesta que atraviese todo el espectro del desarrollo humano y que trascienda, por tanto, la visión economicista. A tal efecto es importante consolidar una propuesta que contemple el desarrollo de las libertades en su más amplio sentido, dejando en claro que el individuo está por encima de cualquier estructura de poder que limite su libertad, sea estatal o privada. Una propuesta a partir de la cual el individuo pueda comprender que va a comprometerse con su bienestar y el de los suyos, sin otro tipo de componendas o intereses que riñen con el bien común. Y, además, una propuesta que atraviese transversalmente el tejido social nacional, para que más peruanos la hagan suya. Si se le pretende algún futuro y alguna viabilidad, hay que construir un liberalismo al que hay que teñir de cobrizo y que debe hacerse brotar de los Andes, de las selvas y de los arenales. He ahí el reto. 
 
   Una propuesta liberal que recoja los principios originarios que animó a los reales fundadores del liberalismo y a sus más preclaros propulsores, debidamente calibrada y adecuada a la realidad de nuestro país, pero fundamentalmente generadora de desarrollo, es la única que tendrá posibilidad política de amalgamar voluntades y lograr que nuestros ciudadanos la acepten. Porque la libertad y el desarrollo son los bienes más preciados de los individuos. La democracia solo tiene sentido de legitimidad cuando permite y promueve la libertad y genera políticas que mejoran el bienestar de las mayorías con respeto de las minorías. Esa libertad que Locke, uno de los fundadores del liberalismo junto a Adam Smith, estableció como un derecho en el Estado de naturaleza, que consignó en el vocablo inglés property y que engloba el derecho a la vida, el derecho a la seguridad, el derecho a las libertades individuales y el derecho a la propiedad. 
 
   La doctrina tiene que calibrarse a la realidad de cada país latinoamericano y trasuntar hacia lo realizable. Para ello podrían establecerse algunas líneas motrices que pueden ser elementos de cambio liberal en todos los países de América Latina, con sus peculiares adaptaciones. Primero, el desarrollo masivo y acelerado de las infraestructuras productivas públicas incorporando fuerte inversión privada que permita construir una sólida base de competitividad. Segundo, la descentralización efectiva, responsable, eficiente y real de las decisiones de gobierno para limitar el poder de las burocracias centrales y fortalecer la presencia estatal donde en la actualidad no existe, salvaguardando contra la aparición de nuevas burocracias y caudillismos locales. Tercero, el impulso decidido al desarrollo empresarial pequeño y mediano para atacar agresivamente el desempleo, en congruencia con el hecho de que los latinoamericanos, en la práctica, resultan más emprendedores que proletarios. Cuarto, la revolución urgente del sistema educativo orientándolo hacia estándares de competitividad internacional para generar acervo de capital humano de sostenimiento del crecimiento futuro e independizarlo de la prédica marxista. Quinto, la reforma integral de la administración de justicia, que incluya la posibilidad de someter a escrutinio democrático popular la elección de jueces y fiscales y que incorpore el sistema de jurados, de manera tal que se institucionalice la participación de la ciudadanía de manera más cercana y que, además, establezca el andamiaje legal para garantizar e impulsar las potencialidades productivas, los derechos de propiedad y el respeto a los derechos civiles y los derechos humanos. Y sexto, la transformación integral de los sistemas electorales, que incentiven la calidad de los representantes y delimite claramente el ámbito de las decisiones democráticas, para preservar y fortalecer la democracia liberal, conforme a los ideales que la inspiraron en su concepción moderna original. La construcción de cada propuesta específica debería incluir otros elementos, como salud, seguridad, derechos humanos, desarrollo sostenible, diversidad cultural, etcétera, pero los aspectos antes mencionados deberían estar presentes en cualquier propuesta programática liberal si se apuesta a un desarrollo acelerado.
 
   No ha de refugiarse el liberalismo latinoamericano en el cinismo contemplativo de un errado y pasivo “dejar hacer y dejar pasar” a la reproducción de la pobreza y al subdesarrollo. La lucha por la libertad no es un mirar sino un hacer. De no elegir este camino, con seriedad, responsabilidad y alejados de utopías, nunca podrá insertarse el liberalismo como alternativa política en las mentes de los latinoamericanos, ni menos aún transformarse en posibilidad de gobierno efectivo.El desafío obliga a trabajar ahora sin prisa pero sin pausa, sin exclusiones y con el convencimiento firme de que solo esto es probable siempre que los liberales aprendan a tender puentes de entendimiento, venzan los egos individuales de entre casa y destierren esa idea maniquea de que solo unos pocos son iluminados de la historia y depositarios de una tradición de pensamiento único, en una forma excluyente de ver la política por todos los partidos tradicionales. Después de todo, la política es lenguaje de los gestos, ciencia del equilibrio de la convivencia social y arte de lo posible. Y como decía Hayek, “la filosofía política es el arte de hacer políticamente posible lo que parece imposible”[175]. Pues cuando los sueños no son acompañados de altas dosis de determinación, se convierten apenas en simples utopías.
 
    
 
   


 
   
 
  




 
    
 
   CAPÍTULO XII
 
   EL REFERENTE ES LA LIBERTAD
 
    
 
   Las bases por construir desde una nueva educación
 
   Hay una verdad. Y hay que señalarla sin ambages: las sociedades que se atrasan son las antiliberales. No solo en sus políticas, sino en sus cosmovisiones. Los países del mundo occidental más liberales lideran el desarrollo bajo cualquiera de los criterios aplicados en las organizaciones que elaboran los diversos rankings. Los países de la antigua órbita soviética progresan aceleradamente desde que se alejaron del comunismo. Países antes considerados periféricos se han hecho con un lugar entre los mejores del mundo, como el caso de los “tigres asiáticos”. En América Latina, Chile es el mejor ejemplo, pues con gobiernos de izquierda o de derecha está en el carril de la economía liberal hace mucho tiempo. México, desde su agresiva apertura al primer mundo con el NAFTA, se perfila como la estrella latinoamericana de las próximas décadas, a pesar de que su economía puede mejorarse si se liberalizan sectores clave como el energético. Brasil, desde Cardoso, se ha encaminado por las políticas de corte liberal en un progreso acelerado, aunque con las trabas que implementaron con Lula y ahora con Dilma Rousseff, todos ellos socialistas, el país empezó a dar señales de desaceleración. Colombia resolvió buena parte de sus problemas con los cárteles de la droga bajo la presidencia de Uribe y con políticas de corte liberal está avanzando a pasos agigantados, colocando su marca en el mundo. Perú asoma, a partir de las reformas de Fujimori, siguiendo y persistiendo en un modelo liberal que viene sosteniéndose por varios gobiernos.
 
   Pero si la evidencia empírica es concluyente, ¿por qué persiste el antiliberalismo generalizado en las sociedades latinoamericanas? ¿Por qué la gente, que se siente defraudada por el Estado, al mismo tiempo rechaza más la iniciativa privada que la presencia estatal en la provisión de los servicios públicos? ¿Por qué, en buena cuenta, si las personas aman la libertad, son al mismo tiempo tan proclives a favorecer a los que constriñen más esa misma libertad? 
 
   Los fenómenos políticos complejos nunca tienen una sola causa. Pero si tuviera que elegir uno solo para explicar las interrogantes previas, me quedaría con la siguiente: la educación antiliberal que han recibido millones de latinoamericanos durante décadas y quizás siglos. La educación en América Latina, en particular desde el segundo tercio del siglo XX aproximadamente, ha ido cayendo paulatinamente bajo el paradigma socialista en distintos grados. Este paradigma se ha infiltrado, por ejemplo, a través de la educación pública, la cual abarca a la mayoría de estudiantes en edad escolar de los países latinoamericanos y que ha sido capturada por sindicatos afines a las ideologías marxistas de distintos calibres y empaques. También se infiltró por la vía de la educación católica, a través de la llamada Teología de la Liberación. Y, además, se inoculó el virus mediante proyectos educativos piloteados por la izquierda “democrática”, a través de sus organizaciones no-gubernamentales (ONG) manejadas por la elite de lo que en algunos países como Chile se llama el “Red Set” y en Perú la “izquierda caviar”, que en muchos casos se infiltraron en ministerios y secretarías de educación y en escuelas. Y, por si fuera poco, estos tres canales de transmisión no se quedaron en el nivel de la escuela, sino que lograron proyectarse a la universidad, tanto en niveles de pregrado como de postgrado.
 
   Baste, para comprobar cómo el socialismo de todos los colores, ribetes y tendencias ha tomado la educación latinoamericana en el nivel universitario, ver lo que ha sucedido con universidades públicas como la Universidad Autónoma en México, la Universidad de Buenos Aires en Argentina, o la Universidad Nacional Mayor de San Marcos en Perú. Convertidas en cabales centros de adoctrinamiento marxista, cuando no de centros de cultivo de apologistas de grupos terroristas de la región. Pero no solo en las estatales. También el virus llegó a la universidad privada.En muchas de ellas, que se puede suponer que están alejadas del socialismo, hay verdaderos clanes para copar los cargos directivos y garantizar la permanencia en ellos, así como mallas curriculares que, bien examinadas a nivel de los contenidos y de los maestros que imparten las materias, no dejan duda de la fuerte presencia del pensamiento socialista, antiliberal y colectivista en las universidades latinoamericanas privadas. Los abucheos de los estudiantes de la Universidad Iberoamericana en México al candidato del PRI Enrique Peña Nieto por considerarlo “de derecha” son una pequeña muestra de este fenómenos.
 
   ¿Cómo puede sorprender entonces que mayorías de jóvenes voten por Chávez, Cristina Kirshner u Ollanta Humala? Lo sorprendente sería que no fuera así con el bombardeo educacional que recibe el hombre o la mujer promedios latinoamericanos que hoy tienen entre dieciocho y treinta años. La educación antiliberal ha hecho su trabajo y, por tanto, ha conseguido algo extremadamente difícil con un instrumento increíblemente simple: el lenguaje. Porque la política tiene en el lenguaje a su instrumento clave, ya que la política se hace con palabras.
 
   ¿Qué ha hecho la educación antiliberal, además de traficar con el argumento de que hay pobres porque sencillamente hay ricos, y hacer de la igualdad de resultados un valor intrínseco en la sociedad, sin explicar por qué lo debe de ser? Ha simplificado la realidad más o menos de la siguiente manera: i) los gobiernos izquierdistas gobiernan favoreciendo a los más pobres en aras de la “justicia social”, para lo cual extienden un conjunto de privilegios –que ellos denominan “derechos adquiridos”– que tienen como contrapartida ingentes montos de gasto fiscal; ii) las crisis que se han desarrollado durante los gobiernos populistas de izquierda, no son responsabilidad de ellos sino de los términos de intercambio, lo que vale decir de las malas condiciones de comercio de los productos que se exportan en comparación con los que se importan; en otras palabras, se han debido al sector externo; iii) estas crisis se han acentuado porque las burguesías locales, custodias celosas de sus propios intereses egoístas, han boicoteado el desarrollo interno al resistirse adrede a invertir solo para perjudicar los proyectos de cambio “progresistas”; esto ha generado una baja en la recaudación que desfinanció el gasto fiscal requerido por las expansión de los privilegios; iv) aprovechando estas crisis, las derechas lograron convencer a los electores para que las llevaran al poder, después de lo cual se dedicaron a explotar al pueblo oprimido con políticas que restringían “derechos adquiridos”, es decir, quitar los privilegios que los gobiernos populistas entregaron y que generaron el gasto fiscal; v) bajo el “pretexto” de corregir las cuentas fiscales y los desequilibrios macroeconómicos, se dedicaron a reducir el gasto público y a incrementar impuestos, lo cual empobrece al trabajador en beneficio de los que más tienen, normalmente dedicados a la empresa privada, que se lucran por su cercanía con un gobierno proclive a defender los intereses capitalistas; vi) una vez que la economía se ha recuperado, es tiempo de volver a la izquierda “generosa” para reiterar políticas populistas “en beneficio de los más pobres”…; y así sigue nuevamente girando la rueda, hasta echar a perder otra vez la economía, esperar que otro tipo de gobierno arregle el problema con medidas antipopulares y así continuar ad infinitum. 
 
   De esta manera, cuando los gobiernos de izquierda fracasan en realidad no fracasan. El que fracasa es el mercado, sea porque se caen los mercados externos, sea porque los mercados internos de inversión no funcionan y, por ende, no activan el mercado de trabajo. Y cuando los gobiernos pro-liberales tienen éxito, en realidad no es mérito de ellos, porque seguramente el mercado internacional presenta precios altos de las materias primas y es eso lo que acarrea el crecimiento. Si a esto le añadimos que los gobiernos populistas de izquierda gastan lo que se acumuló en los gobiernos responsables, entonces ellos aparecen como los generosos mientras los segundos como los que cercenan derechos de los más pobres. Discurso completo.
 
   No va a haber posibilidad alguna de avanzar mientras este mensaje, que es el que básicamente se transmite a diario no solo en las escuelas y las universidades, sino también en los medios de comunicación, sea contrarrestado eficazmente por otro mensaje, que debe ser el mensaje de la verdad. Pero nada de esto ocurrirá si no se rompe la infiltración de las ideas socialistas, con el nombre con que sean inoculadas, en las mentes y en los corazones de los jóvenes latinoamericanos. Hay que hacer la lucha, y hacerla desde dentro y desde fuera. 
 
    
 
   Hacia la sociedad de ciudadanos
 
   Solo existe la ciudadanía si existe la libertad. No puede haber ciudadanos que no sean libres, porque quien está sujeto a la voluntad de alguien, más allá del Estado de derecho, es simplemente un habitante, jamás un ciudadano, pues no puede ejercer sus derechos a cabalidad. Libertad es hacer lo que cada quien juzgue como mejor según su entender individual, sobre la base del cumplimiento de reglas sociales aceptadas por un colectivo ciudadano, reglas que conforman el Estado de derecho. Reglas que no pueden ser cambiadas a discreción y medida de quienes tienen el mandato ciudadano –de manejar el Estado en un momento dado y por tiempo determinado–. La libertad requiere un rayado previo de la cancha, definir a qué estamos jugando y construir las reglas, para que, a partir de ese punto, cada quien se ocupe de aprovechar sus oportunidades, beneficiarse de las acertadas decisiones que tome y responsabilizarse individualmente por las consecuencias de sus acciones.
 
   La libertad es indivisible. La libertad económica y la libertad política son caras de la misma moneda. No puede existir una bajo la negación de la otra. Toda acción estatal que bloquee, entorpezca o impida la libertad económica, excediendo los límites de las reglas del juego, constituye un acto de coacción política también. Y toda acción estatal que violente los derechos individuales para constituir regímenes contrarios a la libertad política no puede generar libertad económica. A lo sumo pueden cobijar el mercantilismo y el privilegio económico, jamás la libertad económica. 
 
   El supuesto “fin de la historia”, después de la Revolución del 89, fue y es un ilusorio espejismo. La realidad política latinoamericana nos enfrenta aún a la elección de un tipo de sociedad, una definición entre las visiones colectivista y liberal como forma de conceptuar el funcionamiento óptimo de la sociedad. Coloca a los latinoamericanos en la disyuntiva entre aceptar una sociedad en que el Estado tenga mayor presencia que no debe –y menos en lo que sí es su responsabilidad– o escoger el camino de la libertad, con respeto a mayorías y minorías, en una sociedad pluricultural pero sin privilegios para grupos de poder –sean de carácter empresarial, sindical o de cualquier otra índole– y con un Estado que esté donde debe estar. 
 
   Para los que apuestan por lo segundo, se convierte en condición clave y crítica el fortalecimiento de la ciudadanía, que solo se logra bajo un sistema de libertad integral. Esta es la misión que los que creemos en las sociedades libres tenemos por delante: acciones para impulsar, fortalecer y desarrollar condiciones coadyuvantes para empoderar de ciudadanía a los individuos que conforman nuestras sociedades latinoamericanas. 
 
   Desde luego que la libertad es una condición necesaria para ejercer ciudadanía. Pero debe complementarse, y aquí volvemos a correr el riesgo de la reiteración, con una educación de calidad. Pero esa educación de calidad no solo tiene que entenderse como instrucción de alto poder, para el dominio de las técnicas en las ramas del conocimiento que permitan a las sociedades latinoamericanas ponerse a la par del mundo desarrollado. Una educación de calidad tiene que generar una mentalidad nueva, abierta al progreso, amante de la libertad pero también de la responsabilidad individual. Tenemos que formar un nuevo tipo de ciudadano, si queremos las bases socioculturales para que funcionen la economía de mercado y la democracia liberal, de las que hoy por hoy carecemos en esta parte del mundo.
 
    
 
   El camino por recorrer
 
   A los habitantes de estas tierras se les enseñó durante décadas que solo hay un pensamiento latinoamericano moralmente correcto, superior en lo ético y hasta infalible en lo “científico”, si por ello se entiende a la llamada “ingeniería social”. Pensamiento caracterizado por conceptos tales como marxismo, socialismo, indigenismo, anarcosindicalismo, estructuralismo, “dependentismo”, dominación, enajenación, entre otros, que constituyen el sincretismo del “pensamiento político latinoamericano correcto”. Lo “políticamente correcto” es el “pensamiento único”, con el corolario de considerar a los que se desvían de ese “pensamiento único” como representantes de una suerte de fascismo intelectual, cuyos esfuerzos solamente asolapan los oscuros intereses de los privilegiados de la riqueza. Pero la realidad es que hay otra vía. No la tercera, que en realidad, es la de siempre, pero con otro envase. Sino la primera vía: el liberalismo clásico. Es así que el liberalismo del siglo xix debe oponerse al socialismo del siglo xxi. Porque el pensamiento liberal que dio origen a la independencia vive presente en el liberalismo latinoamericano del siglo xxi, a pesar de los errores, los denuestos y los ataques. Porque la tarea de la lucha por la libertad está lejos de haber llegado al “fin de la historia”.
 
   El desafío obliga a trabajar ahora sin prisa pero sin pausa, sin exclusiones y con el convencimiento firme de que solo esto es probable siempre que aprendamos a tender puentes de entendimiento y desterremos esa idea de que solo unos pocos son “propietarios” de la doctrina o depositarios del “santo grial” del verdadero liberalismo. Si hay que marcar la diferencia, el estilo también es importante. Y ese estilo tendrá que ser firme pero, a la vez, conciliador e inclusivo. Después de todo, la política es arte de lo posible, lenguaje de los gestos, ciencia del equilibrio de la convivencia social.
 
   El mundo asiste hoy a una crisis económica mundial, especialmente enfocada en Europa y los Estados Unidos, pero también a una crisis política profunda en América Latina, que se está expresando con fiereza en Bolivia y Venezuela, y un poco menos explosiva, pero siempre potencialmente incendiaria, en Ecuador, Colombia y Perú. Incluso países como Chile no está de ninguna manera al margen, a pesar de su aparente calma social. Y ya se vio lo que está pasando en países como Argentina, Brasil, Paraguay e incluso Uruguay, donde no existen rechazos categóricos ni deslindes notorios con el chavismo rampante e invasor. La gente pobre es empujada, en su desesperación y en su desesperanza, hacia liderazgos que reviven, insólita y peligrosamente, esperpentos políticos causantes de la actual crisis latinoamericana. No hay más tiempo para continuar con trayectorias erráticas, ni para trazar divisiones irrelevantes ni para hipotecarse al pasado, sino que se impone comprar futuro.
 
   No debiera esperarse, sin embargo, el camino fácil. Las cosas no cambiarán por un descubrimiento espontáneo de la masa de ciudadanos que sostienen con sus votos –explícitos o implícitos– a los regímenes de la región. Sin embargo, precisamente por lo largo que se presenta el camino, se debe empezar lo más pronto posible. Los enfrentamientos que los liberales latinoamericanos han sostenido entre ellos y las diferencias que pudieran conservar hasta ahora les debe servir para librar esta lucha. Con perspectiva, deben ver esas confrontaciones internas como la preparación necesaria para haber afilado las lanzas y poder confrontar al verdadero enemigo. No sobra nadie. Y nadie, por tanto, debe ser sujeto de exclusión ni ha de sentirse excluido. 
 
   América Latina está ante una nueva oportunidad, esta vez de hacer la diferencia y convertir los habituales e interesantes encuentros de intercambio académico en proyectos políticos concretos y efectivos, sostenidos en la consolidación de redes de cooperación, puentes de entendimiento y sinergias institucionales. Los liberales pueden decidirlo, pero siempre que se animen a favorecer políticas concretas, aterrizadas en la realidad. Pueden decidir estar a la altura del desafío y situarse incluso por encima de sus propios desacuerdos y nuestros propios individualismos mal entendidos[176]. O decidir continuar siendo conservadores de su propia indolencia y levedad en el escenario político latinoamericano, acomodándose en la apatía, en la anomia o la anarquía y dejando que se sigan postergando las reales posibilidades de este continente a causa de las fracasadas políticas y con su anuencia cómplice. En otras palabras, seguir desempeñando el papel de víctimas, de incomprendidos de las masas, de los objetos del descrédito. Porque, la verdad sea dicha, ante este desafío político que se plantea en estas horas de la América Latina, los liberales ya no deben seguir sintiéndose víctimas. Si no hacen nada, se convertirán en cómplices.
 
   Esto apunta a la construcción de una propuesta liberal que recoja los principios originarios que animó a los fundadores del liberalismo y a sus más preclaros propulsores, debidamente calibrada y adecuada a la realidad de cada país, pero fundamentalmente generadora de desarrollo, es la única que tendrá posibilidad política de amalgamar voluntades y lograr que los latinoamericanos la acepten. Por supuesto, convocando la mayor cantidad de esfuerzos posibles, sin excesivas líneas de separación ni “liberales de primera” ni “liberales de segunda”, en un esfuerzo por integrar los principios de los fundadores del siglo xviii, pasando por los nuevos aportes de sus sucesores, así como de los manifiestos, declaraciones y proclamas de la Internacional Liberal; sin exclusiones, la propuesta liberal tiene que aterrizar en proposiciones concretas que impacten en el desarrollo de los ciudadanos, de la manera más extensiva posible. Este aterrizaje es imprescindible para calibrar la doctrina a las realidades de cada país latinoamericano y trasuntar hacia un mensaje digerible, viable, creíble y realizable en líneas concretas de acción que empiecen por ser asumidos por los círculos académicos e intelectuales liberales. Y a partir de ella ser asimilados por los partidos liberales que se puedan formar.
 
   En cualquier caso y bajo las modalidad que adopte esta relanzada participación liberal en la política latinoamericana de esta hora, la libertad se yergue como referente. Mas no por esto en un referente contemplativo. No es viable un liberalismo que solo busque la preservación de las libertades. Es necesario viabilizar la doctrina en tierras latinoamericanas con un liberalismo comprometido con el progreso, con la mejora de las condiciones de vida de los grandes grupos de desposeídos y con el enganche de nuestros países al desarrollo mundial para volvernos parte de los acreedores de la globalización, usufructuando sus beneficios como lo vienen haciendo otras regiones del orbe, que entendieron antes que nosotros que el camino de la dignidad es la ruta a las mejores condiciones de vida que surgen de las sociedades abiertas, con mercados libres, Estados esbeltos, libertades integrales que trasciendan lo económico, Estado de derecho y democracias liberales. Un camino que debe distar del camino de servidumbre que avizoró Hayek hace casi setenta años y que hoy, lamentablemente, sigue siendo la ruta elegida por algunos. 
 
   En una Latinoamérica donde los medios de comunicación prácticamente dictan la agenda política; donde el acto populista, el manejo antojadizo de los fondos fiscales y la sonrisita y la adulación al político de turno son moneda corriente; donde campea la corrupción como expresión cultural; en este escenario, dicha tarea es dura y el relativismo del “todo vale” suele confundir. Pero con miras a la próxima década, que se ha de construir desde ahora, esta tarea ya presenta una pista por dónde empezar: si se quiere ser ciudadanos de verdad, el referente sigue siendo la libertad. La construcción de la sociedad de ciudadanos exige que todo lo demás haya de alinearse a este referente.
 
   Constituye entonces un deber de los liberales latinoamericanos de esta generación consolidar propuestas viables que trasunten la academia y entren a la lucha política concreta, que amalgamen voluntades diversas y construyan puentes de entendimiento entre los mismos liberales y con aquellos que, aun sin compartir totalmente la doctrina, sí pueden trabajar en conjunto sobre bases programáticas serias. Sin arrogancias y con gran capacidad de empatía para construir plataformas que hagan factible ganar elecciones y enfilar a América Latina no sobre las alamedas tortuosas de Salvador Allende sino en las autopistas del progreso sostenido y acelerado que han transitado muchas sociedades del mundo. Una gran meta puede estar hacia el final de la próxima década, cuando se conmemore el bicentenario de la independencia latinoamericana, conquista liberal por cierto. 
 
   Responder a este desafío de erradicar la pobreza y mejorar sustancialmente las condiciones de vida de los países de América Latina sería la mejor manera de cumplir el deber de mantener el ideal liberal de los fundadores de las repúblicas latinoamericanas que legaron en el siglo xix. Legado que hoy, en el siglo XXI, debe convertirse en la responsabilidad histórica de la construcción de un nuevo liberalismo latinoamericano, precisamente para poder conservar a esas repúblicas como repúblicas viables.
 
   


 
   
 
  




 
    
 
    
 
   CONJETURAS DE CIERRE
 
   


 
   
 
  




 
    
 
   CAPÍTULO XIII
 
   EL HILO CONDUCTOR
 
    
 
   La respuesta a la pregunta fundamental
 
   Llegados a este punto, enfrentémonos a las preguntas planteadas en la introducción. Hemos recorrido un largo camino. Es momento de explorar si tenemos los elementos para articular las respuestas. O, cuando menos, para proponer acercamientos suficientemente aceptables, por el momento.
 
   Empiezo por la fundamental: ¿existe un hilo conductor entre la política, la economía, la democracia y el liberalismo, tal que sostenga la viabilidad del liberalismo y de las democracias liberales en América Latina? Sí y no. Sí existe como posibilidad, como conjunto de relaciones sistémicas que relaciona las cuatro variables indicadas. Lo que no existe es en la realidad, por la ausencia de una variable fundamental: el sólido entramado de confianza de nuestras sociedades. Veamos en detalle. 
 
   Habíamos planteado que el argumento podría ir en la siguiente línea de ideas, la cual se visualiza mejor con el Gráfico 1. Las economías sanas son las que se sustentan en sólidas economías de mercado. La economía de mercado requería que los regímenes políticos la acompañen, dotándolas del amparo institucional y legal para que se desarrollen tanto por la inversión privada como por un aparato estatal funcional a este esfuerzo privado, pero que a la vez configure un entorno de reglas de juego estables, seguridad jurídica y física, provisión de servicios públicos y atención a los segmentos poblacionales que requieran soportes específicos y temporales mientras no puedan incorporarse a la economía de mercado. Tales regímenes políticos debieran ser las democracias sustentadas en un orden liberal, que permitan el florecimiento de las sociedades abiertas. Y que florecerían en todo su esplendor solo bajo regímenes políticos fuertemente liberales.
 
    
 
    [image: ] 
 
    
 
   La respuesta que propongo es que sí existe ese hilo conductor. Y ese hilo conductor no es otro que el entramado de confianza colectiva, cultivado a lo largo de generaciones. Sin ese entramado de confianza social es imposible, a mi modo de ver, que funcione este circuito. Veamos por qué con la ayuda del diagrama anterior.
 
    
 
   La economía de mercado
 
   La economía de mercado, sustento de las economías sanas, no es otra cosa que un sistema de infinidad de relaciones de intercambio que fluyen gracias tanto a la información como a los incentivos particulares. Si alguien intercambia en el mercado es porque tiene algún tipo de incentivo para hacerlo. En ese caso, se hace necesario establecer la calidad de la información relativa al bien, servicio o factor de producción a ser intercambiable. De no tener incentivo, no hay intercambio y queda en segundo plano la percepción de la calidad de la información existente relacionada a lo que pudo ser intercambiado. Lo que se intercambia en los mercados no es otra cosa que derechos, en particular derechos de propiedad. Sin embargo, tales derechos se sostienen en la percepción de que los actores económicos que participan en el intercambio tienen acerca del contenido de estos o, dicho de otra manera, de su validez. Por ejemplo, alguien puede ser propietario de un inmueble y puede. Pero si se lo percibe como un habitante precario o alguien que no posee la documentación que lo acredite como tal, se verá imposibilitado para llevar a cabo transacciones de compra-venta de tal inmueble. O, si lo lleva a efecto, tendrá que realizar el intercambio a un precio de remate, muy por debajo de su valor real de mercado. 
 
   No obstante, la cosa no termina aquí. Las transacciones de mercado deben contemplar mecanismos por los cuales los intervinientes puedan ser resarcidos en caso de que el intercambio haya sido de naturaleza dolosa. ¿Por qué? Porque cada transacción de mercado implica la existencia de un contrato. Un contrato es un acuerdo de voluntades humanas, expresamente manifiesto entre dos o más actores económicos que se obligan en virtud de este a cumplir con determinadas prestaciones, sean de tipo monetario o no monetario, regulando sus relaciones relativas a la finalidad del contrato y generando derechos y obligaciones relativos. Si el contrato es detallado por escrito o es simplemente expresado por un acuerdo verbal es otro tema. La puesta por escrito de un contrato lo perfecciona, pero no lo establece. El contrato es el acuerdo y el documento contractual en aquel en el que se expresa por escrito el contrato. Esta es una definición extra-jurídica, y por ende mucho más amplia. Desde el punto de vista estrictamente jurídico, es función elemental del contrato originar obligaciones exigibles por ley, es decir, generar efectos jurídicos. Las relaciones entre personas naturales o jurídicas que no deriven en efectos jurídicos no poseen calidad de contratos legales.
 
   En consecuencia, la economía de mercado, para funcionar a tope, requiere del cumplimiento de reglas que permitan que las transacciones se produzcan de modo que los implicados queden satisfechos en cuanto a la transparencia de estas. Y que provean de instrumentos por los cuales, si no fuera el caso de la mutua satisfacción, las partes involucradas en el intercambio puedan resarcirse de conformidad con criterios de justicia y restitución del valor económico involucrado. Para que esto suceda, necesariamente tiene que haber un marco institucional sólido, amparado desde luego en un sistema de justicia creíble, el cual no solo garantiza la eventual restitución del valor, sino previene contra intentos de timo y además sostiene los propios derechos de propiedad, sin los cuales no podrían existir los intercambios libres.
 
    
 
   El sistema político
 
   Paramos un momento. Respiramos hondo. Nos preguntamos entonces lo siguiente: ¿podemos hablar de que en América Latina existen auténticas economías de mercado? Los medios de comunicación, los académicos y los políticos se han llenado la boca en las pasadas dos o tres décadas, dependiendo del país, para contarnos la historia de que la economía de mercado imperante en Latinoamérica ha desatado un capitalismo salvaje como resultado de la aplicación de “recetas neoliberales”. ¿Será cierto esto? No, no lo es. Nos hemos concentrado en liberar lo más posible los precios, regular al máximo los mercados para salvaguardar prácticas no competitivas y hasta hacer esfuerzos desde el Estado por promover más acceso a los mercados. Pero, ¿qué hemos hecho con el soporte de confianza que conforman las instituciones y el sistema jurídico? Muy poco, en general, es la norma en los países de la región. Sigo respirando hondo. Porque tengo que admitir, con alta dosis de resignación, que son frágiles nuestras economías de mercado. Y que lo seguirán siendo si no hacemos esfuerzos conscientes por atacar esta carencia.
 
   La institucionalidad y el sistema de justicia que es compatible con el despliegue de la economía de mercado no se construyen sino en el largo plazo. ¿Por qué? Por la misma razón por la que toma tiempo construir el entramado de confianza que vuelva creíbles a las instituciones y a los jueces. Y esto solo puede hacerse si el sistema político lo impulsa. Sin apoyo político fuerte, consistente y desde las más altas esferas del poder, no es factible realizar esta clase de cambios que, repetimos, requieren horizontes largos de tiempo para poder llevarse a cabo.
 
   ¿Qué características debe tener un sistema político que pueda construir instituciones y judicatura fuertes, lo que equivale a que sean eficientes, eficaces y creíbles ante la sociedad? Lo fundamental, sin duda, es que sea un sistema que garantice las libertades. ¿Por qué? Porque si no las asegura jamás las instituciones ni el sistema jurídico tendrán credibilidad en la sociedad. En otras palabras, todo sistema político que violenta libertades deteriora, sin ninguna duda, el entramado de confianza que permite que las instituciones y la judicatura sean el sostén de la economía de mercado.
 
   Alguien podría decir que esto no es cierto en la realidad porque, por ejemplo, regímenes como el de Pinochet en Chile, dictatorial clásico, de talante militarista abierto, permitieron que la economía de mercado floreciera en ese país, dando por resultado el espectacular despegue de la economía chilena por encima del resto de Latinoamérica. O el de Fujimori en Perú, totalitarista democrático, de corte civil pero en alianza con las fuerzas armadas, que apoyó reformas de mercado para favorecer el modelo de desarrollo que ha hecho avanzar notablemente a Perú en su lucha contra la pobreza precisamente a partir del impulso a la economía de mercado. O el de Salinas de Gortari en México, demócrata con estilo verticalista, que impulsó un agresivo programa de medidas económicas para modernizar la economía, incluyendo la suscripción del Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos y Canadá, basado en una fuerte economía de mercado. O el de Uribe, quien fue decisivo en la transformación que se ha operado en Colombia al confrontar exitosamente el terrorismo de las FARC y que es el responsable principal de la bonanza económica colombiana y su transformación de una casi narco-república en un país atractivo para las inversiones. Sin embargo, no es correcto plantear el tema de esa manera. No es lo mismo economía abierta que economía de mercado. Como no es igual aperturismo económico y liberalismo económico. La economía de mercado se sustenta en entramados de confianza, generalizada y transversalmente a toda la economía. Entramados de confianza que no pueden depender de quien ejerza el poder, sino de los mecanismos institucionales que hacen que el régimen político opere a través del gobierno de turno. Y esto requiere de un marco institucional y legal completamente independiente de la discrecionalidad de ese gobierno de turno. Esto no puede ocurrir, por definición, en gobiernos de poder ilimitado, donde la voluntad del jefe es la que manda la política económica. 
 
   No desconoce lo anterior que estos gobiernos fueron importantes, e incluso fundamentales para los nuevos vientos que soplan en las economías de países que atravesaron estos profundos cambios. Por supuesto, esto no significa suscribir los cargos políticos que se pudieran haber realizado en contra de estos gobiernos, aunque tampoco implica que todos esos cargos que se les formularon sean necesariamente ciertos en la forma en que sus detractores los formularon. Solamente hacemos énfasis en que fueron gobiernos aperturistas, que en el mejor de los casos sentaron bases para la economía de mercado, pero que no lograron –ni podían tampoco– consolidarla. Ojo: incluso gobiernos posteriores a los mencionados, que oficiaron de críticos acérrimos de ellos, han hecho poco por mejorar la institucionalidad y el sistema judicial en sus respectivos países, por lo que su aporte en la consolidación de la economía de mercado en estos y otros países, con la única posible excepción de Chile, no ha sido tan significativo, si se los examina cuidadosamente.
 
    
 
   La democracia liberal
 
   Volviendo entonces a la cuestión central del argumento, para que un sistema político sea capaz de construir instituciones y judicatura eficientes, eficaces y creíbles ante la sociedad, ha de ser un sistema que garantice las libertades, tanto políticas como económicas. Tal sistema es el de las democracias liberales, el cual es el único sistema político que permite[177] el cambio de los encargados del gobierno a través de procedimientos pacíficos y objetivos, sin conflictos ni violencia, el control permanente a los que ejercen el poder, a través del sistema de pesos y contrapesos, el examen de las normas por parte de los parlamentos y otras instituciones que canalizan la representatividad del pueblo y la introducción de las demandas, intereses y preferencias en la vida política de los ciudadanos, de manera directa en las elecciones, y de manera indirecta mediante las deliberaciones y negociaciones entre sus representantes.
 
   Las democracias liberales solo se hacen consistentes y se fortalecen si se hacen creíbles en la gente. Es decir, si generan confianza en los ciudadanos. No son simples mecanismos electorales, sino formas de gobierno que permiten el delicado equilibrio entre la diversidad de intereses y la cooperación social indispensable para que una sociedad sea viable. En estas democracias, el conflicto social, que es completamente entendible y expresa precisamente la diversidad de intereses existentes en la sociedad, se tramita con el mínimo de violencia, si acaso hay alguna. Y esto sucede solamente cuando el régimen político, más allá incluso que el propio gobierno, es absolutamente creíble. 
 
   Si y solo si el régimen político es creíble y confiable entonces su sistema jurídico y los mecanismos de coacción son absolutamente legítimos políticamente. Bajo tal escenario, la ley y el orden son los instrumentos que tramitan el conflicto, aceptando la sociedad en su conjunto la legitimidad del uso de la fuerza y de la aplicación de las normas jurídicas. Cuando no hay legitimidad del régimen político, la sociedad no está del todo convencida de que el conflicto se pueda resolver a través de la acción de policías, jueces y fiscales. Es entonces cuando el conflicto social se desborda y se resuelve de manera extra-legal, generando un efecto multiplicador, pues se da una señal de que si se quiere lograr algo, hay que violentar la ley y el orden establecido, y si se ha optado por respetar esa misma ley y ese mismo orden, queda la sensación de que hay distintas clases de ciudadanías, bajo las cuales, unos pueden incumplir, violentar, desobedecer y violar la ley y el orden cuanto quieran, a voluntad y deseo, mientras otros tienen que resignarse a cumplir las normas, porque, de no hacerlo, lo pagarán. En ambos casos, el tejido social se deshace, la estructura de confianza en el sistema se derrumba y el régimen político se deslegitima sin remedio.
 
   Otro tipo de sistema democrático no-liberal termina, tarde o temprano, colapsando al no poder tramitar el conflicto mediante mecanismos de ley y orden que sean aceptados por todos. Por no hablar del caso de las dictaduras tradicionales, en las que por definición es imposible el escenario descrito, los totalitarismos democráticos tampoco pueden mantener mucho tiempo el conflicto bajo el trámite de la norma jurídica y la coacción oficial. No importa si son de izquierda o derecha, llegarán a su tope de intolerancia, a su nivel de incompetencia política para procesar el conflicto, sin ningún tipo de dudas.
 
   Quien entendió perfectamente esto fue el ex Presidente colombiano Álvaro Uribe, sometiéndose al escrutinio judicial de su país y resignando una segunda reelección inmediata que habría ganado sin problemas. No lo entendió así el ex Presidente Alberto Fujimori, y terminó renunciando apresuradamente desde su autoexilio para más adelante ser apresado. Si no lo hubiera hecho así, no me cabe duda que Fujimori hubiera sido nuevamente Presidente de Perú en la década de los dos mil, como asimismo pienso que Uribe puede tentar con éxito su tercera presidencia a mediados de la década del diez.
 
    
 
   El liberalismo
 
   Pero volviendo a nuestro argumento central, cabe preguntarse si un gobierno anti-liberal puede ser custodio de un régimen político sustentado en un sistema de democracia liberal. Y la respuesta que encuentro es que no. No tengo dudas que las democracias liberales pueden coexistir con gobiernos no liberales, como por ejemplo los de corte socialdemócrata. Pero lo pueden solo hacer por cortos períodos. Su doctrinal propensión al gasto público excesivo, en aras de una supuesta benignidad con los más pobres –y con los no tan pobres incluso–, unido a su propensión a la discrecionalidad en el manejo de las leyes, con el pretendido propósito de equilibrar las oportunidades, y a la mediatización del sistema coercitivo de orden público, dan por resultado la combinación letal de lucha por los privilegios y fragilidad del estado de derecho, pues la gente percibe que siempre puede conseguir algo más si violenta la ley. La experiencia europea reciente enseña que la propia visión del mundo de las socialdemocracias conlleva el germen de la propia destrucción de las democracias liberales. ¿Por qué? Porque más temprano que tarde terminarán desequilibrando las economías y generando un embalse de expectativas que habrán de convertir las dádivas y los privilegios, en derechos adquiridos. El resultado no será otro que las crisis económicas desestabilizadoras de los regímenes políticos, con el consiguiente conflicto social inmanejable.
 
   Si esto sucede con la versión más “progresista” del socialismo, con el ala más “pro-mercado” y más “liberal”, ni que hablar de las posiciones del socialismo duro tradicional. Sería una pérdida de tiempo dedicar líneas adicionales a explicar lo que ya hemos conocido de la experiencia mundial reciente de todo el siglo XX o, si queremos un referente más cercano, de la experiencia reciente del “socialismo del siglo XXI”, que tiene como estandarte al chavismo venezolano pero que también retumba en las planicies del sur latinoamericano con el kirchnerismo argentino.
 
   El liberalismo provee a la democracia no solamente del constitucionalismo y la división de poderes, conquistas liberales que acompañaron a la modernidad en Europa, sino que además la vigila para que se preserven las libertades económicas y políticas. Un régimen liberal protege a la democracia en estos elementos tan vitales para configurarla conforme a los dictámenes de la ley. Ningún otro régimen puede ser tan vigilante y celoso de que el respeto a la constitución y la escrupulosa división de poderes sean tan protegidos como las libertades políticas y económicas. Ningún otro puede hacer que esos elementos conciten la confianza de la gente en ellos.
 
   En consecuencia, aunque solo sea un ideal a cumplir, recae en el liberalismo la gran tarea de aspirar a mantener los cimientos de la democracia liberal en el continente. Que sea esto posible o no es otro tema. Si cupiera la posibilidad de que un partido liberal llegue al poder en alguno de los países latinoamericanos, en buena hora. Si no, pues los liberales deberían interesarse en formar parte de los gobiernos, para desde dentro mediatizar en algo todo lo que atente contra las democracias liberales. El cómo lo hagan es un tema que recae en la estrategia política. El hacerlo, es una condición que surge de la propia lógica de un análisis de ciencia política, que es el que pretendemos aquí desarrollar. Condición para que existan democracias liberales sólidas. 
 
   El progreso derivado de las sólidas economías de mercado, como consecuencia del crecimiento y del desarrollo esperado, fortalece el liberalismo como cosmovisión predominante en los miembros de la sociedad. Pueden ellos votar coyunturalmente por opciones no liberales, pero incluso estas opciones no liberales se cuidarán de no convertirse en anti-liberales. Quizás casos como Estados Unidos, Inglaterra, Alemania, Canadá, Australia y el mismo Chile pueden ser ejemplos de circuitos que funcionan como círculos virtuosos, donde independientemente del ciclo político, la mentalidad del votante es liberal, aunque no se detenga a pensar qué es el liberalismo. De esta manera, se cierra el círculo con ese hilo conductor que los une a la política, la economía, la democracia y el liberalismo: el hilo de la confianza, del entramado de confianza en la sociedad.
 
    
 
   El callejón sin salida
 
   Notamos que esta desconfianza incluye en todo momento la falta de credibilidad en el Estado. Y esto se demuestra a cada momento. ¿Por qué no funcionan las instituciones públicas? ¿Por qué pocos creen en los sistemas latinoamericanos de justicia? ¿Por qué la corrupción es casi moneda común en la región? ¿Por qué los conflictos sociales no se resuelven por la vía legal sino por la de la violación de la ley? Estas y otras interrogantes tienen como respuesta común el deterioro secular que ha tenido el Estado latinoamericano, sin prácticamente ninguna excepción. 
 
   Se quiera o no, en una sociedad política compleja, densamente poblada, los individuos se relacionan entre sí todo el tiempo a través del Estado. El solo hecho de comprar cigarrillos ya nos involucra con un vendedor que nos enajena un producto, el cual debe ser acreditado en su calidad por algún organismo público, para que su venta sea autorizada. Además, pagamos con un pedazo de papel que es aceptado por el vendedor de cigarrillos como portador de valor gracias a que es un billete respaldado por el Estado. O cuando enviamos a nuestros hijos a la escuela privada en la cual les impartirán una enseñanza que se adscribe a un currículo oficial. O el simple acto de caminar por una calle y detenernos en una esquina porque el semáforo nos muestra una señal de alto para dejar pasar vehículos conducidos por otros individuos. Cuando el Estado funciona demasiado mal, al extremo que ya es disfuncional a la propia coexistencia de la sociedad, porque ya no cumple sus funciones en el nivel de los subsistemas de relacionamiento a un mínimo de confiabilidad, y entonces queda dañada, y eventualmente destruido, el entramado social, pues toda interacción humana que atraviesa el Estado se torna poco confiable también. 
 
   Es así como surgen las “4 A” del desencanto –apatía, anomia, autoritarismo y anarquía–, de las cuales posiblemente sea la anomia la más peligrosa de todas, seguida de la anarquía. Cuando los miembros de una sociedad encuentran o, mejor dicho, no encuentran formas legales de abrirse paso para satisfacer sus necesidades y avanzar en sus proyectos personales. Y cuando solo lo pueden hacer precisamente incumpliendo las normas, porque de otra manera no solamente no avanza sino que se convierte en un lastre para el resto de los miembros de esa sociedad, cuando no en un peligro.
 
   La desconfianza que inunda las sociedades latinoamericanas no se queda en la esfera de las personas, lamentablemente. Penetran fuertemente en el Estado mismo, tanto en lo referente al apartamiento burocrático como a la política pública. De ahí la frondosa masa de tramitaciones y procedimientos que implica la mayoría de relaciones con el Estado. Pero va más allá. El Estado desconfía de lo privado, y en general, la sociedad también. Se llega así a la paradoja de que, mientras la gente en la región se queja siempre del Estado, pide más y más intervención del Estado en sus vidas. La sociedad misma, la que no confía en el Estado, tampoco confía en dejar libres a empresas e individuos para que actúen en beneficio de todos. La mentalidad de la gente latinoamericana es predominantemente antiliberal, porque ha sido educada para eso.
 
   Puede pensarse que esta crisis del Estado, como generadora de desconfianza, está solo presente en los países menos desarrollados de Latinoamérica. Pero nada más alejado de la verdad. Los conflictos sociales por asuntos mineros que azotan a Perú lo hacen también con Argentina. La rica Venezuela confronta un permanente estado de conflicto por la polarización que la sola imagen de Hugo Chávez genera en la política interna. En Bolivia y Ecuador, el conflicto por reivindicaciones de poblaciones indígenas aparece con creciente fuerza, a pesar de sus presidentes que hacen lo indecible por mimetizarse con la cultura autóctona. En Colombia, ni que hablar del conflicto interno con las FARC. Lo mismo México, con el enorme problema del narcotráfico y la delincuencia. Incluso el muy moderno Chile no ha podido sucumbir a los conflictos sociales, como se ha observado con las protestas por reformar la educación pública y con los levantamientos mapuches. Y hasta en la muy globalizada Panamá han aparecido conflictos por la pretendida venta de acciones del Estado en ciertas empresas públicas.
 
   Todas estas son expresiones de la profunda desconfianza en el Estado. Pero, al mismo tiempo, nos enfrentamos a otro hecho ineludible: en todos los países latinoamericanos hay una preferencia por el Estado cuando la alternativa es el sector privado. ¿Por qué esta vocación de construir el callejón sin salida? De aquí entendemos que el papel de la educación es vital para construir otra forma de mirar los problemas, y de resolverlos.
 
   En suma, la desconfianza proviene de elementos culturales, por los antecedentes históricos y las experiencias de cada colectivo social, pero también tiene su origen en la inexistencia de un Estado que actúe como “última instancia” creíble. Si los elementos culturales de cada sociedad generan una sociología de la desconfianza generalizada, el Estado podría paliar, mitigar, contrarrestar o corregir ese “pecado original”. Si el Estado se convierte en fuente adicional de desconfianza, habremos añadido gasolina al fuego. Y este es el caso de nuestras sociedades latinoamericanas, en su gran y extensa mayoría.
 
    
 
   La luz en las tinieblas
 
   ¿Son nuestras sociedades latinoamericanas parecidas a este modelo descrito? ¿Estamos exagerando, o mostramos descarnadamente cómo es nuestro circuito de desconfianza que no nos deja avanzar? Por desgracia, lo son. ¿Qué hacer a este respecto? ¿Es posible construir ese hilo conductor a partir de una reconstrucción del entramado de confianza? La respuesta que encontramos es que es posible, pero tomará mucho tiempo. 
 
   Los elementos de la cultura tienen que ser maniatados a través de un proceso educativo nuevo, que empiece por deseducar en mucho de lo aprendido y educar luego sobre mentes más abiertas, más “desocupadas” para recibir el conocimiento de valor y las ideas que crean valor. Debemos educar para la competitividad, con objetivos de ganarle al mercado. Porque es el mercado el que califica al profesional o al técnico, no el maestro o el diploma obtenido. 
 
   Por otra parte, los elementos constitutivos del Estado, en tanto entidad organizativa, requieren de una modernización completa, que inclusive puede tener que alcanzar a la forma en que son elegidos quienes tendrán la responsabilidad de su manejo, tanto en el nivel del Ejecutivo, del Legislativo y del Judicial, afinando para eso los mecanismos democráticos de elección y extendiéndolos adonde convenga. Como por ejemplo en el caso del Poder Judicial, donde curiosamente no se aplican los mismos instrumentos ni procedimientos democráticos que para los otros dos poderes del Estado. 
 
   Sin embargo, la reconstrucción del Estado siempre será parcial si no cambia aceleradamente la mentalidad de la gente a través del reformado sistema educativo. El entramado cultural es el gran mantel donde se sirve la mesa de las relaciones Estado-sociedad. Si el mantel queda sucio, la mesa nunca estará presentable ni apta para disfrutar de una buena comida. Es condición necesaria la primera, la de la educación, para activar la segunda, la modernización completa del tipo de Estado que se requiere para despegar y sostener el vuelo. De otra manera, siempre que nos elevemos unos cuantos metros por encima de la superficie, habrá fuerzas que nos devuelvan a tierra. Debemos devolverle credibilidad a los sistemas judiciales de Latinoamérica, así como rescatar la credibilidad de los sistemas educativos.
 
   Pero existe una luz que nos alumbre en las tinieblas. Esa luz debe ser alzada y alimentada por las ideas de la libertad y el progreso. No hay que dejar que se apague esa luz y hay que defenderla de quienes pretenden apagarla. La lucha de las ideas quizás nunca ha sido tan importante como en esta hora para América Latina, desde los tiempos de la Revolución Independentista. Si entonces la lucha era contra las ideas apologistas del estatismo imperial, personificado en la Corona, hoy no es menos cierto que la lucha se plantea contra las ideas de los defensores del estatismo de las nuevas oligarquías colectivistas. Los defensores de un Estado que ya demostró que no está a la altura, ni para generar progresos económico sostenido ni para garantizar la seguridad física y jurídica, ni para promover sistemas de elecciones de los mejores a la cabeza de las grandes responsabilidades de gobierno ni para proveer una educación renovada y orientada al progreso, además de otros servicios públicos. Estamos asistiendo a la constatación de un fracaso del tipo de Estado que no tiene parangón desde los tiempos de la Independencia americana y que se expresa en descontentos de gentes diversas y conflictos sociales, en alejamiento de la democracia liberal y en la creciente anomia y anarquía. 
 
   Este Estado decadente que es defendido por sus apologistas aboca a los liberales a una lucha que no pueden ni deben rehusar. Como hace dos siglos, hay quienes se opondrán a los cambios profundos que requiere el Estado, y las maneras en que se relacione con las nuevas sociedades latinoamericanas. Ahí estarán los sindicatos de la educación pública, los clanes enquistados en las universidades públicas, las ONG apologistas de terroristas, y como no, los conservadores que pueden comprar al Estado, los mercantilistas que comercian privilegios y los que, incluso en nombre de la propia libertad, terminen alineándose con todos ellos. El blindaje del tipo de Estado generador de suspicacias, campeón de la desconfianza y la ineficacia, es pétreo, asentado en décadas de sedimentos de intereses creados. Es el Estado que lucha contra todo hilo conductor el que debe enhebrar el tejido del círculo virtuoso del desarrollo y el progreso sostenido. 
 
   La bravura en la confrontación, la tenacidad de la resistencia, la perseverancia en la acción, el compromiso hasta el sacrificio y el requerimiento del esfuerzo no son distintos hoy que entonces. El camino para reconstruir el hilo conductor es largo, penoso y hasta tedioso. Razón de más para no desanimarse, sino todo lo contrario: para empezar cuanto antes.
 
    
 
   


 
   
 
  




 
   CAPÍTULO XIV
 
   CONCLUSIÓN
 
    
 
   Hay un hilo conductor entre la política, la economía, la democracia y el liberalismo. Es el sólido entramado de confianza de nuestras sociedades, tan necesario para que las interrelaciones entre los miembros de la sociedad, entre estos y el Estado y entre el régimen de gobierno –el Estado y el sector público–, el régimen político –la democracia en mayor o menor grado– y el régimen económico –el mercado y el sector privado–, se conduzcan por caminos que minimicen los costes de transacción y maximicen el potencial de desarrollo.
 
   Las democracias latinoamericanas pueden funcionar bajo esquemas puros de democracias liberales, pero después de un proceso largo de asimilación de nuevas ideas y de un proceso de des-educación. Des-educación de los moldes mentales a los que han sido sometidos los latinoamericanos durante décadas. Entre tanto eso ocurra, las democracias latinoamericanas pueden requerir cierto sesgo verticalista que casi las convierta en totalitarismos democráticos, independientemente de si el gobierno de turno, en cualquier país latinoamericano, es de derecha o de izquierda. Naturalmente, esto hay que tratar de cambiarlo. Pero aun si funcionan como democracias liberales, en algunos casos aislados, es imprescindible que produzcan resultados económicos que se vean a nivel de mejorar en la calidad de vida de la gente. Y, desde luego, que, como parte de esa calidad de vida mejorada, se amparen en el buen orden social, la seguridad y la estabilidad.
 
   En esta cruzada, el papel del liberalismo es clave. El liberalismo clásico tiene futuro en Latinoamérica siempre que sea sometido a una agresiva y tajante adaptación a la cultura social de la región si ha de constituirse en opción electoral válida y ganadora. Su viabilidad política y electoral dependerá de la capacidad de adaptación de sus líderes y de su alejamiento del aburguesamiento de varios de sus actuales referentes. El desmarque sin ambigüedades de una derecha conservadora a la que poco le importó siempre la conformación de una masa de ciudadanos así como de posturas anarquistas o de un liberalismo de cóctel, preocupados más en la foto y el reconocimiento público que en trabajar por aportar soluciones viables a problemas concretos. De otra manera, el liberalismo latinoamericano no podrá salir de los reducidos ámbitos de influencia en los que se ha auto-confinado ante el arrinconamiento de la izquierda latinoamericana. 
 
   Sin embargo, el camino ha de ser largo y no exento de ventarrones. Es preciso darle tiempo a la economía de mercado y a su capacidad inclusiva y democrática, para que forme un nuevo tipo de ciudadano. Y este es el principal escollo, porque las urgencias embalsadas, unidas a una mentalidad de desconfianza ante el emprendimiento privado y muy proclive a la inmediatez, estipulan plazos perentorios muy cortos como para permitir que los resultados sean visibles. Si a esto le agregamos el trabajo eficaz en lo ideológico, que las fuerzas anti-liberales ejecutan desde el propio sistema educativo básico, y esto hace que todo intento por introducir políticas liberales termine siendo truncado o rebajado, el círculo vicioso del atraso y la pobreza se cierra. 
 
   Por todas estas consideraciones, no es factible esperar que en un futuro cercano o no muy lejano, América Latina pueda convertirse en una región donde los gobiernos se desplieguen en sistemas democráticos liberales, de manera sostenida en el tiempo. Pero no es imposible tampoco. Si existen liderazgos suficientemente fuertes, en países específicos, se puedan impulsar períodos sostenidos de siembra liberal que produzcan resultados factibles y palpables en el corto y mediano plazo. Pero para lograrlo, esos liderazgos tienen que trabajar el factor educación como primordial, de manera acelerada y frontal.
 
   Los países latinoamericanos no pueden continuar siendo países con futuro, sino que tienen que construir presentes sólidos. No conformarse con salir de las crisis, sino traspasar las trampas del ingreso medio. Enfrentarse al reto de la competitividad global aceptando la globalización como un hecho de la realidad. Y en ese juego global, la construcción del hilo conductor que propone este libro es fundamental para entrar al juego.
 
   Cambios radicales en el sistema educativo unido a una reforma cabal del Estado para que sea funcional a las ideas de la libertad y del progreso, son imprescindibles pilares de cualquier despegue sostenido de las sociedades latinoamericanas. Es el Estado latinoamericano el principal origen de todas las fuentes de desconfianza en las sociedades de América Latina, desde tiempos de la fusión cultural de los siglos XV y XVI, por lo menos. La desconfianza hacia el Estado gatilla el conflicto social y se transfiere a la desconfianza en la democracia, en la economía de mercado y, en general, debilita a todo el entramado social entre los mismos miembros de las sociedades de estos países. 
 
   Como digresión final, volvemos al papel comprometido del liberalismo con el desarrollo. Gran parte de la desconfianza frente al liberalismo proviene de la sensación de que no se compromete más que con las preferencias individuales y la libertad negativa. El liberalismo, por el contrario, está obligado a incrementar las capacidades de las personas para acceder a mejores posiciones en los mercados, tanto de consumo como de trabajo. Los países que aplican políticas liberales exitosas, como Inglaterra, Canadá y Chile, entre otros, con sus más y sus menos, no solo han extendido las libertades negativas, sino que han demostrado una profunda preocupación por el progreso de sus poblaciones, de la manera más amplia posible, para la mayor cantidad de gente. Quedarse en el ámbito de las libertades, o en el purismo de sus recetas, resulta insuficiente para el liberalismo para convertirse en opción valedera desde lo político, incluso desde lo electoral, especialmente en América Latina, una de las regiones más desiguales del mundo y que alberga grupos inmensos de pobreza e indigencia. Ese reto no debe dejarlo pasar el liberalismo, porque es fundamental para consolidar democracias liberales y economías de mercado sostenibles. 
 
    
 
    
 
   


 
   
 
  




 
   BIBLIOGRAFÍA 
 
    
 
    
 
   Aristóteles (1873): Política. Consignado en Obras filosóficas de Aristóteles de Patricio de Azcárate, vol. 3, Madrid, Medina y Navarro Editores.
 
   Banco Mundial (2005): A better investment climate for everyone. World Development Report. Worldbank. Washington. 
 
   Berlin, I. (2004): La traición de la libertad, 1.ª ed., México, Fondo de Cultura Económica. 
 
   Bobbio, N. (2001): La teoría de las formas de gobierno en la historia del pensamiento político, 2.ª ed., México, Fondo de Cultura Económica.
 
   — (2001 [1984]): El futuro de la democracia, 3.ª ed., México, Fondo de Cultura Económica. 
 
   Bosetti, G. (1992): La lección de este siglo: Karl Popper. México, Editorial Océano, Edición Temas Grupo Editorial.
 
   Buchanan, J. (1982): «Democracia limitada o ilimitada». Revista de Estudios Públicos, n.º 6, pp. 37-51, Santiago de Chile, Centro de Estudios Públicos de Chile. 
 
   — (2003): Public Choice: The Origins and Development of a Research Program. Fairfax, Center for Study of Public Choice, George Mason University, Virginia, pp. 1-13.
 
   Cegarra, J., Briones, A. y Ros, M. (2005): «La confianza como elemento esencial para la mejora de la cooperación entre empresas: un estudio empírico en pymes». Cuadernos de Administración, vol. 18, n.º 30, julio-diciembre, pp. 79-98, Bogotá.
 
   Clift, J. (septiembre 2003): «Más allá del Consenso de Washington». Finanzas & Desarrollo, vol. 40, n.º 3, p. 9.
 
   Coase, R. (1960): «The Problem of Social Cost». Journal of Law and Economics, vol. 3, octubre, pp. 1-44, University of Chicago Press. 
 
   Comisión Económica para América Latina (CEPAL) (2001): Panorama social de América Latina. Santiago de Chile.
 
   Corporación Latinobarómetro (2009): Informe Latinobarómetro 2008. Santiago de Chile.
 
   Coser, L. (1961): Las funciones del conflicto social, 1.ª ed., Fondo de Cultura Económica, México DF.
 
   Dahrendorf, R. (1970): Las clases sociales y su conflicto en la sociedad industrial. Madrid, Editorial Rialpp.
 
   — (1971): Sociedad y libertad: hacia un análisis sociológico de la actualidad. Madrid, Editorial Tecnos.
 
   — (1990): El conflicto social moderno: ensayo sobre la política de la libertad. Madrid, Editorial Mondadori.
 
   — (2005): En busca de un nuevo orden. Barcelona, Editorial Paidós Ibérica. 
 
   De Althaus, J. (2007): La revolución capitalista en el Perú. Lima, Fondo de Cultura Económica.
 
   De Soto, H. (1986): El otro sendero. Lima, Editorial El Barranco.
 
   — (2000): El misterio del capital. Lima, Editora El Comercio. 
 
   De Tocqueville, A. (1957 [1835]): La democracia en América, México, Fondo de Cultura Económica.
 
   EUROSTAT (2012): Statistical Office of the European Communities. Estadísticas de hacienda pública.
 
   Ferreira, F., Rigolini, J., López-Calva, L.-F., Lugo, A. y Vakis, R. (2003): Panorámica General: La movilidad económica y el crecimiento de la clase media en América Latina. Washington DC, Banco Mundial.
 
   Fukuyama, F. (1992): «Capitalism and democracy: the missing link». Journal of Democracy, vol. 3, n.º 3, julio, pp. 100-110, Washington.
 
   Ghersi, E. (2004): «El mito del neoliberalismo». Revista de Estudios Públicos n.º 95, pp. 293-313, Santiago de Chile, Centro de Estudios Públicos de Chile.
 
   Hayek, F. (2008 [1944]): Camino de servidumbre, Madrid, Unión Editorial.
 
   — (1980): «El ideal democrático y la contención del poder». Revista de Estudios Públicos, n.º 1, pp. 12-20, Santiago de Chile, Centro de Estudios Públicos de Chile. 
 
   — (1982): «Los principios de un orden social liberal». Revista de Estudios Públicos, n.º 6, pp. 179-202. Santiago de Chile, Centro de Estudios Públicos de Chile. 
 
   — (2006 [1960]): Los fundamentos de la libertad, 7.ª ed., Madrid, Unión Editorial.
 
   Huerta de Soto, J. (2007): Liberalismo versus anarcocapitalismo. Universidad Rey Juan Carlos, Madrid.
 
   ILPES-CEPAL (2011): Panorama de la gestión pública en América Latina. Instituto Latinoamericano y del Caribe de Planificación Económica y Social - Comisión Económica para América Latina, Santiago de Chile. 
 
   Lange, O. (1936): «On the Economic Theory of Socialism?». Review of Economical Studies, Oxford Journal, vol. 4, n.º 1, pp. 53-71, Reino Unido.
 
   Lerner, A. (1934): «Economic Theory and Socialist Economics». Review of Economical Studies, Oxford Journal, vol. 2, n.º 1, pp. 51-61, Reino Unido. 
 
   — (1937): «Statistics and Dynamics in Socialist Economics», The Economic Journal. pp. 251-270, Reino Unido. 
 
   Levitsky, S. y Way, L. (2002): «Elections Without Democracy: The Rise of Competitive Authoritarianism». Journal of Democracy, vol. 13, n.º 2, National Endowment for Democracy and The Johns Hopkins University Press, pp. 51-65, USA. 
 
   Liberal International (1990): Helsinki Declaration on the Environment 1990. Liberal International Congress Finlandia. 
 
   Lieber, F. (1881): Anglican and Galician Liberty. Miscellaneous Writtings, p. 282. Filadelfia. Impreso originalmente en un diario de Carolina del Sur en 1848 y citado en F. Hayek. Los fundamentos de la libertad, p. 83. 
 
   Locke, J. (1990 [1690]): Segundo tratado sobre el gobierno civil. Madrid, Alianza Editorial. 
 
   Mariátegui, J.C. (1928): Siete ensayos de interpretación de la realidad peruana. Lima, Biblioteca Amauta.
 
   Marx, K. y Engel, F. (2008 [1848]): El manifiesto comunista. México DF, Fondo de Cultura Económica.
 
   Merton, R. (1964): Teoría y estructura social. México, Fondo de Cultura Económica. 
 
   Mises, L. (2007 [1927]): Liberalismo, 5.ª ed., Madrid, Unión Editorial.
 
   — (2007 [1959]): Política económica, 2.ª ed., Madrid, Unión Editorial. 
 
   Montaner, C. (2001): Las raíces torcidas de América Latina. Barcelona, Editorial Plaza Janes.
 
   Nogueira, H. (1993): Regímenes políticos contemporáneos, 2.ª ed., Editorial Estudios Jurídicos de Chile, Colección Estudios Jurídicos.
 
   Nozick, R. (1988 [1974]): Anarquía, Estado y utopía, 1.ª ed. en español, 1.ª reimpresión, México DF, Fondo de Cultura Económica. 
 
   Peyrefitte, A. (1996): La sociedad de la confianza, 1.ª ed., Santiago de Chile, Editorial Andrés Bello.
 
   Popper, K. (1988): «Reflexiones sobre teoría y práctica del Estado democrático». Conferencia pronunciada en Múnich el 9 de junio de 1988 por invitación del Hofman Bank. Bosetti, G. La lección de este siglo: Karl Popper, op. cit., p. 92.
 
   Revel, J. (2000): La gran mascarada. Madrid, Editorial Taurus.
 
   Ryan, A. (1995): «Liberalism». A Companion to Contemporary Political Philosophy. Oxford, Robert E. Goodin y Philip Pettit (editores). Blackwell Publishing.
 
   Rothbard, M. (2006 [1973]): Hacia una nueva libertad. Buenos Aires, Editorial Grito Sagrado.
 
   Rousseau, J. (1981 [1762]): El contrato social. Madrid, Editorial Aguilar.
 
   Sen, A. (1981): Poverty and famines. An essay on entitlement and deprivation. 1.ª ed., New York, Oxford University Press.
 
   — (1989): «Development as capability expansion». Journal of Development Planning, n.º 19, Naciones Unidas, Nueva York.
 
   — (1993): «Capacidad y bienestar». Martha Nussbaum y Amartya Sen (compiladores). La calidad de vida. Fondo de Cultura Económica, México DF.
 
   Schumpeter, J. (1985 [1952]): Capitalismo, Socialismo y Democracia. Buenos Aires, Editorial Orbis, Tomo II.
 
   Smith, A. (2004 [1776]): Investigación sobre la naturaleza y causas de la riqueza de las naciones. Segunda edición, treceava reimpresión. México DF, Fondo de Cultura Económica. 
 
   Stigler, G. (1971): «The Theory of Economic Regulation». Bell Journal of Economics and Management Science, The Rand Corporation, vol. 2, n.º 1, pp. 3-21, USA.
 
   Sorman, G. (2008): La economía no miente, 1.ª ed., Buenos Aires, Editorial Sudamericana.
 
   The Conference Board Total Economy Database, 2010. 
 
   Vargas Llosa, M. (2005): Discurso pronunciado el 2 de marzo en Washington, D.C., al recibir el premio Irving Kristol del Instituto American Enterprise. 
 
   Villezca Becerra, P.P. (2008): «Las reformas en China y su éxito económico: una breve descripción». Ciencia UANL, vol. XI, n.º 3, julio-septiembre. pp. 228-232.
 
   Weber, M. (1984 [1922]): Economía y sociedad. México DF, Fondo de Cultura Económica.
 
   — (2005 [1905]): La ética protestante y el espíritu del capitalismo. México DF, Fondo de Cultura Económica.
 
   Williamson, J. (2003): «No hay consenso en el significado: reseña sobre el Consenso de Washington y sugerencias sobre los pasos a dar». Finanzas & Desarrollo, Fondo Monetario Internacional, vol. 40, n.º 3, septiembre, pp. 10-13, USA.
 
   World Economic Forum (2011-2012): The Global Competitiveness Report.
 
  
 
  
 
  [1] Robert Nozick. Anarquía, Estado y utopía. Fondo de Cultura Económica, primera edición en español, primera reimpresión, México DF, 1988 [1974], pp. 9-10.
 
  [2] Friedrich Hayek. Camino de servidumbre. Alianza Editorial, Madrid, 1978 [1944], p. 47.
 
  [3] El capítulo I aborda esta relación en profundidad.
 
  [4] En el capítulo II se estudia un modelo que explica tal relacionamiento.
 
  [5] Tema del que nos ocupamos en el capítulo III.
 
  [6] En los capítulos IV y V se desarrolla extensamente este tema.
 
  [7] Esta relación queda explicada en los capítulos VI y VII. 
 
  [8] Los capítulos VIII y IX exploran qué es el liberalismo y su vertiente más controvertida en los tiempos actuales, el neoliberalismo. En el capítulo XI se desarrolla la idea de las posibilidades del liberalismo en la lucha política, con algún énfasis en América Latina , en particular.
 
  [9] El capítulo XII expone algunos criterios que seguir para consolidar este compromiso.
 
  [10] En el capítulo XIII se proponen respuestas desarrolladas a estas interrogantes y, a la vez, más preguntas que abren nuevas vetas de exploración. El capítulo XIV sintetiza las reflexiones finales. 
 
  [11] Tomamos aquí el concepto de Estado en su dimensión restringida, es decir, como sinónimo de aparato estatal de gobierno. Más adelante, en el capítulo II, desarrollaremos esta idea con mayor amplitud.
 
  [12] Cf. Oskar Lange. "On the Economic Theory of Socialism?", Review of Economical Studies, 1936; Abba Lerner. “Economic Theory and Socialist Economics", Review of Economical Studies, 1934; y Abba Lerner. "Statistics and Dynamics in Socialist Economics", Economic Journal, 1937.
 
  [13] En realidad, más adecuado sería el objetivo de maximizar la rentabilidad, pero el mainstream microeconómico modela usualmente la maximización del beneficio, entendido como la diferencia de ingresos y costos económicos.
 
  [14] Para una descripción sucinta de las reformas capitalistas en China, cf. Pedro Villezca Becerra. “Las reformas en China y su éxito económico: una breve descripción”. Observatorio de la Economía y la Sociedad de China, n.º 7, junio 2008.
 
  [15] Guy Sorman tiene un planteamiento convergente con esta idea. Cf. Guy Sorman. La economía no miente. Editorial Sudamericana, Buenos Aires, 2008.
 
  [16] En el capítulo siguiente se desarrollará un modelo de enfoque de la posición de toman la economía y la política en las relaciones entre el Estado y la sociedad, donde se incorporan todos estos elementos.
 
  [17] Los informes anuales se encuentran en <http://heritage.org>.
 
  [18] Esta lista de países guardan relación, en su mayoría, con los que la propia Heritage Foundation consignó en 2007: Hong Kong, Singapur, Irlanda, Australia, Estados Unidos, Nueva Zelanda, Canadá, Suiza y el Reino Unido.
 
  [19] Cf. Jesús Huerta de Soto. Liberalismo versus anarcocapitalismo. Universidad Rey Juan Carlos, Madrid, 2007.
 
  [20] No se hace referencia aquí a una idea “constructivista” de la sociedad, en el sentido de que esta pueda ser sujeta de una elaboración planificada. La construcción a que se alude puede ser producto de un proceso de orden espontáneo, que es más el sentido que se le da aquí. 
 
  [21] En estricto rigor, estamos usando una concepción de la economía en el sentido cataláctico.
 
  [22] R. Nozick. Anarquía, Estado y utopía, op. cit., p. 39.
 
  [23] Se define el Producto Nacional Bruto como el valor total de la producción de bienes y servicios finales realizada por los nacionales, sea dentro o fuera del territorio nacional, generado durante un año. En tanto que el Producto Interno Bruto es definido como el valor total de la producción de bienes y servicios finales realizada por los residentes dentro del territorio nacional, sean estos nacionales o extranjeros, durante un cierto período de tiempo.
 
  [24] EUROSTAT. Statistical Office of the European Communities. Estadísticas de hacienda pública. 2012. Las proporciones entre lo que registran los países de la Unión Europea y los de la Zona Euro difieren muy poco.
 
  [25] Instituto Latinoamericano y del Caribe de Planificación Económica y Social (ILPES) – Comisión Económica para América Latina (CEPAL). Panorama de la gestión pública en América Latina. 2011.
 
  [26] Valle de los Ríos Apurímac, Ene y Mantaro en el centro-sur de Perú, una zona cocalera con fuerte presencia de Sendero Luminoso y del narcotráfico.
 
  [27] Actualmente se suelen usar modelos de dos ejes que generan cuatro cuadrantes para explicar los posicionamientos políticos. 
 
  [28] En este caso, ya no hay Estado liberal sino ausencia de Estado a secas. Lo que demuestra que anarco-capitalismo y liberalismo no comparten el mismo espacio. 
 
  [29] No necesariamente esto significa un ordenamiento temporal de los procesos de producción y distribución, sino que pueden ser procesos simultáneos.
 
  [30] Ajustado por la Paridad del Poder Adquisitivo (PPP o Purchasing Power Parity, en inglés). Es el ajuste que hace comparables el nivel de vida entre distintos países, atendiendo al PIB per cápita en términos del coste de vida de cada país. Al comparar el PIB entre países es necesario homogeneizar la información, puesto que cada país mide su producto en moneda local. Este indicador elimina la ilusión monetaria ligada a la variación de los tipos de cambio.
 
  [31] Cifras tomadas de The Conference Board Total Economy Database, 2010.
 
  [32] Quizá Costa Rica, Panamá y Chile puedan ser estas excepciones, cuando menos de manera parcial. Uruguay podría ser un cuarto caso, aunque no tan definido como los anteriores.
 
  [33] Y cuya vigencia para el siglo XXI es cuestionable en la política del primer mundo.
 
  [34] En lo que sigue, el término “desarrollo” se referirá exclusivamente al “desarrollo económico”, excepto en los casos en que se haga específica distinción.
 
  [35] Esta capacidad se representa en teoría económica por el concepto de Frontera de Posibilidades de Producción (FPP). El crecimiento económico implicaría la extensión, ampliación o traslado “hacia fuera” de dicha FPP.
 
  [36] Premio Nobel de Economía 1998.
 
  [37] Adam Smith. Investigación sobre la naturaleza y causas de la riqueza de las naciones. Fondo de Cultura Económica, 2.ª edición, 13.ª reimpresión, México DF, 2004 [1776].
 
  [38] En su versión original, la teoría de Adam Smith postulaba que un país debía especializarse si podía hacer algo mejor que otro, pero no daba respuesta al caso en que no pudiera hacer nada mejor que el otro. Esto era consecuencia de la idea de Smith de que el intercambio solamente podría originarse en la existencia de ventajas absolutas en la especialización de la producción. La respuesta a esta cuestión tendría que esperar a David Ricardo, con el afinamiento de la teoría de Smith, que llegó a convertirse en la doctrina de las ventajas comparativas. 
 
  [39] Max Weber. La ética protestante y el espíritu del capitalismo. Fondo de Cultura Económica, México DF, 2005 [1905].
 
  [40] Hernando de Soto. El misterio del capital. Editora El Comercio, Lima, 2000. 
 
  [41] Cf. Giancarlo Bosetti. La lección de este siglo: Karl Popper. Editorial Océano, México, 1992.
 
  [42] Ludwig von Mises. Política económica. Unión Editorial, Madrid, 2007 [1959]. 
 
  [43] Para un análisis detallado de cómo las redes de confianza permiten a las empresas afrontar nuevos desafíos de crecimiento y compromisos de inversión, cf. Juan Cegarra, Antonio Briones y María del Mar Ros. “La confianza como elemento esencial para la mejora de la cooperación entre empresas: un estudio empírico en pymes”. Cuadernos de Administración, volumen 18, n.º 30, julio-diciembre, Bogotá, 2005, pp. 79-98. 
 
  [44] Alain Peyrefitte. La sociedad de la confianza. Editorial Andrés Bello, Santiago de Chile, 1996.
 
  [45] En la actualidad persiste esta idea en varios países.
 
  [46] Amartya Sen. “Capacidad y bienestar”. Martha Nussbaum y Amartya Sen (compiladores). La calidad de vida. Fondo de Cultura Económica, México DF, 1993. 
 
  [47] En el original, functionings, que puede ser confusa para definir en una acepción españolizada y puede considerarse una infortunada palabra para representar lo que quería Sen.
 
  [48] Amartya Sen. Poverty and famines. An essay on entitlement and deprivation. Clarendon Press. Oxford, 1981.
 
  [49] World Economic Forum. The Global Competitiveness Report. 2011-2012.
 
  [50] El filósofo Arne Naess había contabilizado 311 definiciones del término “democracia” hasta el año 1956. Cf. Humberto Nogueira. Regímenes políticos contemporáneos. Editorial Estudios Jurídicos de Chile, Colección Estudios Jurídicos, 2.ª edición, 1993, p. 21.
 
  [51] James Buchanan. “Democracia limitada o ilimitada”. En Revista de Estudios Públicos, n.º 6, 1982, CEP Chile.
 
  [52] Friedrich Hayek. Los fundamentos de la libertad. Unión Editorial, 7.ª edición, 2006 [1960], p. 142.
 
  [53] Karl Popper. “Reflexiones sobre teoría y práctica del Estado democrático”. Conferencia pronunciada en Múnich el 9 de junio de 1988 por invitación del Hofman Bank. Cf. G. Bosetti. La lección de este siglo: Karl Popper, op. cit., p. 92.
 
  [54] Ibid., p. 92.
 
  [55] Ibid., p. 93.
 
  [56] Joseph Schumpeter. Capitalismo, Socialismo y Democracia. Editorial Orbis, Tomo II, Buenos Aires, 1985 [1952], p. 343. 
 
  [57] Ralf Dahrendorf. En busca de un nuevo orden. Editorial Paidós, 2005, p. 113.
 
  [58] Esta idea también es compartida por Karl Popper y se inserta en la tradición representativa.
 
  [59] En el capítulo VIII se explicarán los fundamentos del liberalismo clásico como doctrina política. El concepto de “liberal” que se aplica aquí es algo más amplio.
 
  [60] R. Dahrendorf. En busca de un nuevo orden, op. cit., p. 115.
 
  [61] Jean Jacques Rousseau. El contrato social. Editorial Aguilar, Madrid, 1981 [1762].
 
  [62] Para una crítica contundente del razonamiento de Rousseau, en la que se demuestra la contradicción y debilidad de este, cf. Isaiah Berlin. La traición de la libertad. Fondo de Cultura Económica. México, 2004, pp. 49-75. Otra crítica muy severa, donde se incide en el carácter anti-progreso (¿anti-progresista?) de Rousseau, puede encontrarse en Jean-François Revel. La gran mascarada. Editorial Taurus, Madrid, 2000, pp. 315-318. 
 
  [63] Norberto Bobbio. El futuro de la democracia. Fondo de Cultura Económica. 3.ª Edición, 2001 [1984], p. 51.
 
  [64] Friedrich Hayek. “El ideal democrático y la contención del poder”. Estudios Públicos, n.º 1, 1980, CEP Chile. 
 
  [65] Para un análisis extenso de este punto véase H. Nogueira. Regímenes políticos contemporáneo, op. cit., pp. 48-50. Dicho sea de paso, la crítica de Nogueira se enmarca en la concepción roussoniana.
 
  [66] De hecho, hay ejemplos incipientes. En Perú existe la revocatoria a presidentes regionales y a alcaldes, además de métodos de control diversos ejercidos desde la Contraloría General de la República y otras instancias como el Tribunal Constitucional y la Defensoría del Pueblo. Sin embargo, no existen mecanismos de revocatoria parlamentaria ni de jueces ni de fiscales, que queden en manos de los ciudadanos.
 
  [67] H. Nogueira. Regímenes políticos contemporáneos, op cit., p. 55. 
 
  [68] Enseñanzas no en el sentido historicista que sugiere la posibilidad de construir una prospectiva, sino en el de constatación empírica de hechos ocurridos que enriquecen nuestra experiencia presente y nuestra percepción del futuro.
 
  [69] Francis Fukuyama. “Capitalism and democracy: the missing link”. Journal of Democracy. Volumen 3, n.º 3, julio, 1992. Existe una traducción al español autorizada por el Journal of Democracy en la Revista de Estudios Públicos n.º 54, 1994. CEP Chile.
 
  [70] Ibid. 
 
  [71] Ibid.
 
  [72] Cf. Amartya Sen. “Development as capability expansion”. Journal of Development Planning, n.º 19, Naciones Unidas, Nueva York, 1989.
 
  [73] A. Smith. Investigación sobre la naturaleza y causas de la riqueza de las naciones, op. cit.
 
  [74] Ludwig von Mises. Liberalismo. Unión Editorial, 5.ª edición, Madrid, 2007 [1927]. 
 
  [75] Por supuesto, aquí no podemos desarrollar un análisis exhaustivo de las razones y causas totales de la crisis económica global actual, puesto que no existe la perspectiva histórica para hacerlo ni el conocimiento irrefutable en el nivel de ciencia económica, en el estado del arte actual de esta. No debe perderse de vista que incluso hoy, a más de ochenta años de producida, sigue la controversia sobre las causas de la crisis de 1929, sin que los economistas logren ponerse de total acuerdo al respecto. Por eso, solo hablamos de la causa central de lo que nos parece el origen de la crisis actual, que es lo más sensato, ya que admitimos que no puede haber una única causa, sino que hay un conjunto de gatillos de un fenómeno de tamaña complejidad, como es una crisis económica en el nivel global.
 
  [76] Jean-François Revel. La gran mascarada, op. cit., p. 315.
 
  [77] No se hace referencia aquí a una idea “constructivista” de la sociedad, en el sentido de que esta pueda ser sujeta de una elaboración planificada. La construcción que se alude puede ser producto de un proceso de orden espontáneo, que es más el sentido que se le da aquí. 
 
  [78] Lewis Coser. Las funciones del conflicto social. Fondo de Cultura Económica, México DF, 1961.
 
  [79] En adelante, se considerará indistintamente “conflicto” y “conflicto social” en el mismo sentido y similar significado.
 
  [80] Karl Marx y Friedrich Engel. El manifiesto comunista. Fondo de Cultura Económica, México DF, 2008 [1848].
 
  [81] Aunque la problemática del conflicto fue tratada previamente a Marx por otros autores, es claramente con Marx que empieza a tomar un lugar preponderante en las ciencias sociales a partir de su doctrina de la lucha de clases. Por eso, nuestro punto de partida y referente es el análisis marxista. 
 
  [82] L. Coser. Las funciones del conflicto social, op. cit.
 
  [83] Cf. Ralf Dahrendorf. Sociedad y libertad: hacia un análisis sociológico de la actualidad. Editorial Tecnos, Madrid, 1971. Ralf Dahrendorf. El conflicto social moderno: ensayo sobre la política de la libertad. Editorial Mondadori, Madrid, 1990. Ralf Dahrendorf. Las clases sociales y su conflicto en la sociedad industrial. Editorial Rialp, Madrid, 1970.
 
  [84] Relativizamos esta concepción en la medida en que las reivindicaciones de clase siempre se manifiestan en defensa de intereses de grupos identificables y cuyo peso demográfico al interior de las clases sociales típicas es muy reducido. El caso típico es el de las luchas sindicales, que defienden intereses concretos y relacionados solamente a plataformas de reclamos de grupos específicos de trabajadores, pero que no representan necesariamente –o casi nunca– beneficios a los que pueda acceder la mayor parte de la clase –o las clases– a las que pertenezcan dichos trabajadores. 
 
  [85] Cf. Max Weber. Economía y sociedad. Fondo de Cultura Económica, México DF, 1984 [1922].
 
  [86] Un ejemplo lo constituye el hecho de que las clases sociales más ricas debieran tener poder sobre las más pobres, sometiéndolas y dominándolas, en la concepción marxista.
 
  [87] A esto llama Dahrendorf una situación de "pluralismo" de oposiciones y de conflictos, que produce la superposición de los grupos de interés.
 
  [88] John Locke. Segundo tratado sobre el gobierno civil. Alianza Editorial, Madrid, 1990 [1689].
 
  [89] José Carlos Mariátegui. Siete ensayos de interpretación de la realidad peruana. Biblioteca Amauta, Lima, 1928.
 
  [90] Ronald Coase. “The Problem of Social Cost”. Journal of Law and Economics, volumen 3, octubre de 1960, pp. 1-44.
 
  [91] Los stakeholders son actores afectados o impactados por la ejecución de un proyecto a través de externalidades generadas por este.
 
  [92] Cf. Carlos Alberto Montaner. Las raíces torcidas de América Latina. Editorial Plaza Janes, Barcelona, 2001.
 
  [93] Robert Merton. Teoría y estructura social. Fondo de Cultura Económica. México DF, 1964. 
 
  [94] Para un análisis de la distinción entre “coacción” y “violencia” véase F. Hayek. Los fundamentos de la libertad, op. cit., pp. 177-194. De paso, nótese la distinción entre una visión liberal de ambos conceptos en contraposición con la visión anarco-capitalista que sostiene que toda coacción es violenta y, por tanto, descalificadora. Para esta última, cf. Murray Rothbard. Hacia una nueva libertad. Editorial Grito Sagrado, Buenos Aires, 2006 [1973]. Por cierto, Hayek distingue entre “autoritarismo” y “totalitarismo”, situando al primero como antagónico a la democracia y al segundo como opuesto al liberalismo. Cf. F. Hayek, Los fundamentos de la libertad, op cit., p. 141.
 
  [95] En este caso, se emplea el término en su sentido de desorden y no se utiliza el concepto como sinónimo de “acracia”. La acracia es un orden basado en el axioma de no coacción, donde las reglas de convivencia son resultado de pactos voluntarios. Los cultores de la acracia no aceptan la legitimidad de ninguna imposición; desde su perspectiva, para que una acción tenga valor moral debe emanar de la decisión libre de quien la emprende. Para ellos, las personas no han nacido para obedecer, sino para decidir por sí mismas.
 
  [96] Este concepto aparece muy desarrollado en Steven Levitsky y Lucan A. Way. “Elections Without Democracy: The Rise of Competitive Authoritarianism”. Journal of Democracy, volume 13, n.º 2, National Endowment for Democracy and The Johns Hopkins University Press, abril 2002, pp. 51-65.
 
  [97] De acuerdo al modelo Estado-sociedad desarrollado en los primeros capítulos de este libro.
 
  [98] Un caso está en el análisis de la economía peruana, cuando se afirma que el modelo económico aplicado desde inicios de los noventa ha perjudicado principalmente a los más pobres, sido regresivo en el ingreso, ha des-industrializado al país, ha re-primarizado la economía o ha fortalecido la centralización capitalina. Algo bastante discutible, por cierto. Cf. Jaime de Althaus. La revolución capitalista en el Perú. Fondo de Cultura Económica, Lima, 2007. 
 
  [99] Desde lo ideológico, en una línea que explorar en el curso de una investigación más profunda del tema, sería interesante rastrear cómo la educación pública escolar, por ejemplo, influye en esta percepción anti-privada.
 
  [100] Premio Nobel de Economía 1982. Se emplea la palabra “capturable” en alusión a la teoría de la captura regulatoria cuyo impulsor seminal fue George Stigler. Cf. George Stigler. “The Theory of Economic Regulation”. Bell Journal of Economics and Management Science, The Rand Corporation, volumen 2, n.º 1, primavera 1971, pp. 3-21.
 
  [101] Con este concepto, se hace referencia al hecho de que, mientras algunos ciudadanos “pueden”, en los hechos, realizar acciones fuera de la legalidad sin recibir sanción real, incluso aunque sean detectados en la comisión de esos actos, otros ciudadanos no lo hacen porque de hacerlo serían no solo detectables rápidamente sino expuestos ante la mirada pública de los medios o al desprestigio social.
 
  [102] Cf. Corporación Latinobarómetro. Informe Latinobarómetro 2008. Santiago de Chile, 2009.
 
  [103] Ibid.
 
  [104] F. Hayek. Los fundamentos de la libertad, op. cit.
 
  [105] Friedrich Hayek. Los principios de un orden social liberal. Ensayo presentado en el encuentro de Tokio de la Sociedad Mont Pelerin, en septiembre de 1966. Reproducido en Estudios Públicos, n.º 6, p. 179. Centro de Estudios Públicos de Chile. Santiago de Chile, 1982. 
 
  [106] Ibid., pp. 179-180. Según Hayek, tanto el utilitarismo inglés y el partido liberal inglés de fines del siglo XIX, como el liberalismo norteamericano, parten de esta tradición continental.
 
  [107] Cf. Francis Lieber. Anglican and Galician Liberty. Miscellaneous Writtings, p. 282. Filadelfia, 1881. Impreso originalmente en un diario de Carolina del Sur en 1848 y citado en F. Hayek. Los fundamentos de la libertad, op. cit., p. 83. 
 
  [108] F. Hayek. Camino de Servidumbre, op. cit., pp. 91-92.
 
  [109] Esto es concordante con lo desarrollado en el capítulo I.
 
  [110] No así en su dimensión sociológica.
 
  [111] A diferencia de la tradición continental, que ha sido siempre antagónica a toda religión y políticamente se ha mantenido en constante conflicto con las religiones organizadas. Cf. F. Hayek. Los principios de un orden social liberal, op. cit., p. 181. 
 
   
 
  [112] La separación de poderes –que en realidad se refiere a los poderes que componen el poder central–, reduce la discrecionalidad del Ejecutivo y de que las decisiones más importantes estén en manos de pocos. La descentralización, en cualquiera de sus versiones, desde municipalización o regionalización hasta federalismo, implica límites al poder central por transferencia de competencias y funciones desde el nivel nacional hacia los niveles sub-nacionales. Coadyuva a estos límites, aunque de manera algo menos directa, la democracia representativa, porque reduce el riesgo de que el poder político sea tomado por asalto por cualquier mayoría con la única validación de su mayor número. Esta preferencia por la democracia representativa se enmarca en la oposición del liberalismo clásico a la democracia directa a través de pensadores como Alexis de Tocqueville o James Madison. Sobre eso último cf. Alan Ryan. “Liberalism”. A Companion to Contemporary Political Philosophy. Robert E. Goodin y Philip Pettit (editores). Blackwell Publishing, Oxford, 1995.
 
  [113] Si en el siglo XVIII ese poder lo ejercía la realeza, eso es un hecho coyuntural histórico. Da lo mismo si lo ejerce un rey o un aparato burocrático republicano de talante comunista o fascista. 
 
  [114] F. Hayek. Los principios de un orden social liberal, op. cit., p. 182.
 
  [115] Jean-François Revel. La gran mascarada, op. cit., p. 216.
 
  [116] Como es un término normalmente utilizado peyorativamente por los enemigos del liberalismo, e incluso por algunos liberales, quienes pensamos que bajo la palabra “neoliberalismo” se cobijan nada menos que políticas liberales a secas, no solemos referirnos a dichas políticas como “neoliberales”, sino simplemente como políticas liberales. Varios intelectuales latinoamericanos comparten esa apreciación. Sin embargo, aquí vamos a ceder en utilizar el término “neoliberalismo” simplemente para no distraernos en el debate semántico y para señalar sin ambages a las políticas liberales que se aplicaron en América Latina para corregir importantes desequilibrios provocados por el anterior modelo de desarrollo, basado en la industrialización por sustitución de importaciones.
 
  [117] Cf. E. Ghersi. El mito del neoliberalismo, op. cit. 
 
  [118] Premio Nobel de Economía 1976.
 
  [119] John Williamson. “No hay consenso en el significado: reseña sobre el Consenso de Washington y sugerencias sobre los pasos a dar”. Finanzas & Desarrollo, volumen 40, n.º 3, septiembre 2003, p. 10. 
 
  [120] Ibid., p. 10.
 
  [121] Ibid., p. 10.
 
  [122] Ibid., p. 10.
 
  [123] Ibid., p. 10.
 
  [124] Ibid., p. 10.
 
  [125] Ibid., p. 10.
 
  [126] Ibid., p. 10.
 
  [127] Ibid., p. 10.
 
  [128] Ibid., p. 10-11.
 
  [129] Ibid., p. 11. Sobre esta medida, Williamson reconoce haberse inspirado en las tesis de Hernando de Soto. 
 
  [130] James Buchanan y los teóricos de la escuela de la Public Choice han estudiado profundamente esta clase de fenómenos. Cf. James Buchanan. Public Choice: The Origins and Development of a Research Program. Fairfax, Center for Study of Public Choice, George Mason University, Virginia 2003, pp. 1-13.
 
  [131] Cf. Banco Mundial. A better investment climate for everyone. World Development Report. Worldbank. Washington DC, 2005.
 
   
 
  [132] Jeremy Clift. “Más allá del Consenso de Washington”. Finanzas & Desarrollo, volumen. 40, n.º 3, septiembre 2003, p. 9.
 
  [133] Comisión Económica para América Latina (CEPAL). Panorama social de América Latina. Santiago de Chile, 2011.
 
  [134] Francisco Ferreira, Jamele Rigolini, Luis-Felipe López-Calva, María Ana Lugo y Renos Vakis. Panorámica General: La movilidad económica y el crecimiento de la clase media en América Latina. Banco Mundial, Washington DC, 2013. DC: Banco Mundial. Licencia: Creative Commons de Reconocimiento CC BY 3.0Banco Mundial, La movilidad económica y el crecimiento de la clase media en América Latina,Washington DC.
 
  [135] Guy Sorman. La economía no miente. op. cit. 
 
  [136] Ibid., p. 41.
 
  [137] Como en el caso de los pobres que se convierten en capitalistas emergentes precisamente a consecuencia de su incorporación a la economía de mercado, muchas veces con un origen en el fenómeno de la denominada “informalidad”.
 
  [138] C. A. Montaner. Las raíces torcidas de América Latina, op. cit.
 
  [139] Ibid., p. 13. 
 
  [140] A. Periffeite. La sociedad de confianza, op. cit.
 
   
 
  [141] M. Rothbard. Hacia una nueva libertad, op. cit., p. 351.
 
  [142] F. Hayek. Camino de servidumbre, op. cit.
 
  [143] Hernando de Soto. El otro sendero. Editorial El Barranco, Lima, 1986.
 
  [144] M. Rothbard. Hacia una nueva libertad, op. cit.
 
  [145] M. Rothbard. Hacia una nueva libertad, op. cit., p. 35.
 
  [146] Ibid., pp. 352-353. 
 
  [147] Ibid., p. 60. 
 
  [148] Ibid., p. 30.
 
  [149] F. Hayek. Camino de servidumbre, op. cit., p. 70.
 
  [150] Ibid., p. 70. 
 
  [151] Ibid., p. 70
 
  [152] L. von Mises. Liberalismo, op. cit., p. 69.
 
  [153] Ibid., p. 70.
 
  [154] Ibid., p. 70.
 
  [155] En un sentido más laxo, es libertad para acceder a las mismas oportunidades, aunque aquí hay que tener cuidado, porque el derecho a similares oportunidades no implica que se garanticen los mismos resultados.
 
  [156] Esta mayoría se define de acuerdo a cómo se fijen las reglas de juego de cada proceso. Por ejemplo, puede ser una mayoría simple (si el grupo mayoritario es más grande que todos los demás pero sin alcanzar la mitad), mayoría absoluta (si el grupo mayoritario supera el 50%), o mayoría calificada (si el grupo mayoritario supera un porcentaje dado, superior al 50%, usualmente el 75% o más).
 
  [157] Alexis de Tocqueville. La democracia en América, Fondo de Cultura Económica, México, 1957 [1835].
 
  [158] Aristóteles. Política. Obras de Aristóteles, volumen 3, Madrid, 1874, p. 97. La cita, así como todas las demás de la Política consignadas en este libro, corresponden a la edición de 1824, que contó con la traducción de Patricio de Azcárate. 
 
  [159] Ibid., p 96. 
 
  [160] En Aristóteles tampoco se encuentra una definición clara de lo que es el interés general, pero puede interpretarse como que se refleja en la ley. 
 
  [161] Aristóteles. Política. op. cit., p 97. 
 
  [162] Norberto Bobbio. La teoría de las formas de gobierno en la historia del pensamiento político. Fondo de Cultura Económica, México, 2.ª edición, 2001, p. 41.
 
  [163] Aristóteles. Política. op. cit., p. 98. Debe indicarse que puede haber problemas con la traducción de ciertos términos. Bobbio consigna los vocablos “politia” y “democracia” para lo que Azcárate, el traductor de 1824, señala como “república” y “demagogia” respectivamente. Cf. N. Bobbio. La teoría de las formas de gobierno en la historia del pensamiento político, op. cit., capítulo III. En otras traducciones se emplea el término “democracia” para significar lo que Azcárate traduce como “república”. El propio Bobbio ensaya una explicación de la posible confusión, al sostener que para Aristóteles “la máxima diferencia está entre la monarquía (la mejor constitución de las buenas) y la tiranía (la peor de las malas), y, al contrario, la mínima diferencia se encuentra entre la politia (la peor de las buenas) y la democracia (la mejor de las malas). Esto explica por qué las dos formas de la democracia pueden haber sido llamadas por el mismo nombre, ya que estando una al final de la primera serie, y otra al principio de la segunda, son tan parecidas que pueden confundirse.” 
 
  [164] F. Hayek. Los fundamentos de la libertad, op. cit., p. 145.
 
  [165] Para un análisis exhaustivo del término “neoliberalismo” y del uso, confusión y abuso de este, cf. Enrique Ghersi. "El mito del neoliberalismo". Revista de Estudios Públicos n.º 95, 2004. CEP Chile.
 
  [166] Friedrich Hayek. Derecho, legislación y libertad. Unión Editorial, Madrid, 2006 [1973, 1976, 1979], p. 371.
 
  [167] J.J. Rousseau. El contrato social, op. cit.
 
  [168] N. Bobbio. El futuro de la democracia, op. cit., 2001, p. 51.
 
  [169] A. Smith. Investigación sobre la naturaleza y causas de la riqueza de las naciones, op. cit.
 
  [170] L. Von Mises. Liberalismo, op. cit.
 
  [171] Mario Vargas Llosa. Discurso pronunciado en Washington, D.C., el 2 de marzo de 2005, al recibir el premio Irving Kristol del Instituto American Enterprise. 
 
  
[172] Cf. Liberal International. Helsinki Declaration on the Environment 1990. Liberal International Congress 1990, Finlandia. 
 
  [173] L. von Mises. Liberalismo, op. cit.
 
  [174] J.F. Revel. La gran mascarada, op. cit., p. 315.
 
  [175] F. Hayek. Los fundamentos de la libertad, op. cit., p. 156.
 
  [176] Se ha explicado el sentido liberal correcto del término “individualismo” en el capítulo VIII.
 
  [177] Cf. R. Dahrendorf. En busca de un nuevo orden, op. cit., p. 113.
  
 cover.jpeg
CUGENIO D'MEDINA LORA

EL HILO
CONDUCTOR

La viabilidad del liberalismo
en América Latina

Prélogo de Carlos Alberto Montaner

Unidn Editorial






images/00002.jpeg
Union Editorial





images/00001.jpeg





images/00004.jpeg
PCBLICOS

SUBSISTEMA
[ECONOMICO






images/00003.jpeg
SUBSISTEMA .
POLITICO

SUBSISTEMA
JURIDICO- =
COLRCITIVO

ESTADO
4

SUBSISTEMA
PROVISOR
: DE BIENES
Aparato burocritico PUBLICOS

COMPORTAMIENTO
BUROGRATRICO
[PUBLIC GHOICE)

SUPRA-SISTEMA GULTURAL






images/00006.jpeg
mH:l[ In(¥)-In(100) ]+1[EV‘25]+3[AA]+5[MT]
1n(40,000)~ In(100) 85-25 ) 91100) 9\ 100





images/00005.jpeg
TFuerza de las instituciones estatales

Cuadrante I Cuadrante I

Cuadrante IIT Cuadrante IV

Alcance de las instituciones estatales





images/00008.jpeg
Progreso sostenido

RSO,
Gonsiucionalismo y
Desarrollo divisibn de poderes’| g
“poltica
Crecimieato { M
TENGCRATE
o
- Ley y orden
Economia Conflicto
de mercado social

Tnstituciones
P ]

de propicdad






images/00007.jpeg
1. ostuciones

REQUERIMIENTOS 2. Tnlraesruciusa Inpulsores

BASICOS 3. Bsabllided macroeconéumica de facores
4.Saludy educacibn bisica

5. Educacidn superior y capacitacion
6. Eficiencia e mexcados de Lienes
MEJORADORES gy, 7 Elcencia ca mercados de o gy Lnpilbores
'DE EFICIENGIA 8. Sofistcacién de mercados funcieros de eficiencia
9. Acceso a L tecnologia
10, Tamafio de los mercadas

FACTORES
DE INNOVACION 1. Soltaitn d s s Impulsores
¥ SOFISTICACION Lt e innovacién.






